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Mensaje del Ministro

En los últimos años, sin lugar a dudas, se ha consolidado a nivel normativo el rol del Ministerio 
de Industria, Comercio y Mipymes (MICM). La promulgación de la Ley No. 37-17 significó la 
ampliación y modernización de este Ministerio, dotándolo del sustento legal requerido para 
responder a las nuevas necesidades del sector comercial, industrial y de las mipymes. Dejar 
atrás la base legal que guio las labores de la institución por espacio de 51 años representó un 
logro que vino acompañado de nuevos retos normativos.

Con la consolidación y ampliación de las competencias del MICM se hizo necesaria la reorga-
nización interna reflejada en el Decreto No. 100-18. Con este instrumento el MICM se colocó 
entre las instituciones pioneras en el país que cuentan con un reglamento que define las com-
petencias, funciones, estructura interna y organización, y el nivel de autoridad e interrelación 
de sus funcionarios a nivel interno y con las entidades adscritas.

Se suman a estos esfuerzos la promulgación de la Ley No. 17-19 sobre la erradicación del 
comercio ilícito, contrabando y falsificación de productos regulados, donde se establecen las 
infracciones en materia de combustibles, y la adopción del Decreto No. 220-19 que establece 
el procedimiento administrativo sancionador del MICM. 

Estos instrumentos legales, en conjunto con otras leyes de determinante relevancia para todas 
las entidades de la Administración pública, constituyen en la actualidad el soporte legal de 
nuestras actuaciones. En este sentido, en aras de facilitar a los usuarios de nuestros servicios y 
a la sociedad la comprensión y el fácil acceso al marco normativo que nos rige, ponemos a dis-
posición del público el Compendio de Normativa Institucional del MICM. Esperamos que todos los 
sectores puedan familiarizarse con su contenido y aprovechar este esfuerzo de nuestro equipo.  

Nelson Toca Simó
Ministro de Industria, Comercio y Mipymes





Nuestro quehacer institucional se encuentra marcado por toda una diversidad de instrumen-
tos normativos que nos guían como institución pública. Todas ellas en conjunto configuran 
nuestro referente de consulta obligatoria y nuestra base en la toma de decisiones al servicio 
del sector comercial, industrial y de las mipymes.

Con el objetivo de facilitar el acceso a nuestra base legal, presentamos al público el Compendio 
de Normativa Institucional. En el mismo se recopilan las principales disposiciones que susten-
tan en la actualidad la base del trabajo cotidiano del MICM. Este esfuerzo forma parte de una 
serie de compendios que presentan de manera práctica los fundamentos normativos de los 
distintos ámbitos de actuación del MICM. Esperamos que estas recopilaciones faciliten el ac-
ceso a la normativa de todos aquellos que interactúan con el MICM a nivel interno y externo, y 
que propicie mayor conocimiento de nuestra labor y de los cimientos sobre los que ejercemos 
nuestro rol institucional.

César Avilés Coste
Director Jurídico

Presentación
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Constitución de la República Dominicana
Votada y proclamada por la Asamblea Nacional en fecha trece (13) de junio de 2015

Gaceta Oficial No. 10805, 10 de julio de 2015

PREÁMBULO

Nosotros, representantes del pueblo dominicano, libre y democráticamente elegidos, reunidos 
en Asamblea Nacional Revisora; invocando el nombre de Dios; guiados por el ideario de nues-
tros Padres de la Patria, Juan Pablo Duarte, Matías Ramón Mella y Francisco del Rosario Sán-
chez, y de los próceres de la Restauración de establecer una República libre, independiente, 
soberana y democrática; inspirados en los ejemplos de luchas y sacrificios de nuestros héroes 
y heroínas inmortales; estimulados por el trabajo abnegado de nuestros hombres y mujeres; 
regidos por los valores supremos y los principios fundamentales de la dignidad humana, la 
libertad, la igualdad, el imperio de la ley, la justicia, la solidaridad, la convivencia fraterna, el 
bienestar social, el equilibrio ecológico, el progreso y la paz, factores esenciales para la co-
hesión social; declaramos nuestra voluntad de promover la unidad de la Nación dominicana, 
por lo que en ejercicio de nuestra libre determinación adoptamos y proclamamos la siguiente

CONSTITUCIÓN

TÍTULO I 
DE LA NACIÓN, DEL ESTADO, DE SU GOBIERNO Y DE SUS PRINCIPIOS FUNDAMENTALES

CAPÍTULO I 
DE LA NACIÓN, DE SU SOBERANÍA Y DE SU GOBIERNO

Artículo 1. Organización del Estado. El pueblo dominicano constituye una Nación organiza-
da en Estado libre e independiente, con el nombre de República Dominicana.

Artículo 2. Soberanía Popular. La soberanía reside exclusivamente en el pueblo, de quien 
emanan todos los poderes, los cuales ejerce por medio de sus representantes o en forma 
directa, en los términos que establecen esta Constitución y las leyes.

Artículo 3. Inviolabilidad de la Soberanía y Principio de No Intervención. La soberanía de la 
Nación dominicana, Estado libre e independiente de todo poder extranjero, es inviolable. Ninguno 
de los poderes públicos organizados por la presente Constitución puede realizar o permitir la 
realización de actos que constituyan una intervención directa o indirecta en los asuntos internos o 
externos de la República Dominicana o una injerencia que atente contra la personalidad e integri-
dad del Estado y de los atributos que se le reconocen y consagran en esta Constitución. El principio 
de la no intervención constituye una norma invariable de la política internacional dominicana.

Artículo 4. Gobierno de la Nación y Separación de Poderes. El gobierno de la Nación es 
esencialmente civil, republicano, democrático y representativo. Se divide en Poder Legislativo, 
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Poder Ejecutivo y Poder Judicial. Estos tres poderes son independientes en el ejercicio de sus 
respectivas funciones. Sus encargados son responsables y no pueden delegar sus atribuciones, 
las cuales son únicamente las determinadas por esta Constitución y las leyes.

Artículo 5. Fundamento de la Constitución. La Constitución se fundamenta en el respeto 
a la dignidad humana y en la indisoluble unidad de la Nación, patria común de todos los 
dominicanos y dominicanas.

Artículo 6. Supremacía de la Constitución. Todas las personas y los órganos que ejercen 
potestades públicas están sujetos a la Constitución, norma suprema y fundamento del ordena-
miento jurídico del Estado. Son nulos de pleno derecho toda ley, decreto, resolución, reglamento 
o acto contrarios a esta Constitución.

CAPÍTULO II 
DEL ESTADO SOCIAL Y DEMOCRÁTICO DE DERECHO

Artículo 7. Estado Social y Democrático de Derecho. La República Dominicana es un Estado 
Social y Democrático de Derecho, organizado en forma de República unitaria, fundado en el 
respeto de la dignidad humana, los derechos fundamentales, el trabajo, la soberanía popular 
y la separación e independencia de los poderes públicos.

Artículo 8. Función Esencial del Estado. Es función esencial del Estado, la protección efec-
tiva de los derechos de la persona, el respeto de su dignidad y la obtención de los medios 
que le permitan perfeccionarse de forma igualitaria, equitativa y progresiva, dentro de un 
marco de libertad individual y de justicia social, compatibles con el orden público, el bienestar 
general y los derechos de todos y todas.

CAPÍTULO III 
DEL TERRITORIO NACIONAL

SECCIÓN I 
DE LA CONFORMACIÓN DEL TERRITORIO NACIONAL

Artículo 9. Territorio Nacional. El territorio de la República Dominicana es inalienable. Está 
conformado por:

1)	 La parte oriental de la isla de Santo Domingo, sus islas adyacentes y el conjunto de ele-
mentos naturales de su geomorfología marina. Sus límites terrestres irreductibles están 
fijados por el Tratado Fronterizo de 1929 y su Protocolo de Revisión de 1936. Las auto-
ridades nacionales velan por el cuidado, protección y mantenimiento de los bornes que 
identifican el trazado de la línea de demarcación fronteriza, de conformidad con lo dis-
puesto en el tratado fronterizo y en las normas de Derecho Internacional;

2)	 El mar territorial, el suelo y subsuelo marinos correspondientes. La extensión del mar te-
rritorial, sus líneas de base, zona contigua, zona económica exclusiva y la plataforma con-
tinental serán establecidas y reguladas por la ley orgánica o por acuerdos de delimitación 
de fronteras marinas, en los términos más favorables permitidos por el Derecho del Mar;
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3)	 El espacio aéreo sobre el territorio nacional, el espectro electromagnético y el espacio 
donde éste actúa. La ley regulará el uso de estos espacios de conformidad con las normas 
del Derecho Internacional.

Párrafo. Los poderes públicos procurarán, en el marco de los acuerdos internacionales, la 
preservación de los derechos e intereses nacionales en el espacio ultraterrestre, con el objetivo 
de asegurar y mejorar la comunicación y el acceso de la población a los bienes y servicios 
desarrollados en el mismo.

SECCIÓN II 
DEL RÉGIMEN DE SEGURIDAD Y DESARROLLO FRONTERIZO

Artículo 10. Régimen Fronterizo. Se declara de supremo y permanente interés nacional la 
seguridad, el desarrollo económico, social y turístico de la Zona Fronteriza, su integración vial, 
comunicacional y productiva, así como la difusión de los valores patrios y culturales del pueblo 
dominicano. En consecuencia:

1)	 Los poderes públicos elaborarán, ejecutarán y priorizarán políticas y programas de inver-
sión pública en obras sociales y de infraestructura para asegurar estos objetivos;

2)	 El régimen de adquisición y transferencia de la propiedad inmobiliaria en la Zona Fron-
teriza estará sometido a requisitos legales específicos que privilegien la propiedad de los 
dominicanos y dominicanas y el interés nacional.

Artículo 11. Tratados Fronterizos. El uso sostenible y la protección de los ríos fronterizos, el 
uso de la carretera internacional y la preservación de los bornes fronterizos utilizando puntos 
geodésicos, se regulan por los principios consagrados en el Protocolo de Revisión del año 1936 
del Tratado de Frontera de 1929 y el Tratado de Paz, Amistad Perpetua y Arbitraje de 1929 
suscrito con la República de Haití.

SECCIÓN III 
DE LA DIVISIÓN POLÍTICO ADMINISTRATIVA

Artículo 12. División Político Administrativa. Para el gobierno y la administración del 
Estado, el territorio de la República se divide políticamente en un Distrito Nacional y en las 
regiones, provincias y municipios que las leyes determinen. Las regiones estarán conformadas 
por las provincias y municipios que establezca la ley.

Artículo 13. Distrito Nacional. La ciudad de Santo Domingo de Guzmán es el Distrito Nacional, 
capital de la República y asiento del gobierno nacional.

CAPÍTULO IV 
DE LOS RECURSOS NATURALES

Artículo 14. Recursos Naturales. Son patrimonio de la Nación los recursos naturales no 
renovables que se encuentren en el territorio y en los espacios marítimos bajo jurisdicción 
nacional, los recursos genéticos, la biodiversidad y el espectro radioeléctrico.
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Artículo 15. Recursos Hídricos. El agua constituye patrimonio nacional estratégico de uso 
público, inalienable, imprescriptible, inembargable y esencial para la vida. El consumo hu-
mano del agua tiene prioridad sobre cualquier otro uso. El Estado promoverá la elaboración e 
implementación de políticas efectivas para la protección de los recursos hídricos de la Nación.

Párrafo. Las cuencas altas de los ríos y las zonas de biodiversidad endémica, nativa y mi-
gratoria, son objeto de protección especial por parte de los poderes públicos para garantizar 
su gestión y preservación como bienes fundamentales de la Nación. Los ríos, lagos, lagunas, 
playas y costas nacionales pertenecen al dominio público y son de libre acceso, observándose 
siempre el respeto al derecho de propiedad privada. La ley regulará las condiciones, formas y 
servidumbres en que los particulares accederán al disfrute o gestión de dichas áreas.

Artículo 16. Áreas Protegidas. La vida silvestre, las unidades de conservación que conforman 
el Sistema Nacional de Áreas Protegidas y los ecosistemas y especies que contiene, constitu-
yen bienes patrimoniales de la Nación y son inalienables, inembargables e imprescriptibles. 
Los límites de las áreas protegidas sólo pueden ser reducidos por ley con la aprobación de las 
dos terceras partes de los votos de los miembros de las cámaras del Congreso Nacional.

Artículo 17. Aprovechamiento de los Recursos Naturales. Los yacimientos mineros y de 
hidrocarburos y, en general, los recursos naturales no renovables, sólo pueden ser explorados 
y explotados por particulares, bajo criterios ambientales sostenibles, en virtud de las conce-
siones, contratos, licencias, permisos o cuotas, en las condiciones que determine la ley. Los 
particulares pueden aprovechar los recursos naturales renovables de manera racional con las 
condiciones, obligaciones y limitaciones que disponga la ley. En consecuencia:

1)	 Se declara de alto interés público la exploración y explotación de hidrocarburos en el te-
rritorio nacional y en las áreas marítimas bajo jurisdicción nacional;

2)	 Se declara de prioridad nacional y de interés social la reforestación del país, la conserva-
ción de los bosques y la renovación de los recursos forestales;

3)	 Se declara de prioridad nacional la preservación y aprovechamiento racional de los recur-
sos vivos y no vivos de las áreas marítimas nacionales, en especial el conjunto de bancos 
y emersiones dentro de la política nacional de desarrollo marítimo;

4)	 Los beneficios percibidos por el Estado por la explotación de los recursos naturales serán 
dedicados al desarrollo de la Nación y de las provincias donde se encuentran, en la pro-
porción y condiciones fijadas por ley.

CAPÍTULO V  
DE LA POBLACIÓN

SECCIÓN I 
DE LA NACIONALIDAD

Artículo 18. Nacionalidad. Son dominicanas y dominicanos:

1)	 Los hijos e hijas de madre o padre dominicanos;
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2)	 Quienes gocen de la nacionalidad dominicana antes de la entrada en vigencia de esta 
Constitución;

3)	 Las personas nacidas en territorio nacional, con excepción de los hijos e hijas de extran-
jeros miembros de legaciones diplomáticas y consulares, de extranjeros que se hallen en 
tránsito o residan ilegalmente en territorio dominicano. Se considera persona en tránsito 
a toda extranjera o extranjero definido como tal en las leyes dominicanas;

4)	 Los nacidos en el extranjero, de padre o madre dominicanos, no obstante haber adqui-
rido, por el lugar de nacimiento, una nacionalidad distinta a la de sus padres. Una vez 
alcanzada la edad de dieciocho años, podrán manifestar su voluntad, ante la autoridad 
competente, de asumir la doble nacionalidad o renunciar a una de ellas;

5)	 Quienes contraigan matrimonio con un dominicano o dominicana, siempre que opten por 
la nacionalidad de su cónyuge y cumplan con los requisitos establecidos por la ley;

6)	 Los descendientes directos de dominicanos residentes en el exterior;

7)	 Las personas naturalizadas, de conformidad con las condiciones y formalidades requeri-
das por la ley.

Párrafo. Los poderes públicos aplicarán políticas especiales para conservar y fortalecer los 
vínculos de la Nación dominicana con sus nacionales en el exterior, con la meta esencial de 
lograr mayor integración.

Artículo 19. Naturalización. Las y los extranjeros pueden naturalizarse conforme a la ley, 
no pueden optar por la presidencia o vicepresidencia de los poderes del Estado, ni están 
obligados a tomar las armas contra su Estado de origen. La ley regulará otras limitaciones a 
las personas naturalizadas.

Artículo 20. Doble Nacionalidad. Se reconoce a dominicanas y dominicanos la facultad 
de adquirir una nacionalidad extranjera. La adquisición de otra nacionalidad no implica la 
pérdida de la dominicana.

Párrafo. Las dominicanas y los dominicanos que adopten otra nacionalidad, por acto vo-
luntario o por el lugar de nacimiento, podrán aspirar a la presidencia y vicepresidencia de la 
República, si renunciaren a la nacionalidad adquirida con diez años de anticipación a la elec-
ción y residieren en el país durante los diez años previos al cargo. Sin embargo, podrán ocupar 
otros cargos electivos, ministeriales o de representación diplomática del país en el exterior y 
en organismos internacionales, sin renunciar a la nacionalidad adquirida.

SECCIÓN II 
DE LA CIUDADANÍA

Artículo 21. Adquisición de la Ciudadanía. Todos los dominicanos y dominicanas que hayan 
cumplido 18 años de edad y quienes estén o hayan estado casados, aunque no hayan cumplido 
esa edad, gozan de ciudadanía.
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Artículo 22. Derechos de Ciudadanía. Son derechos de ciudadanas y ciudadanos:

1)	 Elegir y ser elegibles para los cargos que establece la presente Constitución;

2)	 Decidir sobre los asuntos que se les propongan mediante referendo;

3)	 Ejercer el derecho de iniciativa popular, legislativa y municipal, en las condiciones fijadas 
por esta Constitución y las leyes;

4)	 Formular peticiones a los poderes públicos para solicitar medidas de interés público y 
obtener respuesta de las autoridades en el término establecido por las leyes que se dicten 
al respecto;

5)	 Denunciar las faltas cometidas por los funcionarios públicos en el desempeño de su cargo.

Artículo 23. Pérdida de los Derechos de Ciudadanía. Los derechos de ciudadanía se pier-
den por condenación irrevocable en los casos de traición, espionaje, conspiración; así como 
por tomar las armas y por prestar ayuda o participar en atentados o daños deliberados contra 
los intereses de la República.

Artículo 24. Suspensión de los Derechos de Ciudadanía. Los derechos de ciudadanía se 
suspenden en los casos de:

1)	 Condenación irrevocable a pena criminal, hasta el término de la misma;

2)	 Interdicción judicial legalmente pronunciada, mientras ésta dure;

3)	 Aceptación en territorio dominicano de cargos o funciones públicas de un gobierno o Es-
tado extranjero sin previa autorización del Poder Ejecutivo;

4)	 Violación a las condiciones en que la naturalización fue otorgada.

SECCIÓN III 
DEL RÉGIMEN DE EXTRANJERÍA

Artículo 25. Régimen de Extranjería. Extranjeros y extranjeras tienen en la República 
Dominicana los mismos derechos y deberes que los nacionales, con las excepciones y limita-
ciones que establecen esta Constitución y las leyes; en consecuencia:

1)	 No pueden participar en actividades políticas en el territorio nacional, salvo para el ejer-
cicio del derecho al sufragio de su país de origen;

2)	 Tienen la obligación de registrarse en el Libro de Extranjería, de acuerdo con la ley;

3)	 Podrán recurrir a la protección diplomática después de haber agotado los recursos y procedi-
mientos ante la jurisdicción nacional, salvo lo que dispongan los convenios internacionales.
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CAPÍTULO VI 
DE LAS RELACIONES INTERNACIONALES Y DEL DERECHO INTERNACIONAL

SECCIÓN I 
DE LA COMUNIDAD INTERNACIONAL

Artículo 26. Relaciones Internacionales y Derecho Internacional. La República Dominicana 
es un Estado miembro de la comunidad internacional, abierto a la cooperación y apegado a las 
normas del derecho internacional, en consecuencia:

1)	 Reconoce y aplica las normas del derecho internacional, general y americano, en la me-
dida en que sus poderes públicos las hayan adoptado;

2)	 Las normas vigentes de convenios internacionales ratificados regirán en el ámbito inter-
no, una vez publicados de manera oficial;

3)	 Las relaciones internacionales de la República Dominicana se fundamentan y rigen por la 
afirmación y promoción de sus valores e intereses nacionales, el respeto a los derechos 
humanos y al derecho internacional;

4)	 En igualdad de condiciones con otros Estados, la República Dominicana acepta un orde-
namiento jurídico internacional que garantice el respeto de los derechos fundamentales, 
la paz, la justicia, y el desarrollo político, social, económico y cultural de las naciones. Se 
compromete a actuar en el plano internacional, regional y nacional de modo compatible 
con los intereses nacionales, la convivencia pacífica entre los pueblos y los deberes de 
solidaridad con todas las naciones;

5)	 La República Dominicana promoverá y favorecerá la integración con las naciones de 
América, a fin de fortalecer una comunidad de naciones que defienda los intereses de 
la región. El Estado podrá suscribir tratados internacionales para promover el desarrollo 
común de las naciones, que aseguren el bienestar de los pueblos y la seguridad colectiva 
de sus habitantes, y para atribuir a organizaciones supranacionales las competencias re-
queridas para participar en procesos de integración;

6)	 Se pronuncia en favor de la solidaridad económica entre los países de América y apoya 
toda iniciativa en defensa de sus productos básicos, materias primas y biodiversidad.

SECCIÓN II  
REPRESENTANTES DE ELECCIÓN POPULAR ANTE  

PARLAMENTOS INTERNACIONALES

Artículo 27. Representantes. La República Dominicana tendrá representantes ante los par-
lamentos internacionales respecto a los cuales haya suscrito acuerdos que le reconozcan su 
participación y representación.
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Artículo 28. Requisitos. Para ser representante ante los parlamentos internacionales se re-
quiere ser dominicano o dominicana en pleno ejercicio de derechos y deberes civiles y políticos 
y haber cumplido 25 años de edad.

CAPÍTULO VII 
DEL IDIOMA OFICIAL Y LOS SÍMBOLOS PATRIOS

Artículo 29. Idioma Oficial. El idioma oficial de la República Dominicana es el español.

Artículo 30. Símbolos Patrios. Los símbolos patrios son la Bandera Nacional, el Escudo 
Nacional y el Himno Nacional.

Artículo 31. Bandera Nacional. La Bandera Nacional se compone de los colores azul ultramar 
y rojo bermellón, en cuarteles alternados, colocados de tal modo que el azul quede hacia la 
parte superior del asta, separados por una cruz blanca del ancho de la mitad de la altura de 
un cuartel y que lleve en el centro el Escudo Nacional. La bandera mercante es la misma que 
la nacional sin escudo.

Artículo 32. Escudo Nacional. El Escudo Nacional tiene los mismos colores de la Bandera 
Nacional dispuestos en igual forma. Lleva en el centro la Biblia abierta en el Evangelio de 
San Juan, capítulo 8, versículo 32, y encima una cruz, los cuales surgen de un trofeo inte-
grado por dos lanzas y cuatro banderas nacionales sin escudo, dispuestas a ambos lados; 
lleva un ramo de laurel del lado izquierdo y uno de palma al lado derecho. Está coronado 
por una cinta azul ultramar en la cual se lee el lema “Dios, Patria y Libertad”. En la base hay 
otra cinta de color rojo bermellón cuyos extremos se orientan hacia arriba con las palabras 
“República Dominicana”. La forma del Escudo Nacional es de un cuadrilongo, con los ángulos 
superiores salientes y los inferiores redondeados, el centro de cuya base termina en punta, y 
está dispuesto en forma tal que resulte un cuadrado perfecto al trazar una línea horizontal 
que una las dos verticales del cuadrilongo desde donde comienzan los ángulos inferiores.

Artículo 33. Himno Nacional. El Himno Nacional es la composición musical de José Reyes 
con letras de Emilio Prud´Homme, y es único e invariable.

Artículo 34. Lema Nacional. El Lema Nacional es “Dios, Patria y Libertad”.

Artículo 35. Días de Fiesta Nacional. Los días 27 de febrero y 16 de agosto, aniversarios 
de la Independencia y la Restauración de la República, respectivamente, se declaran de 
fiesta nacional.

Artículo 36. Reglamentación de los Símbolos Patrios. La ley reglamentará el uso de los 
símbolos patrios y las dimensiones de la Bandera Nacional y del Escudo Nacional.

TÍTULO II 
DE LOS DERECHOS, GARANTÍAS Y DEBERES FUNDAMENTALES
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CAPÍTULO I 
DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES

SECCIÓN I 
DE LOS DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS

Artículo 37. Derecho a la Vida. El derecho a la vida es inviolable desde la concepción hasta la 
muerte. No podrá establecerse, pronunciarse ni aplicarse, en ningún caso, la pena de muerte.

Artículo 38. Dignidad Humana. El Estado se fundamenta en el respeto a la dignidad de la 
persona y se organiza para la protección real y efectiva de los derechos fundamentales que 
le son inherentes. La dignidad del ser humano es sagrada, innata e inviolable; su respeto y 
protección constituyen una responsabilidad esencial de los poderes públicos.

Artículo 39. Derecho a la Igualdad. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, 
reciben la misma protección y trato de las instituciones, autoridades y demás personas y 
gozan de los mismos derechos, libertades y oportunidades, sin ninguna discriminación por ra-
zones de género, color, edad, discapacidad, nacionalidad, vínculos familiares, lengua, religión, 
opinión política o filosófica, condición social o personal. En consecuencia:

1)	 La República condena todo privilegio y situación que tienda a quebrantar la igualdad de 
las dominicanas y los dominicanos, entre quienes no deben existir otras diferencias que 
las que resulten de sus talentos o de sus virtudes;

2)	 Ninguna entidad de la República puede conceder títulos de nobleza ni distinciones hereditarias;

3)	 El Estado debe promover las condiciones jurídicas y administrativas para que la igualdad 
sea real y efectiva y adoptará medidas para prevenir y combatir la discriminación, la mar-
ginalidad, la vulnerabilidad y la exclusión;

4)	 La mujer y el hombre son iguales ante la ley. Se prohíbe cualquier acto que tenga como 
objetivo o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio en condi-
ciones de igualdad de los derechos fundamentales de mujeres y hombres. Se promoverán 
las medidas necesarias para garantizar la erradicación de las desigualdades y la discrimi-
nación de género;

5)	 El Estado debe promover y garantizar la participación equilibrada de mujeres y hombres 
en las candidaturas a los cargos de elección popular para las instancias de dirección y 
decisión en el ámbito público, en la administración de justicia y en los organismos de 
control del Estado.

Artículo 40. Derecho a la Libertad y Seguridad Personal. Toda persona tiene derecho a la 
libertad y seguridad personal. Por lo tanto:

1)	 Nadie podrá ser reducido a prisión o cohibido de su libertad sin orden motivada y escrita 
de juez competente, salvo el caso de flagrante delito;
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2)	 Toda autoridad que ejecute medidas privativas de libertad está obligada a identificarse;

3)	 Toda persona, al momento de su detención, será informada de sus derechos;

4)	 Toda persona detenida tiene derecho a comunicarse de inmediato con sus familiares, 
abogado o persona de su confianza, quienes tienen el derecho a ser informados del lugar 
donde se encuentra la persona detenida y de los motivos de la detención;

5)	 Toda persona privada de su libertad será sometida a la autoridad judicial competente 
dentro de las cuarenta y ocho horas de su detención o puesta en libertad. La autoridad 
judicial competente notificará al interesado, dentro del mismo plazo, la decisión que al 
efecto se dictare;

6)	 Toda persona privada de su libertad, sin causa o sin las formalidades legales o fuera de los 
casos previstos por las leyes, será puesta de inmediato en libertad a requerimiento suyo 
o de cualquier persona;

7)	 Toda persona debe ser liberada una vez cumplida la pena impuesta o dictada una orden 
de libertad por la autoridad competente;

8)	 Nadie puede ser sometido a medidas de coerción sino por su propio hecho;

9)	 Las medidas de coerción, restrictivas de la libertad personal, tienen carácter excepcional 
y su aplicación debe ser proporcional al peligro que tratan de resguardar;

10)	 No se establecerá el apremio corporal por deuda que no provenga de infracción a las leyes penales;

11)	 Toda persona que tenga bajo su guarda a un detenido está obligada a presentarlo tan 
pronto se lo requiera la autoridad competente;

12)	 Queda terminantemente prohibido el traslado de cualquier detenido de un estableci-
miento carcelario a otro lugar sin orden escrita y motivada de autoridad competente;

13)	 Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento 
de producirse no constituyan infracción penal o administrativa;

14)	 Nadie es penalmente responsable por el hecho de otro;

15)	 A nadie se le puede obligar a hacer lo que la ley no manda ni impedírsele lo que la ley 
no prohíbe. La ley es igual para todos: sólo puede ordenar lo que es justo y útil para la 
comunidad y no puede prohibir más que lo que le perjudica;

16)	 Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia la reedu-
cación y reinserción social de la persona condenada y no podrán consistir en trabajos forzados;

17)	 En el ejercicio de la potestad sancionadora establecida por las leyes, la Administración 
pública no podrá imponer sanciones que de forma directa o subsidiaria impliquen priva-
ción de libertad.
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Artículo 41. Prohibición de la Esclavitud. Se prohíben en todas sus formas, la esclavitud, la 
servidumbre, la trata y el tráfico de personas.

Artículo 42. Derecho a la Integridad Personal. Toda persona tiene derecho a que se respe-
te su integridad física, psíquica, moral y a vivir sin violencia. Tendrá la protección del Estado 
en casos de amenaza, riesgo o violación de las mismas. En consecuencia:

1)	 Ninguna persona puede ser sometida a penas, torturas o procedimientos vejatorios que 
impliquen la pérdida o disminución de su salud, o de su integridad física o psíquica;

2)	 Se condena la violencia intrafamiliar y de género en cualquiera de sus formas. El Estado 
garantizará mediante ley la adopción de medidas necesarias para prevenir, sancionar y 
erradicar la violencia contra la mujer;

3)	 Nadie puede ser sometido, sin consentimiento previo, a experimentos y procedimientos que 
no se ajusten a las normas científicas y bioéticas internacionalmente reconocidas. Tampoco 
a exámenes o procedimientos médicos, excepto cuando se encuentre en peligro su vida.

Artículo 43. Derecho al Libre Desarrollo de la Personalidad. Toda persona tiene derecho 
al libre desarrollo de su personalidad, sin más limitaciones que las impuestas por el orden 
jurídico y los derechos de los demás.

Artículo 44. Derecho a la Intimidad y el Honor Personal. Toda persona tiene derecho a la 
intimidad. Se garantiza el respeto y la no injerencia en la vida privada, familiar, el domicilio y 
la correspondencia del individuo. Se reconoce el derecho al honor, al buen nombre y a la propia 
imagen. Toda autoridad o particular que los viole está obligado a resarcirlos o repararlos 
conforme a la ley. Por tanto:

1)	 El hogar, el domicilio y todo recinto privado de la persona son inviolables, salvo en los 
casos que sean ordenados, de conformidad con la ley, por autoridad judicial competente 
o en caso de flagrante delito;

2)	 Toda persona tiene el derecho a acceder a la información y a los datos que sobre ella o 
sus bienes reposen en los registros oficiales o privados, así como conocer el destino y el 
uso que se haga de los mismos, con las limitaciones fijadas por la ley. El tratamiento de 
los datos e informaciones personales o sus bienes deberá hacerse respetando los prin-
cipios de calidad, licitud, lealtad, seguridad y finalidad. Podrá solicitar ante la autoridad 
judicial competente la actualización, oposición al tratamiento, rectificación o destrucción 
de aquellas informaciones que afecten ilegítimamente sus derechos;

3)	 Se reconoce la inviolabilidad de la correspondencia, documentos o mensajes privados en 
formatos físico, digital, electrónico o de todo otro tipo. Sólo podrán ser ocupados, inter-
ceptados o registrados, por orden de una autoridad judicial competente, mediante pro-
cedimientos legales en la sustanciación de asuntos que se ventilen en la justicia y preser-
vando el secreto de lo privado, que no guarde relación con el correspondiente proceso. Es 
inviolable el secreto de la comunicación telegráfica, telefónica, cablegráfica, electrónica, 
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telemática o la establecida en otro medio, salvo las autorizaciones otorgadas por juez o 
autoridad competente, de conformidad con la ley;

4)	 El manejo, uso o tratamiento de datos e informaciones de carácter oficial que recaben las 
autoridades encargadas de la prevención, persecución y castigo del crimen, sólo podrán 
ser tratados o comunicados a los registros públicos, a partir de que haya intervenido una 
apertura a juicio, de conformidad con la ley.

Artículo 45. Libertad de Conciencia y de Cultos. El Estado garantiza la libertad de concien-
cia y de cultos, con sujeción al orden público y respeto a las buenas costumbres.

Artículo 46. Libertad de Tránsito. Toda persona que se encuentre en territorio nacional 
tiene derecho a transitar, residir y salir libremente del mismo, de conformidad con las dispo-
siciones legales.

1)	 Ningún dominicano o dominicana puede ser privado del derecho a ingresar al territorio 
nacional. Tampoco puede ser expulsado o extrañado del mismo, salvo caso de extradición 
pronunciado por autoridad judicial competente, conforme la ley y los acuerdos interna-
cionales vigentes sobre la materia;

2)	 Toda persona tiene derecho a solicitar asilo en el territorio nacional, en caso de perse-
cución por razones políticas. Quienes se encuentren en condiciones de asilo gozarán de 
la protección que garantice el pleno ejercicio de sus derechos, de conformidad con los 
acuerdos, normas e instrumentos internacionales suscritos y ratificados por la República 
Dominicana. No se consideran delitos políticos, el terrorismo, los crímenes contra la hu-
manidad, la corrupción administrativa y los delitos transnacionales.

Artículo 47. Libertad de Asociación. Toda persona tiene derecho de asociarse con fines 
lícitos, de conformidad con la ley.

Artículo 48. Libertad de Reunión. Toda persona tiene el derecho de reunirse, sin permiso 
previo, con fines lícitos y pacíficos, de conformidad con la ley.

Artículo 49. Libertad de Expresión e Información. Toda persona tiene derecho a expresar 
libremente sus pensamientos, ideas y opiniones, por cualquier medio, sin que pueda estable-
cerse censura previa.

1)	 Toda persona tiene derecho a la información. Este derecho comprende buscar, investigar, 
recibir y difundir información de todo tipo, de carácter público, por cualquier medio, canal 
o vía, conforme determinan la Constitución y la ley;

2)	 Todos los medios de información tienen libre acceso a las fuentes noticiosas oficiales y 
privadas de interés público, de conformidad con la ley;

3)	 El secreto profesional y la cláusula de conciencia del periodista están protegidos por la 
Constitución y la ley;
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4)	 Toda persona tiene derecho a la réplica y rectificación cuando se sienta lesionada por 
informaciones difundidas. Este derecho se ejercerá de conformidad con la ley;

5)	 La ley garantiza el acceso equitativo y plural de todos los sectores sociales y políticos a 
los medios de comunicación propiedad del Estado.

Párrafo. El disfrute de estas libertades se ejercerá respetando el derecho al honor, a la intimi-
dad, así como a la dignidad y la moral de las personas, en especial la protección de la juventud 
y de la infancia, de conformidad con la ley y el orden público.

SECCIÓN II 
DE LOS DERECHOS ECONÓMICOS Y SOCIALES

Artículo 50. Libertad de Empresa. El Estado reconoce y garantiza la libre empresa, comercio 
e industria. Todas las personas tienen derecho a dedicarse libremente a la actividad econó-
mica de su preferencia, sin más limitaciones que las prescritas en esta Constitución y las que 
establezcan las leyes.

1)	 No se permitirán monopolios, salvo en provecho del Estado. La creación y organización de 
esos monopolios se hará por ley. El Estado favorece y vela por la competencia libre y leal 
y adoptará las medidas que fueren necesarias para evitar los efectos nocivos y restrictivos 
del monopolio y del abuso de posición dominante, estableciendo por ley excepciones para 
los casos de la seguridad nacional;

2)	 El Estado podrá dictar medidas para regular la economía y promover planes nacionales de 
competitividad e impulsar el desarrollo integral del país;

3)	 El Estado puede otorgar concesiones por el tiempo y la forma que determine la ley, cuan-
do se trate de explotación de recursos naturales o de la prestación de servicios públicos, 
asegurando siempre la existencia de contraprestaciones o contrapartidas adecuadas al 
interés público y al equilibrio medioambiental.

Artículo 51. Derecho de Propiedad. El Estado reconoce y garantiza el derecho de propiedad. 
La propiedad tiene una función social que implica obligaciones. Toda persona tiene derecho al 
goce, disfrute y disposición de sus bienes.

1)	 Ninguna persona puede ser privada de su propiedad, sino por causa justificada de utilidad pú-
blica o de interés social, previo pago de su justo valor, determinado por acuerdo entre las partes 
o sentencia de tribunal competente, de conformidad con lo establecido en la ley. En caso de 
declaratoria de Estado de Emergencia o de Defensa, la indemnización podrá no ser previa;

2)	 El Estado promoverá, de acuerdo con la ley, el acceso a la propiedad, en especial a la pro-
piedad inmobiliaria titulada;

3)	 Se declara de interés social la dedicación de la tierra a fines útiles y la eliminación gra-
dual del latifundio. Es un objetivo principal de la política social del Estado, promover la 
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reforma agraria y la integración de forma efectiva de la población campesina al proceso 
de desarrollo nacional, mediante el estímulo y la cooperación para la renovación de sus 
métodos de producción agrícola y su capacitación tecnológica;

4)	 No habrá confiscación por razones políticas de los bienes de las personas físicas o jurídicas;

5)	 Sólo podrán ser objeto de confiscación o decomiso, mediante sentencia definitiva, los bie-
nes de personas físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, que tengan su origen en actos 
ilícitos cometidos contra el patrimonio público, así como los utilizados o provenientes de 
actividades de tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas o relativas a la 
delincuencia transnacional organizada y de toda infracción prevista en las leyes penales;

6)	 La ley establecerá el régimen de administración y disposición de bienes incautados y 
abandonados en los procesos penales y en los juicios de extinción de dominio, previstos 
en el ordenamiento jurídico.

Artículo 52. Derecho a la Propiedad Intelectual. Se reconoce y protege el derecho de la 
propiedad exclusiva de las obras científicas, literarias, artísticas, invenciones e innovaciones, 
denominaciones, marcas, signos distintivos y demás producciones del intelecto humano por 
el tiempo, en la forma y con las limitaciones que establezca la ley.

Artículo 53. Derechos del Consumidor. Toda persona tiene derecho a disponer de bienes 
y servicios de calidad, a una información objetiva, veraz y oportuna sobre el contenido y las 
características de los productos y servicios que use o consuma, bajo las previsiones y normas 
establecidas por la ley. Las personas que resulten lesionadas o perjudicadas por bienes y ser-
vicios de mala calidad, tienen derecho a ser compensadas o indemnizadas conforme a la ley.

Artículo 54. Seguridad Alimentaria. El Estado promoverá la investigación y la transferencia 
de tecnología para la producción de alimentos y materias primas de origen agropecuarios, con 
el propósito de incrementar la productividad y garantizar la seguridad alimentaria.

Artículo 55. Derechos de la Familia. La familia es el fundamento de la sociedad y el espacio 
básico para el desarrollo integral de las personas. Se constituye por vínculos naturales o jurídi-
cos, por la decisión libre de un hombre y una mujer de contraer matrimonio o por la voluntad 
responsable de conformarla.

1)	 Toda persona tiene derecho a constituir una familia, en cuya formación y desarrollo la 
mujer y el hombre gozan de iguales derechos y deberes y se deben comprensión mutua y 
respeto recíproco;

2)	 El Estado garantizará la protección de la familia. El bien de familia es inalienable e inem-
bargable, de conformidad con la ley;

3)	 El Estado promoverá y protegerá la organización de la familia sobre la base de la institu-
ción del matrimonio entre un hombre y una mujer. La ley establecerá los requisitos para 
contraerlo, las formalidades para su celebración, sus efectos personales y patrimoniales, 
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las causas de separación o de disolución, el régimen de bienes y los derechos y deberes 
entre los cónyuges;

4)	 Los matrimonios religiosos tendrán efectos civiles en los términos que establezca la ley, 
sin perjuicio de lo dispuesto en los tratados internacionales;

5)	 La unión singular y estable entre un hombre y una mujer, libres de impedimento ma-
trimonial, que forman un hogar de hecho, genera derechos y deberes en sus relaciones 
personales y patrimoniales, de conformidad con la ley;

6)	 La maternidad, sea cual fuere la condición social o el estado civil de la mujer, gozará 
de la protección de los poderes públicos y genera derecho a la asistencia oficial en 
caso de desamparo;

7)	 Toda persona tiene derecho al reconocimiento de su personalidad, a un nombre propio, 
al apellido del padre y de la madre y a conocer la identidad de los mismos;

8)	 Todas las personas tienen derecho desde su nacimiento a ser inscritas gratuitamente en 
el registro civil o en el libro de extranjería y a obtener los documentos públicos que com-
prueben su identidad, de conformidad con la ley;

9)	 Todos los hijos son iguales ante la ley, tienen iguales derechos y deberes y disfrutarán de 
las mismas oportunidades de desarrollo social, espiritual y físico. Se prohíbe toda mención 
sobre la naturaleza de la filiación en los registros civiles y en todo documento de identidad;

10)	 El Estado promueve la paternidad y maternidad responsables. El padre y la madre, aun 
después de la separación y el divorcio, tienen el deber compartido e irrenunciable de 
alimentar, criar, formar, educar, mantener, dar seguridad y asistir a sus hijos e hijas. 
La ley establecerá las medidas necesarias y adecuadas para garantizar la efectividad de 
estas obligaciones;

11)	 El Estado reconoce el trabajo del hogar como actividad económica que crea valor agre-
gado y produce riqueza y bienestar social, por lo que se incorporará en la formulación y 
ejecución de las políticas públicas y sociales;

12)	 El Estado garantizará, mediante ley, políticas seguras y efectivas para la adopción;

13)	 Se reconoce el valor de los jóvenes como actores estratégicos en el desarrollo de la Na-
ción. El Estado garantiza y promueve el ejercicio efectivo de sus derechos, a través de 
políticas y programas que aseguren de modo permanente su participación en todos los 
ámbitos de la vida nacional y, en particular, su capacitación y su acceso al primer empleo.

Artículo 56. Protección de las Personas Menores de Edad. La familia, la sociedad y el 
Estado, harán primar el interés superior del niño, niña y adolescente; tendrán la obligación de 
asistirles y protegerles para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno 
de sus derechos fundamentales, conforme a esta Constitución y las leyes. En consecuencia:
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1)	 Se declara del más alto interés nacional la erradicación del trabajo infantil y todo tipo de 
maltrato o violencia contra las personas menores de edad. Los niños, niñas y adolescen-
tes serán protegidos por el Estado contra toda forma de abandono, secuestro, estado de 
vulnerabilidad, abuso o violencia física, sicológica, moral o sexual, explotación comercial, 
laboral, económica y trabajos riesgosos;

2)	 Se promoverá la participación activa y progresiva de los niños, niñas y adolescentes en la 
vida familiar, comunitaria y social;

3)	 Los adolescentes son sujetos activos del proceso de desarrollo. El Estado, con la parti-
cipación solidaria de las familias y la sociedad, creará oportunidades para estimular su 
tránsito productivo hacia la vida adulta.

Artículo 57. Protección de las Personas de la Tercera Edad. La familia, la sociedad y 
el Estado concurrirán para la protección y la asistencia de las personas de la tercera edad y 
promoverán su integración a la vida activa y comunitaria. El Estado garantizará los servicios 
de la seguridad social integral y el subsidio alimentario en caso de indigencia.

Artículo 58. Protección de las Personas con Discapacidad. El Estado promoverá, protegerá 
y asegurará el goce de todos los derechos humanos y libertades fundamentales de las personas 
con discapacidad, en condiciones de igualdad, así como el ejercicio pleno y autónomo de sus 
capacidades. El Estado adoptará las medidas positivas necesarias para propiciar su integración 
familiar, comunitaria, social, laboral, económica, cultural y política.

Artículo 59. Derecho a la Vivienda. Toda persona tiene derecho a una vivienda digna con 
servicios básicos esenciales. El Estado debe fijar las condiciones necesarias para hacer efectivo 
este derecho y promover planes de viviendas y asentamientos humanos de interés social. El 
acceso legal a la propiedad inmobiliaria titulada es una prioridad fundamental de las políticas 
públicas de promoción de vivienda.

Artículo 60. Derecho a la Seguridad Social. Toda persona tiene derecho a la seguridad 
social. El Estado estimulará el desarrollo progresivo de la seguridad social para asegurar el 
acceso universal a una adecuada protección en la enfermedad, discapacidad, desocupación 
y la vejez.

Artículo 61. Derecho a la Salud. Toda persona tiene derecho a la salud integral. En consecuencia:

1)	 El Estado debe velar por la protección de la salud de todas las personas, el acceso al agua 
potable, el mejoramiento de la alimentación, de los servicios sanitarios, las condiciones 
higiénicas, el saneamiento ambiental, así como procurar los medios para la prevención y 
tratamiento de todas las enfermedades, asegurando el acceso a medicamentos de calidad 
y dando asistencia médica y hospitalaria gratuita a quienes la requieran;

2)	 El Estado garantizará, mediante legislaciones y políticas públicas, el ejercicio de los de-
rechos económicos y sociales de la población de menores ingresos y, en consecuencia, 
prestará su protección y asistencia a los grupos y sectores vulnerables; combatirá los 
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vicios sociales con las medidas adecuadas y con el auxilio de las convenciones y las orga-
nizaciones internacionales.

Artículo 62. Derecho al Trabajo. El trabajo es un derecho, un deber y una función social que 
se ejerce con la protección y asistencia del Estado. Es finalidad esencial del Estado fomentar el 
empleo digno y remunerado. Los poderes públicos promoverán el diálogo y concertación entre 
trabajadores, empleadores y el Estado. En consecuencia:

1)	 El Estado garantiza la igualdad y equidad de mujeres y hombres en el ejercicio del dere-
cho al trabajo;

2)	 Nadie puede impedir el trabajo de los demás ni obligarles a trabajar contra su voluntad;

3)	 Son derechos básicos de trabajadores y trabajadoras, entre otros: la libertad sindical, la 
seguridad social, la negociación colectiva, la capacitación profesional, el respeto a su ca-
pacidad física e intelectual, a su intimidad y a su dignidad personal;

4)	 La organización sindical es libre y democrática, debe ajustarse a sus estatutos y ser com-
patible con los principios consagrados en esta Constitución y las leyes;

5)	 Se prohíbe toda clase de discriminación para acceder al empleo o durante la prestación 
del servicio, salvo las excepciones previstas por la ley con fines de proteger al trabajador 
o trabajadora;

6)	 Para resolver conflictos laborales y pacíficos se reconoce el derecho de trabajadores a la 
huelga y de empleadores al paro de las empresas privadas, siempre que se ejerzan con 
arreglo a la ley, la cual dispondrá las medidas para garantizar el mantenimiento de los 
servicios públicos o los de utilidad pública;

7)	 La ley dispondrá, según lo requiera el interés general, las jornadas de trabajo, los días 
de descanso y vacaciones, los salarios mínimos y sus formas de pago, la participación de 
los nacionales en todo trabajo, la participación de las y los trabajadores en los beneficios 
de la empresa y, en general, todas las medidas mínimas que se consideren necesarias a 
favor de los trabajadores, incluyendo regulaciones especiales para el trabajo informal, a 
domicilio y cualquier otra modalidad del trabajo humano. El Estado facilitará los medios 
a su alcance para que las y los trabajadores puedan adquirir los útiles e instrumentos 
indispensables a su labor;

8)	 Es obligación de todo empleador garantizar a sus trabajadores condiciones de seguridad, 
salubridad, higiene y ambiente de trabajo adecuados. El Estado adoptará medidas para 
promover la creación de instancias integradas por empleadores y trabajadores para la 
consecución de estos fines;

9)	 Todo trabajador tiene derecho a un salario justo y suficiente que le permita vivir con dig-
nidad y cubrir para sí y su familia necesidades básicas materiales, sociales e intelectuales. 
Se garantiza el pago de igual salario por trabajo de igual valor, sin discriminación de gé-
nero o de otra índole y en idénticas condiciones de capacidad, eficiencia y antigüedad;
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10)	 Es de alto interés la aplicación de las normas laborales relativas a la nacionalización del 
trabajo. La ley determinará el porcentaje de extranjeros que pueden prestar sus servicios 
a una empresa como trabajadores asalariados.

Artículo 63. Derecho a la Educación. Toda persona tiene derecho a una educación integral, 
de calidad, permanente, en igualdad de condiciones y oportunidades, sin más limitaciones que 
las derivadas de sus aptitudes, vocación y aspiraciones. En consecuencia:

1)	 La educación tiene por objeto la formación integral del ser humano a lo largo de toda su 
vida y debe orientarse hacia el desarrollo de su potencial creativo y de sus valores éticos. 
Busca el acceso al conocimiento, a la ciencia, a la técnica y a los demás bienes y valores 
de la cultura;

2)	 La familia es responsable de la educación de sus integrantes y tiene derecho a escoger el 
tipo de educación de sus hijos menores;

3)	 El Estado garantiza la educación pública gratuita y la declara obligatoria en el nivel inicial, 
básico y medio. La oferta para el nivel inicial será definida en la ley. La educación superior 
en el sistema público será financiada por el Estado, garantizando una distribución de los 
recursos proporcional a la oferta educativa de las regiones, de conformidad con lo que 
establezca la ley;

4)	 El Estado velará por la gratuidad y la calidad de la educación general, el cumplimiento de 
sus fines y la formación moral, intelectual y física del educando. Tiene la obligación de 
ofertar el número de horas lectivas que aseguren el logro de los objetivos educacionales;

5)	 El Estado reconoce el ejercicio de la carrera docente como fundamental para el pleno de-
sarrollo de la educación y de la Nación dominicana y, por consiguiente, es su obligación 
propender a la profesionalización, a la estabilidad y dignificación de los y las docentes;

6)	 Son obligaciones del Estado la erradicación del analfabetismo y la educación de personas 
con necesidades especiales y con capacidades excepcionales;

7)	 El Estado debe velar por la calidad de la educación superior y financiará los centros y 
universidades públicas, de conformidad con lo que establezca la ley. Garantizará la auto-
nomía universitaria y la libertad de cátedra;

8)	 Las universidades escogerán sus directivas y se regirán por sus propios estatutos, de con-
formidad con la ley;

9)	 El Estado definirá políticas para promover e incentivar la investigación, la ciencia, la tec-
nología y la innovación que favorezcan el desarrollo sostenible, el bienestar humano, la 
competitividad, el fortalecimiento institucional y la preservación del medio ambiente. Se 
apoyará a las empresas e instituciones privadas que inviertan a esos fines;
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10)	 La inversión del Estado en la educación, la ciencia y la tecnología deberá ser creciente y 
sostenida, en correspondencia con los niveles de desempeño macroeconómico del país. 
La ley consignará los montos mínimos y los porcentajes correspondientes a dicha inver-
sión. En ningún caso se podrá hacer transferencias de fondos consignados a financiar el 
desarrollo de estas áreas;

11)	 Los medios de comunicación social, públicos y privados, deben contribuir a la formación 
ciudadana. El Estado garantiza servicios públicos de radio, televisión y redes de biblio-
tecas y de informática, con el fin de permitir el acceso universal a la información. Los 
centros educativos incorporarán el conocimiento y aplicación de las nuevas tecnologías y 
de sus innovaciones, según los requisitos que establezca la ley;

12)	 El Estado garantiza la libertad de enseñanza, reconoce la iniciativa privada en la creación 
de instituciones y servicios de educación y estimula el desarrollo de la ciencia y la tecno-
logía, de acuerdo con la ley;

13)	 Con la finalidad de formar ciudadanas y ciudadanos conscientes de sus derechos y deberes, 
en todas las instituciones de educación pública y privada, serán obligatorias la instrucción 
en la formación social y cívica, la enseñanza de la Constitución, de los derechos y garantías 
fundamentales, de los valores patrios y de los principios de convivencia pacífica.

SECCIÓN III 
DE LOS DERECHOS CULTURALES Y DEPORTIVOS

Artículo 64. Derecho a la Cultura. Toda persona tiene derecho a participar y actuar con libertad 
y sin censura en la vida cultural de la Nación, al pleno acceso y disfrute de los bienes y servicios 
culturales, de los avances científicos y de la producción artística y literaria. El Estado protegerá 
los intereses morales y materiales sobre las obras de autores e inventores. En consecuencia:

1)	 Establecerá políticas que promuevan y estimulen, en los ámbitos nacionales e interna-
cionales, las diversas manifestaciones y expresiones científicas, artísticas y populares de 
la cultura dominicana e incentivará y apoyará los esfuerzos de personas, instituciones y 
comunidades que desarrollen o financien planes y actividades culturales;

2)	 Garantizará la libertad de expresión y la creación cultural, así como el acceso a la cultura 
en igualdad de oportunidades y promoverá la diversidad cultural, la cooperación y el in-
tercambio entre naciones;

3)	 Reconocerá el valor de la identidad cultural, individual y colectiva, su importancia para 
el desarrollo integral y sostenible, el crecimiento económico, la innovación y el bienestar 
humano, mediante el apoyo y difusión de la investigación científica y la producción cul-
tural. Protegerá la dignidad e integridad de los trabajadores de la cultura;

4)	 El patrimonio cultural de la Nación, material e inmaterial, está bajo la salvaguarda del Es-
tado que garantizará su protección, enriquecimiento, conservación, restauración y puesta 
en valor. Los bienes del patrimonio cultural de la Nación, cuya propiedad sea estatal o 
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hayan sido adquiridos por el Estado, son inalienables e inembargables y dicha titularidad, 
imprescriptible. Los bienes patrimoniales en manos privadas y los bienes del patrimonio 
cultural subacuático serán igualmente protegidos ante la exportación ilícita y el expolio. 
La ley regulará la adquisición de los mismos.

Artículo 65. Derecho al Deporte. Toda persona tiene derecho a la educación física, al de-
porte y la recreación. Corresponde al Estado, en colaboración con los centros de enseñanza 
y las organizaciones deportivas, fomentar, incentivar y apoyar la práctica y difusión de estas 
actividades. Por tanto:

1)	 El Estado asume el deporte y la recreación como política pública de educación y salud y 
garantiza la educación física y el deporte escolar en todos los niveles del sistema educa-
tivo, conforme a la ley;

2)	 La ley dispondrá los recursos, estímulos e incentivos para la promoción del deporte para 
todos y todas, la atención integral de los deportistas, el apoyo al deporte de alta compe-
tición, a los programas y actividades deportivas en el país y en el exterior.

SECCIÓN IV 
DE LOS DERECHOS COLECTIVOS Y DEL MEDIO AMBIENTE

Artículo 66. Derechos Colectivos y Difusos. El Estado reconoce los derechos e intereses 
colectivos y difusos, los cuales se ejercen en las condiciones y limitaciones establecidas en la 
ley. En consecuencia protege:

1)	 La conservación del equilibrio ecológico, de la fauna y la flora;

2)	 La protección del medio ambiente;

3)	 La preservación del patrimonio cultural, histórico, urbanístico, artístico, arquitectónico 
y arqueológico.

Artículo 67. Protección del Medio Ambiente. Constituyen deberes del Estado prevenir la 
contaminación, proteger y mantener el medio ambiente en provecho de las presentes y futu-
ras generaciones. En consecuencia:

1)	 Toda persona tiene derecho, tanto de modo individual como colectivo, al uso y goce sos-
tenible de los recursos naturales; a habitar en un ambiente sano, ecológicamente equi-
librado y adecuado para el desarrollo y preservación de las distintas formas de vida, del 
paisaje y de la naturaleza;

2)	 Se prohíbe la introducción, desarrollo, producción, tenencia, comercialización, transporte, 
almacenamiento y uso de armas químicas, biológicas y nucleares y de agroquímicos ve-
dados internacionalmente, además de residuos nucleares, desechos tóxicos y peligrosos;

3)	 El Estado promoverá, en el sector público y privado, el uso de tecnologías y energías al-
ternativas no contaminantes;
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4)	 En los contratos que el Estado celebre o en los permisos que se otorguen que involucren 
el uso y explotación de los recursos naturales, se considerará incluida la obligación de 
conservar el equilibrio ecológico, el acceso a la tecnología y su transferencia, así como de 
restablecer el ambiente a su estado natural, si éste resulta alterado;

5)	 Los poderes públicos prevendrán y controlarán los factores de deterioro ambiental, im-
pondrán las sanciones legales, la responsabilidad objetiva por daños causados al medio 
ambiente y a los recursos naturales y exigirán su reparación. Asimismo, cooperarán con 
otras naciones en la protección de los ecosistemas a lo largo de la frontera marítima  
y terrestre.

CAPÍTULO II 
DE LAS GARANTÍAS A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES

Artículo 68. Garantías de los Derechos Fundamentales. La Constitución garantiza la 
efectividad de los derechos fundamentales, a través de los mecanismos de tutela y pro-
tección, que ofrecen a la persona la posibilidad de obtener la satisfacción de sus derechos, 
frente a los sujetos obligados o deudores de los mismos. Los derechos fundamentales vincu-
lan a todos los poderes públicos, los cuales deben garantizar su efectividad en los términos 
establecidos por la presente Constitución y por la ley.

Artículo 69. Tutela Judicial Efectiva y Debido Proceso. Toda persona, en el ejercicio 
de sus derechos e intereses legítimos, tiene derecho a obtener la tutela judicial efectiva, 
con respeto del debido proceso que estará conformado por las garantías mínimas que se 
establecen a continuación:

1)	 El derecho a una justicia accesible, oportuna y gratuita;

2)	 El derecho a ser oída, dentro de un plazo razonable y por una jurisdicción competente, 
independiente e imparcial, establecida con anterioridad por la ley;

3)	 El derecho a que se presuma su inocencia y a ser tratada como tal, mientras no se haya 
declarado su culpabilidad por sentencia irrevocable;

4)	 El derecho a un juicio público, oral y contradictorio, en plena igualdad y con respeto al 
derecho de defensa;

5)	 Ninguna persona puede ser juzgada dos veces por una misma causa;

6)	 Nadie podrá ser obligado a declarar contra sí mismo;

7)	 Ninguna persona podrá ser juzgada sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le 
imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formali-
dades propias de cada juicio;

8)	 Es nula toda prueba obtenida en violación a la ley;
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9)	 Toda sentencia puede ser recurrida de conformidad con la ley. El tribunal superior no po-
drá agravar la sanción impuesta cuando sólo la persona condenada recurra la sentencia;

10)	 Las normas del debido proceso se aplicarán a toda clase de actuaciones judiciales  
y administrativas.

Artículo 70. Hábeas Data. Toda persona tiene derecho a una acción judicial para conocer de 
la existencia y acceder a los datos que de ella consten en registros o bancos de datos públicos 
o privados y, en caso de falsedad o discriminación, exigir la suspensión, rectificación, actuali-
zación y confidencialidad de aquéllos, conforme a la ley. No podrá afectarse el secreto de las 
fuentes de información periodística.

Artículo 71. Acción de Hábeas Corpus. Toda persona privada de su libertad o amenazada de 
serlo, de manera ilegal, arbitraria o irrazonable, tiene derecho a una acción de hábeas corpus 
ante un juez o tribunal competente, por sí misma o por quien actúe en su nombre, de confor-
midad con la ley, para que conozca y decida, de forma sencilla, efectiva, rápida y sumaria, la 
legalidad de la privación o amenaza de su libertad.

Artículo 72. Acción de Amparo. Toda persona tiene derecho a una acción de amparo para 
reclamar ante los tribunales, por sí o por quien actúe en su nombre, la protección inmediata 
de sus derechos fundamentales, no protegidos por el hábeas corpus, cuando resulten vulne-
rados o amenazados por la acción o la omisión de toda autoridad pública o de particulares, 
para hacer efectivo el cumplimiento de una ley o acto administrativo, para garantizar los 
derechos e intereses colectivos y difusos. De conformidad con la ley, el procedimiento es 
preferente, sumario, oral, público, gratuito y no sujeto a formalidades.

Párrafo. Los actos adoptados durante los Estados de Excepción que vulneren derechos 
protegidos que afecten irrazonablemente derechos suspendidos están sujetos a la acción 
de amparo.

Artículo 73. Nulidad de los Actos que Subviertan el Orden Constitucional. Son nulos de 
pleno derecho los actos emanados de autoridad usurpada, las acciones o decisiones de los 
poderes públicos, instituciones o personas que alteren o subviertan el orden constitucional y 
toda decisión acordada por requisición de fuerza armada.

CAPÍTULO III 
DE LOS PRINCIPIOS DE APLICACIÓN E INTERPRETACIÓN DE LOS DERECHOS  

Y GARANTÍAS FUNDAMENTALES

Artículo 74. Principios de Reglamentación e Interpretación. La interpretación y reglamen-
tación de los derechos y garantías fundamentales, reconocidos en la presente Constitución, se 
rigen por los principios siguientes:

1)	 No tienen carácter limitativo y, por consiguiente, no excluyen otros derechos y garantías 
de igual naturaleza;
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2)	 Sólo por ley, en los casos permitidos por esta Constitución, podrá regularse el ejercicio de 
los derechos y garantías fundamentales, respetando su contenido esencial y el principio 
de razonabilidad;

3)	 Los tratados, pactos y convenciones relativos a derechos humanos, suscritos y ratificados 
por el Estado dominicano, tienen jerarquía constitucional y son de aplicación directa e 
inmediata por los tribunales y demás órganos del Estado;

4)	 Los poderes públicos interpretan y aplican las normas relativas a los derechos funda-
mentales y sus garantías, en el sentido más favorable a la persona titular de los mismos 
y, en caso de conflicto entre derechos fundamentales, procurarán armonizar los bienes e 
intereses protegidos por esta Constitución.

CAPÍTULO IV 
DE LOS DEBERES FUNDAMENTALES

Artículo 75. Deberes Fundamentales. Los derechos fundamentales reconocidos en esta 
Constitución determinan la existencia de un orden de responsabilidad jurídica y moral, que 
obliga la conducta del hombre y la mujer en sociedad. En consecuencia, se declaran como 
deberes fundamentales de las personas los siguientes:

1)	 Acatar y cumplir la Constitución y las leyes, respetar y obedecer las autoridades estable-
cidas por ellas;

2)	 Votar, siempre que se esté en capacidad legal para hacerlo;

3)	 Prestar los servicios civiles y militares que la Patria requiera para su defensa y conserva-
ción, de conformidad con lo establecido por la ley;

4)	 Prestar servicios para el desarrollo, exigible a los dominicanos y dominicanas de edades 
comprendidas entre los dieciséis y veintiún años. Estos servicios podrán ser prestados 
voluntariamente por los mayores de veintiún años. La ley reglamentará estos servicios;

5)	 Abstenerse de realizar todo acto perjudicial a la estabilidad, independencia o soberanía de 
la República Dominicana;

6)	 Tributar, de acuerdo con la ley y en proporción a su capacidad contributiva, para financiar 
los gastos e inversiones públicas. Es deber fundamental del Estado garantizar la raciona-
lidad del gasto público y la promoción de una administración pública eficiente;

7)	 Dedicarse a un trabajo digno, de su elección, a fin de proveer el sustento propio y el de su 
familia para alcanzar el perfeccionamiento de su personalidad y contribuir al bienestar y 
progreso de la sociedad;

8)	 Asistir a los establecimientos educativos de la Nación para recibir, conforme lo dispone 
esta Constitución, la educación obligatoria;
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9)	 Cooperar con el Estado en cuanto a la asistencia y seguridad social, de acuerdo con 
sus posibilidades;

10)	 Actuar conforme al principio de solidaridad social, respondiendo con acciones humanita-
rias ante situaciones de calamidad pública o que pongan en peligro la vida o la salud de 
las personas;

11)	 Desarrollar y difundir la cultura dominicana y proteger los recursos naturales del país, 
garantizando la conservación de un ambiente limpio y sano;

12)	 Velar por el fortalecimiento y la calidad de la democracia, el respeto del patrimonio pú-
blico y el ejercicio transparente de la función pública.

TÍTULO III 
DEL PODER LEGISLATIVO

CAPÍTULO I 
DE SU CONFORMACIÓN

Artículo 76. Composición del Congreso. El Poder Legislativo se ejerce en nombre del pueblo 
por el Congreso Nacional, conformado por el Senado de la República y la Cámara de Diputados.

Artículo 77. Elección de las y los Legisladores. La elección de senadores y diputados se 
hará por sufragio universal directo en los términos que establezca la ley.

1)	 Cuando por cualquier motivo ocurran vacantes de senadores o diputados, la cámara co-
rrespondiente escogerá su sustituto de la terna que le presente el organismo superior del 
partido que lo postuló;

2)	 La terna será sometida a la cámara donde se haya producido la vacante dentro de los 
treinta días siguientes a su ocurrencia, si estuviere reunido el Congreso y, en caso de no 
estarlo, dentro de los primeros treinta días de su reunión. Transcurrido el plazo señalado 
sin que el organismo competente del partido someta la terna, la cámara correspondiente 
hará la elección;

3)	 Los cargos de senador y diputado son incompatibles con otra función o empleo público, 
salvo la labor docente. La ley regula el régimen de otras incompatibilidades;

4)	 Las y los senadores y diputados no están ligados por mandato imperativo, actúan siempre 
con apego al sagrado deber de representación del pueblo que los eligió, ante el cual deben 
rendir cuentas.

SECCIÓN I 
DEL SENADO

Artículo 78. Composición del Senado. El Senado se compone de miembros elegidos a razón 
de uno por cada provincia y uno por el Distrito Nacional, cuyo ejercicio durará cuatro años.
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Artículo 79. Requisitos para ser Senador o Senadora. Para ser senadora o senador se 
requiere ser dominicana o dominicano en pleno ejercicio de los derechos civiles y políticos, 
haber cumplido veinticinco años de edad, ser nativo de la demarcación territorial que lo elija 
o haber residido en ella por lo menos cinco años consecutivos. En consecuencia:

1)	 Las senadoras y senadores electos por una demarcación residirán en la misma durante el 
período por el que sean electos;

2)	 Las personas naturalizadas sólo podrán ser elegidas al Senado diez años después de haber 
adquirido la nacionalidad dominicana, siempre que hayan residido en la jurisdicción que 
las elija durante los cinco años que precedan a su elección.

Artículo 80. Atribuciones. Son atribuciones exclusivas del Senado:

1)	 Conocer de las acusaciones formuladas por la Cámara de Diputados contra las y los 
funcionarios públicos señalados en el artículo 83, numeral 1. La declaración de culpabi-
lidad deja a la persona destituida de su cargo, y no podrá desempeñar ninguna función 
pública, sea o no de elección popular, por el término de diez años. La persona destituida 
quedará sujeta, si hubiere lugar, a ser acusada y juzgada por ante los tribunales ordina-
rios, con arreglo a la ley. Esta decisión se adoptará con el voto de las dos terceras partes 
de la matrícula;

2)	 Aprobar o desaprobar los nombramientos de embajadores y jefes de misiones permanen-
tes acreditados en el exterior que le someta el Presidente de la República;

3)	 Elegir los miembros de la Cámara de Cuentas de las ternas presentadas por la Cámara de 
Diputados, con el voto de las dos terceras partes de los senadores presentes;

4)	 Elegir los miembros de la Junta Central Electoral y sus suplentes, con el voto de las dos 
terceras partes de los presentes;

5)	 Elegir al Defensor del Pueblo, sus suplentes y sus adjuntos, a partir de las ternas que le 
presente la Cámara de Diputados, con el voto de las dos terceras partes de los presentes;

6)	 Autorizar, previa solicitud del Presidente de la República, en ausencia de convenio que 
lo permita, la presencia de tropas extranjeras en ejercicios militares en el territorio de la 
República, así como determinar el tiempo y las condiciones de su estadía;

7)	 Aprobar o desaprobar el envío al extranjero de tropas en misiones de paz, autorizadas por 
organismos internacionales, fijando las condiciones y duración de dicha misión.

SECCIÓN II 
DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

Artículo 81. Representación y Composición. La Cámara de Diputados estará compuesta de 
la siguiente manera:



40

Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes

1)	 Ciento setenta y ocho diputadas o diputados elegidos por circunscripción territorial en re-
presentación del Distrito Nacional y las provincias, distribuidos en proporción a la densidad 
poblacional, sin que en ningún caso sean menos de dos los representantes por cada provincia;

2)	 Cinco diputadas o diputados elegidos a nivel nacional por acumulación de votos, prefe-
rentemente de partidos, alianzas o coaliciones que no hubiesen obtenido escaños y hayan 
alcanzado no menos de un uno por ciento (1%) de los votos válidos emitidos. La ley de-
terminará su distribución;

3)	 Siete diputadas o diputados elegidos en representación de la comunidad dominicana en 
el exterior. La ley determinará su forma de elección y distribución.

Artículo 82. Requisitos para ser Diputada o Diputado. Para ser diputada o diputado se 
requieren las mismas condiciones que para ser senador.

Artículo 83. Atribuciones. Son atribuciones exclusivas de la Cámara de Diputados:

1)	 Acusar ante el Senado a las y los funcionarios públicos elegidos por voto popular, a los 
elegidos por el Senado y por el Consejo Nacional de la Magistratura, por la comisión de 
faltas graves en el ejercicio de sus funciones. La acusación sólo podrá formularse con el 
voto favorable de las dos terceras partes de la matrícula. Cuando se trate del Presidente y 
el Vicepresidente de la República, se requerirá el voto favorable de las tres cuartas partes 
de la matrícula. La persona acusada quedará suspendida en sus funciones desde el mo-
mento en que la Cámara declare que ha lugar la acusación;

2)	 Someter al Senado las ternas para la elección de los miembros de la Cámara de Cuentas 
con el voto favorable de las dos terceras partes de los presentes;

3)	 Someter al Senado las ternas del Defensor del Pueblo, sus suplentes, que no podrán ser 
más de dos, y los adjuntos, que no podrán ser más de cinco, con el voto favorable de las 
dos terceras partes de los presentes.

CAPÍTULO II 
DE LAS DISPOSICIONES COMUNES A AMBAS CÁMARAS

Artículo 84. Quórum de Sesiones. En cada cámara es necesaria la presencia de más de la 
mitad de sus miembros para la validez de las deliberaciones. Las decisiones se adoptan por la 
mayoría absoluta de votos, salvo los asuntos declarados previamente de urgencia, los cuales, 
en su segunda discusión, se decidirán por las dos terceras partes de los presentes.

Artículo 85. Inmunidad por Opinión. Los integrantes de ambas cámaras gozan de inmuni-
dad por las opiniones que expresen en las sesiones.

Artículo 86. Protección de la Función Legislativa. Ningún senador o diputado podrá ser 
privado de su libertad durante la legislatura, sin la autorización de la cámara a que pertenezca, 
salvo el caso de que sea aprehendido en el momento de la comisión de un crimen.
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Si un legislador o legisladora hubiere sido arrestado, detenido o privado en cualquier otra for-
ma de su libertad, la cámara a que pertenece, esté en sesión o no, e incluso uno de sus inte-
grantes, podrá exigir su puesta en libertad por el tiempo que dure la legislatura. A este efecto, 
el Presidente del Senado o el de la Cámara de Diputados, o un senador o diputado, según el 
caso, hará un requerimiento al Procurador General de la República y, si fuese necesario, dará 
la orden de libertad directamente, para lo cual podrá requerir y deberá serle prestado todo el 
apoyo de la fuerza pública.

Artículo 87. Alcance y Límites de la Inmunidad. La inmunidad parlamentaria consagrada en 
el artículo anterior no constituye un privilegio personal del legislador, sino una prerrogativa de 
la cámara a que pertenece y no impide que al cesar el mandato congresual puedan impulsarse 
las acciones que procedan en derecho. Cuando la cámara recibiere una solicitud de autoridad 
judicial competente, con el fin de que le fuere retirada la protección a uno de sus miembros, 
procederá de conformidad con lo establecido en su reglamento interno y decidirá al efecto en 
un plazo máximo de dos meses desde la remisión del requerimiento.

Artículo 88. Pérdida de Investidura. Las y los legisladores deben asistir a las sesiones de 
las legislaturas y someterse al régimen de inhabilidades e incompatibilidades en la forma 
y términos que definan la presente Constitución y los reglamentos internos de la cámara 
legislativa correspondiente. Quienes incumplan lo anterior perderán su investidura, previo 
juicio político de acuerdo con las normas instituidas por esta Constitución y los reglamentos y 
no podrán optar por una posición en el Congreso Nacional dentro de los diez años siguientes 
a su destitución.

Artículo 89. Duración de las Legislaturas. Las cámaras se reunirán de forma ordinaria el 
27 de febrero y el 16 de agosto de cada año. Cada legislatura durará ciento cincuenta días. El 
Poder Ejecutivo podrá convocarlas de forma extraordinaria.

Artículo 90. Bufetes Directivos de las Cámaras. El 16 de agosto de cada año el Senado y la 
Cámara de Diputados elegirán sus respectivos bufetes directivos, integrados por un presiden-
te, un vicepresidente y dos secretarios.

1)	 El Presidente del Senado y el de la Cámara de Diputados tendrán, durante las sesiones, 
poderes disciplinarios y representarán a su respectiva cámara en todos los actos legales;

2)	 Cada cámara designará sus funcionarios, empleados administrativos y auxiliares de con-
formidad con la Ley de Carrera Administrativa del Congreso Nacional;

3)	 Cada cámara reglamentará lo concerniente a su servicio interior y al despacho de los 
asuntos que le son peculiares, y podrá, en el uso de sus facultades disciplinarias, estable-
cer las sanciones que procedan.

Artículo 91. Rendición de Cuentas de los Presidentes. Los presidentes de ambas cámaras 
deberán convocar a sus respectivos plenos la primera semana del mes de agosto de cada 
año, para rendirles un informe sobre las actividades legislativas, administrativas y financieras 
realizadas durante el período precedente.



42

Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes

Artículo 92. Rendición de Cuentas de los Legisladores. Los legisladores deberán rendir 
cada año un informe de su gestión ante los electores que representan.

CAPÍTULO III 
DE LAS ATRIBUCIONES DEL CONGRESO NACIONAL

Artículo 93. Atribuciones. El Congreso Nacional legisla y fiscaliza en representación del 
pueblo, le corresponden en consecuencia:

1)	 Atribuciones generales en materia legislativa:

a)	 Establecer los impuestos, tributos o contribuciones generales y determinar el modo 
de su recaudación e inversión;

b)	 Conocer de las observaciones que el Poder Ejecutivo haga a las leyes;

c)	 Disponer todo lo concerniente a la conservación de monumentos y al patrimonio 
histórico, cultural y artístico;

d)	 Crear, modificar o suprimir regiones, provincias, municipios, distritos municipales, 
secciones y parajes y determinar todo lo concerniente a sus límites y organización, 
por el procedimiento regulado en esta Constitución y previo estudio que demuestre 
la conveniencia política, social y económica justificativa de la modificación;

e)	 Autorizar al Presidente de la República a declarar los estados de excepción a que se 
refiere esta Constitución;

f)	 En caso de que la soberanía nacional se encuentre expuesta a un peligro grave e 
inminente, el Congreso podrá declarar que existe un estado de defensa nacional, 
suspendiendo el ejercicio de los derechos individuales, con excepción de los derechos 
establecidos en el artículo 263. Si no estuviera reunido el Congreso, el Presidente de 
la República podrá dictar la misma disposición, lo que conllevará una convocatoria 
inmediata del mismo para ser informado de los acontecimientos y de las disposicio-
nes tomadas;

g)	 Establecer las normas relativas a la migración y el régimen de extranjería;

h)	 Aumentar o reducir el número de las cortes de apelación y crear o suprimir tribuna-
les y disponer todo lo relativo a su organización y competencia, previa consulta a la 
Suprema Corte de Justicia;

i)	 Votar anualmente la Ley de Presupuesto General del Estado, así como aprobar o re-
chazar los gastos extraordinarios para los cuales solicite un crédito el Poder Ejecutivo;

j)	 Legislar cuanto concierne a la deuda pública y aprobar o desaprobar los créditos y 
préstamos firmados por el Poder Ejecutivo, de conformidad con esta Constitución 
y las leyes;
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k)	 Aprobar o desaprobar los contratos que le someta el Presidente de la República, de 
conformidad con lo que dispone el artículo 128, numeral 2), literal d), así como las 
enmiendas o modificaciones posteriores que alteren las condiciones originalmente 
establecidas en dichos contratos al momento de su sanción legislativa;

l)	 Aprobar o desaprobar los tratados y convenciones internacionales que suscriba el 
Poder Ejecutivo;

m)	 Declarar por ley la necesidad de la Reforma Constitucional;

n)	 Conceder honores a ciudadanas y ciudadanos distinguidos que hayan prestado reco-
nocidos servicios a la patria o a la humanidad;

ñ)	 Conceder autorización al Presidente de la República para salir al extranjero cuando 
sea por más de quince días;

o)	 Decidir el traslado de la sede de las cámaras legislativas por causa de fuerza mayor 
o por otras circunstancias debidamente motivadas;

p)	 Conceder amnistía por causas políticas;

q)	 Legislar acerca de toda materia que no sea de la competencia de otro poder del Es-
tado y que no sea contraria a la Constitución;

r)	 Pronunciarse a través de resoluciones acerca de los problemas o las situaciones de 
orden nacional o internacional que sean de interés para la República.

2)	 Atribuciones en materia de fiscalización y control:

a)	 Aprobar o rechazar el estado de recaudación e inversión de las rentas que debe 
presentarle el Poder Ejecutivo durante la primera legislatura ordinaria de cada año, 
tomando como base el informe de la Cámara de Cuentas;

b)	 Velar por la conservación y fructificación de los bienes nacionales en beneficio de la 
sociedad y aprobar o rechazar la enajenación de los bienes de dominio privado de la 
Nación, excepto lo que dispone el artículo 128, numeral 2, literal d);

c)	 Citar a ministros, viceministros, directores o administradores de organismos autó-
nomos y descentralizados del Estado ante las comisiones permanentes del Congreso, 
para edificarlas sobre la ejecución presupuestaria y los actos de su administración;

d)	 Examinar anualmente todos los actos del Poder Ejecutivo y aprobarlos, si son ajus-
tados a la Constitución y a las leyes;

e)	 Nombrar comisiones permanentes y especiales, a instancia de sus miembros, para 
que investiguen cualquier asunto que resulte de interés público, y rindan el infor-
me correspondiente;
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f)	 Supervisar todas las políticas públicas que implemente el gobierno y sus institucio-
nes autónomas y descentralizadas, sin importar su naturaleza y alcance.

Artículo 94. Invitaciones a las Cámaras. Las cámaras legislativas, así como las comisiones 
permanentes y especiales que éstas constituyan, podrán invitar a ministros, viceministros, 
directores y demás funcionarios y funcionarias de la Administración pública, así como a cual-
quier persona física o jurídica, para ofrecer información pertinente sobre los asuntos de los 
cuales se encuentren apoderadas.

Párrafo. La renuencia de las personas citadas a comparecer o a rendir las declaraciones re-
queridas, será sancionada por los tribunales penales de la República con la pena que señalen 
las disposiciones legales vigentes para los casos de desacato a las autoridades públicas, a 
requerimiento de la cámara correspondiente.

Artículo 95. Interpelaciones. Interpelar a los ministros y viceministros, al Gobernador del 
Banco Central y a los directores o administradores de organismos autónomos y descentrali-
zados del Estado, así como a los de entidades que administren fondos públicos sobre asuntos 
de su competencia, cuando así lo acordaren la mayoría de los miembros presentes, a reque-
rimiento de al menos tres legisladores, así como recabar información de otros funcionarios 
públicos competentes en la materia y dependientes de los anteriores.

Párrafo. Si el funcionario o funcionaria citado no compareciese sin causa justificada o se con-
sideraran insatisfactorias sus declaraciones, las cámaras, con el voto de las dos terceras partes 
de sus miembros presentes, podrán emitir un voto de censura en su contra y recomendar su 
destitución del cargo al Presidente de la República o al superior jerárquico correspondiente por 
incumplimiento de responsabilidad.

CAPÍTULO IV 
DE LA FORMACIÓN Y EFECTO DE LAS LEYES

Artículo 96. Iniciativa de Ley. Tienen derecho a iniciativa en la formación de las leyes:

1)	 Los senadores o senadoras y los diputados o diputadas;

2)	 El Presidente de la República;

3)	 La Suprema Corte de Justicia en asuntos judiciales;

4)	 La Junta Central Electoral en asuntos electorales.

Párrafo. Las y los legisladores que ejerzan el derecho a iniciativa en la formación de las leyes, 
pueden sostener su moción en la otra cámara. De igual manera, los demás que tienen este 
derecho pueden hacerlo en ambas cámaras personalmente o mediante un representante.

Artículo 97. Iniciativa Legislativa Popular. Se establece la iniciativa legislativa popular me-
diante la cual un número de ciudadanos y ciudadanas no menor del dos por ciento (2%) de los 
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inscritos en el registro de electores, podrá presentar proyectos de ley ante el Congreso Nacional. 
Una ley especial establecerá el procedimiento y las restricciones para el ejercicio de esta iniciativa.

Artículo 98. Discusiones Legislativas. Todo proyecto de ley admitido en una de las cámaras 
se someterá a dos discusiones distintas, con un intervalo de un día por lo menos entre una y 
otra discusión. En caso de que fuere declarado previamente de urgencia deberá ser discutido 
en dos sesiones consecutivas.

Artículo 99. Trámite entre las Cámaras. Aprobado un proyecto de ley en una de las cámaras, 
pasará a la otra para su oportuna discusión, observando las mismas formalidades constitucio-
nales. Si esta cámara le hace modificaciones, devolverá dicho proyecto modificado a la cámara 
en que se inició, para ser conocidas de nuevo en única discusión y, en caso de ser aceptadas 
dichas modificaciones, esta última cámara enviará la ley al Poder Ejecutivo. Si aquéllas son 
rechazadas, será devuelto el proyecto a la otra cámara y si ésta las aprueba, enviará la ley al 
Poder Ejecutivo. Si las modificaciones son rechazadas, se considerará desechado el proyecto.

Artículo 100. Efectos de las Convocatorias Extraordinarias. Las convocatorias extraordi-
narias realizadas por el Poder Ejecutivo a las cámaras legislativas no surtirán efectos para los 
fines de la perención de los proyectos de ley en trámite.

Artículo 101. Promulgación y Publicación. Toda ley aprobada en ambas cámaras será enviada 
al Poder Ejecutivo para su promulgación u observación. Si éste no la observare, la promulgará 
dentro de los diez días de recibida, si el asunto no fue declarado de urgencia, en cuyo caso la 
promulgará dentro de los cinco días de recibida, y la hará publicar dentro de los diez días a 
partir de la fecha de la promulgación. Vencido el plazo constitucional para la promulgación y 
publicación de las leyes sancionadas por el Congreso Nacional, se reputarán promulgadas y el 
Presidente de la cámara que las haya remitido al Poder Ejecutivo las publicará.

Artículo 102. Observación a la Ley. Si el Poder Ejecutivo observa la ley que le fuere remitida, 
la devolverá a la cámara de donde procede en el término de diez días, a contar de la fecha en 
que fue recibida. Si el asunto fue declarado de urgencia, hará sus observaciones en el término 
de cinco días a partir de ser recibida. El Poder Ejecutivo remitirá sus observaciones indicando 
los artículos sobre los cuales recaen y motivando las razones de la observación. La cámara que 
hubiere recibido las observaciones las hará consignar en el orden del día de la próxima sesión 
y discutirá de nuevo la ley en única lectura. Si después de esta discusión, las dos terceras 
partes de los miembros presentes de dicha cámara la aprobaren de nuevo, será remitida a la 
otra cámara; y si ésta la aprobare por igual mayoría, se considerará definitivamente ley y se 
promulgará y publicará en los plazos establecidos en el artículo 101.

Artículo 103. Plazo para Conocer las Observaciones del Poder Ejecutivo. Toda ley obser-
vada por el Poder Ejecutivo al Congreso Nacional tiene un plazo de dos legislaturas ordinarias 
para decidirla, de lo contrario se considerará aceptada la observación.

Artículo 104. Vigencia de un Proyecto de Ley. Los proyectos de ley que queden pendientes 
en una de las dos cámaras al cerrarse la legislatura ordinaria, sin perjuicio de lo establecido 
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en el artículo 100, seguirán los trámites constitucionales en la legislatura siguiente, hasta 
ser convertidos en ley o rechazados. Cuando no ocurra así, se considerará el proyecto como 
no iniciado.

Artículo 105. Inclusión en el Orden del Día. Todo proyecto de ley recibido en una cámara, 
después de ser aprobado en la otra, será incluido en el orden del día de la primera sesión 
que se celebre.

Artículo 106. Extensión de las Legislaturas. Cuando se envíe una ley al Presidente de la 
República para su promulgación y el tiempo que falte para el término de la legislatura sea 
inferior al que se establece en el artículo 102 para observarla, seguirá abierta la legislatura 
para conocer de las observaciones, o se continuará el trámite en la legislatura siguiente sin 
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 103.

Artículo 107. Proyecto de Ley Rechazado. Los proyectos de ley rechazados en una cámara 
no pueden presentarse en ninguna de las dos cámaras hasta la legislatura siguiente.

Artículo 108. Encabezados de las Leyes. Las leyes y resoluciones bicamerales se encabeza-
rán así: El Congreso Nacional. En nombre de la República.

Artículo 109. Entrada en Vigencia de las Leyes. Las leyes, después de promulgadas, se 
publicarán en la forma que la ley determine y se les dará la más amplia difusión posible. 
Serán obligatorias una vez transcurridos los plazos para que se reputen conocidas en todo el 
territorio nacional.

Artículo 110. Irretroactividad de la Ley. La ley sólo dispone y se aplica para lo porvenir. No 
tiene efecto retroactivo sino cuando sea favorable al que esté subjúdice o cumpliendo conde-
na. En ningún caso los poderes públicos o la ley podrán afectar o alterar la seguridad jurídica 
derivada de situaciones establecidas conforme a una legislación anterior.

Artículo 111. Leyes de Orden Público. Las leyes relativas al orden público, policía y la 
seguridad, obligan a todos los habitantes del territorio y no pueden ser derogadas por con-
venciones particulares.

Artículo 112. Leyes Orgánicas. Las leyes orgánicas son aquellas que por su naturaleza 
regulan los derechos fundamentales; la estructura y organización de los poderes públicos; 
la función pública; el régimen electoral; el régimen económico financiero; el presupuesto, 
planificación e inversión pública; la organización territorial; los procedimientos constitu-
cionales; la seguridad y defensa; las materias expresamente referidas por la Constitución y 
otras de igual naturaleza. Para su aprobación o modificación requerirán del voto favorable 
de las dos terceras partes de los presentes en ambas cámaras.

Artículo 113. Leyes Ordinarias. Las leyes ordinarias son aquellas que por su naturaleza re-
quieren para su aprobación la mayoría absoluta de los votos de los presentes de cada cámara.
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CAPÍTULO V 
DE LA RENDICIÓN DE CUENTAS AL CONGRESO

Artículo 114. Rendición de Cuentas del Presidente de la República. Es responsabilidad 
del Presidente de la República rendir cuentas anualmente, ante el Congreso Nacional, de 
la administración presupuestaria, financiera y de gestión ocurrida en el año anterior, según 
lo establece el artículo 128, numeral 2, literal f) de esta Constitución, acompañada de un 
mensaje explicativo de las proyecciones macroeconómicas y fiscales, los resultados económi-
cos, financieros y sociales esperados y las principales prioridades que el gobierno se propone 
ejecutar dentro de la Ley de Presupuesto General del Estado aprobada para el año en curso.

Artículo 115. Regulación de Procedimientos de Control y Fiscalización. La ley regulará los 
procedimientos requeridos por las cámaras legislativas para el examen de los informes de la 
Cámara de Cuentas, el examen de los actos del Poder Ejecutivo, las invitaciones, las interpela-
ciones, el juicio político y los demás mecanismos de control establecidos por esta Constitución.

Artículo 116. Rendición de Informe Defensor del Pueblo. El Defensor del Pueblo rendirá 
al Congreso Nacional el informe anual de su gestión, a más tardar treinta días antes del cierre 
de la primera legislatura ordinaria.

CAPÍTULO VI 
DE LA ASAMBLEA NACIONAL Y DE LA REUNIÓN CONJUNTA DE AMBAS CÁMARAS

Artículo 117. Conformación de la Asamblea Nacional. El Senado y la Cámara de Diputados 
celebrarán sus sesiones de forma separada, excepto cuando se reúnan en Asamblea Nacional.

Artículo 118. Quórum de la Asamblea Nacional. Las cámaras se reunirán en Asamblea 
Nacional en los casos indicados en esta Constitución, debiendo estar presentes más de la 
mitad de los miembros de cada cámara. Sus decisiones se tomarán por mayoría absoluta de 
votos, excepto cuando se convoque para reformar la Constitución.

Artículo 119. Bufete Directivo de la Asamblea Nacional. La Asamblea Nacional o la Reunión 
Conjunta de ambas cámaras se rigen por su reglamento de organización y funcionamiento. En 
ambos casos asumirá la presidencia, el Presidente del Senado; la vicepresidencia, el Presidente 
de la Cámara de Diputados y la secretaría, los secretarios de cada cámara.

En caso de falta temporal o definitiva de la Presidenta o Presidente del Senado y mientras no 
haya sido elegido su sustituto por dicha Cámara Legislativa, presidirá la Asamblea Nacional o 
la Reunión Conjunta, la Presidenta o Presidente de la Cámara de Diputados.

En caso de falta temporal o definitiva de la Presidenta o Presidente de ambas cámaras, pre-
sidirá la Asamblea Nacional o la Reunión Conjunta, la Vicepresidenta o Vicepresidente del 
Senado y, en su defecto, la Vicepresidenta o Vicepresidente de la Cámara de Diputados.

Artículo 120. Atribuciones de la Asamblea Nacional. Corresponde a la Asamblea Nacional:
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1)	 Conocer y decidir sobre las reformas constitucionales, actuando en este caso, como 
Asamblea Nacional Revisora;

2)	 Examinar las actas de elección de la Presidenta o Presidente y de la Vicepresidenta o Vi-
cepresidente de la República;

3)	 Proclamar a la o al Presidente y Vicepresidente de la República, recibirles su juramento y 
aceptar o rechazar sus renuncias;

4)	 Ejercer las facultades que le confiere la presente Constitución y el reglamento orgánico.

Artículo 121. Reunión Conjunta de las Cámaras. Las cámaras se reunirán conjuntamente 
para los casos siguientes:

1)	 Recibir el mensaje y la rendición de cuentas de la o el Presidente de la República y las 
memorias de los ministerios;

2)	 Celebrar actos conmemorativos o de naturaleza protocolar.

TÍTULO IV 
DEL PODER EJECUTIVO

CAPÍTULO I 
DEL PRESIDENTE Y VICEPRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

SECCIÓN I  
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 122. Presidente de la República. El Poder Ejecutivo es ejercido en nombre del 
pueblo por la Presidenta o el Presidente de la República, en su condición de jefe de Estado y 
de gobierno de conformidad con lo dispuesto por esta Constitución y las leyes.

Artículo 123. Requisitos para Ser Presidente de la República. Para ser Presidente de la 
República se requiere:

1)	 Ser dominicana o dominicano de nacimiento u origen;

2)	 Haber cumplido treinta años de edad;

3)	 Estar en pleno ejercicio de los derechos civiles y políticos;

4)	 No estar en el servicio militar o policial activo por lo menos durante los tres años previos 
a las elecciones presidenciales.

Artículo 124. Elección Presidencial. El Poder Ejecutivo lo ejerce el Presidente o la Presidenta 
de la República, quien será elegido o elegida cada cuatro años por voto directo. El Presidente o 
la Presidenta de la República podrá optar por un segundo período constitucional consecutivo 
y no podrá postularse jamás al mismo cargo ni a la Vicepresidencia de la República.
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Artículo 125. Vicepresidente de la República. Habrá un o una Vicepresidente de la República, 
elegido conjuntamente con el Presidente, en la misma forma y por igual período. Para ser 
Vicepresidente de la República se requieren las mismas condiciones que para ser Presidente.

Artículo 126. Juramentación del Presidente y del Vicepresidente de la República. El 
Presidente y el Vicepresidente de la República elegidos en los comicios generales, prestarán 
juramento a sus cargos el día 16 de agosto siguiente a su elección, fecha en que termina el 
período de las autoridades salientes. En consecuencia:

1)	 Cuando el Presidente de la República no pueda juramentarse, por encontrarse fuera del 
país, por enfermedad o por cualquier otra causa de fuerza mayor, será juramentado el 
Vicepresidente de la República, quien ejercerá de forma interina las funciones de Presi-
dente de la República, y a falta de éste, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia. Una 
vez cese la causa que haya impedido al Presidente o al Vicepresidente electos asumir sus 
cargos, éstos serán juramentados y entrarán en funciones de inmediato;

2)	 Si el Presidente de la República electo faltare de forma definitiva sin prestar juramento a su 
cargo, y esa falta fuese así reconocida por la Asamblea Nacional, lo sustituirá el Vicepresidente 
de la República electo y a falta de éste, se procederá en la forma indicada precedentemente.

Artículo 127. Juramento. El o la Presidente y el o la Vicepresidente de la República electos, 
antes de entrar en funciones, prestarán ante la Asamblea Nacional, el siguiente juramento: 
“Juro ante Dios y ante el pueblo, por la Patria y por mi honor, cumplir y hacer cumplir la 
Constitución y las leyes de la República, proteger y defender su independencia, respetar los 
derechos y las libertades de los ciudadanos y ciudadanas y cumplir fielmente los deberes de 
mi cargo”.

SECCIÓN II 
DE LAS ATRIBUCIONES

Artículo 128. Atribuciones del Presidente de la República. La o el Presidente de la República 
dirige la política interior y exterior, la administración civil y militar, y es la autoridad suprema 
de las Fuerzas Armadas, la Policía Nacional y los demás cuerpos de seguridad del Estado.

1)	 En su condición de Jefe de Estado le corresponde:

a)	 Presidir los actos solemnes de la Nación;

b)	 Promulgar y hacer publicar las leyes y resoluciones del Congreso Nacional y cuidar de su 
fiel ejecución. Expedir decretos, reglamentos e instrucciones cuando fuere necesario;

c)	 Nombrar o destituir los integrantes de las jurisdicciones militar y policial;

d)	 Celebrar y firmar tratados o convenciones internacionales y someterlos a la aproba-
ción del Congreso Nacional, sin la cual no tendrán validez ni obligarán a la República;
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e)	 Disponer, con arreglo a la ley, cuanto concierna a las Fuerzas Armadas y a la Policía 
Nacional, mandarlas por sí mismo, o a través del ministerio correspondiente, con-
servando siempre su mando supremo. Fijar el contingente de las mismas y disponer 
de ellas para fines del servicio público;

f)	 Tomar las medidas necesarias para proveer y garantizar la legítima defensa de la 
Nación, en caso de ataque armado actual o inminente por parte de nación extranjera 
o poderes externos, debiendo informar al Congreso Nacional sobre las disposiciones 
adoptadas y solicitar la declaratoria de Estado de Defensa si fuere procedente;

g)	 Declarar, si no se encontrare reunido el Congreso Nacional, los estados de excepción de con-
formidad con las disposiciones previstas en los artículos 262 al 266 de esta Constitución;

h)	 Adoptar las medidas provisionales de policía y seguridad necesarias en caso de viola-
ción de las disposiciones del artículo 62, numeral 6 de esta Constitución que pertur-
ben o amenacen el orden público, la seguridad del Estado, el funcionamiento regular 
de los servicios públicos o de utilidad pública, o impidan el desenvolvimiento de las 
actividades económicas y que no constituyan los hechos previstos en los artículos 
262 al 266 de esta Constitución;

i)	 Disponer, con arreglo a la ley, todo lo relativo a las zonas aéreas, marítimas, flu-
viales, terrestres, militares, y policiales en materia de seguridad nacional, con los 
estudios previos realizados por los ministerios y sus dependencias administrativas;

j)	 Conceder indultos los días 27 de febrero, 16 de agosto y 23 de diciembre de cada año, 
de conformidad con la ley y las convenciones internacionales;

k)	 Hacer arrestar o expulsar, conforme a la ley, a los extranjeros cuyas actividades fue-
ren o pudieren ser perjudiciales al orden público o la seguridad nacional;

l)	 Prohibir, cuando resulte conveniente al interés público, la entrada de extranjeros al 
territorio nacional.

2)	 En su condición de Jefe de Gobierno tiene la facultad de:

a)	 Nombrar los ministros y viceministros y demás funcionarios públicos que ocupen 
cargos de libre nombramiento o cuya designación no se atribuya a ningún otro or-
ganismo del Estado reconocido por esta Constitución o por las leyes, así como acep-
tarles su renuncia y removerlos;

b)	 Designar los y las titulares de los órganos y organismos autónomos y descentralizados 
del Estado, así como aceptarles su renuncia y removerlos, de conformidad con la ley;

c)	 Cambiar el lugar de su residencia oficial cuando lo juzgue necesario;

d)	 Celebrar contratos, sometiéndolos a la aprobación del Congreso Nacional cuando con-
tengan disposiciones relativas a la afectación de las rentas nacionales, a la enajenación 
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de bienes del Estado, al levantamiento de empréstitos o cuando estipulen exenciones 
de impuestos en general, de acuerdo con la Constitución. El monto máximo para que 
dichos contratos y exenciones puedan ser suscritos por el Presidente de la República 
sin aprobación congresual, será de doscientos salarios mínimos del sector público;

e)	 Velar por la buena recaudación y fiel inversión de las rentas nacionales;

f)	 Depositar ante el Congreso Nacional, al iniciarse la primera legislatura ordinaria el 27 
de febrero de cada año, las memorias de los ministerios y rendir cuenta de su admi-
nistración del año anterior;

g)	 Someter al Congreso Nacional, a más tardar el primero de octubre de cada año, el 
Proyecto de Ley de Presupuesto General del Estado para el año siguiente.

3)	 Como Jefe de Estado y de Gobierno le corresponde:

a)	 Designar, con la aprobación del Senado de la República, los embajadores acreditados 
en el exterior y los jefes de misiones permanentes ante organismos internacionales, 
así como nombrar los demás miembros del cuerpo diplomático, de conformidad con 
la Ley de Servicio Exterior, aceptarles su renuncia y removerlos;

b)	 Dirigir las negociaciones diplomáticas y recibir a los Jefes de Estado extranjeros y a 
sus representantes;

c)	 Conceder o no autorización a los ciudadanos dominicanos para que puedan ejer-
cer cargos o funciones públicas de un gobierno u organizaciones internacionales en 
territorio dominicano, y para que puedan aceptar y usar condecoraciones y títulos 
otorgados por gobiernos extranjeros;

d)	 Autorizar o no a los ayuntamientos a enajenar inmuebles y aprobar o no los contra-
tos que hagan, cuando constituyan en garantía inmuebles o rentas municipales;

e)	 Las demás atribuciones previstas en la Constitución y las leyes.

SECCIÓN III 
DE LA SUCESIÓN PRESIDENCIAL

Artículo 129. Sucesión Presidencial. La sucesión presidencial se regirá por las siguientes normas:

1)	 En caso de falta temporal del Presidente de la República asumirá el Poder Ejecutivo el 
Vicepresidente de la República;

2)	 En caso de falta definitiva del Presidente de la República, el Vicepresidente asumirá la Presi-
dencia de la República por el tiempo que falte para la terminación del período presidencial;

3)	 A falta definitiva de ambos, asumirá el Poder Ejecutivo interinamente el Presidente de 
la Suprema Corte de Justicia quien, dentro de los quince días que sigan a la fecha de 
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haber asumido estas funciones, convocará a la Asamblea Nacional para que se reúna 
dentro de los quince días siguientes y elija a los nuevos Presidente y Vicepresidente de 
la República, en una sesión que no podrá clausurarse ni declararse en receso hasta haber 
realizado la elección;

4)	 En el caso de que, por cualquier circunstancia, no pudiese hacerse tal convocatoria, la 
Asamblea Nacional se reunirá de pleno derecho, inmediatamente, para llevar a cabo la 
elección en la forma indicada precedentemente;

5)	 La elección se hará mediante el voto favorable de más de la mitad de los asambleístas presentes;

6)	 Los sustitutos del Presidente y Vicepresidente de la República serán escogidos de las ter-
nas que presente a la Asamblea Nacional el organismo superior del partido político que lo 
postuló, de conformidad con sus estatutos, en el plazo previsto en el numeral 3) de este 
artículo. Vencido el plazo sin que el partido haya presentado las ternas, la Asamblea Nacio-
nal realizará la elección.

Artículo 130. Sucesión Vicepresidencial. En caso de falta definitiva del Vicepresidente de la 
República, antes o después de su juramentación, el Presidente de la República, en un plazo de 
treinta días, presentará una terna a la Asamblea Nacional para su elección. Vencido el plazo 
sin que el Presidente haya presentado la terna, la Asamblea Nacional realizará la elección.

SECCIÓN IV 
DISPOSICIONES ESPECIALES

Artículo 131. Autorización para Viajar al Extranjero. El o la Presidente de la República no 
puede viajar al extranjero por más de quince días sin autorización del Congreso Nacional.

Artículo 132. Renuncia. El o la Presidente y el Vicepresidente de la República sólo pueden 
renunciar ante la Asamblea Nacional.

Artículo 133. Inmunidad a la Privación de Libertad. Sin perjuicio de lo dispuesto por el artí-
culo 80, numeral 1) de esta Constitución, el o la Presidente y el Vicepresidente de la República, 
electos o en funciones, no pueden ser privados de su libertad.

CAPÍTULO II 
DE LOS MINISTERIOS

Artículo 134. Ministerios de Estado. Para el despacho de los asuntos de gobierno habrá los 
ministerios que sean creados por ley. Cada ministerio estará a cargo de un ministro y contará 
con los viceministros que se consideren necesarios para el despacho de sus asuntos.

Artículo 135. Requisitos para ser Ministro o Viceministro. Para ser ministro o viceministro 
se requiere ser dominicana o dominicano en pleno ejercicio de los derechos civiles y políticos 
y haber cumplido la edad de veinticinco años. Las personas naturalizadas sólo pueden ser 
ministros o viceministros diez años después de haber adquirido la nacionalidad dominicana. 
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Los ministros y viceministros no pueden ejercer ninguna actividad profesional o mercantil que 
pudiere generar conflictos de intereses.

Artículo 136. Atribuciones. La ley determinará las atribuciones de los ministros y viceministros.

SECCIÓN I 
DEL CONSEJO DE MINISTROS

Artículo 137. Consejo de Ministros. El Consejo de Ministros es el órgano de coordinación de 
los asuntos generales de gobierno y tiene como finalidad organizar y agilizar el despacho de 
los aspectos de la Administración pública en beneficio de los intereses generales de la Nación 
y al servicio de la ciudadanía. Estará integrado por el Presidente de la República, quien lo 
presidirá; el Vicepresidente de la República y los ministros.

CAPÍTULO III 
DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

Artículo 138. Principios de la Administración Pública. La Administración pública está su-
jeta en su actuación a los principios de eficacia, jerarquía, objetividad, igualdad, transparencia, 
economía, publicidad y coordinación, con sometimiento pleno al ordenamiento jurídico del 
Estado. La ley regulará:

1)	 El estatuto de los funcionarios públicos, el acceso a la función pública con arreglo al mé-
rito y capacidad de los candidatos, la formación y capacitación especializada, el régimen 
de incompatibilidades de los funcionarios que aseguren su imparcialidad en el ejercicio de 
las funciones legalmente conferidas;

2)	 El procedimiento a través del cual deben producirse las resoluciones y actos adminis-
trativos, garantizando la audiencia de las personas interesadas, con las excepciones que 
establezca la ley.

Artículo 139. Control de Legalidad de la Administración Pública. Los tribunales contro-
larán la legalidad de la actuación de la Administración pública. La ciudadanía puede requerir 
ese control a través de los procedimientos establecidos por la ley.

Artículo 140. Regulación Incremento Remuneraciones. Ninguna institución pública o en-
tidad autónoma que maneje fondos públicos establecerá normas o disposiciones tendentes 
a incrementar la remuneración o beneficios a sus incumbentes o directivos, sino para un 
período posterior al que fueron electos o designados. La inobservancia de esta disposición será 
sancionada de conformidad con la ley.

SECCIÓN I 
DE LOS ORGANISMOS AUTÓNOMOS Y DESCENTRALIZADOS DEL ESTADO

Artículo 141. Organismos Autónomos y Descentralizados. La ley creará organismos au-
tónomos y descentralizados en el Estado, provistos de personalidad jurídica, con autonomía 
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administrativa, financiera y técnica. Estos organismos estarán adscritos al sector de la admi-
nistración compatible con su actividad, bajo la vigilancia de la ministra o ministro titular del 
sector. La ley y el Poder Ejecutivo regularán las políticas de desconcentración de los servicios 
de la administración pública.

SECCIÓN II 
DEL ESTATUTO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA

Artículo 142. Función Pública. El Estatuto de la Función Pública es un régimen de derecho 
público basado en el mérito y la profesionalización para una gestión eficiente y el cum-
plimiento de las funciones esenciales del Estado. Dicho estatuto determinará la forma de 
ingreso, ascenso, evaluación del desempeño, permanencia y separación del servidor público 
de sus funciones.

Artículo 143. Régimen Estatutario. La ley determinará el régimen estatutario requerido 
para la profesionalización de las diferentes instituciones de la Administración pública.

Artículo 144. Régimen de Compensación. Ningún funcionario o empleado del Estado puede 
desempeñar, de forma simultánea, más de un cargo remunerado, salvo la docencia. La ley es-
tablecerá las modalidades de compensación de las y los funcionarios y empleados del Estado, 
de acuerdo con los criterios de mérito y características de la prestación del servicio.

Artículo 145. Protección de la Función Pública. La separación de servidores públicos que 
pertenezcan a la Carrera Administrativa en violación al régimen de la Función Pública, será 
considerada como un acto contrario a la Constitución y a la ley.

Artículo 146. Proscripción de la Corrupción. Se condena toda forma de corrupción en los 
órganos del Estado. En consecuencia:

1)	 Será sancionada con las penas que la ley determine, toda persona que sustraiga fondos 
públicos o que prevaliéndose de sus posiciones dentro de los órganos y organismos del 
Estado, sus dependencias o instituciones autónomas, obtenga para sí o para terceros 
provecho económico;

2)	 De igual forma será sancionada la persona que proporcione ventajas a sus asociados, fa-
miliares, allegados, amigos o relacionados;

3)	 Es obligatoria, de acuerdo con lo dispuesto por la ley, la declaración jurada de bienes de 
las y los funcionarios públicos, a quienes corresponde siempre probar el origen de sus 
bienes, antes y después de haber finalizado sus funciones o a requerimiento de autori-
dad competente;

4)	 A las personas condenadas por delitos de corrupción les será aplicada, sin perjuicio de 
otras sanciones previstas por las leyes, la pena de degradación cívica, y se les exigirá la 
restitución de lo apropiado de manera ilícita;
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5)	 La ley podrá disponer plazos de prescripción de mayor duración que los ordinarios para 
los casos de crímenes de corrupción y un régimen de beneficios procesales restrictivo.

SECCIÓN III 
DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS

Artículo 147. Finalidad de los Servicios Públicos. Los servicios públicos están destinados 
a satisfacer las necesidades de interés colectivo. Serán declarados por ley. En consecuencia:

1)	 El Estado garantiza el acceso a servicios públicos de calidad, directamente o por delegación, 
mediante concesión, autorización, asociación en participación, transferencia de la propie-
dad accionaria u otra modalidad contractual, de conformidad con esta Constitución y la ley;

2)	 Los servicios públicos prestados por el Estado o por los particulares, en las modalidades lega-
les o contractuales, deben responder a los principios de universalidad, accesibilidad, eficien-
cia, transparencia, responsabilidad, continuidad, calidad, razonabilidad y equidad tarifaria;

3)	 La regulación de los servicios públicos es facultad exclusiva del Estado. La ley podrá esta-
blecer que la regulación de estos servicios y de otras actividades económicas se encuentre 
a cargo de organismos creados para tales fines.

SECCIÓN IV 
DE LA RESPONSABILIDAD CIVIL DE LAS ENTIDADES PÚBLICAS,  

SUS FUNCIONARIOS O AGENTES

Artículo 148. Responsabilidad Civil. Las personas jurídicas de derecho público y sus fun-
cionarios o agentes serán responsables, conjunta y solidariamente, de conformidad con la ley, 
por los daños y perjuicios ocasionados a las personas físicas o jurídicas por una actuación u 
omisión administrativa antijurídica.

TÍTULO V 
DEL PODER JUDICIAL

Artículo 149. Poder Judicial. La justicia se administra gratuitamente, en nombre de la 
República, por el Poder Judicial. Este poder se ejerce por la Suprema Corte de Justicia y los 
demás tribunales creados por esta Constitución y por las leyes.

Párrafo I. La función judicial consiste en administrar justicia para decidir sobre los con-
flictos entre personas físicas o morales, en derecho privado o público, en todo tipo de 
procesos, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado. Su ejercicio corresponde a los tribu-
nales y juzgados determinados por la ley. El Poder Judicial goza de autonomía funcional, 
administrativa y presupuestaria.

Párrafo II. Los tribunales no ejercerán más funciones que las que les atribuyan la Constitución 
y las leyes.
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Párrafo III. Toda decisión emanada de un tribunal podrá ser recurrida ante un tribunal supe-
rior, sujeto a las condiciones y excepciones que establezcan las leyes.

Artículo 150. Carrera Judicial. La ley regulará el estatuto jurídico de la carrera judicial, el 
ingreso, formación, ascenso, promoción, desvinculación y retiro del juez, con arreglo a los prin-
cipios de mérito, capacidad y profesionalidad; así como el régimen de jubilaciones y pensiones 
de los jueces, funcionarios y empleados del orden judicial.

Párrafo I. La ley también regulará la Escuela Nacional de la Judicatura, que tendrá por función 
la formación inicial de los y las aspirantes a jueces, asegurando su capacitación técnica.

Párrafo II. Para ser designado juez del Poder Judicial, todo aspirante debe someterse a un con-
curso público de méritos mediante el sistema de ingreso a la Escuela Nacional de la Judicatura 
que al efecto establezca la ley y haber aprobado satisfactoriamente el programa de formación 
de dicha escuela. Sólo estarán exentos de estos requisitos los miembros de la Suprema Corte 
de Justicia que sean de libre elección.

Artículo 151. Independencia del Poder Judicial. Las y los jueces integrantes del Poder Judicial 
son independientes, imparciales, responsables e inamovibles y están sometidos a la Constitución 
y a las leyes. No podrán ser removidos, separados, suspendidos, trasladados o jubilados, sino por 
alguna de las causas establecidas y con las garantías previstas en la ley.

1)	 La ley establecerá el régimen de responsabilidad y rendición de cuentas de jueces y fun-
cionarios del Poder Judicial. El servicio en el Poder Judicial es incompatible con cualquier 
otra función pública o privada, excepto la docente. Sus integrantes no podrán optar por 
ningún cargo electivo público, ni participar en actividad político partidista;

2)	 La edad de retiro obligatoria para los jueces de la Suprema Corte de Justicia es de setenta 
y cinco años. Para los demás jueces, funcionarios y empleados del Poder Judicial se esta-
blecerá de acuerdo con la ley que rige la materia.

CAPÍTULO I 
DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA

Artículo 152. Integración. La Suprema Corte de Justicia es el órgano jurisdiccional superior 
de todos los organismos judiciales. Estará integrada por no menos de dieciséis jueces y podrá 
reunirse, deliberar y fallar válidamente con el quórum determinado por la ley que establece su 
organización. Estará dividida en salas, de conformidad con la ley.

Artículo 153. Requisitos. Para ser juez o jueza de la Suprema Corte de Justicia se requiere:

1)	 Ser dominicana o dominicano de nacimiento u origen y tener más de treinta y cinco años 
de edad;

2)	 Hallarse en pleno ejercicio de los derechos civiles y políticos;
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3)	 Ser licenciado o doctor en Derecho;

4)	 Haber ejercido durante por lo menos doce años la profesión de abogado, la docencia univer-
sitaria del derecho o haber desempeñado, por igual tiempo, las funciones de juez dentro del 
Poder Judicial o de representante del Ministerio Público. Estos períodos podrán acumularse.

Artículo 154. Atribuciones. Corresponde exclusivamente a la Suprema Corte de Justicia, sin 
perjuicio de las demás atribuciones que le confiere la ley:

1)	 Conocer en única instancia de las causas penales seguidas al Presidente y al Vicepresi-
dente de la República; a senadores, diputados; jueces de la Suprema Corte de Justicia, del 
Tribunal Constitucional; ministros y viceministros; Procurador General de la República, 
jueces y procuradores generales de las cortes de apelación o equivalentes; jueces de los 
tribunales superiores de tierras, de los tribunales superiores administrativos y del Tri-
bunal Superior Electoral; al Defensor del Pueblo; a miembros del Cuerpo Diplomático y 
jefes de misiones acreditados en el exterior; miembros de la Junta Central Electoral, de la 
Cámara de Cuentas y de la Junta Monetaria;

2)	 Conocer de los recursos de casación de conformidad con la ley;

3)	 Conocer, en último recurso, de las causas cuyo conocimiento en primera instancia sea 
competencia de las cortes de apelación y sus equivalentes;

4)	 Designar, de conformidad con la Ley de Carrera Judicial, los jueces de las cortes de ape-
lación o sus equivalentes, de los juzgados de primera instancia o sus equivalentes, los 
jueces de la instrucción, los jueces de paz y sus suplentes, los jueces de cualesquier otros 
tribunales del Poder Judicial creados por la Constitución y las leyes.

CAPÍTULO II 
DEL CONSEJO DEL PODER JUDICIAL

Artículo 155. Integración. El Consejo del Poder Judicial estará integrado de la forma siguiente:

1)	 El Presidente de la Suprema Corte de Justicia, quien lo presidirá;

2)	 Un Juez de la Suprema Corte de Justicia, elegido por el pleno de la misma;

3)	 Un Juez de Corte de Apelación o su equivalente, elegido por sus pares;

4)	 Un Juez de Primera Instancia o su equivalente, elegido por sus pares;

5)	 Un Juez de Paz o su equivalente, elegido por sus pares.

Párrafo I. Los integrantes de este consejo, con excepción del Presidente de la Suprema Corte 
de Justicia, permanecerán en estas funciones por cinco años, cesarán en el ejercicio de sus 
funciones jurisdiccionales mientras sean miembros de dicho consejo y no podrán optar por un 
nuevo período en el consejo.
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Párrafo II. La ley definirá el funcionamiento y organización de este consejo.

Artículo 156. Funciones. El Consejo del Poder Judicial es el órgano permanente de adminis-
tración y disciplina del Poder Judicial. Tendrá las siguientes funciones:

1)	 Presentar al pleno de la Suprema Corte de Justicia los candidatos o candidatas para nom-
bramiento, determinación de jerarquía y ascenso de los jueces de los diferentes tribunales 
del Poder Judicial, de conformidad con la ley;

2)	 La administración financiera y presupuestaria del Poder Judicial;

3)	 El control disciplinario sobre jueces, funcionarios y empleados del Poder Judicial con ex-
cepción de los integrantes de la Suprema Corte de Justicia;

4)	 La aplicación y ejecución de los instrumentos de evaluación del desempeño de jueces y 
personal administrativo que integran el Poder Judicial;

5)	 El traslado de los jueces del Poder Judicial;

6)	 La creación de los cargos administrativos del Poder Judicial;

7)	 El nombramiento de todos los funcionarios y empleados que dependan del Poder Judicial;

8)	 Las demás funciones que le confiera la ley.

CAPÍTULO III 
DE LA ORGANIZACIÓN JUDICIAL

SECCIÓN I 
DE LAS CORTES DE APELACIÓN

Artículo 157. Cortes de Apelación. Habrá las cortes de apelación y sus equivalentes que deter-
mine la ley, así como el número de jueces que deban componerla y su competencia territorial.

Artículo 158. Requisitos. Para ser juez de una Corte de Apelación se requiere:

1)	 Ser dominicano o dominicana;

2)	 Hallarse en el pleno ejercicio de los derechos civiles y políticos;

3)	 Ser licenciado o doctor en Derecho;

4)	 Pertenecer a la carrera judicial y haberse desempeñado como juez de Primera Instancia 
durante el tiempo que determine la ley.

Artículo 159. Atribuciones. Son atribuciones de las cortes de apelación:

1)	 Conocer de las apelaciones a las sentencias, de conformidad con la ley;
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2)	 Conocer en primera instancia de las causas penales seguidas a jueces de primera instancia 
o sus equivalentes; procuradores fiscales, titulares de órganos y organismos autónomos 
y descentralizados del Estado, gobernadores provinciales, alcaldes del Distrito Nacional y 
de los municipios;

3)	 Conocer de los demás asuntos que determinen las leyes.

SECCIÓN II 
DE LOS JUZGADOS DE PRIMERA INSTANCIA

Artículo 160. Juzgados de Primera Instancia. Habrá los juzgados de primera instancia o 
sus equivalentes, con el número de jueces y la competencia territorial que determine la ley.

Artículo 161. Requisitos. Para ser juez de primera instancia se requiere:

1)	 Ser dominicano o dominicana;

2)	 Hallarse en el pleno ejercicio de los derechos civiles y políticos;

3)	 Ser licenciado o doctor en Derecho;

4)	 Pertenecer a la carrera judicial y haberse desempeñado como Juez de Paz durante el 
tiempo que determine la ley.

SECCIÓN III 
DE LOS JUZGADOS DE PAZ

Artículo 162. Juzgados de Paz. La ley determinará el número de juzgados de paz o sus 
equivalentes, sus atribuciones, competencia territorial y la forma como estarán organizados.

Artículo 163. Requisitos. Para ser juez de paz se requiere:

1)	 Ser dominicano o dominicana;

2)	 Hallarse en el pleno ejercicio de los derechos civiles y políticos;

3)	 Ser licenciado o doctor en Derecho.

CAPÍTULO IV 
DE LAS JURISDICCIONES ESPECIALIZADAS

SECCIÓN I 
DE LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA

Artículo 164. Integración. La Jurisdicción Contencioso Administrativa estará integrada por 
tribunales superiores administrativos y tribunales contencioso administrativos de primera 
instancia. Sus atribuciones, integración, ubicación, competencia territorial y procedimientos 
serán determinados por la ley. Los tribunales superiores podrán dividirse en salas y sus deci-
siones son susceptibles de ser recurribles en casación.
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Párrafo I. Las y los jueces de los tribunales superiores administrativos deberán reunir los 
mismos requisitos exigidos a los jueces de cortes de apelación.

Párrafo II. Las y los jueces de los tribunales contencioso administrativos deberán reunir los 
mismos requisitos exigidos a los jueces de primera instancia.

Artículo 165. Atribuciones. Son atribuciones de los tribunales superiores administrativos, sin 
perjuicio de las demás dispuestas por la ley, las siguientes:

1)	 Conocer de los recursos contra las decisiones en asuntos administrativos, tributarios, finan-
cieros y municipales de cualquier tribunal contencioso administrativo de primera instancia, o 
que en esencia tenga ese carácter;

2)	 Conocer de los recursos contenciosos contra los actos, actuaciones y disposiciones de 
autoridades administrativas contrarias al Derecho como consecuencia de las relaciones 
entre la Administración del Estado y los particulares, si éstos no son conocidos por los 
tribunales contencioso administrativos de primera instancia;

3)	 Conocer y resolver en primera instancia o en apelación, de conformidad con la ley, las 
acciones contencioso administrativas que nazcan de los conflictos surgidos entre la Ad-
ministración pública y sus funcionarios y empleados civiles;

4)	 Las demás atribuciones conferidas por la ley.

Artículo 166. Procurador General Administrativo. La Administración pública estará repre-
sentada permanentemente ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa por el Procurador 
General Administrativo y, si procede, por los abogados que ésta designe. El Procurador General 
Administrativo será designado por el Poder Ejecutivo. La ley regulará la representación de los 
demás órganos y organismos del Estado.

Artículo 167. Requisitos. El Procurador General Administrativo deberá reunir las mismas 
condiciones requeridas para ser Procurador General de Corte de Apelación.

SECCIÓN II 
JURISDICCIONES ESPECIALIZADAS

Artículo 168. Jurisdicciones Especializadas. La ley dispondrá de la creación de jurisdicciones 
especializadas cuando así lo requieran razones de interés público o de eficiencia del servicio 
para el tratamiento de otras materias.

CAPÍTULO V 
DEL MINISTERIO PÚBLICO

Artículo 169. Definición y Funciones. El Ministerio Público es el órgano del sistema de justicia 
responsable de la formulación e implementación de la política del Estado contra la criminalidad, 
dirige la investigación penal y ejerce la acción pública en representación de la sociedad.
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Párrafo I. En el ejercicio de sus funciones, el Ministerio Público garantizará los derechos funda-
mentales que asisten a ciudadanos y ciudadanas, promoverá la resolución alternativa de disputas, 
dispondrá la protección de víctimas y testigos y defenderá el interés público tutelado por la ley.

Párrafo II. La ley regulará el funcionamiento del sistema penitenciario bajo la dirección del 
Ministerio Público u otro organismo que a tal efecto se constituya.

Artículo 170. Autonomía y Principios de Actuación. El Ministerio Público goza de autono-
mía funcional, administrativa y presupuestaria. Ejerce sus funciones conforme a los principios 
de legalidad, objetividad, unidad de actuaciones, jerarquía, indivisibilidad y responsabilidad.

SECCIÓN I 
DE LA INTEGRACIÓN

Artículo 171. Designación y Requisitos. El Presidente de la República designará al Procurador 
General de la República y la mitad de sus procuradores adjuntos. Para ser Procurador General 
de la República o adjunto se requieren los mismos requisitos que para ser juez de la Suprema 
Corte de Justicia. La ley dispondrá la forma de designación de los demás integrantes del 
Ministerio Público.

Artículo 172. Integración e Incompatibilidades. El Ministerio Público está integrado por 
el Procurador General de la República, quien lo dirige, y por las y los demás representantes 
establecidos por la ley.

Párrafo I. El Ministerio Público estará representado ante la Suprema Corte de Justicia por el 
Procurador General de la República y por las y los procuradores adjuntos, de conformidad con 
la ley. Su representación ante las demás instancias judiciales será dispuesta por ley.

Párrafo II. La función de representante del Ministerio Público es incompatible con cualquier 
otra función pública o privada, excepto la docente y, mientras permanezcan en el ejercicio de 
sus funciones, no podrán optar por ningún cargo electivo público ni participar en actividad 
político partidista.

SECCIÓN II 
DE LA CARRERA DEL MINISTERIO PÚBLICO

Artículo 173. Sistema de Carrera. El Ministerio Público se organiza conforme a la ley, que 
regula su inamovilidad, régimen disciplinario y los demás preceptos que rigen su actuación, 
su escuela de formación y sus órganos de gobierno, garantizando la permanencia de sus 
miembros de carrera hasta los setenta y cinco años.

SECCIÓN III 
DEL CONSEJO SUPERIOR DEL MINISTERIO PÚBLICO

Artículo 174. Integración. El órgano de gobierno interno del Ministerio Público es el Consejo 
Superior del Ministerio Público, el cual estará integrado de la manera siguiente:
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1)	 El Procurador General de la República, quien lo presidirá;

2)	 Un Procurador Adjunto del Procurador General de la República elegido por sus pares;

3)	 Un Procurador General de Corte de Apelación elegido por sus pares;

4)	 Un Procurador Fiscal o su equivalente elegido por sus pares;

5)	 Un Fiscalizador elegido por sus pares.

Párrafo. La ley definirá el funcionamiento y organización de este consejo.

Artículo 175. Funciones. Las funciones del Consejo Superior del Ministerio Público son 
las siguientes:

1)	 Dirigir y administrar el sistema de la carrera del Ministerio Público;

2)	 La administración financiera y presupuestaria del Ministerio Público;

3)	 Ejercer el control disciplinario sobre representantes, funcionarios y empleados del Minis-
terio Público, con excepción del Procurador General de la República;

4)	 Formular y aplicar los instrumentos de evaluación de los representantes del Ministerio 
Público y del personal administrativo que lo integran;

5)	 Trasladar a representantes del Ministerio Público, provisional o definitivamente, de una 
jurisdicción a otra cuando sea necesario y útil al servicio, con las condiciones y garantías 
previstas en la ley, con excepción de las y los procuradores adjuntos del Procurador Ge-
neral de la República;

6)	 Crear los cargos administrativos que sean necesarios para que el Ministerio Público pueda 
cumplir las atribuciones que le confieren esta Constitución y las leyes;

7)	 Las demás funciones que le confiera la ley.

CAPÍTULO VI 
DE LA DEFENSA PÚBLICA Y LA ASISTENCIA LEGAL GRATUITA

Artículo 176. Defensa Pública. El servicio de Defensa Pública es un órgano del sistema de 
justicia dotado de autonomía administrativa y funcional, que tiene por finalidad garantizar la 
tutela efectiva del derecho fundamental a la defensa en las distintas áreas de su competencia. 
El servicio de Defensa Pública se ofrecerá en todo el territorio nacional atendiendo a los 
criterios de gratuidad, fácil acceso, igualdad, eficiencia y calidad, para las personas imputadas 
que por cualquier causa no estén asistidas por abogado. La Ley de Defensa Pública regirá el 
funcionamiento de esta institución.

Artículo 177. Asistencia Legal Gratuita. El Estado será responsable de organizar programas 
y servicios de asistencia legal gratuita a favor de las personas que carezcan de los recursos 
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económicos para obtener una representación judicial de sus intereses, particularmente para la 
protección de los derechos de la víctima, sin perjuicio de las atribuciones que correspondan al 
Ministerio Público en el ámbito del proceso penal.

TÍTULO VI 
DEL CONSEJO NACIONAL DE LA MAGISTRATURA

Artículo 178. Integración. El Consejo Nacional de la Magistratura estará integrado por:

1)	 El Presidente de la República, quien lo presidirá y, en su ausencia, por el Vicepresidente 
de la República;

2)	 El Presidente del Senado;

3)	 Un senador o senadora escogido por el Senado que pertenezca al partido o bloque de partidos 
diferente al del Presidente del Senado y que ostente la representación de la segunda mayoría;

4)	 El Presidente de la Cámara de Diputados;

5)	 Un diputado o diputada escogido por la Cámara de Diputados que pertenezca al partido 
o bloque de partidos diferente al del Presidente de la Cámara de Diputados y que ostente 
la representación de la segunda mayoría;

6)	 El Presidente de la Suprema Corte de Justicia;

7)	 Un magistrado o magistrada de la Suprema Corte de Justicia escogido por ella misma, 
quien fungirá de secretario;

8)	 El Procurador General de la República.

Artículo 179. Funciones. El Consejo Nacional de la Magistratura tendrá las siguientes funciones:

1)	 Designar los jueces de la Suprema Corte de Justicia;

2)	 Designar los jueces del Tribunal Constitucional;

3)	 Designar los jueces del Tribunal Superior Electoral y sus suplentes;

4)	 Evaluar el desempeño de los jueces de la Suprema Corte de Justicia.

Artículo 180. Criterios para la Escogencia. El Consejo Nacional de la Magistratura al con-
formar la Suprema Corte de Justicia deberá seleccionar las tres cuartas partes de sus miembros 
de jueces que pertenezcan al sistema de carrera judicial, y la cuarta parte restante los escogerá 
de profesionales del derecho, académicos o miembros del Ministerio Público.

Párrafo I. El Consejo Nacional de la Magistratura, al designar las y los jueces de la Suprema 
Corte de Justicia, dispondrá cuál de ellos ocupará la presidencia y designará un primer y se-
gundo sustitutos para reemplazar al Presidente en caso de falta o impedimento. El Presidente 
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y sus sustitutos ejercerán esas funciones por un período de siete años, al término del cual, 
y previa evaluación de su desempeño realizada por el Consejo Nacional de la Magistratura, 
podrán ser elegidos por un nuevo período.

Párrafo II. En caso de vacante de un juez investido con una de las calidades arriba expresadas, 
el Consejo Nacional de la Magistratura designará a un nuevo juez con igual calidad o atribuirá 
ésta a otro de los jueces de la Suprema Corte de Justicia.

Artículo 181. Evaluación de Desempeño. Los jueces de la Suprema Corte de Justicia estarán 
sujetos a la evaluación de su desempeño al término de siete años a partir de su elección, por el 
Consejo Nacional de la Magistratura. En los casos en que el Consejo Nacional de la Magistratura 
decidiere la pertinencia de separar un juez de su cargo, deberá sustentar su decisión en los 
motivos contenidos en la ley que rige la materia.

Artículo 182. Escogencia Jueces Tribunal Constitucional. El Consejo Nacional de la 
Magistratura al conformar el Tribunal Constitucional dispondrá cuál de ellos ocupará la presi-
dencia y designará un primer y segundo sustitutos para reemplazar al Presidente, en caso de 
falta o impedimento.

Artículo 183. Escogencia Jueces Tribunal Superior Electoral. El Consejo Nacional de la 
Magistratura al designar los jueces y sus suplentes del Tribunal Superior Electoral dispondrá 
cuál de ellos ocupará la presidencia.

TÍTULO VII 
DEL CONTROL CONSTITUCIONAL

Artículo 184. Tribunal Constitucional. Habrá un Tribunal Constitucional para garantizar la 
supremacía de la Constitución, la defensa del orden constitucional y la protección de los de-
rechos fundamentales. Sus decisiones son definitivas e irrevocables y constituyen precedentes 
vinculantes para los poderes públicos y todos los órganos del Estado. Gozará de autonomía 
administrativa y presupuestaria.

Artículo 185. Atribuciones. El Tribunal Constitucional será competente para conocer en 
única instancia:

1)	 Las acciones directas de inconstitucionalidad contra las leyes, decretos, reglamentos, re-
soluciones y ordenanzas, a instancia del Presidente de la República, de una tercera parte 
de los miembros del Senado o de la Cámara de Diputados y de cualquier persona con 
interés legítimo y jurídicamente protegido;

2)	 El control preventivo de los tratados internacionales antes de su ratificación por el ór-
gano legislativo;

3)	 Los conflictos de competencia entre los poderes públicos, a instancia de uno de sus titulares;

4)	 Cualquier otra materia que disponga la ley.
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Artículo 186. Integración y Decisiones. El Tribunal Constitucional estará integrado por 
trece miembros y sus decisiones se adoptarán con una mayoría calificada de nueve o más 
de sus miembros. Los jueces que hayan emitido un voto disidente podrán hacer valer sus 
motivaciones en la decisión adoptada.

Artículo 187. Requisitos y Renovación. Para ser juez del Tribunal Constitucional se re-
quieren las mismas condiciones exigidas para los jueces de la Suprema Corte de Justicia. Sus 
integrantes serán inamovibles durante el tiempo de su mandato. La condición de juez sólo se 
pierde por muerte, renuncia o destitución por faltas graves en el ejercicio de sus funciones, en 
cuyo caso se podrá designar una persona para completar el período.

Párrafo. Los jueces de este tribunal serán designados por un único período de nueve años. No 
podrán ser reelegidos, salvo los que en calidad de reemplazantes hayan ocupado el cargo por 
un período menor de cinco años. La composición del Tribunal se renovará de manera gradual 
cada tres años.

Artículo 188. Control Dfuso. Los tribunales de la República conocerán la excepción de cons-
titucionalidad en los asuntos sometidos a su conocimiento.

Artículo 189. Regulación del Tribunal. La ley regulará los procedimientos constitucionales 
y lo relativo a la organización y al funcionamiento del Tribunal Constitucional.

TÍTULO VIII 
DEL DEFENSOR DEL PUEBLO

Artículo 190. Autonomía del Defensor del Pueblo. El Defensor del Pueblo es una autoridad 
independiente en sus funciones y con autonomía administrativa y presupuestaria. Se debe de 
manera exclusiva al mandato de esta Constitución y las leyes.

Artículo 191. Funciones Esenciales. La función esencial del Defensor del Pueblo es contribuir 
a salvaguardar los derechos fundamentales de las personas y los intereses colectivos y difusos 
establecidos en esta Constitución y las leyes, en caso de que sean violados por funcionarios u 
órganos del Estado, por prestadores de servicios públicos o particulares que afecten intereses 
colectivos y difusos. La ley regulará lo relativo a su organización y funcionamiento.

Artículo 192. Elección. El Defensor del Pueblo y sus adjuntos serán nombrados por el Senado 
por un período de seis años, de ternas propuestas por la Cámara de Diputados y permanecerán 
en el cargo hasta que sean sustituidos. La Cámara de Diputados deberá escoger las ternas en 
la legislatura ordinaria previa al cumplimiento del término del mandato de los designados 
y las someterá ante el Senado en un plazo que no excederá los quince días siguientes a su 
aprobación. El Senado de la República efectuará la elección antes de los treinta días siguientes.

Párrafo. Vencidos los plazos sin que la Cámara de Diputados hubiere escogido y presentado 
las ternas, las mismas serán escogidas y presentadas al Senado por el Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia. Si es el Senado el que no efectuare la elección en el plazo previsto, la 
Suprema Corte de Justicia elegirá de las ternas presentadas por la Cámara de Diputados.
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TÍTULO IX 
DEL ORDENAMIENTO DEL TERRITORIO Y DE LA ADMINISTRACIÓN LOCAL

CAPÍTULO I 
DE LA ORGANIZACIÓN DEL TERRITORIO

Artículo 193. Principios de Organización Territorial. La República Dominicana es un Estado 
unitario cuya organización territorial tiene como finalidad propiciar su desarrollo integral y 
equilibrado y el de sus habitantes, compatible con sus necesidades y con la preservación de 
sus recursos naturales, de su identidad nacional y de sus valores culturales. La organización 
territorial se hará conforme a los principios de unidad, identidad, racionalidad política, admi-
nistrativa, social y económica.

Artículo 194. Plan de Ordenamiento Territorial. Es prioridad del Estado la formulación y ejecu-
ción, mediante ley, de un plan de ordenamiento territorial que asegure el uso eficiente y sostenible 
de los recursos naturales de la Nación, acorde con la necesidad de adaptación al cambio climático.

Artículo 195. Delimitación Territorial. Mediante ley orgánica se determinará el nombre y los 
límites de las regiones, así como de las provincias y de los municipios en que ellas se dividen.

CAPÍTULO II 
DE LA ADMINISTRACIÓN LOCAL

SECCIÓN I 
DE LAS REGIONES Y LAS PROVINCIAS

Artículo 196. La Región. La región es la unidad básica para la articulación y formulación de 
las políticas públicas en el territorio nacional. La ley definirá todo lo relativo a sus competen-
cias, composición, organización y funcionamiento y determinará el número de éstas.

Párrafo. Sin perjuicio del principio de solidaridad, el Estado procurará el equilibrio razonable 
de la inversión pública en las distintas demarcaciones geográficas de manera que sea propor-
cional a los aportes de aquéllas a la economía nacional.

Artículo 197. La Provincia. La provincia es la demarcación política intermedia en el territorio. 
Se divide en municipios, distritos municipales, secciones y parajes. La ley definirá todo lo 
relativo a su composición, organización y funcionamiento y determinará el número de éstas.

Artículo 198. Gobernador Civil. El Poder Ejecutivo designará en cada provincia un goberna-
dor civil, quien será su representante en esa demarcación. Para ser gobernador civil se requiere 
ser dominicano o dominicana, mayor de veinticinco años de edad y estar en pleno ejercicio 
de los derechos civiles y políticos. Sus atribuciones y deberes serán determinados por la ley.

SECCIÓN II 
DEL RÉGIMEN DE LOS MUNICIPIOS

Artículo 199. Administración Local. El Distrito Nacional, los municipios y los distritos mu-
nicipales constituyen la base del sistema político administrativo local. Son personas jurídicas 
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de Derecho Público, responsables de sus actuaciones, gozan de patrimonio propio, de auto-
nomía presupuestaria, con potestad normativa, administrativa y de uso de suelo, fijadas de 
manera expresa por la ley y sujetas al poder de fiscalización del Estado y al control social de 
la ciudadanía, en los términos establecidos por esta Constitución y las leyes.

Artículo 200. Arbitrios Municipales. Los ayuntamientos podrán establecer arbitrios en el 
ámbito de su demarcación que de manera expresa establezca la ley, siempre que los mismos 
no colidan con los impuestos nacionales, con el comercio intermunicipal o de exportación ni 
con la Constitución o las leyes. Corresponde a los tribunales competentes conocer las contro-
versias que surjan en esta materia.

Artículo 201. Gobiernos Locales. El gobierno del Distrito Nacional y el de los municipios es-
tarán cada uno a cargo del ayuntamiento, constituido por dos órganos complementarios entre 
sí, el Concejo de Regidores y la Alcaldía. El Concejo de Regidores es un órgano exclusivamente 
normativo, reglamentario y de fiscalización integrado por regidores y regidoras. Estos tendrán 
suplentes. La Alcaldía es el órgano ejecutivo encabezado por un alcalde o alcaldesa, cuyo 
suplente se denominará vicealcalde o vicealcaldesa.

Párrafo I. El gobierno de los distritos municipales estará a cargo de una Junta de Distrito, inte-
grada por un director o directora que actuará como órgano ejecutivo y una Junta de Vocales con 
funciones normativas, reglamentarias y de fiscalización. El director o directora tendrá suplente.

Párrafo II. Los partidos o agrupaciones políticas, regionales, provinciales o municipales harán 
la presentación de candidaturas a las elecciones municipales y de distritos municipales para 
alcalde o alcaldesa, regidores o regidoras, directores o directoras y sus suplentes, así como 
los vocales, de conformidad con la Constitución y las leyes que rigen la materia. El número de 
regidores y sus suplentes será determinado por la ley, en proporción al número de habitantes, 
sin que en ningún caso puedan ser menos de cinco para el Distrito Nacional y los municipios, 
y nunca menos de tres para los distritos municipales. Serán elegidos cada cuatro años por el 
pueblo de su jurisdicción en la forma que establezca la ley.

Párrafo III. Las personas naturalizadas con más de cinco años residiendo en una jurisdicción 
podrán desempeñar dichos cargos, en las condiciones que prescriba la ley.

Artículo 202. Representantes Locales. Los alcaldes o alcaldesas del Distrito Nacional, de los 
municipios, así como las y los directores de los distritos municipales son los representantes 
legales de los ayuntamientos y de las juntas municipales. Sus atribuciones y facultades serán 
determinadas por la ley.

SECCIÓN III 
MECANISMOS DIRECTOS DE PARTICIPACIÓN LOCAL

Artículo 203. Referendo, Plebiscitos e Iniciativa Normativa Municipal. La Ley Orgánica 
de la Administración Local establecerá los ámbitos, requisitos y condiciones para el ejercicio 
del referendo, plebiscito y la iniciativa normativa municipales con el fin de fortalecer el desa-
rrollo de la democracia y la gestión local.
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CAPÍTULO III 
DE LA GESTIÓN DESCENTRALIZADA

Artículo 204. Transferencia de Competencias a los Municipios. El Estado propiciará la 
transferencia de competencias y recursos hacia los gobiernos locales, de conformidad con 
esta Constitución y la ley. La implementación de estas transferencias conllevará políticas de 
desarrollo institucional, capacitación y profesionalización de los recursos humanos.

Artículo 205. Ejecución Presupuestaria Municipal. Los ayuntamientos del Distrito Nacional, 
de los municipios y las juntas de distritos municipales estarán obligados, tanto en la formulación 
como en la ejecución de sus presupuestos, a formular, aprobar y a mantener las apropiaciones 
y las erogaciones destinadas a cada clase de atenciones y servicios, de conformidad con la ley.

Artículo 206. Presupuestos Participativos. La inversión de los recursos municipales se hará 
mediante el desarrollo progresivo de presupuestos participativos que propicien la integración y co-
rresponsabilidad ciudadana en la definición, ejecución y control de las políticas de desarrollo local.

Artículo 207. Obligación Económica de los Municipios. Las obligaciones económicas con-
traídas por los municipios, incluyendo las que tengan el aval del Estado, son de su responsa-
bilidad, de conformidad con los límites y condiciones que establezca la ley.

TÍTULO X 
DEL SISTEMA ELECTORAL

CAPÍTULO I 
DE LAS ASAMBLEAS ELECTORALES

Artículo 208. Ejercicio del Sufragio. Es un derecho y un deber de ciudadanas y ciudadanos 
el ejercicio del sufragio para elegir a las autoridades de gobierno y para participar en referen-
dos. El voto es personal, libre, directo y secreto. Nadie puede ser obligado o coaccionado, bajo 
ningún pretexto, en el ejercicio de su derecho al sufragio ni a revelar su voto.

Párrafo. No tienen derecho al sufragio los miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional, 
ni quienes hayan perdido los derechos de ciudadanía o se encuentren suspendidos en tales derechos.

Artículo 209. Asambleas Electorales. Las asambleas electorales funcionarán en colegios elec-
torales que serán organizados conforme a la ley. Los colegios electorales se abrirán cada cuatro 
años para elegir al Presidente y Vicepresidente de la República, a los representantes legislativos, 
a las autoridades municipales y a los demás funcionarios o representantes electivos. Estas elec-
ciones se celebrarán de modo separado e independiente. Las de presidente, vicepresidente y 
representantes legislativos y parlamentarios de organismos internacionales, el tercer domingo 
del mes de mayo y las de las autoridades municipales, el tercer domingo del mes de febrero.

1)	 Cuando en las elecciones celebradas para elegir al Presidente de la República y al Vice-
presidente ninguna de las candidaturas obtenga al menos más de la mitad de los votos 
válidos emitidos, se efectuará una segunda elección el último domingo del mes de junio 
del mismo año. En esta última elección sólo participarán las dos candidaturas que hayan 
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alcanzado el mayor número de votos, y se considerará ganadora la candidatura que ob-
tenga el mayor número de los votos válidos emitidos;

2)	 Las elecciones se celebrarán conforme a la ley y con representación de las minorías cuan-
do haya de elegirse dos o más candidatos;

3)	 En los casos de convocatoria extraordinaria y referendo, las asambleas electorales se re-
unirán a más tardar setenta días después de la publicación de la ley de convocatoria. No 
podrán coincidir las elecciones de autoridades con la celebración de referendo.

Artículo 210. Referendos. Las consultas populares mediante referendo estarán reguladas por 
una ley que determinará todo lo relativo a su celebración, con arreglo a las siguientes condiciones:

1)	 No podrán tratar sobre aprobación ni revocación de mandato de ninguna autoridad electa 
o designada;

2)	 Requerirán de previa aprobación congresual con el voto de las dos terceras partes de los 
presentes en cada cámara.

CAPÍTULO II 
DE LOS ÓRGANOS ELECTORALES

Artículo 211. Organización de las Elecciones. Las elecciones serán organizadas, dirigidas 
y supervisadas por la Junta Central Electoral y las juntas electorales bajo su dependencia, las 
cuales tienen la responsabilidad de garantizar la libertad, transparencia, equidad y objetividad 
de las elecciones.

SECCIÓN I 
DE LA JUNTA CENTRAL ELECTORAL

Artículo 212. Junta Central Electoral. La Junta Central Electoral es un órgano autónomo 
con personalidad jurídica e independencia técnica, administrativa, presupuestaria y financiera, 
cuya finalidad principal será organizar y dirigir las asambleas electorales para la celebración de 
elecciones y de mecanismos de participación popular establecidos por la presente Constitución 
y las leyes. Tiene facultad reglamentaria en los asuntos de su competencia.

Párrafo I. La Junta Central Electoral estará integrada por un presidente y cuatro miembros 
y sus suplentes, elegidos por un período de cuatro años por el Senado de la República, con el 
voto de las dos terceras partes de los senadores presentes.

Párrafo II. Serán dependientes de la Junta Central Electoral el Registro Civil y la Cédula de 
Identidad y Electoral.

Párrafo III. Durante las elecciones la Junta Central Electoral asumirá la dirección y el mando 
de la fuerza pública, de conformidad con la ley.

Párrafo IV. La Junta Central Electoral velará porque los procesos electorales se realicen 
con sujeción a los principios de libertad y equidad en el desarrollo de las campañas y 
transparencia en la utilización del financiamiento. En consecuencia, tendrá facultad para 
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reglamentar los tiempos y límites en los gastos de campaña, así como el acceso equitativo 
a los medios de comunicación.

Artículo 213. Juntas Electorales. En el Distrito Nacional y en cada municipio habrá una Junta 
Electoral con funciones administrativas y contenciosas. En materia administrativa estarán su-
bordinadas a la Junta Central Electoral. En materia contenciosa sus decisiones son recurribles 
ante el Tribunal Superior Electoral, de conformidad con la ley.

SECCIÓN II 
DEL TRIBUNAL SUPERIOR ELECTORAL

Artículo 214. Tribunal Superior Electoral. El Tribunal Superior Electoral es el órgano com-
petente para juzgar y decidir con carácter definitivo sobre los asuntos contencioso electorales y 
estatuir sobre los diferendos que surjan a lo interno de los partidos, agrupaciones y movimien-
tos políticos o entre éstos. Reglamentará, de conformidad con la ley, los procedimientos de su 
competencia y todo lo relativo a su organización y funcionamiento administrativo y financiero.

Artículo 215. Integración. El Tribunal estará integrado por no menos de tres y no más de 
cinco jueces electorales y sus suplentes, designados por un período de cuatro años por el 
Consejo Nacional de la Magistratura, quien indicará cuál de entre ellos ocupará la presidencia.

CAPÍTULO III 
DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS

Artículo 216. Partidos Políticos. La organización de partidos, agrupaciones y movimientos 
políticos es libre, con sujeción a los principios establecidos en esta Constitución. Su con-
formación y funcionamiento deben sustentarse en el respeto a la democracia interna y a la 
transparencia, de conformidad con la ley. Sus fines esenciales son:

1)	 Garantizar la participación de ciudadanos y ciudadanas en los procesos políticos que con-
tribuyan al fortalecimiento de la democracia;

2)	 Contribuir, en igualdad de condiciones, a la formación y manifestación de la voluntad 
ciudadana, respetando el pluralismo político mediante la propuesta de candidaturas a los 
cargos de elección popular;

3)	 Servir al interés nacional, al bienestar colectivo y al desarrollo integral de la sociedad dominicana.

TÍTULO XI 
DEL RÉGIMEN ECONÓMICO Y FINANCIERO Y DE LA CÁMARA DE CUENTAS

CAPÍTULO I 
DEL RÉGIMEN ECONÓMICO

SECCIÓN I 
PRINCIPIOS RECTORES

Artículo 217. Orientación y Fundamento. El régimen económico se orienta hacia la bús-
queda del desarrollo humano. Se fundamenta en el crecimiento económico, la redistribución 
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de la riqueza, la justicia social, la equidad, la cohesión social y territorial y la sostenibilidad 
ambiental, en un marco de libre competencia, igualdad de oportunidades, responsabilidad 
social, participación y solidaridad.

Artículo 218. Crecimiento Sostenible. La iniciativa privada es libre. El Estado procurará, 
junto al sector privado, un crecimiento equilibrado y sostenido de la economía, con estabilidad 
de precios, tendente al pleno empleo y al incremento del bienestar social, mediante utilización 
racional de los recursos disponibles, la formación permanente de los recursos humanos y el 
desarrollo científico y tecnológico.

Artículo 219. Iniciativa Privada. El Estado fomenta la iniciativa económica privada, creando 
las políticas necesarias para promover el desarrollo del país. Bajo el principio de subsidiaridad 
el Estado, por cuenta propia o en asociación con el sector privado y solidario, puede ejercer 
la actividad empresarial con el fin de asegurar el acceso de la población a bienes y servicios 
básicos y promover la economía nacional.

Párrafo. Cuando el Estado enajene su participación en una empresa, podrá tomar las medidas 
conducentes a democratizar la titularidad de sus acciones y ofrecerá a sus trabajadores, a 
las organizaciones solidarias y de trabajadores, condiciones especiales para acceder a dicha 
propiedad accionaria. La ley reglamentará la materia.

Artículo 220. Sujeción al Ordenamiento Jurídico. En todo contrato del Estado y de las per-
sonas de Derecho Público con personas físicas o jurídicas extranjeras domiciliadas en el país, 
debe constar el sometimiento de éstas a las leyes y órganos jurisdiccionales de la República. 
Sin embargo, el Estado y las demás personas de Derecho Público pueden someter las contro-
versias derivadas de la relación contractual a jurisdicciones constituidas en virtud de tratados 
internacionales vigentes. Pueden también someterlas a arbitraje nacional e internacional, de 
conformidad con la ley.

Artículo 221. Igualdad de Tratamiento. La actividad empresarial, pública o privada, 
recibe el mismo trato legal. Se garantiza igualdad de condiciones a la inversión nacional y 
extranjera, con las limitaciones establecidas en esta Constitución y las leyes. La ley podrá 
conceder tratamientos especiales a las inversiones que se localicen en zonas de menor 
grado de desarrollo o en actividades de interés nacional, en particular las ubicadas en las 
provincias fronterizas.

Artículo 222. Promoción de Iniciativas Económicas Populares. El Estado reconoce el 
aporte de las iniciativas económicas populares al desarrollo del país; fomenta las condiciones 
de integración del sector informal en la economía nacional; incentiva y protege el desarrollo 
de la micro, pequeña y mediana empresa, las cooperativas, las empresas familiares y otras 
formas de asociación comunitaria para el trabajo, la producción, el ahorro y el consumo, 
que generen condiciones que les permitan acceder a financiamiento, asistencia técnica y 
capacitación oportunos.
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SECCIÓN II 
DEL RÉGIMEN MONETARIO Y FINANCIERO

Artículo 223. Regulación del Sistema Monetario y Financiero. La regulación del sistema 
monetario y financiero de la Nación corresponde a la Junta Monetaria como órgano superior 
del Banco Central.

Artículo 224. Integración de la Junta Monetaria. La Junta Monetaria está integrada por no 
más de nueve miembros incluyendo el Gobernador del Banco Central, quien la preside, y los 
miembros ex oficio, cuyo número no será mayor de tres.

Artículo 225. Banco Central. El Banco Central de la República es una entidad de Derecho 
Público con personalidad jurídica, patrimonio propio y autonomía funcional, presupuestaria 
y administrativa.

Artículo 226. Designación de Autoridades Monetarias. El Gobernador del Banco Central 
y los miembros de designación directa de la Junta Monetaria serán nombrados por el Poder 
Ejecutivo, de conformidad con la ley. Durante el tiempo de su designación sólo podrán ser 
removidos por las causales previstas en la misma.

Artículo 227. Dirección de las Políticas Monetarias. La Junta Monetaria, representada 
por el Gobernador del Banco Central, tendrá a su cargo la dirección y adecuada aplicación de 
las políticas monetarias, cambiarias y financieras de la Nación y la coordinación de los entes 
reguladores del sistema y del mercado financiero.

Artículo 228. Emisión de Billetes y Monedas. El Banco Central, cuyo capital es propiedad 
del Estado, es el único emisor de los billetes y monedas de circulación nacional y tiene por 
objeto velar por la estabilidad de precios.

Artículo 229. Unidad Monetaria Nacional. La unidad monetaria nacional es el Peso Dominicano.

Artículo 230. Fuerza Legal y Liberatoria de la Unidad Monetaria. Sólo tendrán circulación 
legal y fuerza liberatoria los billetes emitidos y las monedas acuñadas por el Banco Central, 
bajo la garantía ilimitada del Estado y en las proporciones y condiciones que señale la ley.

Artículo 231. Prohibición de Emisión de Signos Monetarios. Queda prohibida la emisión 
de papel moneda u otro signo monetario no autorizado por esta Constitución.

Artículo 232. Modificación del Régimen de la Moneda o de la Banca. Por excepción a 
lo dispuesto en el artículo 112 de esta Constitución, la modificación del régimen legal de la 
moneda o de la banca, requerirá el apoyo de las dos terceras partes de la totalidad de los 
miembros de una y otra cámara legislativa, a menos que haya sido iniciada por el Poder 
Ejecutivo, a propuesta de la Junta Monetaria o con el voto favorable de ésta, en cuyo caso se 
regirá por las disposiciones relativas a las leyes orgánicas.
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CAPÍTULO II 
DE LAS FINANZAS PÚBLICAS

SECCIÓN I 
DEL PRESUPUESTO GENERAL DEL ESTADO

Artículo 233. Elaboración del Presupuesto. Corresponde al Poder Ejecutivo la elaboración 
del proyecto de Ley de Presupuesto General del Estado, el cual contempla los ingresos proba-
bles, los gastos propuestos y el financiamiento requerido, realizado en un marco de sosteni-
bilidad fiscal, asegurando que el endeudamiento público sea compatible con la capacidad de 
pago del Estado.

Párrafo. En este proyecto se consignarán de manera individualizada las asignaciones que 
correspondan a las diferentes instituciones del Estado.

Artículo 234. Modificación del Presupuesto. El Congreso podrá incluir nuevas partidas y 
modificar las que figuren en el proyecto de Ley de Presupuesto General del Estado o en los 
proyectos de ley que eroguen fondos sometidos por el Poder Ejecutivo, con el voto de las dos 
terceras partes de los presentes de cada cámara legislativa.

Párrafo. Una vez votada la Ley de Presupuesto General del Estado, no podrán trasladarse 
recursos presupuestarios de una institución a otra sino en virtud de una ley que, cuando no sea 
iniciada por el Poder Ejecutivo, deberá tener el voto de las dos terceras partes de los presentes 
en cada cámara legislativa.

Artículo 235. Mayoría de Excepción. El Congreso Nacional podrá modificar el proyecto de 
Ley de Presupuesto General del Estado, cuando sea sometido con posterioridad a la fecha a 
que se refiere el artículo 128, numeral 2), literal g), con la mayoría absoluta de los miembros 
de la matrícula de cada cámara.

Artículo 236. Validez Erogación. Ninguna erogación de fondos públicos será válida, si no 
estuviere autorizada por la ley y ordenada por funcionario competente.

Artículo 237. Obligación de Identificar Fuentes. No tendrá efecto ni validez la ley que or-
dene, autorice un pago o engendre una obligación pecuniaria a cargo del Estado, sino cuando 
esa misma ley identifique o establezca los recursos necesarios para su ejecución.

Artículo 238. Criterios para Asignación del Gasto Público. Corresponde al Estado realizar 
una asignación equitativa del gasto público en el territorio. Su planificación, programación, 
ejecución y evaluación responderán a los principios de subsidiaridad y transparencia, así como 
a los criterios de eficiencia, prioridad y economía.

Artículo 239. Vigencia Ley de Presupuesto. Cuando el Congreso no haya aprobado el pro-
yecto de Ley de Presupuesto General del Estado a más tardar al 31 de diciembre, regirá la 
Ley de Presupuesto General del Estado del año anterior, con los ajustes previstos en la Ley 
Orgánica de Presupuesto, hasta tanto se produzca su aprobación.
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Artículo 240. Publicación Cuenta General. Anualmente, en el mes de abril, se publicará la 
cuenta general de los ingresos y egresos de la República hechos en el año.

SECCIÓN II 
DE LA PLANIFICACIÓN

Artículo 241. Estrategia de Desarrollo. El Poder Ejecutivo, previa consulta al Consejo 
Económico y Social y a los partidos políticos, elaborará y someterá al Congreso Nacional una 
estrategia de desarrollo, que definirá la visión de la Nación para el largo plazo. El proceso de 
planificación e inversión pública se regirá por la ley correspondiente.

Artículo 242. Plan Nacional Plurianual. El Plan Nacional Plurianual del Sector Público y sus 
correspondientes actualizaciones será remitido al Congreso Nacional por el Poder Ejecutivo, 
durante la segunda legislatura del año en que se inicia el período de gobierno, previa consulta 
al Consejo de Ministros, para conocimiento de los programas y proyectos a ejecutarse durante 
su vigencia. Los resultados e impactos de su ejecución se realizarán en un marco de sosteni-
bilidad fiscal.

SECCIÓN III 
DE LA TRIBUTACIÓN

Artículo 243. Principios del Régimen Tributario. El régimen tributario está basado en 
los principios de legalidad, justicia, igualdad y equidad para que cada ciudadano y ciudadana 
pueda cumplir con el mantenimiento de las cargas públicas.

Artículo 244. Exenciones de Impuestos y Transferencias de Derechos. Los particulares 
sólo pueden adquirir, mediante concesiones que autorice la ley o contratos que apruebe el 
Congreso Nacional, el derecho de beneficiarse, por todo el tiempo que estipule la concesión o 
el contrato y cumpliendo con las obligaciones que la una y el otro les impongan, de exenciones, 
exoneraciones, reducciones o limitaciones de impuestos, contribuciones o derechos fiscales o 
municipales que inciden en determinadas obras o empresas hacia las que convenga atraer la 
inversión de nuevos capitales para el fomento de la economía nacional o para cualquier otro 
objeto de interés social. La transferencia de los derechos otorgados mediante contratos estará 
sujeta a la ratificación por parte del Congreso Nacional.

CAPÍTULO III 
DEL CONTROL DE LOS FONDOS PÚBLICOS

Artículo 245. Sistema de Contabilidad. El Estado dominicano y todas sus instituciones, 
sean autónomas, descentralizadas o no, estarán regidos por un sistema único, uniforme, in-
tegrado y armonizado de contabilidad, cuyos criterios fijará la ley.

Artículo 246. Control y Fiscalización de Fondos Públicos. El control y fiscalización sobre el 
patrimonio, los ingresos, gastos y uso de los fondos públicos se llevará a cabo por el Congreso 
Nacional, la Cámara de Cuentas, la Contraloría General de la República, en el marco de sus res-
pectivas competencias, y por la sociedad a través de los mecanismos establecidos en las leyes.
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SECCIÓN I 
DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA

Artículo 247. Control Interno. La Contraloría General de la República es el órgano del Poder 
Ejecutivo rector del control interno, ejerce la fiscalización interna y la evaluación del debido 
recaudo, manejo, uso e inversión de los recursos públicos y autoriza las órdenes de pago, 
previa comprobación del cumplimiento de los trámites legales y administrativos, de las insti-
tuciones bajo su ámbito, de conformidad con la ley.

SECCIÓN II 
DE LA CÁMARA DE CUENTAS

Artículo 248. Control Externo. La Cámara de Cuentas es el órgano superior externo de 
control fiscal de los recursos públicos, de los procesos administrativos y del patrimonio del 
Estado. Tiene personalidad jurídica, carácter técnico y goza de autonomía administrativa, 
operativa y presupuestaria. Estará compuesta de cinco miembros, elegidos por el Senado de la 
República de las ternas que le presente la Cámara de Diputados, por un período de cuatro años 
y permanecerán en sus funciones hasta que sean designados sus sustitutos.

Artículo 249. Requisitos. Para ser miembro de la Cámara de Cuentas se requiere ser domi-
nicano o dominicana en el pleno ejercicio de los derechos civiles y políticos, ser de reconocida 
solvencia ética y moral, haber cumplido la edad de treinta años, acreditar título universitario 
y estar habilitado para el ejercicio profesional, preferiblemente en las áreas de contabilidad, 
finanzas, economía, derecho o afines, y las demás condiciones que determine la ley.

Artículo 250. Atribuciones. Sus atribuciones serán, además de las que le confiere la ley:

1)	 Examinar las cuentas generales y particulares de la República;

2)	 Presentar al Congreso Nacional los informes sobre la fiscalización del patrimonio del Estado;

3)	 Auditar y analizar la ejecución del Presupuesto General del Estado que cada año apruebe 
el Congreso Nacional, tomando como base el estado de recaudación e inversión de las 
rentas presentado por el Poder Ejecutivo, de conformidad con la Constitución y las leyes, 
y someter el informe correspondiente a éste a más tardar el 30 de abril del año siguiente, 
para su conocimiento y decisión;

4)	 Emitir normas con carácter obligatorio para la coordinación interinstitucional de los ór-
ganos y organismos responsables del control y auditoría de los recursos públicos;

5)	 Realizar investigaciones especiales a requerimiento de una o ambas cámaras legislativas.

CAPÍTULO IV 
DE LA CONCERTACIÓN SOCIAL

Artículo 251. Consejo Económico y Social. La concertación social es un instrumento esencial 
para asegurar la participación organizada de empleadores, trabajadores y otras organizaciones 
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de la sociedad en la construcción y fortalecimiento permanente de la paz social. Para promo-
verla habrá un Consejo Económico y Social, órgano consultivo del Poder Ejecutivo en materia 
económica, social y laboral, cuya conformación y funcionamiento serán establecidos por la ley.

TÍTULO XII 
DE LAS FUERZAS ARMADAS, DE LA POLICÍA NACIONAL Y DE LA SEGURIDAD Y DEFENSA

CAPÍTULO I 
DE LAS FUERZAS ARMADAS

Artículo 252. Misión y Carácter. La defensa de la Nación está a cargo de las Fuerzas Armadas. 
Por lo tanto:

1)	 Su misión es defender la independencia y soberanía de la Nación, la integridad de sus 
espacios geográficos, la Constitución y las instituciones de la República;

2)	 Podrán, asimismo, intervenir cuando lo disponga el Presidente de la República en progra-
mas destinados a promover el desarrollo social y económico del país, mitigar situaciones 
de desastres y calamidad pública, concurrir en auxilio de la Policía Nacional para mante-
ner o restablecer el orden público en casos excepcionales;

3)	 Son esencialmente obedientes al poder civil, apartidistas y no tienen facultad, en ningún 
caso, para deliberar.

Párrafo. Corresponde a las Fuerzas Armadas la custodia, supervisión y control de todas las 
armas, municiones y demás pertrechos militares, material y equipos de guerra que ingresen al 
país o que sean producidos por la industria nacional, con las restricciones establecidas en la ley.

Artículo 253. Carrera Militar. El ingreso, nombramiento, ascenso, retiro y demás aspec-
tos del régimen de carrera militar de los miembros de las Fuerzas Armadas se efectuará sin 
discriminación alguna, conforme a su ley orgánica y leyes complementarias. Se prohíbe el 
reintegro de sus miembros, con excepción de los casos en los cuales la separación o retiro haya 
sido realizada en violación a la Ley Orgánica de las Fuerzas Armadas, previa investigación y 
recomendación por el ministerio correspondiente, de conformidad con la ley.

Artículo 254. Competencia de la Jurisdicción Militar y Régimen Disciplinario. La ju-
risdicción militar sólo tiene competencia para conocer de las infracciones militares previstas 
en las leyes sobre la materia. Las Fuerzas Armadas tendrán un régimen disciplinario militar 
aplicable a aquellas faltas que no constituyan infracciones del régimen penal militar.

CAPÍTULO II 
DE LA POLICÍA NACIONAL

Artículo 255. Misión. La Policía Nacional es un cuerpo armado, técnico, profesional, de na-
turaleza policial, bajo la autoridad del Presidente de la República, obediente al poder civil, 
apartidista y sin facultad, en ningún caso, para deliberar. La Policía Nacional tiene por misión:
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1)	 Salvaguardar la seguridad ciudadana;

2)	 Prevenir y controlar los delitos;

3)	 Perseguir e investigar las infracciones penales, bajo la dirección legal de la autoridad 
competente;

4)	 Mantener el orden público para proteger el libre ejercicio de los derechos de las personas 
y la convivencia pacífica de conformidad con la Constitución y las leyes.

Artículo 256. Carrera Policial. El ingreso, nombramiento, ascenso, retiro y demás aspec-
tos del régimen de carrera policial de los miembros de la Policía Nacional se efectuará sin 
discriminación alguna, conforme a su ley orgánica y leyes complementarias. Se prohíbe el 
reintegro de sus miembros, con excepción de los casos en los cuales el retiro o separación 
haya sido realizado en violación a la ley orgánica de la Policía Nacional, previa investigación y 
recomendación del ministerio correspondiente, de conformidad con la ley.

Artículo 257. Competencia y Régimen Disciplinario. La jurisdicción policial sólo tiene 
competencia para conocer de las infracciones policiales previstas en las leyes sobre la materia. 
La Policía Nacional tendrá un régimen disciplinario policial aplicable a aquellas faltas que no 
constituyan infracciones del régimen penal policial.

CAPÍTULO III 
DE LA SEGURIDAD Y DEFENSA

Artículo 258. Consejo de Seguridad y Defensa Nacional. El Consejo de Seguridad y Defensa 
Nacional es un órgano consultivo que asesora al Presidente de la República en la formulación 
de las políticas y estrategias en esta materia y en cualquier asunto que el Poder Ejecutivo 
someta a su consideración. El Poder Ejecutivo reglamentará su composición y funcionamiento.

Artículo 259. Carácter Defensivo. Las Fuerzas Armadas de la República, en el desarrollo de 
su misión, tendrán un carácter esencialmente defensivo, sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo 260.

Artículo 260. Objetivos de Alta Prioridad. Constituyen objetivos de alta prioridad nacional:

1)	 Combatir actividades criminales transnacionales que pongan en peligro los intereses de 
la República y de sus habitantes;

2)	 Organizar y sostener sistemas eficaces que prevengan o mitiguen daños ocasionados por 
desastres naturales y tecnológicos.

Artículo 261. Cuerpos de Seguridad Pública o de Defensa. El Congreso Nacional, a solici-
tud del Presidente de la República, podrá disponer, cuando así lo requiera el interés nacional, 
la formación de cuerpos de seguridad pública o de defensa permanentes con integrantes de 
las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional que estarán subordinados al ministerio o institución 
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del ámbito de sus respectivas competencias en virtud de la ley. El sistema de inteligencia del 
Estado será regulado mediante ley.

TÍTULO XIII 
DE LOS ESTADOS DE EXCEPCIÓN

Artículo 262. Definición. Se consideran estados de excepción aquellas situaciones ex-
traordinarias que afecten gravemente la seguridad de la Nación, de las instituciones y de las 
personas frente a las cuales resultan insuficientes las facultades ordinarias. El Presidente 
de la República, con la autorización del Congreso Nacional, podrá declarar los estados de 
excepción en sus tres modalidades: Estado de Defensa, Estado de Conmoción Interior y 
Estado de Emergencia.

Artículo 263. Estado de Defensa. En caso de que la soberanía nacional o la integridad 
territorial se vean en peligro grave e inminente por agresiones armadas externas, el Poder 
Ejecutivo, sin perjuicio de las facultades inherentes a su cargo, podrá solicitar al Congreso 
Nacional la declaratoria del Estado de Defensa. En este estado no podrán suspenderse:

1)	 El derecho a la vida, según las disposiciones del artículo 37;

2)	 El derecho a la integridad personal, según las disposiciones del artículo 42;

3)	 La libertad de conciencia y de cultos, según las disposiciones del artículo 45;

4)	 La protección a la familia, según las disposiciones del artículo 55;

5)	 El derecho al nombre, según las disposiciones del artículo 55, numeral 7;

6)	 Los derechos del niño, según las disposiciones del artículo 56;

7)	 El derecho a la nacionalidad, según las disposiciones del artículo 18;

8)	 Los derechos de ciudadanía, según las disposiciones del artículo 22;

9)	 La prohibición de esclavitud y servidumbre, según las disposiciones del artículo 41;

10)	 El principio de legalidad y de irretroactividad, según se establece en el artículo 40, nu-
merales 13) y 15);

11)	 El derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica, según las disposiciones de los 
artículos 43 y 55, numeral 7);

12)	 Las garantías judiciales, procesales e institucionales indispensables para la protección de 
estos derechos, según las disposiciones de los artículos 69, 71 y 72.

Artículo 264. Estado de Conmoción Interior. El Estado de Conmoción Interior podrá decla-
rarse en todo o parte del territorio nacional, en caso de grave perturbación del orden público 
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que atente de manera inminente contra la estabilidad institucional, la seguridad del Estado o 
la convivencia ciudadana, y que no pueda ser conjurada mediante el uso de las atribuciones 
ordinarias de las autoridades.

Artículo 265. Estado de Emergencia. El Estado de Emergencia podrá declararse cuando 
ocurran hechos distintos a los previstos en los artículos 263 y 264 que perturben o amenacen 
perturbar en forma grave e inminente el orden económico, social, medioambiental del país, o 
que constituyan calamidad pública.

Artículo 266. Disposiciones Regulatorias. Los estados de excepción se someterán a las 
siguientes disposiciones:

1)	 El Presidente deberá obtener la autorización del Congreso para declarar el estado de excep-
ción correspondiente. Si no estuviese reunido el Congreso, el Presidente podrá declararlo, lo 
que conllevará convocatoria inmediata del mismo para que éste decida al respecto;

2)	 Mientras permanezca el estado de excepción, el Congreso se reunirá con la plenitud de 
sus atribuciones y el Presidente de la República le informará de forma continua sobre las 
disposiciones que haya tomado y la evolución de los acontecimientos;

3)	 Todas las autoridades de carácter electivo mantienen sus atribuciones durante la vigencia 
de los estados de excepción;

4)	 Los estados de excepción no eximen del cumplimiento de la ley y de sus responsabilida-
des a las autoridades y demás servidores del Estado;

5)	 La declaratoria de los estados de excepción y los actos adoptados durante los mismos 
estarán sometidos al control constitucional;

6)	 En los Estados de Conmoción Interior y de Emergencia, sólo podrán suspenderse los si-
guientes derechos reconocidos por esta Constitución:

a)	 Reducción a prisión, según las disposiciones del artículo 40, numeral 1);

b)	 Privación de libertad sin causa o sin las formalidades legales, según lo dispone el 
artículo 40, numeral 6);

c)	 Plazos de sometimiento a la autoridad judicial o para la puesta en libertad, estable-
cidos en el artículo 40, numeral 5);

d)	 El traslado desde establecimientos carcelarios u otros lugares, dispuesto en el artí-
culo 40, numeral 12);

e)	 La presentación de detenidos, establecida en el artículo 40, numeral 11);

f)	 Lo relativo al hábeas corpus, regulado en el artículo 71;

g)	 La inviolabilidad del domicilio y de recintos privados, dispuesta en el artículo 44, numeral 1);
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h)	 La libertad de tránsito, dispuesta en el artículo 46;

i)	 La libertad de expresión, en los términos dispuestos por el artículo 49;

j)	 Las libertades de asociación y de reunión, establecidas en los artículos 47 y 48;

k)	 La inviolabilidad de la correspondencia, establecida en el artículo 44, numeral 3).

7)	 Tan pronto como hayan cesado las causas que dieron lugar al estado de excepción, el 
Poder Ejecutivo declarará su levantamiento. El Congreso Nacional, habiendo cesado las 
causas que dieron lugar al estado de excepción, dispondrá su levantamiento si el Poder 
Ejecutivo se negare a ello.

TÍTULO XIV 
DE LAS REFORMAS CONSTITUCIONALES

CAPÍTULO I 
DE LAS NORMAS GENERALES

Artículo 267. Reforma Constitucional. La reforma de la Constitución sólo podrá hacerse en 
la forma que indica ella misma y no podrá jamás ser suspendida ni anulada por ningún poder 
o autoridad, ni tampoco por aclamaciones populares.

Artículo 268. Forma de Gobierno. Ninguna modificación a la Constitución podrá versar sobre 
la forma de gobierno que deberá ser siempre civil, republicano, democrático y representativo.

Artículo 269. Iniciativa de Reforma Constitucional. Esta Constitución podrá ser reformada 
si la proposición de reforma se presenta en el Congreso Nacional con el apoyo de la tercera 
parte de los miembros de una u otra cámara, o si es sometida por el Poder Ejecutivo.

CAPÍTULO II 
DE LA ASAMBLEA NACIONAL REVISORA

Artículo 270. Convocatoria Asamblea Nacional Revisora. La necesidad de la reforma 
constitucional se declarará por una ley de convocatoria. Esta ley, que no podrá ser observada 
por el Poder Ejecutivo, ordenará la reunión de la Asamblea Nacional Revisora, contendrá el 
objeto de la reforma e indicará el o los artículos de la Constitución sobre los cuales versará.

Artículo 271. Quórum de la Asamblea Nacional Revisora. Para resolver acerca de la refor-
ma propuesta, la Asamblea Nacional Revisora se reunirá dentro de los quince días siguientes 
a la publicación de la ley que declara la necesidad de la reforma, con la presencia de más de la 
mitad de los miembros de cada una de las cámaras. Sus decisiones se tomarán por la mayoría 
de las dos terceras partes de los votos. No podrá iniciarse la reforma constitucional en caso de 
vigencia de alguno de los estados de excepción previstos en el artículo 262. Una vez votada 
y proclamada la reforma por la Asamblea Nacional Revisora, la Constitución será publicada 
íntegramente con los textos reformados.
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Artículo 272. Referendo Aprobatorio. Cuando la reforma verse sobre derechos, garantías 
fundamentales y deberes, el ordenamiento territorial y municipal, el régimen de nacionalidad, 
ciudadanía y extranjería, el régimen de la moneda, y sobre los procedimientos de reforma 
instituidos en esta Constitución, requerirá de la ratificación de la mayoría de los ciudadanos y 
ciudadanas con derecho electoral, en referendo aprobatorio convocado al efecto por la Junta 
Central Electoral, una vez votada y aprobada por la Asamblea Nacional Revisora.

Párrafo I. La Junta Central Electoral someterá a referendo las reformas dentro de los sesenta 
días siguientes a su recepción formal.

Párrafo II. La aprobación de las reformas a la Constitución por vía de referendo requiere de 
más de la mitad de los votos de los sufragantes y que el número de éstos exceda del treinta 
por ciento (30%) del total de ciudadanos y ciudadanas que integren el Registro Electoral, 
sumados los votantes que se expresen por “SÍ” o por “NO”.

Párrafo III. Si el resultado del referendo fuere afirmativo, la reforma será proclamada y pu-
blicada íntegramente con los textos reformados por la Asamblea Nacional Revisora.

TÍTULO XV 
DISPOSICIONES GENERALES Y TRANSITORIAS

CAPÍTULO I  
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 273. Géneros Gramaticales. Los géneros gramaticales que se adoptan en la redac-
ción del texto de esta Constitución no significan, en modo alguno, restricción al principio de 
la igualdad de derechos de la mujer y del hombre.

Artículo 274. Período Constitucional de Funcionarios Electivos. El ejercicio electivo del 
Presidente y el Vicepresidente de la República, así como de los representantes legislativos y 
parlamentarios de organismos internacionales, terminarán uniformemente el día 16 de agosto 
de cada cuatro años, fecha en que se inicia el correspondiente período constitucional, con las 
excepciones previstas en esta Constitución.

Párrafo I. Las autoridades municipales electas el tercer domingo de febrero de cada cuatro 
años tomarán posesión el 24 de abril del mismo año.

Párrafo II. Cuando un funcionario electivo cese en el ejercicio del cargo por muerte, renuncia, 
inhabilitación u otra causa, quien lo sustituya permanecerá en el ejercicio del cargo hasta com-
pletar el período.

Artículo 275. Período Funcionarios de Órganos Constitucionales. Los miembros de los 
órganos constitucionales, vencido el período de mandato para el que fueron designados, per-
manecerán en sus cargos hasta la toma de posesión de quienes les sustituyan.

Artículo 276. Juramento de Funcionarios Designados. La persona designada para ejercer 
una función pública deberá prestar juramento de respetar la Constitución y las leyes, y de 
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desempeñar fielmente los deberes de su cargo. Este juramento se prestará ante funcionario u 
oficial público competente.

Artículo 277. Decisiones con Autoridad de la Cosa Irrevocablemente Juzgada. Todas 
las decisiones judiciales que hayan adquirido la autoridad de la cosa irrevocablemente juzga-
da, especialmente las dictadas en ejercicio del control directo de la constitucionalidad por la 
Suprema Corte de Justicia, hasta el momento de la proclamación de la presente Constitución, 
no podrán ser examinadas por el Tribunal Constitucional y las posteriores estarán sujetas al 
procedimiento que determine la ley que rija la materia.

CAPÍTULO II 
DE LAS DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera: El Consejo del Poder Judicial deberá crearse dentro de los seis meses posteriores a la 
entrada en vigencia de la presente Constitución.

Segunda: El Tribunal Constitucional, establecido en la presente Constitución, deberá inte-
grarse dentro de los doce meses siguientes a la entrada en vigencia de la misma.

Tercera: La Suprema Corte de Justicia mantendrá las funciones atribuidas por esta Constitución 
al Tribunal Constitucional y al Consejo del Poder Judicial hasta tanto se integren estas instancias.

Cuarta: Los actuales jueces de la Suprema Corte de Justicia que no queden en retiro por haber 
cumplido los setenta y cinco años de edad serán sometidos a una evaluación de desempeño 
por el Consejo Nacional de la Magistratura, el cual determinará sobre su confirmación.

Quinta: El Consejo Superior del Ministerio Público desempeñará las funciones establecidas en la 
presente Constitución dentro de los seis meses siguientes a la entrada en vigencia de la misma.

Sexta: El Tribunal Contencioso Administrativo y Tributario existente pasará a ser el Tribunal 
Superior Administrativo creado por esta Constitución. La Suprema Corte de Justicia dispon-
drá las medidas administrativas necesarias para su adecuación, hasta tanto sea integrado el 
Consejo del Poder Judicial.

Séptima: Los actuales integrantes de la Junta Central Electoral permanecerán en sus funcio-
nes hasta la conformación de los nuevos órganos creados por la presente Constitución y la 
designación de sus incumbentes.

Octava: Las disposiciones relativas a la Junta Central Electoral y al Tribunal Superior Electoral 
establecidas en esta Constitución entrarán en vigencia a partir de la nueva integración que se 
produzca en el período que inicia el 16 de agosto de 2010. Excepcionalmente, los integrantes 
de estos órganos electorales ejercerán su mandato hasta el 16 de agosto de 2016.

Novena: El procedimiento de designación que se establece en la presente Constitución 
para los integrantes de la Cámara de Cuentas regirá a partir del 16 de agosto del año 2010. 
Excepcionalmente, los miembros de este órgano permanecerán en sus cargos hasta el 2016.
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Décima: Las disposiciones contenidas en el artículo 272 relativas al referendo aprobatorio, por 
excepción, no son aplicables a la presente reforma constitucional.

Decimoprimera: Las leyes observadas por el Poder Ejecutivo, que no hayan sido decididas 
por el Congreso Nacional al momento de la entrada en vigencia de esta Constitución, deberán 
ser sancionadas en las dos legislaturas ordinarias siguientes a la proclamación de la presente 
Constitución. Vencido este plazo, las mismas se considerarán como no iniciadas.

Decimosegunda: Todas las autoridades electas mediante voto directo en las elecciones con-
gresuales y municipales del año 2010, excepcionalmente, durarán en sus funciones hasta el 
16 de agosto de 2016.

Decimotercera: Los diputados y diputadas a ser electos en representación de las comunida-
des dominicanas en el exterior serán electos, excepcionalmente, el tercer domingo de mayo 
del año 2012 por un período de cuatro años.

Decimocuarta: Por excepción, las asambleas electorales para elegir las autoridades munici-
pales se celebrarán en el año 2010 y 2016 el tercer domingo de mayo.

Decimoquinta: Los contratos pendientes de decisión depositados en el Congreso Nacional 
al momento de la aprobación de las disposiciones contenidas en el artículo 128, numeral 2), 
literal d), de esta Constitución agotarán los trámites legislativos dispuestos en la Constitución 
del año 2002.

Decimosexta: La ley que regulará la organización y administración general del Estado dispon-
drá lo relativo a los ministerios a los que se refiere el artículo 134 de esta Constitución. Esta ley 
deberá entrar en vigencia a más tardar en octubre de 2011, con el objetivo de que las nuevas 
disposiciones sean incorporadas en el Presupuesto General del Estado para el siguiente año.

Decimoséptima: Lo dispuesto en esta Constitución para la elaboración y aprobación de la 
Ley de Presupuesto General del Estado entrará en plena vigencia a partir del primero de enero 
de 2010, de tal forma que para el año 2011 el país cuente con un presupuesto acorde con lo 
establecido en esta Constitución.

Decimoctava: Las previsiones presupuestarias para la implementación de los órganos que 
se crean en la presente Constitución deberán estar contenidas en el presupuesto de 2010, de 
manera que se asegure su plena entrada en vigencia en el año 2011.

Decimonovena: Para garantizar la renovación gradual de la matrícula del Tribunal 
Constitucional, por excepción de lo dispuesto en el artículo 187, sus primeros trece integrantes 
se sustituirán en tres grupos, dos de cuatro y uno de cinco, a los seis, nueve y doce años de 
ejercicio, respectivamente, mediante un procedimiento aleatorio. Los primeros cuatro jueces 
salientes, por excepción, podrán ser considerados para un único nuevo período.

Vigésima: En el caso de que el Presidente de la República correspondiente al período consti-
tucional 2012-2016 sea candidato al mismo cargo para el período constitucional 2016-2020, 
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no podrá presentarse para el siguiente período ni a ningún otro período, así como tampoco a 
la Vicepresidencia de la República.

DISPOSICIÓN FINAL

Disposición final: Esta Constitución entrará en vigencia a partir de su proclamación por la 
Asamblea Nacional y se dispone su publicación íntegra e inmediata.

DADA Y PROCLAMADA en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, capital 
de la República Dominicana, en el Palacio del Congreso Nacional, sito en el Centro de los Hé-
roes de Constanza, Maimón y Estero Hondo, hoy día trece (13) del mes de junio del año dos 
mil quince (2015); años 172 de la Independencia y 152 de la Restauración.
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Ley general de libre acceso a la información pública

28 de julio de 2004
Gaceta Oficial No. 10290, 23 de agosto de 2004

EL CONGRESO NACIONAL 
En Nombre de la República

Considerando: Que la Constitución de la República Dominicana en su artículo 2 establece 
que: “La soberanía nacional corresponde al pueblo, de quien emanan todos los Poderes del 
Estado, los cuales se ejercen por representación”.

Considerando: Que la Declaración Universal de los Derechos Humanos (Naciones Unidas 
1948) en su artículo 19 establece que: “Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión 
y de expresión; este derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, el de 
investigar y recibir informaciones y opiniones y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, 
por cualquier medio de expresión”.

Considerando: Que el artículo 8, Inciso 10 de la Constitución de la República establece que: 
“Todos los medios de información tienen libre acceso a las fuentes noticiosas oficiales y privadas, 
siempre que no vayan en contra del orden público o pongan en peligro la seguridad nacional”.

Considerando: Que el artículo 13 de la Convención Interamericana sobre Derechos Humanos 
(Pacto de San José de Costa Rica), ratificada por la República Dominicana, mediante Resolución 
No. 739, de fecha 25 de diciembre de 1977, establece que: “Toda persona tiene derecho a la 
libertad de pensamiento y expresión. Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y 
difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, 
por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección”.

Considerando: Que el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, ratificado me-
diante la Resolución 684, de fecha 27 de octubre de 1977, establece que: El ejercicio del 
derecho de investigar y recibir informaciones y opiniones y el de difundirlas, entraña deberes 
y responsabilidades especiales; y que por consiguiente, puede estar sujeto a ciertas restric-
ciones, que deberán, sin embargo, estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para 
asegurar el respeto a los derechos o a la reputación de los demás y la protección de la segu-
ridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas.

Considerando: Que el precitado Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos en su 
parte II, numeral 2, establece que: cada Estado Parte se compromete a adoptar, con arreglo 
a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones del mismo Pacto, las medidas 
oportunas para dictar las disposiciones legislativas o de otro carácter que fueren necesarias 
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para hacer efectivos los derechos reconocidos en él y que no estuviesen ya garantizados por 
disposiciones legislativas o de otro carácter.

Considerando: Que el derecho de los individuos a investigar y recibir informaciones y opi-
niones y a difundirlas está consagrado como un principio universal en varias convenciones 
internacionales, ratificadas por la República Dominicana, razón por la cual el Estado está en el 
deber de garantizar el libre acceso a la información en poder de sus instituciones.

Considerando: Que conforme a lo que establece el párrafo del artículo 3 de nuestra Constitución: 
“La República Dominicana reconoce y aplica las normas del Derecho Internacional general y 
americano en la medida en que sus poderes las hayan adoptado....”.

Considerando: Que, según establece el artículo 8 de la Constitución de la República, la fina-
lidad principal del Estado es la protección efectiva de los derechos de la persona humana y el 
mantenimiento de los medios que le permitan perfeccionarse progresivamente dentro de un 
orden de libertad individual y de justicia social, compatible con el orden público, el bienestar 
general y los derechos de todos.

Considerando: Que el derecho de acceso a la información gubernamental es una de las fuen-
tes de desarrollo y fortalecimiento de la democracia representativa en tanto permite a los 
ciudadanos analizar, juzgar y evaluar en forma completa los actos de sus representantes, y 
estimula la transparencia en los actos del Gobierno y de la Administración.

Considerando: Que para garantizar el libre acceso a la información pública se requiere de una 
ley que reglamente su ejercicio y que, entre otras cosas, establezca las excepciones admitidas 
a este derecho universal para el caso que exista un peligro real e inminente que amenace la 
seguridad nacional o el orden público.

Vista la Constitución de la República Dominicana en sus artículos 2, 3, y 8.

Vista la Declaración Universal de los Derechos Humanos (Naciones Unidas 1948).

Visto el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos.

Visto el artículo 13 de la Convención Interamericana sobre Derechos Humanos (Pacto de San 
José de Costa Rica).

HA DADO LA SIGUIENTE LEY:

GENERAL DE LIBRE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

CAPÍTULO I 
DERECHO DE INFORMACIÓN Y DE ACCESO A LOS EXPEDIENTES  

Y ACTAS DE CARÁCTER ADMINISTRATIVO

Artículo 1. Toda persona tiene derecho a solicitar y a recibir información completa, veraz, 
adecuada y oportuna, de cualquier órgano del Estado Dominicano, y de todas las sociedades 
anónimas, compañías anónimas o compañías por acciones con participación estatal, incluyendo:
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a)	 Organismos y entidades de la administración pública centralizada;

b)	 Organismos y entidades autónomas y/o descentralizadas del Estado, incluyendo el Dis-
trito Nacional y los organismos municipales;

c)	 Organismos y entidades autárquicos y/o descentralizados del Estado;

d)	 Empresas y sociedades comerciales propiedad del Estado;

e)	 Sociedades anónimas, compañías anónimas y compañías por acciones con participación estatal;

f)	 Organismos e instituciones de derecho privado que reciban recursos provenientes del 
Presupuesto Nacional para la consecución de sus fines;

g)	 El Poder Legislativo, en cuanto a sus actividades administrativas;

h)	 El Poder Judicial, en cuanto a sus actividades administrativas.

Artículo 2. Este derecho de información comprende el derecho de acceder a las informaciones 
contenidas en actas y expedientes de la administración pública, así como a estar informada 
periódicamente, cuando lo requiera, de las actividades que desarrollan entidades y personas 
que cumplen funciones públicas, siempre y cuando este acceso no afecte la seguridad na-
cional, el orden público, la salud o la moral públicas o el derecho a la privacidad e intimidad 
de un tercero o el derecho a la reputación de los demás. También comprende la libertad de 
buscar, solicitar, recibir y difundir informaciones pertenecientes a la administración del Estado 
y de formular consultas a las entidades y personas que cumplen funciones públicas, teniendo 
derecho a obtener copia de los documentos que recopilen información sobre el ejercicio de 
las actividades de su competencia, con las únicas limitaciones, restricciones y condiciones 
establecidas en la presente ley.

Párrafo. Para los efectos de esta ley se entenderá por actas y expedientes a todos aquellos 
documentos conservados o grabados de manera escrita, óptica, acústica o de cualquier otra 
forma, que cumplan fines u objetivos de carácter público. No se considerarán actas o expe-
dientes aquellos borradores o proyectos que no constituyen documentos definitivos y que por 
tanto no forman parte de un procedimiento administrativo.

PUBLICIDAD

Artículo 3. Todos los actos y actividades de la Administración pública, centralizada y des-
centralizada, incluyendo los actos y actividades administrativas de los Poderes Legislativo y 
Judicial, así como la información referida a su funcionamiento estarán sometidos a publicidad, 
en consecuencia, será obligatorio para el Estado Dominicano y todos sus poderes y organismos 
autónomos, autárquicos, centralizados y/o descentralizados, la presentación de un servicio 
permanente y actualizado de información referida a:

a)	 Presupuestos y cálculos de recursos y gastos aprobados, su evolución y estado de ejecución;
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b)	 Programas y proyectos, sus presupuestos, plazos, ejecución y supervisión;

c)	 Llamado a licitaciones, concursos, compras, gastos y resultados;

d)	 Listados de funcionarios, legisladores, magistrados, empleados, categorías, funciones y 
remuneraciones, y la declaración jurada patrimonial cuando su presentación corresponda 
por ley;

e)	 Listado de beneficiarios de programas asistenciales, subsidios, becas, jubilaciones, pen-
siones y retiros;

f)	 Estado de cuentas de la deuda pública, sus vencimientos y pagos;

g)	 Leyes, decretos, resoluciones, disposiciones, marcos regulatorios y cualquier otro tipo 
de normativa;

h)	 Índices, estadísticas y valores oficiales;

i)	 Marcos regulatorios legales y contractuales para la prestación de los servicios públicos, 
condiciones, negociaciones, cuadros tarifarios, controles y sanciones;

j)	 Toda otra información cuya disponibilidad al público sea dispuesta en leyes especiales.

DEBERES DEL ESTADO, DE SUS PODERES E INSTITUCIONES

Artículo 4. Será obligatorio para el Estado Dominicano y todos sus poderes, organismos y 
entidades indicadas en el artículo 1 de la presente ley, brindar la información que esta ley 
establece con carácter obligatorio y de disponibilidad de actualización permanente y las in-
formaciones que fueran requeridas en forma especial por los interesados. Para cumplir estos 
objetivos sus máximas autoridades están obligadas a establecer una organización interna, de 
tal manera que se sistematice la información de interés público, tanto para brindar acceso a 
las personas interesadas, como para su publicación a través de los medios disponibles.

Párrafo. La obligación de rendir información a quien la solicite, se extiende a todo organismo 
legalmente constituido o en formación, que sea destinatario de fondos públicos, incluyendo 
los partidos políticos constituidos o en formación, en cuyo caso la información incluirá la 
identidad de los contribuyentes, origen y destino de los fondos de operación y manejo.

Artículo 5. Se dispone la informatización y la incorporación al sistema de comunicación por 
internet o a cualquier otro sistema similar que en el futuro se establezca, de todos los orga-
nismos públicos centralizados y descentralizados del Estado, incluyendo el Distrito Nacional y 
los municipios, con la finalidad de garantizar a través de éste un acceso directo del público a la 
información del Estado.

Todos los poderes y organismos del Estado deberán instrumentar la publicación de sus res-
pectivas “Páginas Web” a los siguientes fines:
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a)	 Difusión de información: Estructura, integrantes, normativas de funcionamiento, proyec-
tos, informes de gestión, base de datos;

b)	 Centro de intercambio y atención al cliente o usuario: Consultas, quejas y sugerencias;

c)	 Trámites o transacciones bilaterales.

La información a que hace referencia el párrafo anterior, será de libre acceso al público sin 
necesidad de petición previa.

TIPO DE INFORMACIÓN

Artículo 6. La Administración pública, tanto centralizada como descentralizada, así como 
cualquier otro órgano o entidad que ejerza funciones públicas o ejecute presupuesto público, 
y los demás entes y órganos mencionados en el artículo 1 de esta ley, tienen la obligación de 
proveer la información contenida en documentos escritos, fotografías, grabaciones, soportes 
magnéticos o digitales o en cualquier otro formato y que haya sido creada u obtenido por ella 
o que se encuentre en su posesión y bajo su control.

Párrafo. Se considerará como información, a los fines de la presente ley, cualquier tipo de do-
cumentación financiera relativa al presupuesto público o proveniente de instituciones financieras 
del ámbito privado que sirva de base a una decisión de naturaleza administrativa, así como las 
minutas de reuniones oficiales.

CAPÍTULO II 
DEL PROCEDIMIENTO PARA EL EJERCICIO DEL DERECHO DE INFORMACIÓN  

Y ACCESO A LAS INFORMACIONES

Artículo 7. La solicitud de acceso a la información debe ser planteada en forma escrita y 
deberá contener por lo menos los siguientes requisitos para su tramitación:

a)	 Nombre completo y calidades de la persona que realiza la gestión;

b)	 Identificación clara y precisa de los datos e informaciones que requiere; 

c)	 Identificación de la autoridad pública que posee la información; 

d)	 Motivación de las razones por las cuales se requieren los datos e informaciones solicitadas;

e)	 Lugar o medio para recibir notificaciones.

Párrafo I. Si la solicitud no contiene todos los datos requeridos, la Administración deberá ha-
cérselo saber al solicitante a fin de que corrija y complete los datos, para ello contará el ciuda-
dano con el apoyo de la oficina correspondiente designada por el órgano de la Administración 
para recibir las solicitudes.

Párrafo II. Si la solicitud es presentada a una oficina que no es competente para entregar 
la información o que no la tiene por no ser de su competencia, la oficina receptora deberá 
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enviar la solicitud a la administración competente para la tramitación conforme a los 
términos de la presente ley. En ningún caso la presentación de una solicitud a una oficina 
no competente dará lugar al rechazo o archivo de una gestión de acceso hecha por una 
persona interesada.

Párrafo III. En caso de que la solicitud deba ser rechazada por alguna de las razones previstas 
en la presente ley, este rechazo debe ser comunicado al solicitante en forma escrita en un 
plazo de cinco (5) días laborables, contados a partir del día de la recepción de la solicitud.

Párrafo IV. La Administración pública, tanto centralizada como descentralizada, así como 
cualquier otro órgano o entidad que ejerza funciones públicas o ejecute presupuesto público, 
está en la obligación de entregar información sencilla y accesible a los ciudadanos sobre 
los trámites y procedimientos que éstos deben agotar para solicitar las informaciones que 
requieran, las autoridades o instancias competentes, la forma de realizar la solicitud, la ma-
nera de diligenciar los formularios que se requieran, así como de las dependencias antes las 
que se puede acudir para solicitar orientación o formular quejas, consultas o reclamos sobre 
la prestación del servicio o sobre el ejercicio de las funciones o competencias a cargo de la 
entidad o persona que se trate.

PLAZO PARA ENTREGAR LA INFORMACIÓN

Artículo 8. Toda solicitud de información requerida en los términos de la presente ley debe 
ser satisfecha en un plazo no mayor de quince (15) días hábiles. El plazo se podrá prorrogar 
en forma excepcional por otros diez (10) días hábiles en los casos que medien circunstancias 
que hagan difícil reunir la información solicitada. En este caso, el órgano requerido deberá, 
mediante comunicación firmada por la autoridad responsable, antes del vencimiento del plazo 
de quince (15) días, comunicar las razones por las cuales hará uso de la prórroga excepcional.

Artículo 9. El incumplimiento de los plazos establecidos en el artículo anterior, asimismo, 
cualquier conducta que violente, limite, impida, restrinja u obstaculice el derecho de acceso 
a la información de acuerdo a lo que establece la presente ley, constituirá para el funcionario 
una falta grave en el ejercicio de sus funciones, sin perjuicio de la aplicación del régimen 
sancionatorio que corresponda.

SILENCIO ADMINISTRATIVO

Artículo 10. Si el órgano o entidad a la cual se le solicita la información dejare vencer los 
plazos otorgados para entregar la información solicitada u ofrecer las razones legales que le 
impiden entregar las mismas, se considerará como una denegación de la información y, por 
tanto, como una violación a la presente ley, en consecuencia, se aplicarán a los funcionarios 
responsables las sanciones previstas en esta ley. 

FORMA DE ENTREGA DE LA INFORMACIÓN SOLICITADA

Artículo 11. La información solicitada podrá ser entregada en forma personal, por medio de 
teléfono, facsímil, correo ordinario, certificado o también correo electrónico, o por medio de 
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formatos disponibles en la página de Internet que al efecto haya preparado la administración 
a la que hace referencia el artículo 1 de esta ley. 

MEDIOS PROBATORIOS DE LAS FORMAS DE ENTREGA DE LA INFORMACIÓN

Artículo 12. Deberá establecerse reglamentariamente un sistema de demostración de la en-
trega efectiva de la información al ciudadano, tomando las previsiones técnicas correspon-
dientes, tales como reglas de encriptación, firma electrónica, certificados de autenticidad y 
reportes electrónicos manuales de entrega.

INFORMACIÓN PREVIAMENTE PUBLICADA

Artículo 13. En caso de que la información solicitada por el ciudadano ya esté disponible al 
público en medios impresos, tales como libros, compendios, trípticos, archivos públicos de 
la administración, así como también en formatos electrónicos disponibles en Internet o en 
cualquier otro medio, se le hará saber por medio fehaciente, la fuente, el lugar y la forma en 
que puede tener acceso a dicha información previamente publicada.

GRATUIDAD

Artículo 14. El acceso público a la información es gratuito en tanto no se requiera la re-
producción de la misma. En todo caso las tarifas cobradas por las instituciones deberán ser 
razonables y calculadas, tomando como base el costo del suministro de la información.

Artículo 15. El organismo podrá fijar tasas destinadas a solventar los costos diferenciados que 
demande la búsqueda y la reproducción de la información, sin que ello implique, en ningún 
caso, menoscabo del ejercicio del derecho de acceso a la información pública. Podrá, además, 
establecer tasas diferenciadas cuando la información sea solicitada para ser utilizada como 
parte de una actividad con fines de lucro o a esos fines; y podrá exceptuar del pago cuando el 
pedido sea interpuesto por instituciones educativas, científicas, sin fines de lucro o vinculadas 
como actividades declaradas de interés público o de interés social.

Artículo 16. La persona que se encuentre impedida en el ejercicio del derecho de acceso a la 
información podrá ejercer el Recurso de Amparo consagrado en el artículo 30 de la presente ley.

LIMITACIÓN AL ACCESO EN RAZÓN DE INTERESES PÚBLICOS PREPONDERANTES

Artículo 17. Se establecen con carácter taxativo las siguientes limitaciones y excepciones a la obli-
gación de informar del Estado y de las instituciones indicadas en el artículo 1 de la presente ley:

a)	 Información vinculada con la defensa o la seguridad del Estado, que hubiera sido clasifi-
cada como “reservada” por ley o por decreto del Poder Ejecutivo, o cuando pueda afectar 
las relaciones internacionales del país;

b)	 Cuando la entrega extemporánea de la información pueda afectar el éxito de una medida 
de carácter público;
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c)	 Cuando se trate de información que pudiera afectar el funcionamiento del sistema ban-
cario o financiero;

d)	 Cuando la entrega de dicha información pueda comprometer la estrategia procesal pre-
parada por la administración en el trámite de una causa judicial o el deber de sigilo que 
debe guardar el abogado o el funcionario que ejerza la representación del Estado respecto 
de los intereses de su representación;

e)	 Información clasificada “secreta” en resguardo de estrategias y proyectos científicos, 
tecnológicos, de comunicaciones, industriales, comerciales o financieros y cuya revela-
ción pueda perjudicar el interés nacional;

f)	 Información cuya difusión pudiera perjudicar estrategia del Estado en procedimientos de 
investigación administrativa;

g)	 Cuando se trate de informaciones cuyo conocimiento pueda lesionar el principio de igual-
dad entre los oferentes, o información definida en los pliegos de condiciones como de 
acceso confidencial, en los términos de la legislación nacional sobre contratación admi-
nistrativa y disposiciones complementarias;

h)	 Cuando se trate de informaciones referidas a consejos, recomendaciones u opiniones 
producidas como parte del proceso deliberativo y consultivo previo a la toma de una 
decisión de gobierno. Una vez que la decisión gubernamental ha sido tomada, esta ex-
cepción específica cesa si la administración opta por hacer referencia, en forma expresa, 
a dichos consejos, recomendaciones u opiniones; 

i)	 Cuando se trate de secretos comerciales, industriales, científicos o técnicos, propiedad 
de particulares o del Estado, o información industrial, comercial reservada o confidencial 
de terceros que la administración haya recibido en razón de un trámite o gestión instada 
para obtener algún permiso, autorización o cualquier otro trámite y haya sido entregada 
con ese único fin, cuya revelación pueda causar perjuicios económicos;

j)	 Información sobre la cual no se pueda vulnerar el secreto impuesto por leyes o decisiones 
judiciales o administrativas en casos particulares;

k)	 Información cuya divulgación pueda dañar o afectar el derecho a la intimidad de las per-
sonas o poner en riesgo su vida o su seguridad;

l)	 Información cuya publicidad pusiera en riesgo la salud y la seguridad pública, el medio 
ambiente y el interés público en general.

LIMITACIÓN AL ACCESO EN RAZÓN DE INTERESES PRIVADOS PREPONDERANTES

Artículo 18. La solicitud de información hecha por los interesados podrá ser rechazada cuando 
pueda afectar intereses y derechos privados preponderantes, se entenderá que concurre esta 
circunstancia en los siguientes casos:
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Cuando se trate de datos personales cuya publicidad pudiera significar una invasión de la pri-
vacidad personal. No obstante, la Administración podría entregar estos datos e informaciones 
si en la petitoria el solicitante logra demostrar que esta información es de interés público y 
que coadyuvará a la dilucidación de una investigación en curso en manos de algún otro órgano 
de la administración pública.

Cuando el acceso a la información solicitada pueda afectar el derecho a la propiedad intelec-
tual, en especial derechos de autor de un ciudadano.

Cuando se trate de datos personales, los mismos deben entregarse sólo cuando haya constan-
cia expresa, inequívoca, de que el afectado consiente en la entrega de dichos datos o cuando 
una ley obliga a su publicación.

CASOS ESPECIALES EN QUE SE OBTIENE EL CONSENTIMIENTO DE LA PERSONA O 
ENTIDAD CON DERECHO A RESERVAS DE SUS INFORMACIONES Y DATOS

Artículo 19. Cuando el acceso a la información dependa de la autorización o consentimiento 
de un tercero protegido por derechos de reservas o de autodeterminación informativa en los 
términos de los artículos 2 y 16 de esta ley, podrá entregarse la información cuando haya 
sido dado el consentimiento expreso por parte del afectado. Este consentimiento también 
podrá ser solicitado al afectado por la administración cuando así lo solicite el peticionario o 
requeriente. Si en el plazo de quince (15) días o de veinticinco (25) días, en el caso que se haya 
optado por la prórroga excepcional, no hay demostración frente a la administración requerida 
de que se haya dado el consentimiento al que se refiere este artículo, se considerará, para todo 
efecto legal, que dicho consentimiento ha sido denegado.

ENTREGA DE INFORMACIÓN Y DATOS ENTRE ÓRGANOS DE LA ADMINISTRACIÓN

Artículo 20. Cuando no se trate de datos personales, especialmente protegido por derecho a 
la autodeterminación informativa del ciudadano, las administraciones indicadas en el artículo 
1 de la presente ley podrán permitir el acceso directo a las informaciones reservadas, recopila-
das en sus acervos, siempre y cuando sean utilizadas para el giro normal de las competencias 
de los entes y órganos solicitantes y se respete, en consecuencia, el principio de adecuación al 
fin público que dio sentido a la entrega de la información.

Párrafo I. En todo caso, los órganos de la administraciones solicitantes deberán de respetar 
además del principio de adecuación al fin el principio de reservas de las informaciones y 
documentos que reciban.

Párrafo II. El acceso a datos e información personal protegido por el derecho reserva legal 
sólo podrá ser admitido cuando la solicitud se base en las argumentaciones derivadas del 
principio de necesidad, adecuación y necesidad en sentido estricto que rigen en materia de 
lesión justificada de derechos fundamentales.
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PLAZO DE VIGENCIA DEL TÉRMINO DE RESERVA LEGAL DE INFORMACIONES 
RESERVADAS POR INTERÉS PÚBLICO PREPONDERANTE

Artículo 21. Cuando no se disponga otra cosa en las leyes específicas de regulación en materias 
reservadas, se considerará que el término de reserva legal sobre informaciones y datos reser-
vados acorde con lo dispuesto en el artículo 5 de esta ley sobre actuaciones y gestiones de los 
entes u órganos referidos en el artículo 1 de la presente ley es de cinco años. Vencido este plazo, 
el ciudadano tiene derecho a acceder a estas informaciones y la autoridad o instancia corres-
pondientes estará en la obligación de proveer los medios para expedir las copias pertinentes.

DERECHOS DE ACCESO A LAS INFORMACIONES PÚBLICAS POR PARTE  
DE LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN COLECTIVA

Artículo 22. Las investigaciones periodísticas, y en general de los medios de comunicación 
colectiva, sobre las actuaciones, gestiones y cumplimientos de las competencias públicas con-
feridas a los órganos y entes indicados en el artículo 1 de esta ley, son manifestación de una 
función social, de un valor trascendental para el ejercicio del derecho de recibir información 
veraz, completa, y debidamente investigada, acorde con los preceptos constitucionales que 
regulan el derecho de información y de acceso a las fuentes públicas.

Párrafo I. En virtud del carácter realizador de derechos fundamentales de información a la 
libertad de expresión y al de promoción de las libertades públicas que tiene la actividad de los 
medios de comunicación colectiva, ésta debe recibir una especial protección y apoyo por parte 
de las autoridades públicas.

Párrafo II. En virtud de este deber de protección y apoyo debe garantizársele a los medios de 
comunicación colectiva y periodistas en general, acceso a los documentos, actos administra-
tivos y demás elementos ilustrativos de la conducta de las mencionadas entidades y personas, 
sin restricciones distintas a las consideradas en la presente ley con relación a intereses públi-
cos y privados preponderantes.

CAPÍTULO III 
DE LOS DEBERES DE PUBLICACIÓN DE NORMAS DE CARÁCTER GENERAL,  
QUE REGULEN LA FORMA DE PRESTACIÓN Y ACCESO A LOS SERVICIOS  
PÚBLICOS DEBER DE PUBLICACIÓN DE PROYECTOS DE REGLAMENTOS  

Y DE OTRAS DISPOSICIONES DE CARÁCTER GENERAL

Artículo 23. Las entidades o personas que cumplen funciones públicas o que administran 
recursos del Estado tienen la obligación de publicar a través de medios oficiales o privados 
de amplia difusión, incluyendo medios o mecanismos electrónicos y con suficiente antelación 
a la fecha de su expedición, los proyectos de regulaciones que pretendan adoptar mediante 
reglamento o actos de carácter general, relacionadas con requisitos o formalidades que rigen 
las relaciones entre los particulares y la administración o que se exigen a las personas para el 
ejercicio de sus derechos y actividades.
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FORMA DE REALIZAR LA PUBLICACIÓN EN MEDIOS PÚBLICOS Y PRIVADOS  
Y POR OTROS MEDIOS Y MECANISMOS ELECTRÓNICOS

Artículo 24. Las entidades o personas que cumplen funciones públicas o que administren 
recursos del Estado deberán prever en sus presupuestos las sumas necesarias para hacer pu-
blicaciones en los medios de comunicación colectiva, con amplia difusión nacional, de los 
proyectos de reglamentos y actos de carácter general, a los que se ha hecho referencia en el 
artículo anterior.

Párrafo. En los casos en que la entidad o persona correspondiente cuente con un portal de 
Internet o con una página en dicho medio de comunicación, deberá prever la existencia de un 
lugar específico en ese medio para que los ciudadanos puedan obtener información sobre los 
proyectos de reglamentación, de regulación de servicios, de actos y comunicaciones de valor 
general, que determinen de alguna manera la forma de protección de los servicios y el acceso 
de las personas de la mencionada entidad. Dicha información deberá ser actual y explicativa 
de su contenido, con un lenguaje entendible al ciudadano común.

Artículo 25. Las entidades o personas que cumplen funciones públicas o que administren 
recursos del Estado podrán ser relevadas del deber de publicación de los proyectos de regla-
mentación y de actos de carácter general sobre prestación de servicios en los siguientes casos:

a)	 Por razones de evidente interés público preponderante;

b)	 Cuando pueda afectar la seguridad interna del Estado o las relaciones internacionales del país;

c)	 Cuando una publicación previa pueda generar desinformación o confusión general en el público;

d)	 Cuando por la naturaleza de la materia reglada en el acto de carácter general sea conve-
niente no publicar el texto ya que podría provocar en la colectividad algún efecto nega-
tivo nocivo al sentido normativo de la regulación; 

e)	 Por razones de urgencia, debidamente probada, que obliguen a la administración corres-
pondiente o a la persona que ejecuta presupuestos públicos a actuar de forma inmediata, 
aprobando por los canales previstos en el ordenamiento jurídico la disposición de carácter 
general sin el requisito de publicación previa del proyecto.

CAPÍTULO IV 
RECURSOS ADMINISTRATIVOS Y JURISDICCIONALES

Artículo 26. El principio general que habrá de respetarse siempre es que la información 
debe ser ofrecida en el tiempo fijado y que toda denegatoria de entrega de información debe 
hacerse en forma escrita, indicando las razones legales de dicha denegatoria.

Párrafo I. Cuando la información se deniegue por razones de reserva o confidencialidad de la 
información, deberá explicarse al ciudadano dicha circunstancia, indicando el fundamento legal.
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Párrafo II. Cuando la denegatoria se deba a razones de reservas, el derecho de recurrir esta 
decisión por ante la autoridad jerárquica superior del ente u órgano que se trate, a fin de que 
ésta resuelva en forma definitiva acerca de la entrega de los datos o información solicitados.

RECURSO JERÁRQUICO ANTE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

Artículo 27. En todos los casos en que el solicitante no esté conforme con la decisión adoptada 
por el organismo o la persona a quien se le haya solicitado la información podrá recurrir esta 
decisión por ante la autoridad jerárquica superior del ente u órgano que se trate, a fin de que 
ésta resuelva en forma definitiva acerca de la entrega de los datos o información solicitados.

RECURSO ANTE EL TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

Artículo 28. Si la decisión del organismo jerárquico tampoco le fuere satisfactoria, podrá 
recurrir la decisión ante el Tribunal Superior Administrativo en un plazo de 15 días hábiles.

RECURSO DE AMPARO

Artículo 29. En todos los casos en que el organismo o la persona a quien se le haya solicitado 
la información no ofrezca ésta en el tiempo establecido para ello, o el órgano o ente supe-
rior jerárquico no fallare el recurso interpuesto en el tiempo establecido, el interesado podrá 
ejercer el Recurso de Amparo ante el Tribunal Contencioso Administrativo con el propósito de 
garantizar el derecho a la información previsto en la presente ley.

Párrafo I. La persona afectada interpondrá este recurso mediante instancia en que especificará 
las gestiones realizadas y el perjuicio que le pudiere ocasionar la demora. Presentará, además, 
copias de los escritos mediante los cuales ha solicitado la información o ha interpuesto el re-
curso jerárquico.

Párrafo II. Si el recurso fuere procedente, el Tribunal requerirá del órgano correspondiente 
de la administración pública informe sobre la causa de la demora y fijará un término breve y 
perentorio para la respuesta. Contestado el requerimiento o vencido el plazo para hacerlo, el 
Tribunal dictará la resolución que corresponda, en amparo del derecho lesionado, en la cual 
fijará un término al órgano de la Administración pública para que resuelva sobre la petición 
de información de que se trate.

CAPÍTULO V 
DE LAS SANCIONES PENALES Y ADMINISTRATIVAS IMPEDIMENTO  

U OBSTRUCCIÓN DEL ACCESO A LA INFORMACIÓN

Artículo 30. El funcionario público o agente responsable que en forma arbitraria denegare, 
obstruya o impida el acceso del solicitante a la información requerida, será sancionado con pena 
privativa de libertad de seis meses a dos años de prisión, así como con inhabilitación para el 
ejercicio de cargos públicos por cinco años.
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CAPÍTULO VI 
DISPOSICIONES FINALES

Artículo 31. El acceso a las informaciones relativas a expedientes y actas de carácter admi-
nistrativo que se encuentren regulados por leyes especiales serán solicitadas y ofrecidas de 
acuerdo con los preceptos y procedimientos que establezcan dichas leyes, pero en todos los 
casos serán aplicables las disposiciones de los artículos 27, 28, 29, 30 y 31 de la presente ley 
relativas a los recursos administrativos y jurisdiccionales.

Artículo 32. Dentro del plazo de noventa (90) días, contados a partir de la fecha de pro-
mulgación de la presente ley, el Poder Ejecutivo deberá dictar su reglamento de aplicación. 
Dentro del mismo pl zo deberá tomar las medidas necesarias para establecer las condiciones 
de funcionamiento que garanticen el cumplimiento de todas las disposiciones contenidas en 
la presente ley.

DADA en la Sala de Sesiones del Senado, Palacio del Congreso Nacional, en Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la República Dominicana, a los trece (13) días del mes 
de abril del año dos mil cuatro (2004); años 161 de la Independencia y 141 de la Restauración. 

DADA en la Sala de Sesiones de la Cámara de Diputados, Palacio del Congreso Nacional, en 
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la República Dominicana, a los trece 
(13) días del mes de julio del año dos mil cuatro (2004); años 161 de la Independencia y 141 
de la Restauración.

HIPÓLITO MEJIA
Presidente de la República Dominicana

En ejercicio de las atribuciones que me confiere el artículo 55 de la Constitución de la República.

PROMULGO la presente Ley y mando que sea publicada en la Gaceta Oficial, para su conoci-
miento y cumplimiento.

DADA en Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la República Dominicana, a 
los veintiocho (28) días del mes de julio del año dos mil cuatro (2004); años 161 de la Inde-
pendencia y 141 de la Restauración.

HIPÓLITO MEJIA
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Ley No. 247-12
Ley orgánica de la Administración pública

9 de agosto de 2012
Gaceta Oficial No. 10691, 14 de agosto de 2012

EL CONGRESO NACIONAL 
En Nombre de la República

Considerando Primero: Que la Constitución de la República proclamada el 26 de enero de 
2010, consagra las bases fundamentales de organización y funcionamiento de la Administración 
pública nacional y local.

Considerando Segundo: Que dicha Carta Magna proclama al Estado dominicano como uno 
Social y Democrático de Derecho.

Considerando Tercero: Que la consideración del Estado dominicano como Social y Democrático 
de Derecho conlleva a una transformación de la relación Estado- Sociedad que reorienta la 
finalidad esencial de la Administración pública a la satisfacción del interés general, así como 
a la realización efectiva de los derechos de las personas, exigiendo, además, que sea una 
administración más transparente, más participativa, más cercana, menos arbitraria y siempre 
colocada al servicio del ciudadano y la ciudadana.

Considerando Cuarto: Que el régimen legal vigente de organización y funcionamiento de 
la Administración pública data de la década de los cincuenta del siglo pasado, por lo que 
no obstante la calidad técnica de ese instrumento legislativo, en los tiempos actuales se 
revela insuficiente y rígida para satisfacer los múltiples y diversos cometidos a cargo de la 
Administración del Estado Social y Democrático que la Constitución proclama.

Considerando Quinto: Que los fines que procura la Administración del Estado Social hacen 
necesario que la estructura, competencia y funcionamiento del sistema burocrático responda 
a reglas de eficiencia, transparencia, participación y coordinación.

Considerando Sexto: Que se hace necesario establecer los principios comunes de funciona-
miento de la Administración pública Central y Descentralizada del Estado, la delimitación de 
sus competencias, la coordinación interorgánica, así como determinar el alcance del control 
administrativo que el Estado ejerce sobre las organizaciones personificadas que crea, en apli-
cación al principio de unidad de la Administración pública.

Considerando Séptimo: Que los entes y órganos que conforman la Administración pública 
deben ser concebidos y diseñados atendiendo a criterios de racionalidad y coherencia en la 
definición y organización de los servicios públicos, partiendo de las necesidades concretas de 
la sociedad.
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Considerando Octavo: Que la Constitución de la República, en su disposición transitoria 
decimosexta, manda la aprobación de una Ley de Organización y Administración General del 
Estado, la que habrá de entrar en vigencia a más tardar en octubre de 2011 en forma de Ley 
Orgánica conforme al artículo 112 de la Constitución de la República.

Vista: La Constitución de la República Dominicana, proclamada el 26 de enero de 2010.

Vista: La Ley No. 1-12, de la Estrategia Nacional de Desarrollo 2030.

Vista: La Ley No. 13-07, del 5 de febrero de 2007, de Control Jurisdiccional de la Actividad 
Administrativa del Estado, que crea el Tribunal Contencioso Tributario y Administrativo.

Vista: La Ley No. 41-08, del 16 de enero de 2008, de Función Pública, que crea el Ministerio 
de Administración Pública.

Vista: La Ley Orgánica de Secretarías de Estado No. 4378.

HA DADO LA SIGUIENTE LEY:

LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

TÍTULO I 
DISPOSICIONES FUNDAMENTALES Y PRINCIPIOS DE LA FUNCIÓN ADMINISTRATIVA

CAPÍTULO I 
DE LAS DISPOSICIONES FUNDAMENTALES

Articulo 1. Objeto. Esta ley tiene por objeto concretizar los principios rectores y reglas básicas 
de la organización y funcionamiento de la Administración pública, así como las normas rela-
tivas al ejercicio de la función administrativa por parte de los órganos y entes que conforman 
la Administración pública del Estado.

Artículo 2. Función Administrativa. La función administrativa comprende toda misión, 
competencia o actividad de interés general, otorgada conforme al principio de juridicidad para 
regular, diseñar, aprobar, ejecutar, fiscalizar, evaluar y controlar políticas públicas o suminis-
trar servicios públicos, aunque éstos tengan una finalidad industrial o comercial y siempre que 
no asuman un carácter legislativo o jurisdiccional.

Artículo 3. Ámbito de Aplicación. Las disposiciones de la presente ley serán aplicables a 
todos los entes y órganos que conforman la Administración pública bajo dependencia del 
Poder Ejecutivo: Administración Pública Central, desconcentrada y organismos autónomos y 
descentralizados. Los principios de organización, funcionamiento y competencias establecidos 
en esta ley son aplicables al Distrito Nacional, los municipios y los distritos municipales.

Artículo 4. Órganos Constitucionales del Estado. Los principios de la presente ley se apli-
carán a los órganos que ejercen función de naturaleza administrativa en los poderes Legislativo 
y Judicial, así como a los órganos y entes de rango constitucional, siempre que resulten 
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compatibles con su normativa específica, no desvirtúen la independencia y las funciones que 
la Constitución les otorga y garanticen el principio de separación de los poderes.

Artículo 5. Objetivo Principal de la Administración Pública. La Administración pública 
tiene como objetivo principal satisfacer en condiciones de eficacia, objetividad, igualdad, 
transparencia, publicidad y coordinación y eficiencia el interés general y las necesidades de 
sus usuarios y/o beneficiarios, con sometimiento pleno al ordenamiento jurídico del Estado. 
Es tarea fundamental de todo integrante de la organización administrativa participar de las 
funciones esenciales del Estado destinadas a procurar el desarrollo humano pleno a fin de 
que la calidad de vida de toda persona corresponda a los supuestos que exige su dignidad 
de ser humano.

Artículo 6. Entes y Órganos Administrativos. La Administración pública está conforma-
da por entes y órganos administrativos. Constituyen entes públicos, el Estado, el Distrito 
Nacional, los municipios, los distritos municipales y los organismos autónomos y descen-
tralizados provistos de personalidad jurídica de derecho público, titulares de competencias y 
prerrogativas públicas. Los órganos son las unidades administrativas habilitadas a ejercer en 
nombre de los entes públicos las competencias que se les atribuyen.

Artículo 7. Requisitos para la Creación de Entes y Órganos. La creación de entes y órganos 
administrativos se sujetará a los requisitos siguientes:

1.	 Indicación de su misión y delimitación de sus competencias o atribuciones, y motivación 
de su creación en base a sus fines, objeto, régimen jurídico y medidas de resultado y es-
tudio previo del impacto de su creación en la racionalidad, eficacia y eficiencia adminis-
trativa en el sector;

2.	 Determinación de su forma organizativa, su ubicación en la estructura de la Administra-
ción pública y su adscripción funcional y administrativa;

3.	 Previsión de las partidas y créditos presupuestarios necesarios para su funcionamiento;

4.	 Determinación de los cargos de máxima jerarquía, su integración y designación.

Artículo 8. Supresión o Modificación de Entes y Órganos. La supresión o modificación de 
entes y órganos administrativos se adoptará mediante actos que gocen de rango normativo 
igual o superior al de aquellos que determinaron su creación o última modificación. No podrán 
crearse nuevos órganos que supongan duplicación de otros ya existentes si al mismo tiempo 
no se suprimen estos órganos preexistentes o se les restringe debidamente sus competencias.

Artículo 9. Separación de las Actividades de Regulación y Operación. Las leyes que creen 
entes y órganos administrativos respetarán la naturaleza de las misiones públicas y asegu-
rarán la separación orgánica de las actividades de regulación y de operación de los servicios 
públicos. No se podrá transferir la actividad reguladora en el sector a entidades con carácter 
mercantil aún fuesen de derecho público.
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Artículo 10. Gestión Pública de Calidad. La Administración pública tendrá entre sus obje-
tivos la mejora continua de la gestión, bajo parámetros de racionalidad técnica y jurídica, de 
acuerdo con las políticas fijadas y los recursos disponibles. Con tal propósito, se determinarán 
los contenidos y correspondientes estándares de calidad en las prestaciones que proporcionan 
los servicios de la Administración pública. La simplificación de los trámites administrativos 
será tarea permanente de los entes y órganos que conforman la Administración pública del 
Estado, de conformidad con los principios y normas que establezca la presente ley.

Artículo 11. Gobierno Electrónico. A fin de dar cumplimiento a los principios establecidos en 
esta ley, los entes y órganos de la Administración pública procurarán utilizar las nuevas tecnolo-
gías, tales como los medios electrónicos, informativos y telemáticos, que pueden ser destinadas 
a mejorar la eficiencia, productividad y la transparencia de los procesos administrativos y de 
prestación de servicios públicos. Dichas tecnologías serán aplicadas en el ámbito público con la 
finalidad fundamental de:

1.	 Acercar la administración a las ciudadanas y los ciudadanos;

2.	 Innovar y mejorar la gestión y los procesos de prestación de servicios públicos;

3.	 Prestar servicios en línea y agilizar trámites y procedimientos administrativos que den 
respuestas oportunas a las demandas de la población;

4.	 Hacer más eficaz la coordinación y cooperación de políticas, programas y proyectos e 
integrar servicios y procesos intra e intersectorialmente;

5.	 Lograr mayor interacción en las relaciones internas de la Administración pública del Es-
tado con sus propios funcionarios y entre órganos y entes públicos, e igualmente, ampliar 
sus relaciones externas con las empresas, organizaciones de la sociedad y con los ciuda-
danos y ciudadanas;

6.	 Crear canales complementarios de las vías tradicionales de participación de la ciudadanía 
en la elaboración y gestión de las políticas públicas, y

7.	 Proveer información oportuna y de calidad a la ciudadanía e incrementar la transparencia 
en el uso de los recursos y en el ejercicio de los actos administrativos.

CAPÍTULO II 
PRINCIPIOS FUNDAMENTALES DE LA ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO  

DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

Artículo 12. Principios. La Administración pública actúa sometida al ordenamiento jurídico 
del Estado y se organiza y desarrolla su actividad de acuerdo con los siguientes principios:

1.	 Principio de Unidad de la Administración Pública. Todos los entes y órganos que 
ejerzan una función administrativa estarán regidos en el cumplimiento de su misión por 
el principio de unidad de la Administración pública. En consecuencia, incumbirá a las 
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autoridades del Estado determinar las condiciones y normas esenciales de organización 
y funcionamiento de los servicios públicos, lo cual requiere disponer y ejercer un control 
jerárquico, de fiscalización o de tutela, para garantizar la protección del interés general y 
de los derechos de las personas. El o la Presidente de la República es la máxima autoridad 
rectora de la Administración pública en el marco del Poder Ejecutivo y, en tal condición, 
posee prerrogativas de regulación, dirección y control sobre la función administrativa y 
sobre los entes y órganos que la ejercen, para garantizar la unidad de la Administración 
pública, dentro de los límites establecidos por la Constitución y las leyes.

2.	 Principio de juridicidad. La Administración pública se organiza y actúa de conformidad 
con el principio de juridicidad, por el cual la asignación, distribución y ejecución de las 
competencias de los entes y órganos administrativos se sujeta a lo dispuesto por la Cons-
titución, las leyes y los reglamentos dictados formal y previamente conforme al derecho.

3.	 Principio de lealtad institucional. Los entes y órganos que conforman la Administra-
ción pública actúan y se relacionan de acuerdo con el principio de lealtad institucional 
y, en consecuencia: (i) respetarán el ejercicio legítimo de las competencias por parte de 
otros órganos y entes administrativos; ii) considerarán, en el ejercicio de sus competen-
cias propias, la totalidad de los intereses públicos implicados y, en concreto, aquellos 
cuya gestión esté encomendada a otros entes u órganos; (iii) facilitarán a los otros órga-
nos y entes la información que precisen sobre la actividad que desarrollen en el ejercicio 
de sus propias competencias, los cuales en el uso de dichas informaciones respetarán 
cualquier limitación dispuesta por la ley, y (iv) prestarán, en el ámbito propio, la coo-
peración y asistencia que los otros entes y órganos pudieran requerir para el ejercicio 
de sus competencias. Las normas y actos dictados por un ente u órgano administrativo 
en el ejercicio de sus competencias propias deberán ser acatados por los demás entes y 
órganos, aunque no dependan jerárquicamente entre sí o pertenezcan a otro ámbito de 
la Administración pública.

4.	 Principios de coordinación y colaboración. Las actividades que desarrollen los entes 
y órganos de la Administración pública estarán orientadas al logro de los fines y objeti-
vos de la República, para lo cual coordinarán su actuación bajo el principio de unidad de 
la Administración pública. La organización de la Administración pública comprenderá la 
asignación de competencias, relaciones, instancias y sistemas de coordinación necesarios 
para mantener una orientación institucional coherente, que garantice la complementa-
riedad de las misiones y competencias de los entes y órganos administrativos de con-
formidad con la Constitución y la ley. Los entes y órganos de la Administración pública 
colaborarán entre si y con las otras ramas de los poderes públicos en la realización de los 
fines del Estado.

5.	 Principio de funcionamiento planificado y evaluación del desempeño y de los re-
sultados. El funcionamiento de los entes y órganos que conforman la Administración 
pública se sujetará a las políticas, estrategias, metas y objetivos que se establezcan en 
los respectivos planes estratégicos u operativos y a los convenios de gestión. Igualmente, 
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comprenderá el seguimiento de las actividades, así como la evaluación y control del des-
empeño institucional y de los resultados alcanzados.

6.	 Principio de Eficacia de la Actividad Administrativa. La actividad de los entes y ór-
ganos de la Administración pública perseguirá el cumplimiento de los objetivos y metas 
fijados en las normas, planes y convenios de gestión, bajo la orientación de las políticas 
y estrategias establecidas por el o la Presidente de la República. La Administración pú-
blica debe garantizar la efectividad de los servicios públicos y otras actividades de interés 
general, en especial su cobertura universal, continua y de calidad. Todo procedimiento 
administrativo debe lograr su finalidad y evitar dilaciones indebidas. La actividad de las 
unidades administrativas sustantivas de los entes y órganos de la Administración pública 
del Estado se corresponderá a la misión de éstas, y la actividad desarrollada por las uni-
dades administrativas de apoyo técnico y logístico se adaptará a las de aquellas.

7.	 Principio de Eficiencia de la Actividad Administrativa. La asignación de recursos a 
los entes y órganos de la Administración pública se ajustará estrictamente a los requeri-
mientos de su funcionamiento para el logro de sus metas y objetivos. El funcionamiento 
de la Administración pública propenderá a la utilización racional de los recursos huma-
nos, materiales y presupuestarios.

8.	 Principio de Racionalidad. El tamaño y la estructura organizativa interna de los entes 
y órganos de la Administración pública serán proporcionales y consistentes con los fines 
y propósitos que les han sido asignados. Las formas organizativas que adopte la Admi-
nistración pública serán las necesarias para el cumplimiento de sus metas y objetivos y 
propenderán a la utilización racional de los recursos del Estado.

9.	 Principio de Responsabilidad Fiscal de la Organización. No podrán crearse nuevos 
entes y órganos en la Administración pública que impliquen un aumento en el gasto co-
rriente o endeudamiento del Estado y de las entidades descentralizadas territorialmente, 
sin que se creen o prevean nuevas fuentes de ingresos ordinarios de igual o mayor mag-
nitud a la necesaria para permitir su funcionamiento.

10.	 Principio de Rendición de Cuentas. El ejercicio de toda autoridad o función administra-
tiva supone la obligación de las autoridades o funcionarios de la Administración pública de 
rendir cuentas por su actuación en los términos y condiciones que determine la ley.

11.	 Principio de Transparencia. Las personas tienen el derecho de ser informados de ma-
nera oportuna, amplia y veraz sobre la actividad administrativa y los resultados de la ges-
tión pública. En consecuencia, los entes públicos establecerán sistemas que suministren a 
la población la más amplia, oportuna y veraz información sobre sus actividades, con el fin 
de que se pueda ejercer el control social sobre la gestión pública. Cualquier administrado 
puede solicitar, de conformidad con la ley, a los entes y órganos de la Administración 
pública, la información que desee sobre la actividad de éstos. Todos los entes y órganos 
de la Administración pública mantendrán permanentemente actualizadas y a disposición 
de las personas, en las unidades de información correspondientes, el esquema de su 



105

Ley No. 247-12INSTITUCIONAL

organización, la de los órganos dependientes y la de los organismos autónomos que le 
están adscritos, así como guías informativas sobre los procedimientos administrativos, 
servicios y prestaciones aplicables en el ámbito de su competencia.

12.	 Principio de Publicidad. La actividad y actuación de los entes y órganos administrativos 
es pública, con excepción de las limitaciones dispuestas en la ley para preservar el interés 
público, la seguridad nacional o proteger los derechos y garantías de las personas. Todos 
los reglamentos, resoluciones y demás actos administrativos de carácter normativo o 
general dictados por la Administración pública deberán ser publicados, sin excepción, en 
el medio que determine la ley, y se les dará la más amplia difusión posible. Los procedi-
mientos administrativos se realizarán de manera que permitan y promuevan el conoci-
miento de los contenidos y fundamentos de las decisiones y actuaciones que se adopten.

13.	 Principio de Participación en las Políticas Públicas. Las personas tienen el derecho 
de participar, de conformidad con la ley, en los procedimientos, medios e instancias es-
tablecidos para el diseño, la ejecución, seguimiento, evaluación y control de las políticas 
públicas a cargo de la Administración pública. Los entes y órganos de la Administración 
pública promoverán la participación ciudadana en la gestión pública. A tales fines, las 
personas podrán, directamente o a través de las comunidades organizadas o las organi-
zaciones públicas no estatales legalmente constituidas, presentar propuestas y formular 
opiniones sobre la gestión de los entes y órganos de la Administración pública. A los 
efectos de su participación en la consulta sobre políticas y normas para la regulación del 
sector respectivo, cada ministerio llevará un registro de las comunidades organizadas y 
las organizaciones públicas no estatales cuyo objeto se refiera al sector y que soliciten 
libremente su inscripción.

14.	 Principio de Competencia. Toda competencia otorgada a los entes y órganos que 
conforman la Administración pública comprende una facultad de actuar y una obliga-
ción de ejercerla bajo las condiciones, límites y procedimientos establecidos legalmen-
te. La competencia será irrenunciable, indelegable e improrrogable, salvo los casos de 
delegación y avocación.

15.	 Principio de Jerarquía. Los órganos de las Administración pública estarán jerárquica-
mente ordenados y relacionados de conformidad con la distribución vertical de atribu-
ciones en niveles organizativos. Los órganos de inferior jerarquía estarán sometidos a la 
dirección, supervisión y control de los órganos superiores de la Administración pública 
con competencia en la materia respectiva, los órganos administrativos podrán dirigir las 
actividades de sus órganos jerárquicamente subordinados mediante instrucciones y ór-
denes. Cuando una disposición específica así lo establezca o se estime conveniente por 
razón de los destinatarios o de los efectos que puedan producirse, las instrucciones y 
órdenes se publicarán y difundirán de conformidad con la ley.

16.	 Principio de Simplicidad y Cercanía Organizativa a los Particulares. La Adminis-
tración pública perseguirá la simplicidad institucional en su estructura organizativa, 
asignación de competencias, adscripciones administrativas y relaciones interorgánicas 
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e intersubjetivas. La estructura organizativa preverá la comprensión, acceso, cercanía y 
participación de los particulares de manera que les permitan resolver sus asuntos, ser 
auxiliados y recibir la información que requieran por cualquier medio.

17.	 Principio de responsabilidad civil y penal. Los entes y órganos administrativos com-
prometen su responsabilidad civil y penal por los daños causados por la falta de sus ór-
ganos y servidores en el desempeño de la función administrativa, independientemente de 
las acciones que podrá intentar para resarcirse del perjuicio propio causado por el dolo o 
la falta grave e inexcusable del servidor.

TÍTULO II 
DE LA ORGANIZACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

CAPÍTULO I 
DE LA ADMINISTRACIÓN CENTRAL Y DEL GOBIERNO DEL ESTADO

Artículo 13. Administración Pública Central. La Administración Pública Central se conforma 
por un conjunto de órganos cuyas competencias se extienden en todo el territorio nacional, 
bajo la dirección del o la Presidente de la República, y cuyos actos se imputan al Estado como 
persona jurídica.

Artículo 14. Órganos de Gobierno del Estado. Son órganos de gobierno del Estado y de máxi-
ma dirección de la Administración pública, la Presidencia de la República, la Vicepresidencia de 
la República, el Consejo de Ministros y los ministerios que se crean por ley.

Artículo 15. Función de Dirección Estratégica de los Órganos de Gobierno del Estado. Los 
órganos de gobierno del Estado tendrán a su cargo la conducción estratégica del Estado y, en 
especial, el diseño, formulación, aprobación y evaluación de las políticas públicas, el seguimien-
to de su ejecución y la evaluación del desempeño institucional y de sus resultados. Asimismo, 
de conformidad a esta ley, ejercerán el control de la actividad y de las políticas desarrolladas por 
los órganos inferiores y los entes autónomos que le estén adscritos, a los cuales evaluarán en su 
funcionamiento, desempeño y resultados.

CAPÍTULO II 
DE LA PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA

Artículo 16. Presidente de la República. La Presidencia de la República es un órgano de natu-
raleza unipersonal cuyo titular es el o la Presidente de la República, quien en su condición de Jefe 
de Estado y de Gobierno es la autoridad máxima de la Administración pública. Para el despacho 
de los asuntos de gobierno cuenta con la colaboración inmediata del o la Vicepresidente y de las 
y los ministros, conforme a lo establecido en la Constitución y en las leyes.

Artículo 17. Atribuciones. Le corresponde al o a la Presidente de la República, además de sus 
atribuciones o competencias constitucionales, las siguientes:

1.	 Ejercer la dirección superior del aparato administrativo en su conjunto, con el propósito 
de garantizar una gestión administrativa armónica y eficiente;
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2.	 Dirigir, con la colaboración de los demás órganos de gobierno del Estado, las políticas pú-
blicas, planes, programas y proyectos nacionales, regionales y sectoriales, atendiendo a los 
intereses colectivos y servicios nacionales de la actividad de conjunto de la administración 
pública central y descentralizada funcionalmente, con el fin de orientarla hacia el logro de 
los objetivos y metas de desarrollo humano sostenible, el respeto a la libertad de las per-
sonas, la erradicación de las desigualdades y de la discriminación y el mejoramiento de la 
calidad de vida de la ciudadanía;

3.	 Dirigir las tareas del Gobierno y la actividad de conjunto de la administración pública 
central y de la administración descentralizada funcionalmente;

4.	 Crear las instancias administrativas formales para lograr la necesaria cooperación entre 
órganos y entidades administrativas, bajo criterio de racionalidad, eficacia y economía es-
tablecidos en la presente ley;

5.	 Resolver la inhibición o la recusación del funcionario llamado a conocer de la alzada cuando 
éste no tenga un superior jerárquico. Si acogiere la inhibición o la recusación, designará al 
funcionario que habrá de conocer de la alzada;

6.	 Resolver, en Consejo de Ministros, los conflictos de competencias entre los ministerios, así 
como entre los ministerios y los organismos autónomos que no le estén adscritos o entre 
organismos autónomos que no tengan una misma adscripción, sin perjuicio del derecho de 
los terceros de interponer las acciones y recursos, previstos en el ordenamiento jurídico;

7.	 Convocar, presidir y levantar las sesiones del Consejo de Ministros;

8.	 Delegar competencias legales en un ministerio;

9.	 Establecer la adscripción al sector correspondiente de los organismos autónomos y descentra-
lizados, así como de las empresas públicas, siempre y cuando su ley de creación no lo disponga;

10.	 Delegar la firma de los actos masivos de alcance concreto.

Artículo 18. De la Organización. Del o de la Presidente de la República dependerán el Despacho 
Presidencial, la Consultoría Jurídica del Poder Ejecutivo y las unidades de asesoría y apoyo téc-
nico que el propio Presidente determine.

Párrafo. El apoyo administrativo al o a la Presidente de la República, estará a cargo del 
Viceministerio Administrativo del Ministerio de la Presidencia.

CAPÍTULO III 
DE LA VICEPRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA

Artículo 19. Vicepresidente de la República. La Vicepresidencia de la República es un ór-
gano de naturaleza unipersonal cuyo titular es el o la Vicepresidente, quien será colaborador 
inmediato del o la Presidente de la República en sus funciones como Jefe de Estado y de 
Gobierno, y ejercerá las funciones que aquel le atribuya de conformidad con la ley. En tal 
sentido, son atribuciones del o la Vicepresidente:
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1.	 Colaborar con el Presidente de la República en la dirección de la acción del Gobierno;

2.	 Presidir determinadas reuniones del Consejo de Ministros en representación del o de la 
Presidente de la República, por instrucciones de éste o ésta;

3.	 Presidir aquellos órganos colegiados que decida el o la Presidente de la República;

4.	 Coordinar la ejecución de las políticas, planes, programas y actividades que le atribuya el 
o la Presidente de la República;

5.	 Suplir las faltas temporales y absolutas del o de la Presidente de la República, de confor-
midad con la Constitución;

6.	 Ejercer las atribuciones legales que le delegue el o la Presidente de la República;

7.	 Las demás que le señale la ley.

CAPÍTULO IV 
DEL CONSEJO DE MINISTROS

Artículo 20. Atribuciones del Consejo de Ministros. El Consejo de Ministros es el máximo 
órgano de coordinación estratégica de las políticas públicas y de los asuntos generales de la 
acción de gobierno.

Su misión es asesorar y apoyar al o a la Presidente de la República mediante el análisis de las 
políticas públicas, planes, programas, presupuestos, normas y acciones que son competencias 
del Poder Ejecutivo, y la agilización de la actividad de la Administración pública en beneficio 
de los intereses generales de la Nación y al servicio de la ciudadanía. Corresponderá al Consejo 
de Ministros:

1.	 Proponer, deliberar y aprobar políticas públicas, planes y proyectos nacionales, territoria-
les y sectoriales, así como los programas y proyectos de mayor relevancia elaborados por 
los órganos rectores de la planificación y presupuesto y demás ministerios, viceministe-
rios y comisiones o gabinetes interministeriales que les integren;

2.	 Proponer acciones para la eficaz y oportuna ejecución, implementación y coordinación de 
los programas, planes y proyectos nacionales aprobados;

3.	 Proponer toda iniciativa tendente a agilizar el despacho de los asuntos de la Administración 
pública en beneficio de los intereses generales de la Nación y al servicio de la ciudadanía;

4.	 Conocer de los proyectos de leyes y los proyectos de decretos de mayor relevancia que el 
o la Presidente de la República juzgue útil someter a su consideración;

5.	 Concertar o deliberar los proyectos de decretos, reglamentos, resoluciones e instrucciones 
cuya ejecución implique la coordinación de varios ministerios y los que considere la ley;
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6.	 Conocer del informe que el o la Presidente de la República pueda solicitar a uno o varios 
ministerios sobre algún asunto de interés estatal a fin de coordinar acciones;

7.	 Conocer de todo asunto administrativo que ocasione la citación, invitación, interpelación 
de un ministro o ministra, viceministro o viceministra y demás funcionarios y funcio-
narias de la Administración pública ante las comisiones permanentes o especiales de las 
cámaras legislativas;

8.	 Conocer las evaluaciones de los planes y políticas públicas nacionales, regionales y secto-
riales, a partir de la síntesis de los informes de los demás ministerios, que debe preparar 
el Ministerio de Economía, Planificación y Desarrollo en su calidad de órgano rector del 
Sistema Nacional de Planificación e Inversión Pública;

9.	 Definir los ministerios rectores de cada sector de actividad administrativa homogénea, en 
los casos en que la ley de creación no lo haya hecho;

10.	 Resolver los demás asuntos y competencias que le encomiende el o la Presidente la Re-
pública o que le reconozca la ley.

Artículo 21. Composición del Consejo de Ministros. El Consejo de Ministros está integrado 
por el o la Presidente de la República, quien lo preside, el o la Vicepresidente de la República y 
los ministros o ministras. El o la Presidente de la República podrá invitar a otras autoridades, 
funcionarios o funcionarias y personas a las reuniones del Consejo de Ministros, cuando a su 
juicio la naturaleza de la materia o su importancia así lo requieran.

Artículo 22. Secretaría Técnica del Consejo de Ministros. El Ministerio de la Presidencia de 
la República ejercerá la Secretaría Técnica del Consejo de Ministros, y a tal finalidad efectuará el 
seguimiento de las decisiones del Consejo de Ministros e informará periódicamente al o a la 
Presidente de la República sobre el estado general de su ejecución y resultados. Asimismo, 
coordinará los procesos de la evaluación integral de la gestión pública y de los resultados de las 
políticas públicas adoptadas por el Ejecutivo e informará de ello al o la Presidente de la República.

Artículo 23. Organización Interna. El o la Presidente de la República fijará mediante el 
Reglamento General de la Administración Pública la organización y funcionamiento del Consejo 
de Ministros, con el objeto de garantizar el ejercicio eficaz de sus funciones y su adaptabilidad 
a los requerimientos que imponen la acción de gobierno y la actividad de la Administración 
pública. Las deliberaciones del Consejo de Ministros tendrán carácter confidencial, pero sus 
decisiones tendrán carácter público.

CAPÍTULO V 
DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS MINISTERIOS 

SECCIÓN I 
DE LOS MINISTERIOS

Artículo 24. Misión de los Ministerios. Los ministerios son los órganos de planificación, di-
rección, coordinación y ejecución de la función administrativa del Estado, encargados en especial 
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de la formulación, adopción, seguimiento, evaluación y control de las políticas, estrategias, 
planes generales, programas, proyectos y servicios en las materias de su competencia y sobre 
las cuales ejercen su rectoría. En tal virtud, constituyen las unidades básicas del Poder Ejecutivo.

Artículo 25. Suprema Dirección de los Ministerios. El ministro o ministra es la autoridad 
superior de la Administración pública en un ámbito determinado del Estado y, en esta calidad, 
dispone de prerrogativas jerárquicas, de tutela administrativa y de supervisión necesarias para 
garantizar la adecuada organización y funcionamiento de su sector.

Los órganos administrativos del Poder Ejecutivo se incorporarán a los ministerios y serán re-
gidos por el principio jerárquico bajo la autoridad superior del ministro o ministra. Los entes 
descentralizados funcionalmente estarán adscritos al ministerio que les corresponda, según el 
mismo criterio, y sometidos a la tutela administrativa de éste.

Artículo 26. Determinación de los Ministerios y Dependencias. La ley determinará el 
número de ministerios y viceministerios, observando el límite del artículo 31, sus atribuciones 
respectivas y fijará los organismos adscritos a sus sectores respectivos, bajo estrictos criterios 
de homogeneidad y racionalidad de la actividad administrativa.

Artículo 27. Organización Interna de los Ministerios. La organización interna de los mi-
nisterios será establecida mediante reglamento de el o la Presidente de la República, a pro-
puesta del Ministerio de Administración Pública, de conformidad con los principios rectores y 
reglas básicas de organización y funcionamiento de la Administración pública establecidos en 
la presente Ley Orgánica. La elaboración de la propuesta de organización deberá ser realizada 
por el Ministerio de Administración Pública en coordinación con el ministerio correspondiente. 
Los órganos de los ministerios con competencias sustantivas se relacionarán jerárquicamente 
en una estructura descendente de acuerdo a los siguientes niveles: viceministerios, direccio-
nes generales, direcciones, departamentos, divisiones y secciones.

Artículo 28. Atribuciones Comunes de los Ministros. Son atribuciones comunes de los 
ministros y ministras:

1.	 Dirigir la formulación, el seguimiento y la evaluación de las políticas sectoriales que les 
correspondan de conformidad con la ley;

2.	 Orientar, dirigir, coordinar, supervisar y controlar las actividades del ministerio, sin per-
juicio de las atribuciones que, sobre control externo, la Constitución y las leyes confieren 
a los órganos de la función contralora;

3.	 Representar política y administrativamente al ministerio;

4.	 Cumplir y hacer cumplir las instrucciones que les comunique el o la Presidente de la Repú-
blica, a quien deberán dar cuenta de su actuación, sin perjuicio de lo dispuesto en esta ley;

5.	 Informar al o la Presidente de la República sobre el funcionamiento de sus ministerios y 
garantizar el suministro de información a los órganos que corresponda sobre la ejecución 
y resultados de las políticas públicas;
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6.	 Asistir a las reuniones del Consejo de Ministros y demás órganos colegiados que integren;

7.	 Convocar y reunir periódicamente a los viceministros;

8.	 Presentar a la Presidencia de la República la memoria y cuenta de su ministerio, señalando 
las políticas, estrategias, objetivos, metas, resultados, impactos y obstáculos a su gestión;

9.	 Presentar, conforme a la ley, el anteproyecto de presupuesto del ministerio y remitirlo, 
para su estudio y tramitación, al órgano rector del sistema de apoyo presupuestario;

10.	 Ejercer la administración, dirección, inspección y resguardo de los bienes y servicios asig-
nados al ministerio;

11.	 Ejercer la rectoría de las políticas públicas que tienen que desarrollar los institutos autó-
nomos, empresas y patronatos públicos adscritos a sus despachos, así como las funciones 
de coordinación y control de tutela que les correspondan;

12.	 Ejercer la representación de la participación accionaria del Estado y las entidades descen-
tralizadas funcionalmente en las empresas públicas que les estén adscritas, así como el 
correspondiente control accionario;

13.	 Comprometer y ordenar los gastos del ministerio e intervenir en la tramitación de crédi-
tos adicionales y demás modificaciones de su presupuesto, de conformidad con la ley;

14.	 Suscribir en representación del Estado, previo cumplimiento del procedimiento de selec-
ción de contratistas y demás exigencias establecidas en las leyes, los contratos relacio-
nados con asuntos propios del ministerio;

15.	 Comunicar al Procurador o Procuradora General de la República las instrucciones concernientes 
a los asuntos en que éste deba intervenir en las materias de la competencia del ministerio;

16.	 Cumplir oportunamente las obligaciones legales respecto a la Contraloría General de la 
República y la Cámara de Cuentas;

17.	 Suscribir los actos y correspondencias del despacho a su cargo;

18.	 Resolver los recursos administrativos que les correspondan conocer y decidir de confor-
midad con la ley, agotando su decisión la vía administrativa;

19.	 Llevar a conocimiento y decisión del o de la Presidente de la República, los asuntos o 
solicitudes que requieran su intervención;

20.	 Certificar la firma de los funcionarios y funcionarias al servicio del ministerio;

21.	 Resolver los conflictos de competencia entre funcionarios o funcionarias del ministerio y 
ejercer la potestad disciplinaria, con arreglo a las disposiciones legales o reglamentarias;
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22.	 Nombrar a los funcionarios o funcionarias de carrera y de estatuto simplificado de su 
respectivo ministerio, así como de los órganos que les estén desconcentrados, previo 
cumplimiento de los requisitos establecidos en el Estatuto de la Función Pública;

23.	 Contratar para el Ministerio los servicios de profesionales y técnicos por tiempo deter-
minado o para obra determinada, cumpliendo con los procedimientos de contratación 
establecidos en las leyes que rigen la materia;

24.	 Someter a la decisión del o de la Presidente de la República los asuntos de su competen-
cia en cuyo resultado tenga interés personal o lo tenga su cónyuge o algún pariente por 
consanguinidad en cualquier grado en la línea recta o en la colateral hasta el cuarto grado 
inclusive, o por afinidad hasta el segundo grado;

25.	 Delegar sus atribuciones, gestiones y la firma de documentos, y avocarse en determina-
dos casos que lleven los órganos subordinados, de conformidad con las previsiones de la 
presente ley y su reglamentación;

26.	 Proponer la estructura de cargos y remover a los funcionarios o funcionarias del ministe-
rio y de los órganos bajo su dependencia administrativa, de conformidad con los requisi-
tos y procedimientos establecidos en la Ley de Función Pública;

27.	 Resolver los conflictos de competencias surgidos entre los órganos que les estén subor-
dinados, así como entre los organismos autónomos que les estén adscritos;

28.	 Proponer al o a la Presidente de la República los anteproyectos de leyes y de reglamentos 
que resulten necesarios para la buena marcha de su sector;

29.	 Las demás funciones que les señalen las leyes y los reglamentos.

Artículo 29. Memorias de los Ministros o Ministras. Las memorias que los ministros o mi-
nistras presentarán a la Presidencia de la República, conforme a lo dispuesto en la Constitución, 
contendrán la exposición razonada y suficiente de las políticas, estrategias, planes generales, 
objetivos, metas, resultados, impactos y obstáculos en la gestión de cada ministerio en el año 
inmediatamente anterior, así como los lineamientos de sus planes para el año siguiente.

Párrafo I. Los ministros o ministras, en la memoria y cuenta de sus despachos, informarán 
anualmente a la Presidencia de la República acerca de las actividades de control que ejerzan, 
en los términos previstos en la presente ley, sobre los entes que les estén adscritos.

Párrafo II. El proceso de coordinación de la Rendición de Cuentas y preparación de las 
Memorias Institucionales será conducido por el Ministerio de la Presidencia, con la colabora-
ción de los demás ministerios afines.

SECCIÓN II 
DE LOS MINISTROS SIN CARTERA

Artículo 30. Ministro sin Cartera. El o la Presidente de la República podrá designar hasta 
tres (3) Ministros sin Cartera, los cuales, además de asistir al Consejo de Ministros, tendrán 
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a su cargo las tareas que les encomiende el decreto que los designe, las que no pueden 
comprender competencias sustantivas de los ministerios, ni de los organismos autónomos y 
descentralizados del Estado.

SECCIÓN III 
DE LOS VICEMINISTERIOS

Artículo 31. Viceministros o Viceministras. La ley determinará los viceministerios que se 
necesiten en cada ministerio, nunca más de seis (6), para dirigir, coordinar, evaluar y controlar 
un subsector homogéneo de la actividad sustantiva asignada al ministerio, bajo el estricto cri-
terio de racionalidad y adecuación al sector ministerial. Los viceministros serán directamente 
responsables ante el ministro o la ministra por el desarrollo de su gestión y el cumplimiento 
efectivo de sus competencias.

No habrá viceministro o viceministra sin cartera ni tampoco viceministerio que no cumpla una 
de las atribuciones sustantivas específicas del ministerio. Los viceministros o viceministras 
podrán tener asignado más de un subsector, pero no se podrán crear cargos de viceministro o 
viceministra sin asignación de sectores de políticas públicas.

Artículo 32. Atribuciones Comunes de los Viceministros o Viceministras. Son competen-
cias comunes de los viceministros o viceministras:

1.	 Seguir y evaluar las políticas a su cargo; dirigir, planificar, coordinar y supervisar las acti-
vidades de las dependencias de sus respectivos despachos; y resolver los asuntos que les 
sometan sus funcionarios o funcionarias, de lo cual darán cuenta al ministro o ministra;

2.	 Ejercer la administración, dirección, inspección y resguardo de los bienes y servicios de 
sus respectivos despachos;

3.	 Comprometer y ordenar, por delegación del ministro o ministra, los gastos correspon-
dientes a las dependencias a sus cargos;

4.	 Suscribir los actos y correspondencia de los despachos a sus cargos;

5.	 Cumplir y hacer cumplir las órdenes e instrucciones que les comunique el ministro o mi-
nistra, a quien darán cuenta de su actuación;

6.	 Coordinar aquellas materias que el ministro o ministra disponga llevar al conocimiento 
del o de la Presidente de la República, del o de la Vicepresidente, al Consejo de Ministros 
y a los gabinetes sectoriales;

7.	 Asistir a los gabinetes ministeriales y presentar en los mismos los informes, evaluaciones 
y opiniones sobre las políticas de los ministerios;

8.	 Llevar a conocimiento y resolución del ministro o ministra, los asuntos o solicitudes que 
requieran su intervención, incluyendo las que por su órgano sean presentadas por las co-
munidades organizadas y las organizaciones públicas no estatales legalmente constituidas;
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9.	 Someter a la decisión del ministro o ministra los asuntos de su atribución en cuyos resul-
tados tenga interés personal directo, por sí o a través de terceras personas;

10.	 Delegar atribuciones, gestiones y la firma de documentos, conforme a lo que establezca 
esta ley y su reglamento;

11.	 Las demás que les atribuyan las leyes.

SECCIÓN IV 
DE LOS GABINETES MINISTERIALES

Artículo 33. Gabinetes Ministeriales. Para asegurar la coordinación, planificación, segui-
miento, evaluación y control de las políticas públicas en su área de competencia, cada ministro 
o ministra convocará a los viceministros o viceministras que le estén subordinados y a las 
máximas autoridades de los órganos desconcentrados y descentralizados incorporados o ads-
critos a su ministerio, en sesiones regulares de trabajo denominadas gabinetes ministeriales, 
sin que esta coordinación justifique la creación de nuevos órganos ni gastos desproporcionados.

Artículo 34. Directores de Gabinete. La continuidad de la agenda ministerial, la prepara-
ción de las reuniones del gabinete ministerial y el seguimiento de las tareas de coordinación 
del sector, estarán a cargo de un director de gabinete, quien será un funcionario de libre 
nombramiento y remoción del ministro o ministra, seleccionado en base a su alto nivel de 
competencia técnica y en base a los criterios establecidos por el Ministerio de Administración 
Pública. El director de gabinete preparará la agenda y el orden del día de las sesiones, de 
conformidad con las orientaciones establecidas por el ministro o ministra, y asegurará la fiel 
relatoría de las conclusiones y el seguimiento de su ejecución.

SECCIÓN V 
DE LOS CONSEJOS CONSULTIVOS, LAS COMISIONES  

Y LOS COMISIONADOS PRESIDENCIALES

Artículo 35. Consejos Consultivos. La ley podrá crear consejos consultivos en el ámbito 
nacional, sectorial, intersectorial, local o interterritorial, con carácter permanente, integrados 
por autoridades públicas y personas representativas de la sociedad civil y los grupos minorita-
rios, para la consulta de las políticas públicas sectoriales que determine el decreto de creación.

La ley o decreto de creación respectivo determinará la integración de la representación de los 
sectores organizados, económicos, laborales, sociales y culturales y de cualquier otra índole, 
su organización interna; su funcionamiento y su dependencia al ministerio afín a su misión. 
Los consejos consultivos están adscritos a los ministerios que les competen y cuando tengan 
una vocación transversal, intersectorial o interterritorial estarán adscritos al Ministerio de la 
Presidencia de la República.

La participación en los consejos consultivos es un servicio honorífico regido bajo el principio 
de gratuidad y sólo podrá dar lugar al reembolso de los gastos incurridos en el ejercicio de la 
función del consejo.
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Artículo 36. Comisionados y Comisiones Presidenciales e Interministeriales. El o la 
Presidente de la República, a propuesta del Consejo de Ministros, podrá designar comisionados 
y crear comisiones presidenciales o interministeriales, permanentes o temporales, integradas 
por funcionarios o funcionarias públicos y personas especializadas, para el examen y conside-
ración en la materia que se determine en el decreto de creación.

Las comisiones presidenciales o interministeriales también podrán tener por objeto la coor-
dinación de criterios y el examen conjunto de materias asignadas a diversos ministerios. El 
decreto de creación determinará quién habrá de presidir las comisiones presidenciales e inter-
ministeriales. Su dependencia funcional será al o a la Presidente de la República y su adscrip-
ción administrativa al Ministerio de la Presidencia. Sus conclusiones y recomendaciones serán 
adoptadas por mayoría absoluta de votos.

La creación de órganos temporales, tales como los programas, proyectos, consejos, comités, 
comisiones o comisionados, sean consultivos o decisorios, estará condicionada por una cláu-
sula de caducidad automática al cabo del cumplimiento de su misión y por la suspensión de la 
atribución de recursos presupuestarios.

Artículo 37. Participación en Órganos Colegiados. La participación de autoridades o funcio-
narios públicos en órganos colegiados de dirección, consultivos o de coordinación, forma parte 
de las obligaciones inherentes a sus cargos, por lo que no será remunerada adicionalmente, y 
sólo tendrá lugar una dieta en función de su asistencia a las sesiones, de conformidad con las 
normas que se establezcan con tal propósito.

CAPÍTULO VI 
DE LAS GOBERNACIONES PROVINCIALES

Artículo 38. Gobernadores o Gobernadoras Civiles. El o la Presidente de la República de-
signará libremente a los gobernadores o gobernadoras civiles de las provincias para que lo o la 
representen en dichas demarcaciones y para que actúen de conformidad con sus instrucciones. 
Además, deberán presidir los Consejos de Desarrollo Regionales y Provinciales previstos en el 
Sistema Nacional de Planificación e Inversión Pública.

CAPÍTULO VII 
DE LA DESCENTRALIZACIÓN ADMINISTRATIVA

Artículo 39. Concepto de Descentralización. La descentralización administrativa constituye 
una forma de organización administrativa que conlleva la transferencia de competencias o 
funciones administrativa públicas a personas jurídicas públicas diferentes del Estado para 
que las ejerzan en su propio nombre y bajo su propia responsabilidad. La descentralización 
administrativa podrá ser territorial o funcional.

Artículo 40. Descentralización Territorial. La descentralización territorial constituye un 
proceso de transferencia de la titularidad y ejercicio de atribuciones y competencias de la 
Administración Central a las divisiones político-administrativas del territorio, dedicadas a la 
atención de sus necesidades.
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Artículo 41. Descentralización Funcional. La descentralización funcional es la transferencia 
de competencias a personas jurídicas de derecho público, organizadas en forma de organismos 
autónomos y descentralizados del Estado, dotados de patrimonio propio, autonomía adminis-
trativa, financiera y técnica, con las competencias o atribuciones específicas que determine la 
ley que los crea. Los organismos autónomos en que se desagreguen los entes descentralizados 
funcionalmente podrán ser de naturaleza financiera o no financiera.

Artículo 42. Régimen de Derecho Público. Salvo que la ley establezca lo contrario, los or-
ganismos descentralizados funcionalmente estarán regidos por el derecho público. La perso-
nalidad de derecho público es incompatible con una actividad lucrativa industrial o comercial, 
salvo que la ley autorice su ejercicio a título accesorio y complementario de la misión principal. 
En tal caso, la actividad permanecerá regida por el derecho público.

Artículo 43. Control Financiero. Las entidades descentralizadas estarán sometidas al control, 
desde el punto de vista financiero, de la Contraloría General de la República y de la Cámara de 
Cuentas, en la forma establecida en la Constitución y en las leyes de la República.

Artículo 44. Afectación de Bienes. El Estado podrá asignar determinados bienes a un ente 
descentralizado, sin que éste adquiera la propiedad. En tales casos, el ente queda obligado a 
utilizarlos exclusivamente para los fines que determine el titular de la propiedad.

Artículo 45. Indicadores de Gestión. Los ministerios a cargo de la coordinación y planifi-
cación, fortalecimiento institucional, fiscalización y control determinarán los indicadores de 
gestión aplicables para la evaluación del desempeño institucional de los entes descentralizados 
funcionalmente de conformidad con el reglamento respectivo. Como instrumento del control 
de tutela administrativa sobre el desempeño institucional, se podrán suscribir compromisos 
de gestión de conformidad con la presente ley entre entes descentralizados y el respectivo 
ministerio sin que la flexibilidad y agilización de la tutela administrativa obstaculicen la efi-
ciencia del control.

CAPÍTULO VIII 
DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA LOCAL

Artículo 46. Administración Local. El Distrito Nacional, los municipios y los distritos muni-
cipales constituyen los entes territoriales fundamentales de la división política administrativa 
del Estado; tienen a su cargo la administración local y gozan de autonomía política y admi-
nistrativa, dentro de los límites que les señalen la Constitución y la ley. La finalidad de estos 
entes públicos es procurar el bienestar general y el mejoramiento de la calidad de vida de su 
respectivo territorio. Estarán regidos por una ley en correspondencia con sus características 
propias dentro de la organización del Estado.

Artículo 47. Coordinación. El Distrito Nacional, los municipios y los distritos municipales 
gestionan los asuntos de su competencia bajo su propia responsabilidad, de forma cooperativa 
y coordinada con los órganos que conforman la Administración Pública Central y las entidades 
descentralizadas funcionalmente.
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Artículo 48. Régimen Jurídico. El Distrito Nacional, los municipios y los distritos municipales 
se constituyen, organizan y funcionan de conformidad con la Constitución de la República, la 
Ley Orgánica de Administración Local y las disposiciones de esta ley que les resulten aplicables.

Artículo 49. Tutela Administrativa. El Distrito Nacional, los municipios y los distritos mu-
nicipales se encuentran sujetos a los mecanismos de control previo y posterior, establecidos 
en el artículo 128, numeral 3, letra d) de la Constitución de la República, así como al poder de 
fiscalización que establezcan las leyes.

CAPÍTULO IX 
DE LOS ORGANISMOS AUTÓNOMOS Y DESCENTRALIZADOS

Artículo 50. Concepto. Los organismos autónomos y descentralizados son entes adminis-
trativos provistos de personalidad jurídica de derecho público o privado, distinta de la del 
Estado y dotados de patrimonio propio, autonomía administrativa, financiera y técnica, con 
las competencias o atribuciones especificas que determine la ley que los crea.

Artículo 51. Requisitos de Creación de un Organismo Autónomo y Descentralizado. La 
ley que cree un organismo autónomo y descentralizado del Estado contendrá:

1.	 El señalamiento preciso de su misión, competencias y actividades a su cargo;

2.	 La autonomía y prerrogativas que se le otorgan;

3.	 La descripción de la integración de su patrimonio y de sus fuentes ordinarias de ingresos;

4.	 Su estructura organizativa interna a nivel superior, con indicación de sus órganos admi-
nistrativos y el señalamiento de su jerarquía y atribuciones;

5.	 Los mecanismos particulares de control de tutela que ejercerá el ministerio u órgano de 
adscripción respectivo;

6.	 Los demás requisitos que exija la presente ley.

Artículo 52. Adscripción y Control de Tutela. Todo ente descentralizado funcionalmente 
estará adscrito al ministerio que sea rector del sector de políticas públicas afines a su misión y 
competencias. El órgano de adscripción ejercerá el respectivo control de tutela sobre los entes 
públicos descentralizados que le estén adscritos, con el propósito de garantizar la coherencia 
política de la acción de gobierno, bajo el principio de unidad de la Administración pública.

Artículo 53. Atribuciones de los Órganos de Adscripción Respecto de los Entes 
Descentralizados. Los ministerios, respecto de los entes descentralizados que les estén ads-
critos, tienen las siguientes atribuciones mínimas:

1.	 Definir la política a desarrollar por tales entes, a cuyo efecto formularán las directivas 
generales que sean necesarias;
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2.	 Aprobar los planes y el anteproyecto de presupuesto de los entes que les estén adscritos;

3.	 Ejercer permanentemente funciones de coordinación, supervisión, evaluación y control e 
informar al o a la Presidente de la República;

4.	 Informar periódicamente a los órganos nacionales rectores de los sistemas nacionales de 
apoyo acerca de la ejecución de los planes por parte de los entes;

5.	 Proponer al o a la Presidente de la República, las reformas necesarias a los fines de crear, 
modificar o suprimir los entes descentralizados que respectivamente les estén adscritos;

6.	 Las demás que determinen las leyes.

Artículo 54. Supresión de los Entes Descentralizados Funcionalmente. Los entes des-
centralizados funcionalmente sólo podrán ser suprimidos por ley, la cual establecerá las reglas 
básicas de la disolución, así como las potestades necesarias para que la respectiva autoridad 
ejecutiva del Estado proceda a su liquidación.

TÍTULO III 
DE LA ORGANIZACIÓN DE COMPETENCIAS

CAPÍTULO I 
DE LA COMPETENCIA

Artículo 55. Concepto de Competencia. La competencia es el conjunto de facultades y respon-
sabilidades asignadas a cada órgano o entidad pública para el cumplimiento de sus atribuciones.

Los órganos administrativos ejercerán, por sí mismos, las competencias que les han sido otor-
gadas salvo los casos de la delegación y desconcentración previstos de conformidad con la 
presente ley. Toda delegación, desconcentración o avocación de competencias asegurará los 
recursos financieros necesarios para su ejercicio.

Artículo 56. Conflictos de Competencias. Cuando el órgano que esté conociendo de un 
asunto se considere incompetente deberá remitir las actuaciones al que estime con com-
petencia en la materia. Si este último órgano se considera a su vez incompetente, el asunto 
será resuelto, en el ámbito del Poder Ejecutivo, de conformidad a lo establecido en esta Ley 
Orgánica en lo relativo a las atribuciones del Presidente de la República y de los ministros.

CAPÍTULO II 
DE LA DELEGACIÓN

Artículo 57. Alcance de la Delegación. La delegación es la transferencia del ejercicio de 
facultades administrativas de un ente u órgano delegante a otro ente u órgano delegado, 
subordinado o no, sin que el delegante pierda nunca la titularidad de sus atribuciones y com-
petencias ni las prerrogativas que le corresponden en esa calidad. La delegación deberá estar 
explícitamente autorizada en el acto de atribución al delegante de las competencias concerni-
das; ser expresa y no cabrá en virtud de actos tácitos, implícitos, usos, costumbres o prácticas.
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Artículo 58. Tipos de Delegación. La delegación podrá ser de firma o de competencia. La 
delegación de firma sólo se establecerá en una relación jerárquica de superior a subordinado. 
La delegación de competencia podrá ser jerárquica o extrajerárquica, interorgánica e inter-
subjetiva. En todo caso, la delegación mantiene o introduce una relación jerárquica orgánica o 
funcional. Cuando la delegación sea extrajerárquica o intersubjetiva se requerirá la aceptación 
expresa del órgano o ente delegado conforme con lo dispuesto en la presente ley.

Artículo 59. Delegación de Firma. Todo órgano superior podrá confiar a los órganos o 
funcionarios de rango inmediato inferior la firma de los actos administrativos relativos a sus 
actividades respectivas. La delegación de firma es expresa, nominativa y revocable sin efecto 
en cualquier momento. Los actos administrativos que se adopten por delegación de firma 
indicarán expresamente esa circunstancia y se considerarán, para todos sus efectos, dictados 
por el delegante. Contra los actos dictados por el delegado procederán los recursos legalmente 
admisibles contra los actos del delegante. El delegante no perderá la facultad de firmar los 
actos delegados de forma concurrente con el delegado.

Artículo 60. Delegación de Competencia. Cualquier órgano administrativo podrá, en base 
a la habilitación previa de la ley, decreto u ordenanza que le instituye, transferir a un órgano 
subordinado o no, el ejercicio de parte de sus atribuciones. La delegación deberá estar mo-
tivada en estrictas razones de racionalidad y eficiencia en el cumplimiento del servicio. El 
acto de delegación debe determinar las competencias cuyo ejercicio transfiere, los alcances, 
condiciones, requisitos y duración de la misma, así como si se autoriza o no la subdelegación y 
deberá ser publicado en la Gaceta Oficial o en un diario de circulación nacional, cuando el acto 
delegado produzca efectos de alcance general. La revocación debe ser publicada en los mismos 
supuestos en que lo requiere el acto de delegación.

Mientras la delegación esté vigente, el delegante no podrá ejercer la competencia delegada de 
forma concurrente al delegado, salvo su derecho de avocación.

Artículo 61. Subdelegación. En el acto de delegación, el delegante originario podrá autorizar 
expresa y motivadamente la subdelegación por razones de eficacia y eficiencias administrati-
vas, respetando los requisitos de forma y de fondo de la delegación.

Artículo 62. Límites de la Delegación. La delegación no procederá en los supuestos siguientes:

a)	 Cuando se pretenda la subdelegación sin la autorización expresa del delegante originario;

b)	 Cuando se delegue la totalidad de las competencias o de aquellas esenciales del delegante 
que le dan nombre y justifican su existencia;

c)	 Cuando se delegue una competencia que fue atribuida al delegante por su específica ido-
neidad técnica;

d)	 Cuando se quiera delegar competencias conferidas constitucionalmente;

e)	 Cuando se trata de la adopción de disposiciones de naturaleza reglamentaria.
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Artículo 63. Extinción de la Delegación. La delegación se extingue por la revocación expresa 
por parte del delegante o por haberse agotado el plazo de ejercicio de la competencia delegada.

Artículo 64. Naturaleza del Acto Dictado en el Ejercicio de la Delegación de Competencia. 
Los actos adoptados por delegación de competencia se considerarán, para todos los efectos, 
dictados bajo la responsabilidad del delegado. En caso de perjuicio ocasionado por un acto del 
delegado, procederán los recursos legalmente admisibles contra sus actos y, según lo dispuesto 
en el acto de delegación, los recursos abiertos por el poder de avocación del delegante.

Artículo 65. Fiscalización y Control del Delegante. El delegante deberá fiscalizar la gestión 
del delegado y será responsable por las deficiencias en la supervisión o control de este último.

Artículo 66. Delegación en Caso de Procedimiento en Curso. Si durante la tramitación 
de un procedimiento administrativo se delega la competencia en otro órgano, se continuará 
substanciando ante el delegado.

Artículo 67. Delegación Extrajerárquica e Intersubjetiva. Cualquier órgano podrá instituir, 
para un plazo determinado por la ley, decreto u ordenanza que la autorice, una delegación de 
competencia en beneficio de un órgano del mismo ente con el que no tenga relación jerár-
quica u otro ente público cuando lo impongan razones de eficacia y eficiencia administrativa 
expresamente motivadas.

Artículo 68. Requisitos de la Delegación Extrajerárquica e Intersubjetiva. La delegación 
extrajerárquica e intersubjetiva debe ser consecuencia de un acuerdo, convenio o contrato 
entre el delegante y el delegado, por lo que se requiere un acuerdo de voluntad expresa en 
los términos de la colaboración. Lo anterior no impide que el ente delegante pueda revocar 
unilateralmente, en cualquier momento, la delegación, en los casos que se determinarán obli-
gatoriamente en el acuerdo.

Párrafo I. El acuerdo de delegación debe contener el alcance, requisitos, condiciones y dura-
ción de la misma, los instrumentos de control o fiscalización que se reserva el ente delegante 
para verificar el ejercicio efectivo y eficaz de la competencia y los medios materiales, perso-
nales y financieros que debe transferir éste hacia el delegado.

Párrafo II. En todo caso, el delegante podrá, para dirigir y controlar el ejercicio de las competen-
cias delegadas, dictar directrices técnicas de carácter general y recabar, en cualquier momento, 
información sobre la gestión efectuada por el delegado, así como enviar inspectores y formular 
los requerimientos pertinentes para la subsanación de las deficiencias observadas. En caso de 
incumplimiento de las directrices, denegación de las informaciones solicitadas o inobservancia 
de los requerimientos formulados, el delegante podrá revocar la delegación o ejecutar por si 
mismo la competencia delegada en sustitución del delegado. Los actos de éste podrán ser re-
curridos ante los órganos competentes de la Administración delegante. Los actos del delegante 
podrán ser recurridos por el ente delegado ante la jurisdicción del contencioso administrativo.

Artículo 69. Capacidad para Suscribir Contratos. El órgano delegado tendrá capacidad 
para suscribir, en representación del ente público del que forme parte, los contratos necesarios 
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para el cumplimiento de la delegación dentro del marco de las previsiones presupuestarias y 
los límites de monto que la misma determine y previo cumplimiento del procedimiento de 
selección de contratistas y demás exigencias establecidas en las leyes.

CAPÍTULO III 
DE LA DESCONCENTRACIÓN

Artículo 70. Concepto de la Desconcentración. La desconcentración constituye una técnica 
de distribución de competencias en el seno de una misma entidad jurídica y que tiene por 
propósito distribuir y especializar el ejercicio de las competencias o la prestación de servicios 
públicos acercando la Administración a los usuarios.

Artículo 71. Instrumentos Jurídicos para la Desconcentración. Para asegurar una mayor 
eficacia de los asuntos de su competencia, los órganos que conforman la Administración 
Pública Central, así como los entes descentralizados, podrán contar con órganos adminis-
trativos desconcentrados que les estarán jerárquicamente subordinados y tendrán facultades 
específicas para resolver la materia dentro del ámbito que se determine en cada caso, de 
conformidad con las disposiciones legales aplicables.

Párrafo I. La Administración Pública Central, el Distrito Nacional y los municipios podrán 
desconcentrar competencias prestacionales o que no impliquen potestades de imperio, por 
medio de decreto expedido por el o por la Presidente de la República, o mediante ordenanza 
del Consejo de Regidores de los ayuntamientos, según sea el caso. En tal supuesto, para que 
el órgano competente pueda recuperar la competencia, deberá previamente intervenir un 
decreto u ordenanza, que modifique o derogue el decreto u ordenanza anterior.

Párrafo II. Los entes descentralizados funcionalmente sólo podrán desconcentrarse funcio-
nalmente por medio de ley. En tal caso, para recuperar la competencia deberá dictarse una ley 
que modifique o derogue la anterior.

Artículo 72. Tipos de Desconcentración. La desconcentración administrativa podrá ser 
funcional y territorial. El presupuesto de los órganos desconcentrados se incluirá en el presu-
puesto del órgano o ente del que forman parte.

Artículo 73. Desconcentración Funcional. La desconcentración supone la transferencia de fun-
ciones al órgano desconcentrado desde un órgano superior, conservándose la relación jerárquica.

Artículo 74. Desconcentración Territorial. La desconcentración territorial supone la crea-
ción de órganos periféricos o regionales por parte de un órgano superior para el ejercicio de 
funciones en una circunscripción territorial determinada. El titular del órgano desconcentrado 
territorialmente estará sujeto a la potestad jerárquica del superior, bajo el régimen de la 
delegación de competencia.

Artículo 75. Regiones. Conforme con lo dispuesto en la Constitución de la República, la 
Administración Pública Central armonizará y coordinará sus políticas de desconcentración 
territorial en base de la Estrategia Nacional de Desarrollo y en el marco de las regiones que 
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crea la ley. A estos fines, el o la Presidente de la República podrá concertar en Consejo de 
Ministros, modalidades simplificadas de delegaciones interministeriales de competencias a 
los órganos regionales.

Artículo 76. Capacidad para Suscribir Contratos. El órgano desconcentrado tendrá ca-
pacidad para suscribir, en representación del ente público del que forme parte, los contratos 
necesarios para el cumplimiento de sus responsabilidades dentro del marco de las previsiones 
presupuestarias, previo cumplimiento del procedimiento de selección de contratistas y demás 
exigencias establecidas en las leyes.

CAPÍTULO V 
DE LA AVOCACIÓN

Artículo 77. Alcances de la Avocación. Cualquier superior jerárquico podrá, sin necesidad de 
norma habilitante previa, de oficio o a instancia de parte, avocar el conocimiento y decisión de 
un asunto concreto y determinado, incluso por razones de oportunidad, conveniencia o méri-
to, que ordinariamente o por delegación sea de competencia de cualquiera de sus inferiores.

En los casos de la delegación no jerárquica e intersubjetiva y de subdelegación debidamente 
autorizada, únicamente podrá avocar, respectivamente, el órgano delegante y el delegante 
originario bajo los requisitos de forma y de fondo previstos en el acto de delegación y subde-
legación que permitan cumplir con los principios establecidos en la ley.

Artículo 78. Forma y requisitos de la Avocación. La avocación requiere de un acto admi-
nistrativo expreso y motivado dictado por el avocante que deberá ser notificado a todos los 
interesados en el asunto. Contra ese acuerdo no procederá recurso administrativo alguno.

Artículo 79. Responsabilidad del Avocado. El avocado no tiene ninguna vigilancia sobre la 
conducta del avocante ni es responsable por ésta, salvo el caso de la delegación intersubjetiva.

Artículo 80. Extinción de la Avocación. La avocación se extingue cuando el avocante conoce 
y resuelve el asunto. Contra lo resuelto por el avocante, en ejercicio de la avocación, caben los 
mismos recursos que proceden contra cualquier resolución de ese órgano.

TÍTULO IV 
DEL SISTEMA DE COORDINACIÓN Y FORTALECIMIENTO INSTITUCIONAL 

CAPÍTULO I 
DE LOS CONVENIOS DE GESTIÓN

Artículo 81. Convenios de Gestión. Son convenios de gestión los que se celebren entre ór-
ganos superiores de dirección estratégica y órganos desconcentrados o entes descentralizados 
de la Administración pública, o entre aquellos, las comunidades organizadas y organizacio-
nes públicas no estatales, de ser el caso, mediante los cuales se establecen compromisos 
para la obtención de determinados resultados en los respectivos ámbitos de competencia, 
así como las condiciones para su cumplimiento, como contrapartida al monto de los recursos 
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presupuestarios asignados. Las modalidades o aspectos que regulan y las formalidades del 
convenio de gestión serán establecidos en la reglamentación correspondiente.

Artículo 82. Fundamentos de los Convenios de Gestión. Los convenios de gestión servirán 
de fundamento para la evaluación del desempeño y la aplicación de un sistema de incentivos 
y sanciones de orden presupuestario en función del desempeño institucional. La evaluación 
del desempeño institucional atenderá a los indicadores de gestión que se establezcan pre-
viamente en los convenios de gestión. Los convenios de gestión y sus evaluaciones serán de 
conocimiento público y entrarán en vigencia a partir de su publicación en el medio de difusión 
oficial, a los fines de permitir el control social sobre la gestión pública.

CAPÍTULO II 
DE LA COORDINACIÓN JURÍDICA

Artículo 83. Coordinación Jurídica. Para hacer más coherente y eficaz el ejercicio de la facul-
tad normativa de la Administración pública, la Consultoría Jurídica del Poder Ejecutivo será el 
órgano rector de la coordinación jurídica y, en consecuencia, ejercerá las atribuciones siguientes:

1.	 Dirigir y coordinar la elaboración o revisión de los proyectos de leyes, decretos o regla-
mentos que sean sometidos al o la Presidente de la República y al Consejo de Ministros;

2.	 Velar por el fiel cumplimiento técnico de los requisitos de forma y de fondo que rigen la 
elaboración de los proyectos de leyes, decretos o reglamentos;

3.	 Recabar las consultas, informes, opiniones y dictámenes que juzgue convenientes para 
garantizar la eficacia y la legalidad del texto o los que sean requeridos por el o la Presi-
dente de la República;

4.	 Asistir al o la Presidente de la República en el desempeño de sus atribuciones;

5.	 Establecer una evaluación cualitativa y estadística de la producción de leyes y reglamen-
tos en los diferentes sectores de la Administración pública y todos medios de evaluación 
de la eficacia y eficiencia de las normas que estén establecidas;

6.	 Velar por la coherencia de la doctrina administrativa de la Administración pública en 
cuanto a la interpretación y aplicación del ordenamiento jurídico.

CAPÍTULO III 
DEL FORTALECIMIENTO INSTITUCIONAL

Artículo 84. Fortalecimiento Institucional. Para garantizar el cumplimiento de los principios, bases 
y normas de organización y funcionamiento de la Administración pública, de la Profesionalización 
de la Función Pública, de la Evaluación del Desempeño Institucional, así como de la Promoción de 
la Gestión de Calidad en los entes del Sector Público, el Ministerio de Administración Pública, 
como órgano rector del Fortalecimiento Institucional, desarrollará todas las actividades perti-
nentes para la aplicación de la presente Ley Orgánica y la Ley de Función Pública.
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Los órganos de la Administración pública, central y descentralizada están obligados a cola-
borar con el Ministerio de Administración Pública, suministrándole los datos e informaciones 
que éste requiera, a los fines de su actividad rectora del Fortalecimiento Institucional.

Artículo 85. Atribuciones del Órgano Rector del Fortalecimiento Institucional. Como 
órgano rector del fortalecimiento institucional, el Ministerio de Administración Pública ejer-
cerá las funciones siguientes:

1.	 Elaborar y proponer al o la Presidente de la República las normas reglamentarias que 
desarrollen los principios, bases y disposiciones de la presente ley;

2.	 Diseñar, de conformidad con las orientaciones que dicte el o la Presidente de la Repúbli-
ca, las políticas, planes, estrategias, metodologías, procesos, instrumentos, sistemas de 
información, bases de datos y cualquier otra herramienta que juzgue necesaria para el 
cumplimiento de su misión;

3.	 Diseñar las orientaciones y procesos de reestructuración de la Administración pública y 
proponer, en el marco de los planes nacionales de desarrollo y de los recursos presupues-
tarios disponibles, las reformas de las estructuras orgánica y funcional de la Administra-
ción pública, velando, en cada caso, por la actualización y simplificación de los trámites, 
incluido el desarrollo de ventanillas únicas de trámites y servicios;

4.	 Emitir, con carácter obligatorio, dictámenes sobre los proyectos de creación, fusión, divi-
sión y supresión de todo órgano o ente administrativo nacional, así como de sus estruc-
turas internas; 

5.	 Proponer programas de flexibilización organizativa, eliminación de duplicidad de atribu-
ciones y promoción de la coordinación entre los entes u órganos administrativos;

6.	 Diseñar, ejecutar y evaluar políticas, planes y estrategias para la implementación de me-
todologías, técnicas y sistemas de evaluación periódica del desempeño de la gestión ins-
titucional, así como promover y realizar programas que impulsen una cultura de trans-
parencia y responsabilidad de la gestión pública;

7.	 Promover la aplicación de Modelos de Gestión de Calidad que ayuden a instalar en los ór-
ganos y entes del sector público capacidad de mejora continua de la gestión, los procesos 
y los servicios públicos;

8.	 Colaborar y participar en los sistemas, instancias, programas y convenios de evaluación 
coordinada del desempeño institucional por resultados;

9.	 Diseñar, ejecutar y evaluar políticas, planes y estrategias de automatización de los siste-
mas de información y los procedimientos administrativos acordes con las tecnologías de 
informática y telemática;

10.	 Revisar y aprobar los manuales de procedimiento que eleven a su consideración los orga-
nismos u órganos de la Administración pública;
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11.	 Diseñar sistemas estandarizados de procedimientos administrativos y proponer reformas 
para mejorar la coherencia de la gestión administrativa, la coordinación de la actividad 
normativa de la Administración pública y la actualización del derecho administrativo;

12.	 Determinar las necesidades cualitativas y cuantitativas del personal de la Administración 
pública e informárselo al o la Presidente de la República;

13.	 Disponer todo lo necesario para la aplicación de los Subsistemas Técnicos de Gestión de 
Recursos Humanos, con miras a la Profesionalización de la Función Pública y el desarrollo 
de la Carrera Administrativa en los órganos y entes del sector público;

14.	 Emitir, con carácter obligatorio, dictámenes interpretativos sobre la aplicación de la pre-
sente ley y sus respectivos reglamentos;

15.	 Desarrollar otras atribuciones que resulten necesarias para el mejor cumplimiento de esta 
Ley Orgánica.

TÍTULO V 
DISPOSICIONES FINALES, TRANSITORIAS Y DEROGATORIAS DISPOSICIONES FINALES

Artículo 86. Reglamento General de la Administración Pública. El o la Presidente de la 
República concretizará su política organizativa, en implementación de la presente ley, median-
te un Reglamento General de la Administración Pública deliberado en Consejo de Ministros y 
que constituirá un conjunto coherente y actualizado de normas y nomenclatura de referencia 
para la Administración pública bajo jerarquía o tutela del Poder Ejecutivo.

Artículo 87. Evaluación Desempeño Institucional. En base a la evaluación coordinada del 
desempeño institucional en los diferentes sectores, el o la Presidente de la República impulsará, 
por lo menos cada tres años, un plan de revisión general de la organización de la Administración 
pública y dictará las normas y pautas de reforma orgánica que juzgue necesarias.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 88. Reestructuración del Gobierno. De conformidad con la Constitución de la 
República, la ley deberá adecuar a la presente Ley Orgánica las Secretarías de Estado, trans-
formadas en ministerios por el Decreto No. 56-2010 dentro de un plazo de doce (12) meses 
contados a partir de la entrada en vigor de la presente ley.

Artículo 89. Reestructuración de Órganos Consultivos Nacionales. El Poder Ejecutivo 
propondrá la reestructuración de los órganos consultivos nacionales, suprimiendo las dupli-
cidades existentes, con pleno respeto a las competencias de los órganos consultivos cons-
titucionales. A estos fines, podrá proponer la reestructuración de los órganos denominados 
consejos que estén realizando funciones de gestión, los cuales serán adecuados conforme a lo 
establecido en el artículo 35 de esta ley. Esta propuesta de reestructuración se realizará dentro 
del plazo de un (1) año, contado a partir de la entrada en vigencia de la presente ley.
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Artículo 90. Reestructuración de las Comisiones y Comisionados. Las comisiones y co-
misionados existentes serán objeto de un estudio para determinar aquellas que han cumplido 
su cometido o les han llegado el término de su vigencia, a los fines de proceder a su supresión, 
si corresponde. Estas acciones serán ejecutadas dentro del plazo de un (1) año, contado a 
partir de la entrada en vigencia de la presente ley.

Artículo 91. Eliminación de los Rangos. A partir de la entrada en vigencia de la presente Ley 
Orgánica, los funcionarios del Estado no podrán ostentar rangos superiores a los establecidos 
para el cargo que ocupen.

DISPOSICIONES DEROGATORIAS

Artículo 92. Derogación de Leyes Contrarias. La presente Ley Orgánica deroga la Ley 
Orgánica de Secretarías de Estado No. 4378, del 10 de febrero de 1956, así como toda ley o 
disposición de igual o menor jerarquía que le sea contraria.

DADA en la Sala de Sesiones del Senado, Palacio del Congreso Nacional, en Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la República Dominicana, a los diecisiete (17) días del mes 
de julio del año dos mil doce (2012); años 169 de la Independencia y 149 de la Restauración.

DADA en la Sala de Sesiones de la Cámara de Diputados, Palacio del Congreso Nacional, en 
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, capital de la República Dominicana, a los siete 
(7) días del mes de agosto del año dos mil doce (2012); años 169.º de la Independencia y 149.º 
de la Restauración.

LEONEL FERNÁNDEZ
Presidente de la República Dominicana

En ejercicio de las atribuciones que me confiere el artículo 128 de la Constitución de la República.

PROMULGO la presente Ley y mando que sea publicada en la Gaceta Oficial, para su conoci-
miento y cumplimiento.

DADA en Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la República Dominicana, 
a los nueve (9) días del mes de agosto del año dos mil doce (2012); años 169 de la Indepen-
dencia y 149 de la Restauración.

LEONEL FERNÁNDEZ
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Sobre los derechos de las personas en sus relaciones con la 

Administración y de procedimiento administrativo
6 de agosto de 2013

Gaceta Oficial No. 10722, 8 de agosto de 2013

EL CONGRESO NACIONAL 
En Nombre de la República

Considerando Primero: Que la Constitución de la República proclamada el 26 de enero de 
2010, consagra al Estado dominicano como un Estado Social y Democrático de Derecho.

Considerando Segundo: Que el modelo del Estado Social y Democrático de Derecho trans-
forma la naturaleza de la relación entre la Administración pública y las personas.

Considerando Tercero: Que la Administración pública debe actuar al servicio objetivo del 
interés general, siendo de gran relevancia su sometimiento pleno al ordenamiento jurídico del 
Estado proclamado expresamente en el artículo 138 de la Constitución.

Considerando Cuarto: Que en un Estado Social y Democrático de Derecho los ciudadanos 
no son súbditos, ni ciudadanos mudos, sino personas dotadas de dignidad humana, siendo 
en consecuencia los legítimos dueños y señores del interés general, por lo que dejan de ser 
sujetos inertes, meros destinatarios de actos y disposiciones administrativas, así como de 
bienes y servicios públicos, para adquirir una posición central en el análisis y evaluación de las 
políticas públicas y de las decisiones administrativas.

Considerando Quinto: Que uno de los aspectos que se desprenden de la cláusula constitu-
cional del Estado Democrático lo constituye el ejercicio de la función administrativa en base a 
los principios de objetividad e imparcialidad, de lo que se deriva la opción constitucional por 
un sistema burocrático profesionalizado, así como el establecimiento de reglas de comporta-
miento tendentes a asegurar el correcto uso de las potestades administrativas.

Considerando Sexto: Que conforme a lo anterior establecido, de manera expresa la 
Constitución de la República contiene un mandato al legislador en su artículo 138, para que 
mediante ley regule el procedimiento para el dictado de los actos administrativos, garantizan-
do el derecho de audiencia de las personas en los casos que resulte necesario.

Considerando Séptimo: Que el mandato de la Carta Fundamental del Estado de incorporar 
con carácter general en la Administración pública el procedimiento administrativo, en adi-
ción a garantizar la vigencia efectiva de la cláusula constitucional del Estado Democrático, 
constituye un instrumento esencial que posibilita el acierto de las decisiones administrativas 
y potencializa el respeto de los derechos fundamentales de las personas en su relación con la 
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Administración y demás órganos y entes que ejercen función de naturaleza administrativa en 
el Estado.

Considerando Octavo: Que asimismo, el procedimiento administrativo tiene la virtud de 
generar una mayor aceptación y consenso en los destinatarios de las decisiones adminis-
trativas, ya que les permite la obtención de información adecuada y una mejor pondera-
ción de los intereses en juego, evitando la conflictividad judicial o, en su caso, facilitando 
su ulterior enjuiciamiento, lo que inspira confianza, seguridad jurídica y atracción de la 
inversión económica.

Considerando Noveno: Que el procedimiento administrativo del Siglo XXI no se puede 
sustentar en las antiguas formas de actuación administrativa, ya que en el contexto del 
Estado Social y Democrático de Derecho se ha ensanchado el papel que le corresponde a 
la Administración pública, que ha venido asumiendo nuevos roles en la relación Estado- 
Sociedad, lo que genera la necesidad de prever nuevos mecanismos procedimentales que 
permitan satisfacer eficazmente esos nuevos cometidos.

Considerando Décimo: Que como consecuencia de lo señalado en el Considerando anterior, 
el ordenamiento jurídico debe contemplar distintas clases de procedimientos, que cubran los 
diversos campos de la actuación administrativa.

Considerando Décimo Primero: Que conforme ha tenido ocasión de apuntar reputada 
doctrina administrativa de América Latina, hasta la aparición de las leyes de procedimiento 
administrativo “casi todos los poderes, potestades y derechos habían estado en manos de la 
Administración, con muy pocos deberes y obligaciones frente al particular; y el administrado, 
lo que había encontrado normalmente ante la Administración, eran solo situaciones de deber, 
de sujeción, de subordinación, sin tener realmente derechos, ni tener mecanismos para exigir 
la garantía de su derecho”.

Considerando Décimo Segundo: Que la redimensión de los derechos fundamentales de las 
personas conlleva la inclusión dentro de los mismos de un derecho fundamental a una buena 
administración, que no se manifiesta exclusivamente para las garantías jurídicas de las per-
sonas, sino que se orienta fundamentalmente en el aumento de la calidad de los servicios y 
actividades que realiza la Administración pública, así como en el derecho de las personas de 
ser indemnizados a consecuencias de las lesiones a sus bienes o derechos ocasionadas por 
una actuación antijurídica de la Administración o en los casos de actuación regular cuando se 
ocasione un sacrificio particular.

Considerando Décimo Tercero: Que se hace igualmente indispensable consagrar las reglas y 
principios aplicables a los actos administrativos en que desembocan algunos de los procedi-
mientos administrativos, lo que incluye los requisitos para su formación, sus efectos, la inva-
lidez, el régimen revocatorio y los recursos de que pueden ser objetos en sede administrativa.

Visto: El artículo 138 de la Constitución de la República Dominicana.
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HA DADO LA SIGUIENTE LEY: 

TÍTULO PRELIMINAR 
OBJETO Y ÁMBITO DE APLICACIÓN

Artículo 1. Objeto. Esta ley tiene por objeto regular los derechos y deberes de las personas en 
sus relaciones con la Administración pública, los principios que sirven de sustento a esas rela-
ciones y las normas de procedimiento administrativo que rigen a la actividad administrativa.

Párrafo. La presente ley contiene además medidas de modernización administrativa, descarga 
y simplificación burocrática, funcionamiento de órganos colegiados, régimen de las sanciones 
administrativas y responsabilidad de los entes públicos y sus servidores.

Artículo 2. Ámbito de Aplicación. Las disposiciones de la presente ley serán aplicables a 
todos los órganos que conforman la Administración Pública Central, a los organismos autó-
nomos instituidos por leyes y a los entes que conforman la Administración Local.

Párrafo I. Los órganos y entes administrativos de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional 
estarán regidos por los principios y reglas previstos en esta Ley Orgánica, siempre que sean 
compatibles con la especificidad de las funciones que les asigna la Constitución y sus respec-
tivas Leyes Orgánicas.

Párrafo II. A los órganos que ejercen función o actividad de naturaleza administrativa en los 
Poderes Legislativo y Judicial, así como en los órganos y entes de rango constitucional, se 
aplicarán los principios y reglas de la presente ley, siempre que resulten compatibles con su 
normativa específica, no desvirtúen las funciones que la Constitución les otorga y garanticen 
el principio de separación de los poderes.

Párrafo III. Cuando en esta ley se hace referencia al concepto Administración o Administración 
pública se refiere a los órganos y entes públicos comprendidos en su ámbito de aplicación.

Párrafo IV. En la medida en que resulte compatible, el concepto personas contenido en esta 
ley comprende tanto las personas físicas como las personas jurídicas.

TÍTULO PRIMERO 
PRINCIPIOS DE LA ACTUACIÓN ADMINISTRATIVA

Artículo 3. Principios de la Actuación Administrativa. En el marco del respeto al ordena-
miento jurídico en su conjunto, la Administración pública sirve y garantiza con objetividad el 
interés general y actúa, especialmente en sus relaciones con las personas, de acuerdo con los 
siguientes principios:

1.	 Principio de juridicidad: En cuya virtud toda la actuación administrativa se somete ple-
namente al ordenamiento jurídico del Estado.

2.	 Principio de servicio objetivo a las personas: Que se proyecta a todas las actuaciones 
administrativas y de sus agentes y que se concreta en el respeto a los derechos funda-
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mentales de las personas, proscribiendo toda actuación administrativa que dependa de 
parcialidades de cualquier tipo.

3.	 Principio promocional: Expresado en la creación de las condiciones para que la libertad 
y la igualdad de oportunidades de las personas y de los grupos en que se integran sean 
reales y efectivos, removiendo los obstáculos que impidan su cumplimiento y fomentan-
do igualmente la participación.

4.	 Principio de racionalidad: Que se extiende especialmente a la motivación y argumen-
tación que debe servir de base a la entera actuación administrativa. La Administración 
debe actuar siempre a través de buenas decisiones administrativas que valoren objetiva-
mente todos los intereses en juego de acuerdo con la buena gobernanza democrática.

5.	 Principio de igualdad de trato: Por el que las personas que se encuentren en la misma 
situación serán tratados de manera igual, garantizándose, con expresa motivación en los 
casos concretos, las razones que puedan aconsejar la diferencia de trato.

6.	 Principio de eficacia: En cuya virtud en los procedimientos administrativos las autori-
dades removerán de oficio los obstáculos puramente formales, evitarán la falta de res-
puesta a las peticiones formuladas, las dilaciones y los retardos.

7.	 Principio de publicidad de las normas, de los procedimientos y del entero quehacer 
administrativo: En el marco del respeto del derecho a la intimidad y de las reservas que 
por razones acreditadas de confidencialidad o interés general sea pertinente en cada caso.

8.	 Principio de seguridad jurídica, de previsibilidad y certeza normativa: Por los cua-
les la Administración se somete al derecho vigente en cada momento, sin que pueda 
variar arbitrariamente las normas jurídicas y criterios administrativos.

9.	 Principio de proporcionalidad: Las decisiones de la Administración, cuando resulten 
restrictivas de derechos o supongan un efecto negativo para las personas, habrán de 
observar el principio de proporcionalidad, de acuerdo con el cual los límites o restriccio-
nes habrán de ser aptos, coherentes y útiles para alcanzar el fin de interés general que 
se persiga en cada caso; deberán ser necesarios, por no hallarse un medio alternativo 
menos restrictivo y con igual grado de eficacia en la consecución de la finalidad pública 
que pretenda obtenerse; y, finalmente, habrán de ser proporcionados en sentido estricto, 
por generar mayores beneficios para el interés general y los intereses y derechos de los 
ciudadanos, que perjuicios sobre el derecho o libertad afectado por la medida restrictiva.

10.	 Principio de ejercicio normativo del poder: En cuya virtud la Administración pública ejer-
cerá sus competencias y potestades dentro del marco de lo que la ley les haya atribuido, y 
de acuerdo con la finalidad para la que se otorga esa competencia o potestad, sin incurrir en 
abuso o desviación de poder, con respeto y observancia objetiva de los intereses generales.

11.	 Principio de imparcialidad e independencia: El personal al servicio de la Administración 
pública deberá abstenerse de toda actuación arbitraria o que ocasione trato preferente por 
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cualquier motivo y actuar en función del servicio objetivo al interés general, prohibiéndose 
la participación de dicho personal en cualquier asunto en el que él mismo, o personas o fa-
miliares próximos, tengan cualquier tipo de intereses o pueda existir conflicto de intereses.

12.	 Principio de relevancia: En cuya virtud las actuaciones administrativas habrán de adop-
tarse en función de los aspectos más relevantes, sin que sea posible, como fundamento 
de la decisión que proceda, valorar únicamente aspectos de escasa consideración.

13.	 Principio de coherencia: Las actuaciones administrativas serán congruentes con la 
práctica y los antecedentes administrativos salvo que por las razones que se expliciten 
por escrito sea pertinente en algún caso apartarse de ellos.

14.	 Principio de buena fe: En cuya virtud las autoridades y los particulares presumirán el com-
portamiento legal de unos y otros en el ejercicio de sus competencias, derechos y deberes.

15.	 Principio de confianza legítima: En cuya virtud la actuación administrativa será respetuosa 
con las expectativas que razonablemente haya generado la propia Administración en el pasado.

16.	 Principio de asesoramiento: El personal al servicio de la Administración pública deberá 
asesorar a las personas sobre la forma de presentación de las solicitudes y su tramitación.

17.	 Principio de responsabilidad: Por el que la Administración responderá de las lesiones 
en los bienes o derechos de las personas ocasionados como consecuencia del funciona-
miento de la actividad administrativa. Las autoridades y sus agentes asumirán las conse-
cuencias de sus actuaciones de acuerdo con el ordenamiento jurídico.

18.	 Principio de facilitación: Las personas encontrarán siempre en la Administración las 
mayores facilidades para la tramitación de los asuntos que les afecten, especialmente en 
lo referente a identificar al funcionario responsable, a obtener copia sellada de las soli-
citudes, a conocer el estado de tramitación, a enviar, si fuera el caso, el procedimiento al 
órgano competente, a ser oído y a formular alegaciones o a la referencia a los recursos 
susceptibles de interposición.

19.	 Principio de celeridad: En cuya virtud las actuaciones administrativas se realizarán op-
timizando el uso del tiempo, resolviendo los procedimientos en plazo razonable que, en 
todo caso, no podrá superar los dos meses a contar desde la presentación de la solicitud 
en el órgano correspondiente, salvo que la legislación sectorial indique un plazo mayor. 
En especial, las autoridades impulsarán oficiosamente los procedimientos e incentivarán 
el uso de las tecnologías de la información y las comunicaciones a los efectos de que los 
procedimientos se tramiten con diligencia y sin dilaciones injustificadas, de manera es-
crita o a través de técnicas y medios electrónicos.

20.	 Principio de protección de la intimidad: De forma que el personal al servicio de la 
Administración pública que maneje datos personales respetará la vida privada y la inte-
gridad de las personas, prohibiéndose el tratamiento de los datos personales con fines no 
justificados y su transmisión a personas no autorizadas.
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21.	 Principio de ética: En cuya virtud todo el personal al servicio de la Administración pú-
blica así como las personas en general han de actuar con rectitud, lealtad y honestidad.

22.	 Principio de debido proceso: Las actuaciones administrativas se realizarán de acuerdo 
con las normas de procedimiento y competencia establecidas en la Constitución y las 
leyes, con plena garantía de los derechos de representación, defensa y contradicción.

TÍTULO SEGUNDO 
DERECHOS Y DEBERES DE LAS PERSONAS EN SUS RELACIONES CON  
LA ADMINISTRACIÓN EL DERECHO A LA BUENA ADMINISTRACIÓN

Artículo 4. Derecho a la Buena Administración y Derechos de las Personas en sus 
Relaciones con la Administración Pública. Se reconoce el derecho de las personas a una 
buena Administración pública, que se concreta, entre otros, en los siguientes derechos subje-
tivos de orden administrativo:

1.	 Derecho a la tutela administrativa efectiva.

2.	 Derecho a la motivación de las actuaciones administrativas.

3.	 Derecho a una resolución administrativa en plazo razonable.

4.	 Derecho a una resolución justa de las actuaciones administrativas.

5.	 Derecho a presentar por escrito peticiones.

6.	 Derecho a respuesta oportuna y eficaz de las autoridades administrativas.

7.	 Derecho a no presentar documentos que ya obren en poder de la Administración pública 
o que versen sobre hechos no controvertidos o no relevantes.

8.	 Derecho a ser oído siempre antes de que se adopten medidas que les puedan afectar des-
favorablemente.

9.	 Derecho de participación en las actuaciones administrativas en que tengan interés, espe-
cialmente a través de audiencias y de informaciones públicas.

10.	 Derecho a una indemnización justa en los casos de lesiones de bienes o derechos como 
consecuencia de la actividad o inactividad de la Administración.

11.	 Derecho a acceder a servicios públicos en condiciones de universalidad y calidad, en el 
marco del principio de subsidiaridad.

12.	 Derecho a elegir y acceder en condiciones de universalidad y calidad a los servicios de 
interés general de su preferencia.

13.	 Derecho a opinar sobre el funcionamiento de los servicios a cargo de la Administración pública.
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14.	 Derecho a conocer las obligaciones y compromisos que se deriven de los servicios a cargo 
de la Administración pública.

15.	 Derecho a formular alegaciones en cualquier momento del procedimiento administrativo.

16.	 Derecho a presentar quejas, reclamaciones y recursos ante la Administración.

17.	 Derecho a interponer recursos ante la autoridad judicial sin necesidad de agotar la vía 
administrativa previa.

18.	 Derecho a conocer las evaluaciones de los entes públicos y a proponer medidas para su 
mejora permanente.

19.	 Derecho de acceso a los expedientes administrativos que les afecten en el marco del res-
peto al derecho a la intimidad y a las declaraciones motivadas de reserva que en todo caso 
habrán de concretar el interés general al caso concreto.

20.	 Derecho a una ordenación racional y eficaz de los archivos, registros y bases de datos 
administrativos físicos o digitales.

21.	 Derecho de acceso a la información de la Administración, en los términos establecidos en 
la ley que regula la materia.

22.	 Derecho a copia sellada de los documentos que presenten a la Administración pública.

23.	 Derecho a ser informado y asesorado en asuntos de interés general.

24.	 Derecho a ser tratado con cortesía y cordialidad.

25.	 Derecho a conocer el responsable de la tramitación del procedimiento administrativo.

26.	 Derecho a conocer el estado de los procedimientos administrativos que les afecten.

27.	 Derecho a ser notificado por escrito o a través de las nuevas tecnologías de las resolucio-
nes que les afecten en el más breve plazo de tiempo posible, que no excederá de los cinco 
días hábiles.

28.	 Derecho a participar en asociaciones o instituciones de usuarios de servicios públicos o de 
interés general.

29.	 Derecho a actuar en los procedimientos administrativos a través de representante.

30.	 Derecho a exigir el cumplimiento de las responsabilidades del personal al servicio de la 
Administración pública y de los particulares que cumplan funciones administrativas.

31.	 Derecho a recibir atención especial y preferente si se trata de personas en situación de 
discapacidad, niños, niñas, adolescentes, mujeres gestantes o adultos mayores, y en ge-
neral de personas en estado de indefensión o de debilidad manifiesta, y
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32.	 Todos los demás derechos establecidos por la Constitución o las leyes.

Artículo 5. Deberes de las Personas en sus Relaciones con la Administración Pública. 
Correlativamente con los derechos que les asisten, las personas tienen, en sus relaciones con 
la Administración pública, los siguientes deberes:

1.	 Cumplir con lo dispuesto en la Constitución, las leyes y el ordenamiento jurídico en general.

2.	 Actuar de acuerdo con el principio de buena fe, absteniéndose de emplear maniobras 
dilatorias en los procedimientos, y de efectuar o aportar, a sabiendas, declaraciones o 
documentos falsos o hacer afirmaciones temerarias, entre otras conductas.

3.	 Ejercer con responsabilidad sus derechos, evitando la reiteración de solicitudes improcedentes.

4.	 Observar un trato respetuoso con el personal al servicio de la Administración pública.

5.	 Colaborar en el buen desarrollo de los procedimientos, cumpliendo con sus obligaciones 
previstas en las leyes.

Párrafo. El incumplimiento de estos deberes no podrá ser invocado por la Administración 
pública como argumento para ignorar el derecho reclamado por la persona. Sin embargo, 
cuando corresponda, podrá dar lugar a las sanciones penales o administrativas establecidas 
en las leyes.

Artículo 6. Deberes del Personal al Servicio de la Administración Pública en el Marco 
de las Actuaciones y Procedimientos Administrativos. El personal al servicio de la 
Administración pública, en el marco de las actuaciones y procedimientos administrativos que 
le relacionan con las personas, tendrá, entre otros, los siguientes deberes:

1.	 Fomentar la tutela administrativa efectiva.

2.	 Motivar adecuadamente las resoluciones administrativas.

3.	 Resolver los procedimientos en plazo razonable.

4.	 Garantizar el debido proceso del procedimiento o la actuación administrativa de que se trate.

5.	 Resolver con arreglo al ordenamiento jurídico del Estado.

6.	 Facilitar la presentación de las peticiones a las personas.

7.	 Responder eficazmente a las solicitudes de las personas.

8.	 Resolver sin necesidad de solicitar documentos a las personas que obren en poder de la 
Administración pública.

9.	 Oír siempre a las personas antes de que se adopten resoluciones que les afecten des-
favorablemente.
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10.	 Facilitar la participación ciudadana a través de las audiencias e informaciones públicas.

11.	 Prestar y/o garantizar los servicios públicos y de interés general de acuerdo con están-
dares razonables de calidad.

12.	 Facilitar el derecho a la elección de los servicios de interés general a las personas.

13.	 Realizar periódicamente encuestas o sondeos sobre la opinión de los usuarios de los 
servicios a cargo de la Administración pública.

14.	 Publicar periódicamente las obligaciones de la Administración y los derechos de las 
personas en los servicios a cargo de la Administración pública.

15.	 Facilitar la formulación de alegaciones por parte de las personas en cualquier momento 
del procedimiento o actuación administrativa de que se trate.

16.	 Facilitar la presentación de quejas, recursos o reclamaciones ante la propia Adminis-
tración pública.

17.	 Publicar periódicamente las evaluaciones del funcionamiento de los órganos y entes 
administrativos.

18.	 Facilitar el acceso a la información pública y de interés general en los términos previstos 
en la ley.

19.	 Disponer de archivos, registros y base de datos administrativos físicos o digitales, debi-
damente ordenados y actualizados que permita el acceso sencillo para las personas.

20.	 Entregar copia sellada de los escritos presentados por los ciudadanos.

21.	 Tratar con cortesía y cordialidad a las personas.

22.	 Identificar al responsable de la resolución del procedimiento administrativo de que se trate.

23.	 Informar periódicamente del estado de la tramitación de los procedimientos.

24.	 Notificar por cualquier medio eficaz a las personas de las resoluciones que les afecten en 
el más breve plazo de tiempo posible, que no excederá de los cinco días.

25.	 Fomentar el asociacionismo de los usuarios de servicios públicos y de interés general.

26.	 Facilitar la actuación de las personas que lo deseen a través de representante en los pro-
cedimientos administrativos.

27.	 Todos aquellos deberes establecidos en la Constitución o en las leyes.

Artículo 7. Deberes de la Administración Pública y del Personal a su Servicio en Materia 
de Información al Público. El personal al servicio de la Administración pública tendrá, en 
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relación con las personas que ante ella acudan en el marco de cualquier procedimiento o 
actuación administrativa, entre otros, los siguientes deberes:

1.	 Tratar de forma respetuosa, considerada y diligente a todas las personas sin distinción alguna.

2.	 Garantizar atención permanente y personal a las personas.

3.	 Atender a todos los ciudadanos que hubieran ingresado a sus oficinas dentro del horario 
de atención al público.

4.	 Elaborar y publicar anualmente una carta de trato digno a las personas usuarias de las 
oficinas de atención al público en la que se especifiquen los derechos de los usuarios y los 
medios puestos a su disposición para garantizarlos efectivamente.

5.	 Tramitar las peticiones que lleguen por cualquier medio razonable.

6.	 Atribuir a dependencias especializadas la función de atender quejas y reclamaciones, así 
como orientar a las personas en sus asuntos administrativos.

7.	 Adoptar medios tecnológicos para el trámite y resolución de peticiones, permitiendo el 
uso de medios alternativos para quienes no dispongan de aquellos.

8.	 Habilitar espacios idóneos para la consulta de expedientes y documentos, así como para 
la atención ordenada y cómoda de las personas.

9.	 Todos los demás deberes establecidos por la Constitución o las leyes.

TÍTULO TERCERO 
ACTOS ADMINISTRATIVOS

Artículo 8. Concepto Acto Administrativo. Acto administrativo es toda declaración unila-
teral de voluntad, juicio o conocimiento realizada en ejercicio de función administrativa por 
una Administración pública, o por cualquier otro órgano u ente público que produce efectos 
jurídicos directos, individuales e inmediatos frente a terceros.

Artículo 9. Requisitos de Validez. Sólo se considerarán válidos los actos administrativos 
dictados por órgano competente, siguiendo el procedimiento establecido y respetando los 
fines previstos por el ordenamiento jurídico para su dictado.

Párrafo I. Para garantizar la posibilidad de su fiscalización, quedará constancia escrita del con-
tenido de los actos administrativos, incluidos los verbales, con identificación de sus responsables.

Párrafo II. La motivación se considerará un requisito de validez de todos aquellos actos ad-
ministrativos que se pronuncien sobre derechos, tengan un contenido discrecional o generen 
gasto público, sin perjuicio del principio de racionalidad previsto en el artículo 3 de esta ley.

Párrafo III. Los actos administrativos no podrán vulnerar lo establecido en una disposición de 
carácter general, aunque aquellas tengan igual o superior rango a éstas.
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Artículo 10. Presunción de Validez. Todo acto administrativo se considera válido en tanto su 
invalidez no sea declarada por autoridad administrativa o jurisdiccional de conformidad a esta ley.

Artículo 11. Efectos de los Actos Administrativos. Los actos administrativos válidamente 
dictados, según su naturaleza, serán ejecutivos y ejecutorios cuando se cumplan sus condicio-
nes de eficacia, en los términos de la ley.

Artículo 12. Eficacia de los Actos Administrativos. Los actos administrativos que otorguen 
beneficios a las personas se entienden eficaces a partir de la fecha de su emisión. La eficacia 
de los actos que afecten desfavorablemente a terceros requerirá la notificación a los intere-
sados del texto íntegro de la resolución y la indicación de las vías y plazos para recurrirla. La 
Administración deberá acreditar el intento diligente de notificación en el lugar indicado por el 
interesado antes de dar por cumplido este trámite.

Párrafo I. La publicación de los actos podrá sustituir a la notificación cuando el acto tenga por 
destinatarios a una pluralidad indeterminada de personas o en los casos de procedimientos de 
concurrencia competitiva, indicándose en este último caso el medio válido para la publicación.

Párrafo II. También serán publicados los actos administrativos cuando lo exijan las normas o 
el interés público lo aconseje y no se perjudique la intimidad u otros derechos de las personas.

Párrafo III. Podrá sujetarse motivadamente la eficacia de los actos administrativos a cláusu-
las accesorias estableciendo en su contenido condición, término o modo.

Articulo 13. Retroactividad Actos Favorables. Podrá concedérseles motivadamente efecto 
retroactivo a los actos administrativos cuando sólo produzcan efectos favorables y sus presu-
puestos de hecho y derecho se dieran ya en la fecha a la que se retrotraiga la eficacia del acto.

Artículo 14. Invalidez de los Actos Administrativos. Son nulos de pleno derecho los actos 
administrativos que subviertan el orden constitucional, vulneren cualquiera de los derechos 
fundamentales reconocidos en la Constitución, los dictados por órgano manifiestamente in-
competente o prescindiendo completamente del procedimiento establecido para ello, los ca-
rentes de motivación, cuando sea el resultado del ejercicio de potestades discrecionales, los de 
contenido imposible, los constitutivos de infracción penal y los que incurran en infracciones 
sancionadas expresamente con nulidad por las leyes.

Párrafo I. Se considerarán anulables los actos administrativos que incurran en cualquier in-
fracción del ordenamiento jurídico, los que vulneren las normas de procedimiento, los que 
carezcan de motivación suficiente en el ejercicio de potestades administrativas regladas, y los 
que se dicten en desviación de poder por cuanto aun respetando las formas externas de su 
producción se aparten del fin para el que se otorgó la potestad.

Párrafo II. Los meros defectos de forma, de competencia o de procedimiento, o el incumpli-
miento de plazos que no determinen caducidad o prescripción no presuponen necesariamente 
la anulabilidad de los actos, sin perjuicio de la exigencia de responsabilidades a los servi-
dores públicos incumplidores de formas o tiempos. En particular, cuando la decisión de la 
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Administración resulte materialmente correcta, los defectos de forma o de procedimiento no 
acarrean su anulabilidad, salvo que el acto carezca de los requisitos formales indispensables 
para alcanzar su fin o dé lugar a la indefensión de los interesados.

Párrafo III. Se conservarán los elementos de los actos no afectados por vicios de invalidez. La 
invalidez de un acto no se trasmitirá necesariamente a los sucesivos del procedimiento que sean 
independientes del nulo o anulable. Los actos inválidos que contengan elementos constitutivos 
de otro válido producirán los efectos de éste. Los actos anulables podrán ser convalidados sub-
sanando sus defectos de competencia o procedimiento, con efectos desde su fecha o retroacti-
vidad para el caso de ser favorables y cumplir los requisitos del artículo 9 de esta ley.

TÍTULO CUARTO 
PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS

CAPÍTULO PRIMERO 
NORMAS COMUNES DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO PARA EL DICTADO DE 

RESOLUCIONES SINGULARES O ACTO ADMINISTRATIVO

Artículo 15. Objeto. El procedimiento administrativo previsto en este capítulo tiene por ob-
jeto establecer aquellas normas comunes a los procedimientos administrativos que procuran 
el dictado de resoluciones unilaterales o actos administrativos que afectan a los derechos e 
intereses de las personas, ya impliquen, entre otros, permisos, licencias, autorizaciones, pro-
hibiciones, concesiones, o resolución de recursos administrativos o la imposición de sanciones 
administrativas y en general, cualquier decisión que pueda dictar la Administración para llevar 
a cabo su actividad de prestación o limitación.

Párrafo I. Es finalidad de este procedimiento administrativo garantizar el acierto de la decisión 
administrativa, al tiempo que se asegura la protección de los derechos e intereses de las personas.

Párrafo II. Las normas de este capítulo tienen carácter supletorio de las disposiciones de la 
presente ley que se refieren al procedimiento sancionador y del procedimiento de recurso 
administrativo. Asimismo tienen carácter supletorio en los procedimientos administrativos 
contenidos en leyes sectoriales.

Párrafo III. Las resoluciones administrativas singulares que no constituyan actos administra-
tivos formales, por carecer de carácter vinculante u obligatorio, y cualquiera que sea la forma 
que adopten (recomendaciones, valoraciones, interpretaciones, asesoramientos u actuaciones 
análogas), habrán de inspirarse en los principios de transparencia, participación, y motivación, 
en virtud de las características y el objeto de que se trate en cada caso.

Sección 1º 
Capacidad, Interesados, Objetividad, Términos y Expediente Administrativo

Artículo 16. Capacidad de Obrar. Tendrán capacidad de obrar en el procedimiento admi-
nistrativo los órganos y entidades administrativas, las personas jurídicas y las personas físicas 
mayores de edad. Los menores tendrán capacidad cuando el ordenamiento jurídico lo permita.
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Artículo 17. Interesados. Se consideran interesados en el procedimiento administrativo: 
quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos individuales o colec-
tivos; los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos o intereses que puedan 
resultar afectados por las decisiones que se adopten en el mismo; aquellos cuyos intereses 
legítimos, individuales o colectivos, puedan resultar afectados por la resolución e intervengan 
en el procedimiento en tanto no se haya dictado resolución definitiva.

Párrafo. Las asociaciones y organizaciones representativas de intereses económicos y sociales 
serán titulares de intereses legítimos colectivos en los términos que la ley reconozca.

Artículo 18. Representación. Los interesados podrán actuar por medio de representante con 
capacidad de obrar, dejando constancia formal de tal representación mediante comparecencia 
o cualquier otro medio válido en derecho. La falta de acreditación de la representación será 
subsanable en el plazo de diez días, permitiéndose provisionalmente la intervención del re-
presentante bajo la condición de subsanación del defecto.

Artículo 19. Objetividad de los Órganos. Ninguna autoridad o funcionario puede participar 
en el dictado de un acto administrativo cuyo contenido afecte a sus intereses personales o los 
de las personas con las que mantiene una relación de consanguinidad, parentesco, amistad, 
enemistad o servicios profesionales.

Párrafo I. Los interesados en los procedimientos administrativos podrán hacer constar la 
concurrencia de cualquier motivo de abstención de los funcionarios o autoridades, recusando 
su participación y exigiendo responsabilidades.

Párrafo II. Los superiores jerárquicos de quienes incurran en causa de abstención resolverán 
los incidentes de recusación, apreciando motivadamente la concurrencia o no de las causas de 
abstención invocadas.

Párrafo III. La participación en un procedimiento de funcionario o autoridad incurso en po-
tencial conflicto de intereses dará lugar a la nulidad del acto si no se motivan adecuadamente 
las razones que justifican su no abstención o el rechazo de la recusación.

Párrafo IV. Los interesados podrán solicitar a los tribunales la paralización de aquellos pro-
cedimientos en los que el incumplimiento del deber de objetividad contamine de forma más 
evidente los posibles resultados.

Artículo 20. Términos y Plazos. La normativa reguladora de cada procedimiento administra-
tivo establecerá un plazo razonable para su tramitación, que podrá ser prorrogado o reducido 
en función de la complejidad, las cargas de trabajo, la urgencia u otras circunstancias que de-
berán motivarse adecuadamente. El incumplimiento injustificado de los plazos o las dilaciones 
procedimentales indebidas generarán el derecho a ser indemnizado por los daños causados, 
pudiendo repercutirse tales indemnizaciones sobre los responsables de la tramitación.

Párrafo I. Los plazos se contarán siempre a partir del día siguiente a aquel en que tenga lugar 
la publicación o notificación del acto que los comunique. Siempre que no se exprese otra 



140

Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes

cosa, se señalarán por días que se entenderán hábiles, excluyéndose del cómputo los sábados, 
domingos y feriados.

Párrafo II. Si el plazo se fija en meses, se computarán de fecha a fecha. Si en el mes de ven-
cimiento no hubiere día equivalente, se entenderán que el plazo expira el último día del mes. 
Cuando el último día del plazo sea inhábil, se entenderá prorrogado al primer día hábil siguiente.

Párrafo III. El plazo supletorio de los procedimientos para los que su normativa reguladora no 
contemple otro específico será de dos meses. Ninguna prórroga de este plazo podrá exceder 
de un mes.

Artículo 21. Expediente Administrativo. El expediente administrativo es el conjunto de 
documentos en cualquier tipo de soporte, incluyendo los electrónicos, indiciados y ordenados 
cronológicamente por la Administración sobre un asunto determinado.

Párrafo I. Los responsables de la tramitación de los procedimientos tienen la obligación de 
dejar constancia documental de todas sus actuaciones, ordenando y archivando los expe-
dientes para posibilitar el acceso a la información y el control posterior de la Administración 
pública. La no documentación de las actuaciones administrativas dará lugar en todo caso a la 
exigencia de responsabilidad disciplinaria.

Párrafo II. La alteración, sustracción o pérdida de los expedientes administrativos dará lugar 
a la exigencia de responsabilidades disciplinarias y, en su caso, penal o civil de las autoridades 
o funcionarios competentes.

Párrafo III. Los interesados tendrán, durante toda la sustanciación del procedimiento, el 
derecho de acceder al expediente para revisar y copiar documentos y consignar cualquier tipo 
de escritos contentivos de alegatos y pruebas.

Sección 2º 
Procedimiento de Dictado de Actos

Artículo 22. Iniciación. El procedimiento administrativo se iniciará de oficio o a instancia de 
parte interesada.

Párrafo I. El procedimiento se iniciará de oficio en los siguientes casos: por resolución del ór-
gano competente, o de su superior; por petición de órgano administrativo o de otros órganos 
del Poder Público o por denuncia interpuesta por cualquier persona. La decisión de iniciación 
del procedimiento habrá de ser motivada adecuadamente.

Párrafo II. Con anterioridad al acuerdo de inicio del procedimiento, el órgano competente podrá 
razonadamente abrir un período de información con el fin de determinar si procede o no iniciarlo. 
Dicho acuerdo habrá de ser igualmente motivado. La Administración no podrá prejuzgar en esta 
fase preliminar ni dictar ninguna decisión que de manera definitiva, afecte a los interesados.

Artículo 23. Contenido de Solicitud de Inicio de Procedimiento. Las solicitudes que den 
origen al procedimiento administrativo deberán contener:
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1.	 Nombre y apellidos del solicitante y, en su caso, la persona que lo represente, así como 
sus generales de ley.

2.	 El domicilio físico o informático a efecto de las notificaciones.

3.	 Los hechos, razones y petición en que se concrete la solicitud, así como los documentos 
que se juzguen convenientes para precisar o completar dicha petición.

4.	 Lugar y fecha.

5.	 Firma del solicitante o acreditación de la autenticidad de su voluntad expresada por cual-
quier medio admitido por el Derecho.

6.	 Órgano, centro o unidad administrativa a la que se dirige.

Párrafo I. En los casos de una pluralidad de solicitudes con contenido y fundamento idénticos, 
podrán ser formuladas en una sola instancia.

Párrafo II. En el momento de la presentación de la solicitud, el órgano administrativo que la 
recibe entregará al interesado un acuse de recibo con el que podrá acreditar la fecha de en-
trada en ese registro de su solicitud, sea en soporte físico o informáticamente. En caso de que 
el interesado no hubiera presentado el escrito de iniciación del procedimiento en el registro 
del órgano administrativo competente, desde ese registro se comunicará tal circunstancia al 
interesado y se hará llegar la solicitud al registro del órgano administrativo competente en un 
plazo no superior a cinco días.

Párrafo III. En todas las oficinas públicas y páginas web de los órganos y entes públicos 
estarán a disposición de los interesados modelos normalizados de iniciación a instancia de 
parte del procedimiento administrativo.

Párrafo IV. En el caso de que la solicitud no contenga los requisitos exigidos en este artículo, 
el órgano competente lo pondrá en conocimiento del interesado para que en un plazo de diez 
días pueda subsanar dichas carencias. Si así no lo hiciere, se acordará su desistimiento en el 
procedimiento salvo que el plazo se haya ampliado razonadamente no más allá de cinco días 
a petición del interesado.

Párrafo V. Ningún funcionario podrá negarse a recibir una petición, aún cuando deberá ad-
vertir al interesado de cualquier omisión que hubiese constatado. El funcionario público que 
incumpla este deber comprometerá su responsabilidad personal.

Artículo 24. Comunicación Previa con Reserva de Oposición. Cuando la ley establezca 
la posibilidad de ejercer un derecho o de realizar una actividad sin necesidad de autorización 
o permiso previos u otro medio de control anterior, el interesado deberá comunicar inme-
diatamente antes de iniciar la actividad o de ejercer el derecho de que se trate los datos y la 
información relevantes para la actividad proyectada.
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Párrafo I. El interesado deberá expresar por escrito, bajo su responsabilidad, que cumple 
con los requisitos establecidos en la legislación vigente y que se compromete a mantener su 
cumplimiento durante el periodo de tiempo inherente a dicho reconocimiento o ejercicio.

Párrafo II. La Administración podrá en cualquier momento controlar o inspeccionar su cum-
plimiento y, en su caso, ordenar el cese de la actividad o del ejercicio del derecho si aprecia la 
inobservancia de los requisitos establecidos, para lo que deberá seguir el oportuno procedi-
miento administrativo.

Artículo 25. Tramitación y Medidas Provisionales. La iniciación del procedimiento, sea de 
oficio o a instancia de parte, obliga a la Administración a tramitar por su orden temporal el 
procedimiento y resolverlo en el plazo establecido y la faculta, en los casos establecidos por 
las leyes a adoptar, razonada y motivadamente, de oficio o a instancia de parte, las medidas 
provisionales que estime pertinentes para asegurar la eficacia de la resolución que, en el caso, 
ponga fin al procedimiento.

Párrafo I. Las medidas provisionales en el procedimiento administrativo pueden acordarse 
de forma simultánea o inmediatamente posterior al inicio del procedimiento. Podrán moti-
vadamente adoptarse con anterioridad al inicio del procedimiento, de oficio o a instancia de 
parte, cuando medie una situación de urgencia y sea necesaria la protección provisional de los 
intereses implicados.

Párrafo II. En el caso las medidas provisionales dictadas en situación de urgencia, las mismas 
habrán de ser confirmadas, modificadas o levantadas en el acuerdo de iniciación del procedimien-
to cuando se inicie de oficio o en el momento de la presentación de la solicitud del interesado y 
quedarán sin efecto si no se inicia el procedimiento en un lapso no mayor de 15 días hábiles.

Párrafo III. Cuando se hayan adoptado las medidas provisionales, de oficio o instancia de 
parte, en el momento de la iniciación del procedimiento o con posterioridad, podrán ser le-
vantadas o modificadas durante la tramitación del procedimiento en virtud de circunstancias 
sobrevenidas o que no pudieron ser tenidas en cuenta en el momento de su adopción.

Párrafo IV. En todo caso, las medidas provisionales acordadas con motivo del procedimiento 
administrativo se extinguirán con la eficacia de la resolución administrativa que ponga fin al 
procedimiento.

Párrafo V. El acuerdo de adopción de las medidas provisionales, podrá ser objeto de recurso.

Artículo 26. Instrucción. La Administración ha de adoptar decisiones bien informadas. El 
procedimiento administrativo constituye el instrumento para la obtención y el tratamiento 
de la información necesaria para adoptar la mejor decisión de que se trate en cada caso. La 
Administración de oficio, deberá recabar todas las pruebas necesarias para adoptar la mejor 
decisión, en resguardo del derecho de los interesados.

Párrafo I. Para la adopción de la resolución que proceda en cada caso deberán llevarse a cabo 
todas las actuaciones de instrucción o investigación que resulten necesarias y, en general, 
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aquellas actuaciones de obtención y tratamiento de la información que sean adecuadas para 
el fin perseguido. Al órgano que tramite el procedimiento le corresponde apreciar los actos y 
actuaciones que hayan de practicarse para asegurar una decisión bien informada, sin perjuicio 
de las que el interesado pueda solicitar o proponer.

Párrafo II. Los actos de instrucción e investigación se realizarán de oficio, sin perjuicio del 
derecho de los interesados a proponer aquellas actuaciones que consideren pertinentes.

Párrafo III. No obstante lo dicho en el párrafo anterior, el interesado podrá colaborar activa-
mente en la instrucción del procedimiento siempre que las normas aplicables del sector de que 
se trate no lo prohíban, asumiendo entonces la responsabilidad de presentar con su solicitud 
de permiso o autorización, o su mera comunicación, según proceda, los estudios pertinentes, 
sean de carácter técnico, científico, económico, legal o medioambiental, costeados por el pro-
pio interesado. En tal caso, la Administración habrá de constatar la fiabilidad y consistencia 
de los estudios aportados.

Párrafo IV. En todo caso, los interesados podrán aportar los documentos y datos que con-
sideren relevantes, así como hacer las alegaciones y observaciones oportunas sobre éstos, 
a lo largo de todo el procedimiento, hasta el momento anterior a la resolución definitiva. 
La Administración estará obligada a valorar los alegatos y pruebas aportados por las partes 
durante la sustanciación del procedimiento.

Artículo 27. Actos de Instrucción o Investigación. Los actos de instrucción o investigación 
podrán consistir, entre otros, en los siguientes medios:

a.	 Cualquier medio de prueba admitido en Derecho y practicado de conformidad con los 
principios característicos de la legislación procesal.

b.	 Informes, análisis, evaluaciones y, en general, estudios, que resulten pertinentes u obli-
gatorios, sean o no vinculantes.

c.	 La participación activa de todos los interesados.

Párrafo I. Las actuaciones para la obtención y tratamiento de la información necesaria para 
adoptar una decisión bien informada podrán consistir en cualquier medio, como la coope-
ración, asistencia e intercambio de información con otras administraciones competentes, o 
las consultas a los expertos. En los términos establecidos en la legislación o en convenios 
internacionales, podrá recabarse la colaboración informativa de otras agencias y administra-
ciones especializadas de otros Estados, o de organismos internacionales, al objeto de adoptar 
la decisión mejor informada, al servicio de los intereses generales.

Párrafo II. Todos los actos y actuaciones estarán sujetos a los principios de transparencia, 
igualdad, contradicción y fiabilidad o consistencia.

Artículo 28. Formas de Finalización. Pondrán fin al procedimiento administrativo:
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a.	 La resolución, que debe dar respuesta congruente y razonada a todas las cuestiones plan-
teadas en el mismo.

b.	 El desistimiento del solicitante, que no comportará pérdida del derecho a reiniciar otro 
procedimiento dentro los plazos legales.

c.	 La renuncia al derecho, siempre y cuando se trate de un derecho renunciable.

d.	 La imposibilidad material de continuarlo por causas sobrevenidas.

e.	 La declaración de caducidad, por transcurso del tiempo sin realizar alguno de sus trámites 
esenciales.

f.	 La celebración de un convenio, acuerdo o pacto, en los casos previstos por las normas sectoriales.

Párrafo I. En todo caso, se dejará constancia escrita de las circunstancias de terminación 
de cada procedimiento, explicando los motivos de legalidad y permitiendo su conocimiento 
conforme a lo establecido en la Ley General de Libre Acceso a la Información Pública.

Párrafo II. Cuando la Administración no decida expresamente el procedimiento iniciado, en 
los plazos establecidos en la ley, incurrirá en una inactividad administrativa contraria a dere-
cho. El funcionario público que omitiere dar respuesta oportuna al procedimiento previamente 
iniciado comprometerá su responsabilidad personal, sin perjuicio del derecho de los interesa-
dos a la tutela judicial efectiva frente a la inactividad de la Administración. La Administración 
mantendrá en todos los casos obligación de resolver expresamente el procedimiento iniciado.

Párrafo III. La ley podrá establecer que la inactividad de la Administración en resolver el 
procedimiento dentro del lapso establecido en la ley, será considerada como aceptación de 
la previa petición formulada por el interesado. En tal supuesto, la Administración deberá 
emitir, dentro de los cinco días siguientes, una constancia que indique tal circunstancia, sin 
perjuicio del derecho de los ciudadanos a la tutela judicial efectiva frente a la inactividad de 
la Administración. En estos casos la Administración sólo podrá resolver la previa petición en 
sentido desfavorable, previo procedimiento administrativo.

Artículo 29. Medios de Ejecución. Para la ejecución de las resoluciones finalizadoras de los 
procedimientos administrativos, podrán utilizarse los siguientes medios:

a.	 Embargo y apremio sobre el patrimonio, de conformidad con la normativa contenida en 
el Código Tributario.

b.	 Ejecución subsidiaria, encomendando a persona distinta la realización del acto, a costa 
del obligado.

c.	 Multa coercitiva, con independencia de las sanciones administrativas que pudieran imponerse.

d.	 Excepcionalmente, la compulsión sobre las personas, para las obligaciones personales de 
no hacer o soportar.
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Párrafo I. Sólo podrán ejecutarse actos administrativos no suspendidos por la autoridad ad-
ministrativa o judicial.

Párrafo II. En la aplicación de los medios de ejecución, deberán respetarse los derechos fun-
damentales y el principio de proporcionalidad, optando en todo caso por el medio menos 
gravoso que sirva para cumplir las resoluciones administrativas.

CAPÍTULO SEGUNDO 
NORMAS COMUNES DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO PARA  

LA ELABORACIÓN DE NORMAS ADMINISTRATIVAS Y PLANES

Artículo 30. Objeto. Las disposiciones de este capítulo tienen por objeto establecer los están-
dares mínimos y obligatorios de los procedimientos administrativos que procuran la adopción de 
reglamentos, planes y programas, que poseen un alcance general. La finalidad de estas normas 
reside en que la Administración pública obtenga la información necesaria para su aprobación, 
canalizando el diálogo con otros órganos y entes públicos, con los interesados y el público en ge-
neral, con ponderación de las políticas sectoriales y derechos implicados y promoviendo el derecho 
fundamental a la participación ciudadana como sustento de la buena gobernanza democrática.

Párrafo I. Los principios y criterios que se contienen en el artículo 31 habrán de aplicarse con 
tanta mayor intensidad y exigencia, cuanto menor sean la programación o condicionamientos 
legislativos previos del contenido del plan, programa o reglamento y, en consecuencia, mayor 
sea el margen de apreciación o la discrecionalidad que de la ley resulte.

Párrafo II. Por razón de la jerarquía normativa o por motivos sustantivos, serán nulas de pleno 
derecho las normas administrativas, los planes o programas aprobados por la Administración 
que vulneren la Constitución, las leyes u otras disposiciones administrativas de rango supe-
rior, las que regulen materias reservadas a la ley, y las que establezcan la retroactividad de 
disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales. En razón del 
procedimiento, incurrirán en nulidad de pleno Derecho la infracción o desconocimiento de los 
principios o reglas que resulten de aplicación, que se regulan en el artículo 31.

Párrafo III. Los instrumentos de carácter general emanados por la Administración y que ca-
rezcan de fuerza normativa o vinculante, cualquiera que sea la forma que adopten (recomen-
daciones, manuales, interpretaciones, estándares o medidas similares), habrán de elaborarse 
de conformidad con los principios de transparencia, participación y motivación.

Artículo 31. Principios del Procedimiento Aplicable a la Elaboración de Reglamentos, 
Planes o Programas. La elaboración de reglamentos administrativos, planes y programas 
de alcance general, se sujetará a los siguientes principios y criterios, cualquiera que sea la 
Administración competente en cada caso:

1.	 Iniciativa. El órgano responsable elaborará el correspondiente anteproyecto o borrador. 
Si la legislación sectorial así lo ha establecido, también podrá la iniciativa privada presen-
tar el correspondiente anteproyecto de reglamento, de plan o programa.
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2.	 Decisión bien informada. El procedimiento de elaboración del proyecto ha de servir 
para obtener y procesar toda la información necesaria a fin de garantizar el acierto del 
texto reglamentario, plan o programa. A tal fin deberán recabarse los estudios, evalua-
ciones e informes de naturaleza legal, económica, medioambiental, técnica o científica 
que sean pertinentes. Las alegaciones realizadas por los ciudadanos serán igualmente te-
nidas en cuenta para hallar la mejor solución posible en el reglamento, plan o programa.

3.	 Audiencia de los ciudadanos directamente afectados en sus derechos e intereses. 
La audiencia de los ciudadanos, directamente o a través de las asociaciones que les re-
presenten, se ha de producir en todo caso antes de la aprobación definitiva del texto re-
glamentario, plan o programa cuando puedan verse afectados en sus derechos e intereses 
legítimos. Habrá de otorgarse un plazo razonable y suficiente, en razón de la materia y de 
las circunstancias concurrentes, para que esa audiencia resulte real y efectiva. La Admi-
nistración habrá de contar igualmente con un plazo razonable y suficiente para procesar 
y analizar las alegaciones realizadas.

4.	 Participación del público. La participación del público en general, con independencia de 
que se vea o no afectado directamente por el proyecto de texto reglamentario, plan o pro-
grama, deberá garantizarse antes de la aprobación definitiva salvo texto legal en contrario.

5.	 Colaboración entre órganos y entes públicos administraciones. La Administración 
competente para la aprobación del reglamento, plan o programa habrá de facilitar y re-
cabar la colaboración de los demás órganos y entes públicos, cuando resulte necesario 
o conveniente en razón de los efectos significativos que pueda producir, mediante las 
consultas o informes oportunos.

6.	 Ciclo temporal de la audiencia, de la participación, y de la colaboración interad-
ministrativa. Tanto la audiencia de los interesados, como la participación del público 
en general y la colaboración interadministrativa que se producen en el seno del proce-
dimiento de elaboración podrán extenderse también a los momentos iniciales o de ela-
boración de las prioridades y esquemas del borrador, así como a la fase de seguimiento 
y supervisión, una vez aprobado el texto reglamentario, plan o programa.

7.	 Ponderación y motivación. El órgano promotor habrá de elaborar la propuesta de-
finitiva tomando en consideración los estudios, informes y evaluaciones que, en su 
caso, se hayan utilizado en el procedimiento. La Administración responsable habrá de 
ponderar igualmente las alegaciones y los intereses hechos valer por los interesados 
y el público en general. Antes de la aprobación definitiva, la Administración habrá de 
motivar adecuadamente las razones de las opciones que resulten elegidas, a la vista 
de las distintas alternativas.

8.	 Publicación. La entrada en vigor del reglamento o del plan territorial o urbanístico re-
quiere su previa e íntegra publicación en la Gaceta Oficial o en un diario de circulación 
nacional o local, según sea el caso.
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CAPÍTULO TERCERO 
NORMAS COMUNES DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO ARBITRAL

Artículo 32. Función Administrativa Arbitral. La función administrativa arbitral, mediante 
la cual la Administración dicta actos administrativos decidiendo controversias jurídicas entre 
los administrados, aplicando el derecho, se sustanciará de acuerdo con las garantías comunes 
de procedimiento previstas en el artículo siguiente.

Párrafo I. Las leyes determinarán los ámbitos de aplicación de la función arbitral. Igualmente, 
concretarán los supuestos en los que el sometimiento de las partes al procedimiento arbitral 
será obligatorio y aquellos en los cuales será voluntario.

Párrafo II. Para el ejercicio de la función arbitral, la Administración se someterá a los prin-
cipios del procedimiento administrativo previstos en la presente ley. La legislación sectorial 
podrá establecer las peculiaridades de índole procedimental que sean necesarias, sin vulnerar 
los contenidos de esta ley.

Sección 1º 
El Procedimiento Arbitral

Artículo 33. El procedimiento administrativo arbitral estará sujeto a las siguientes reglas:

1.	 Iniciación: El procedimiento administrativo arbitral se iniciará de oficio cuando sea obli-
gatorio o a instancia de las partes cuando sea voluntario.

2.	 Instrucción: Para la adopción de la resolución que proceda en cada caso, deberán llevar-
se a cabo todas las actuaciones de instrucción o investigación que resulten necesarias y, 
en general, aquellas actuaciones de obtención y tratamiento de la información que sean 
adecuadas. Los interesados podrán proponer aquellas actuaciones que consideren per-
tinentes, pudiendo aportar los documentos y datos que consideren relevantes, así como 
hacer las alegaciones oportunas sobre éstos a lo largo de todo el procedimiento, hasta el 
momento anterior a la vista oral.

2.1	 Los actos de instrucción o investigación podrán consistir, entre otros, en los siguien-
tes medios:

a)	 Cualquier medio de prueba admitido en derecho y practicado de conformidad 
con los principios característicos de la legislación procesal.

b)	 Informes, análisis, evaluaciones y, en general, estudios que resulten pertinen-
tes u obligatorios, sean o no vinculantes.

c)	 La participación activa de todos los interesados.

3.	 Vista oral: Finalizada la fase instructora, se abrirá la vista oral ante el órgano que ha de 
dictar la resolución arbitral. En la vista oral, el órgano arbitral dará la palabra a las partes 
para que de forma sucinta expongan sus alegaciones. El órgano arbitral podrá invitar a 
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las partes, antes o después de los informes orales, a que concreten hechos y puntualicen, 
aclaren o rectifiquen cuanto sea preciso para delimitar el objeto de debate.

4.	 Finalización: El procedimiento arbitral finalizará mediante resolución expresa fundada 
en derecho, que será ejecutiva y ejecutoria.

Artículo 34. Recursos. Contra la resolución que ponga fin a un procedimiento administrativo 
arbitral, podrán las partes interponer el recurso contencioso administrativo.

TÍTULO QUINTO 
POTESTAD SANCIONADORA

Artículo 35. Reserva de Ley. La potestad sancionadora de la Administración pública sólo 
podrá ejercerse en virtud de habilitación legal expresa. Su ejercicio corresponde exclusiva-
mente a los órganos administrativos que la tengan legalmente atribuida.

Artículo 36. Tipicidad. Son infracciones administrativas los hechos o conductas así tipifica-
dos en la ley, que establecerá las sanciones administrativas correspondientes.

Párrafo I. Los reglamentos sólo podrán especificar o graduar las infracciones o sanciones 
legalmente establecidas con la finalidad de una más correcta y adecuada identificación de las 
conductas objeto de las infracciones o de una más precisa determinación de las sanciones a 
que haya lugar.

Párrafo II. Las disposiciones legales sancionadoras producirán efecto retroactivo en cuanto 
favorezcan al presunto infractor. Serán de aplicación a los hechos que constituyan infracción 
administrativa en el momento de su vigencia.

Artículo 37. Responsabilidad. Sólo podrán ser sancionadas por hechos constitutivos de in-
fracciones legalmente establecidas las personas físicas o jurídicas que resulten responsables 
tras el pertinente procedimiento diseñado en el Reglamento General de la potestad sanciona-
dora de la Administración pública.

Párrafo I. Las responsabilidades administrativas derivadas de la conclusión del procedimiento 
sancionador son compatibles con la exigencia al infractor de la reposición de la situación 
alterada a su estado originario, así como con la indemnización de daños o perjuicios causados 
por la infracción.

Párrafo II. Cuando varias personas incurran en una misma infracción administrativa, respon-
derán solidariamente de las sanciones que se impongan.

Párrafo III. En los casos de incumplimiento de obligaciones legales consistentes en el deber 
de prevenir la comisión de infracciones administrativas, las personas físicas o jurídicas sobre 
las que recaiga tal obligación responderán subsidiaria o solidariamente según corresponda.

Artículo 38. Sanciones. Las sanciones administrativas no podrán implicar en ningún caso la 
privación de libertad.
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Párrafo I. Las sanciones pecuniarias aplicables a la comisión de las infracciones tipificadas no 
podrán ser más beneficiosas para el infractor que el cumplimiento de las normas infringidas.

Párrafo II. En la imposición de las sanciones a que haya lugar se deberá guardar la debida 
adecuación entre el hecho constitutivo de la infracción y la sanción efectivamente aplicada 
que, en todo caso, deberá determinarse, en cuanto a su graduación, atendiendo a la existencia 
de intencionalidad o reiteración, a la naturaleza de los perjuicios causados, y a la reincidencia 
por comisión en el término de un año de más de una infracción de la misma naturaleza cuando 
así haya sido declarado por resolución firme.

Párrafo III. En los casos en que sea posible elegir entre varias sanciones, se elegirá la menos 
gravosa para el presunto infractor.

Artículo 39. Prescripción. Las sanciones prescriben de acuerdo con lo dispuesto en las leyes 
que las establezcan. Si no se contempla plazo alguno en la ley, las infracciones muy graves 
prescribirán a los cinco años, las graves a los tres años y las leves al año.

Párrafo I. El plazo de prescripción de las infracciones administrativas empieza a contar desde 
el día en que la infracción se hubiere cometido. Dicho plazo sólo podrá interrumpirse, con 
notificación al interesado, cuando se inicie el procedimiento sancionador. En caso de que el 
expediente sancionador estuviera paralizado durante más de un mes por causa inimputable al 
presunto infractor, se reanudará el plazo de la prescripción.

Párrafo II. El plazo de prescripción de las sanciones administrativas empieza a contarse desde 
el día siguiente a aquel en que adquiera firmeza la resolución sancionadora. Dicho plazo 
sólo podrá interrumpirse, con notificación al interesado, cuando se inicie el procedimiento de 
ejecución, reanudándose dicho plazo si dicho procedimiento se paraliza por más de un mes por 
causa inimputable al infractor.

Artículo 40. Non bis in idem. No podrán ser objeto de sanción los hechos que hayan mere-
cido sanción penal o administrativa en aquellos casos en que se aprecie identidad de sujeto, 
hecho y fundamento.

Artículo 41. Procedimiento Sancionador. El ejercicio de la potestad sancionadora de la 
Administración pública se realizará siempre en el marco del procedimiento que reglamenta-
riamente se determine, que será común tanto para la Administración nacional como para la 
Administración local.

Artículo 42. Principios del Procedimiento Sancionador. En el procedimiento administra-
tivo sancionador deberán atenderse los siguientes criterios y principios:

1.	 Separación entre la función instructora y la sancionadora, que se encomendará a funcio-
narios distintos y, si es posible, de otros entes públicos.

2.	 Garantía del derecho del presunto responsable a ser notificado de los hechos imputados, 
de las infracciones que tales hechos puedan constituir y de las sanciones que, en su caso, 
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se le puedan imponer, así como de la identidad de los instructores, de la autoridad com-
petente para sancionar y de la norma jurídica que atribuya tales competencias.

3.	 Garantía del derecho del presunto responsable a formular las alegaciones y uso de los medios 
de defensa procedentes, los cuales deberán ser considerados en la decisión del procedimiento.

4.	 Garantía de los derechos de las personas, en la medida en que el presunto responsable es 
parte interesada en el procedimiento administrativo sancionador.

5.	 Adopción, cuando proceda, y en virtud de acuerdo motivado, de las medidas provisionales 
que sean necesarias para asegurar la eficacia de la resolución final que pudiera dictarse.

6.	 Garantía de la presunción de inocencia del presunto responsable mientras no se demues-
tre lo contrario.

Artículo 43. Prueba en el Procedimiento Sancionador. En el procedimiento administrativo 
sancionador la carga de la prueba corresponderá a la Administración. Los hechos probados por 
resoluciones judiciales penales firmes vincularán a la Administración pública respecto de los 
procedimientos sancionadores que tramiten.

Párrafo I. Los hechos constatados por funcionarios constituidos en autoridad formalizados 
en documentos públicos observando los requisitos legales establecidos deberán ser motiva-
dos y argumentados concretamente adquiriendo el valor que tengan a juicio de la autoridad 
competente para sancionar, que en todo caso podrán ser desvirtuados por prueba en contrario 
alegada por el presunto responsable.

Párrafo II. Se practicarán de oficio o se admitirán a propuesta del presunto responsable cuan-
tas pruebas sean necesarias para la determinación de los hechos y posibles responsabilidades.

Artículo 44. Resolución del Procedimiento Sancionador. La resolución que ponga fin al 
procedimiento sancionador habrá de ser motivada y deberá resolver todas y cada una de las 
cuestiones planteadas en el expediente correspondiente, sin que se puedan aceptar hechos 
distintos de los determinados en el curso del procedimiento.

Párrafo. La resolución de estos procedimientos sólo será ejecutiva cuando ponga fin a la vía 
administrativa, si bien en los casos de solicitud de medidas cautelares, dada la especial natu-
raleza de estos supuestos, la autoridad administrativa competente para su resolución habrá 
de valorar circunstanciadamente los intereses en conflicto y las posibilidades reales de que un 
ulterior recurso judicial pierda completamente su sentido por inútil.

TÍTULO SEXTO 
REVISIÓN DE ACTOS Y RECURSOS ADMINISTRATIVOS 

CAPÍTULO I 
DECLARACIÓN DE LESIVIDAD

Artículo 45. Declaración de Lesividad de Actos Favorables. Los órganos administrativos 
podrán declarar, por iniciativa propia o a solicitud de interesado, lesivos para el interés público 
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los actos favorables para los interesados nulos o anulables, a fin de proceder a su ulterior 
impugnación ante la jurisdicción contencioso-administrativa.

Párrafo I. Si el vicio del acto determinara su nulidad, el proceso de lesividad puede iniciarse en 
cualquier momento, siempre y cuando no se haya producido prescripción de acciones, o si por 
cualquier circunstancia su activación contraríe la equidad, la buena fe o la confianza legítima.

Párrafo II. Si el vicio fuera de anulabilidad, el proceso de lesividad debe iniciarse antes de 
transcurrido un año desde el dictado del acto.

Párrafo III. La Administración podrá inadmitir motivadamente las solicitudes de inicio del 
proceso de lesividad cuando carezcan manifiestamente de fundamento, sean contrarias a la 
buena fe o a la confianza legítima.

Artículo 46. Revocación de Actos Desfavorables y Rectificación de Errores. Los órganos 
administrativos podrán revocar en cualquier momento sus actos de gravamen o desfavora-
bles, siempre que tal revocación no constituya dispensa o exención no permitida por las leyes, 
o sea contraria a la igualdad, al interés público o al ordenamiento jurídico.

Párrafo I. También podrán rectificar en cualquier momento los errores materiales, de hecho 
o aritméticos existentes en los actos, de oficio o a instancia de los interesados, dejando cons-
tancia escrita de las rectificaciones efectuadas.

Párrafo II. Tanto la revocación de actos desfavorables como la rectificación de errores habrán 
de ser motivadas y hacerse públicas periódicamente la relación de las efectuadas.

CAPÍTULO II 
RECURSOS ADMINISTRATIVOS

Artículo 47. Actos Recurribles. Los actos administrativos que pongan fin a un procedi-
miento, imposibiliten su continuación, produzcan indefensión, lesionen derechos subjetivos o 
produzcan daños irreparables podrán ser directamente recurridos en vía administrativa.

Artículo 48. Forma de Presentación. Los recursos administrativos se presentarán por escrito 
en los registros de los órganos competentes para resolverlos, que deberá admitirlos y trami-
tarlos siempre que de su contenido se pueda deducir la actuación administrativa recurrida, la 
voluntad de impugnación y los motivos concretos de inconformidad.

Artículo 49. Ausencia de Efecto Suspensivo. Salvo disposición legal expresa en contrario, 
la interposición de los recursos administrativos no suspenderán en principio la ejecución del 
acto impugnado.

Artículo 50. Posibilidad de Suspensión Administrativa de los Efectos. El órgano admi-
nistrativo ante el cual se recurra un acto administrativo podrá, de oficio o a petición de parte, 
acordar la suspensión de los efectos del acto recurrido en el caso de que su ejecución pudiera 
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causar grave perjuicio al interesado, o si la impugnación se fundamentare en la nulidad de 
pleno derecho del acto, pudiendo exigir la constitución previa de una garantía.

Artículo 51. Carácter Optativo de los Recursos Administrativos. Los recursos administra-
tivos tendrán carácter optativo para las personas, quienes a su opción, podrán interponerlos 
o acudir directamente a la vía contenciosa administrativa. La elección de la vía jurisdiccional 
hará perder la administrativa, pero la interposición del recurso administrativo no impedirá 
desistir del mismo en cualquier estado a fin de promover la vía contenciosa, ni impedirá que 
se interponga el recurso contencioso administrativo una vez resuelto el recurso administrativo 
o transcurrido el plazo para decidir.

Artículo 52. Poderes del Órgano Revisor. El órgano competente para decidir un recurso 
administrativo podrá confirmar, modificar o revocar el acto impugnado, así como ordenar la 
reposición en caso de vicios de procedimiento, sin perjuicio de la facultad de la Administración 
para convalidar los actos anulables. En ningún caso la Administración podrá, al resolver el 
recurso administrativo, agravar la condición jurídica del interesado que interpuso el recurso.

Artículo 53. Recurso de Reconsideración. Plazo para su interposición. Los actos adminis-
trativos podrán ser recurridos ante los órganos que los dictaron en el mismo plazo de que 
disponen las personas para recurrirlos a la vía contencioso-administrativa.

Párrafo. El órgano competente para resolver el recurso administrativo dispondrá de un plazo de 
treinta (30) días para dictar su decisión. Si el recurso de reconsideración no fuera resuelto dentro 
del plazo fijado, el interesado podrá reputarlo denegando tácitamente, pudiendo interponer a 
su opción el recurso jerárquico, si procede, o el contencioso administrativo, sin plazo preclusivo.

Artículo 54. Recurso Jerárquico. Contra los actos dictados por órganos sujetos al control 
jerárquico de otros superiores podrá interponerse recurso jerárquico, sin que sea necesario 
haber deducido previamente recurso de reconsideración.

Párrafo I. En la Administración Central del Estado el recurso jerárquico deberá ser interpuesto 
por ante el Ministro competente. En el caso de los entes descentralizados funcional y terri-
torialmente, el recurso jerárquico deberá ser interpuesto contra las decisiones de los órganos 
subalternos por ante los órganos superiores de ellos.

Párrafo II. Excepcionalmente, en los casos expresamente establecido en las leyes, un órgano 
que no sea superior jerárquico podrá conocer los recursos contra los actos administrativos de 
un órgano que no le está subordinado, pertenezcan o no a un mismo ente público.

Párrafo III. La interposición de un recurso jerárquico tendrá que efectuarse en el mismo plazo 
de que disponen las personas para interponer el recurso contencioso administrativo. El recurso 
deberá ser en todo caso resuelto en un plazo no mayor de treinta (30) días. Si el recurso 
jerárquico no fuera resuelto dentro del plazo fijado, el interesado podrá reputarlo denegado 
tácitamente, pudiendo interponer, sin plazo preclusivo, el recurso contencioso administrativo.
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TÍTULO SÉPTIMO 
RÉGIMEN DE ÓRGANOS COLEGIADOS

Artículo 55. Órganos Colegiados. Los órganos administrativos compuestos por tres o más 
miembros se sujetarán a lo dispuesto en esta ley, sin perjuicio de lo que establezcan sus 
disposiciones de creación o las adaptaciones requeridas para la participación ciudadana.

Párrafo I. En todo órgano colegiado se deberá designar un presidente y un secretario. A falta 
de previsión expresa de la ley, los cargos indicados son elegidos por el propio órgano colegiado 
entre sus integrantes, por mayoría absoluta de votos.

Párrafo II. El presidente acordará la convocatoria de las sesiones, ordenará las deliberaciones, 
ejecutará los acuerdos y garantizará el cumplimiento de la legalidad en el funcionamiento del 
órgano. El secretario notificará la convocatoria de las sesiones, custodiará y transmitirá la do-
cumentación del órgano, levantará acta de sus acuerdos y emitirá certificaciones de los mismos.

Párrafo III. Todo órgano colegiado se reúne ordinariamente con la frecuencia y en el día que 
indique su ordenamiento, y, a falta de ambos, cuando él lo acuerde.

Párrafo IV. Los miembros de los órganos colegiados tienen derecho a recibir con 48 horas de 
antelación la información relativa a los asuntos a debatir, a participar en las deliberaciones 
dejando constancia de su opinión y expresar su voto disidente de forma motivada para no 
incurrir en las responsabilidades derivadas de los acuerdos ilegales.

Párrafo V. Para la válida constitución del órgano colegiado se requerirá al menos un quórum 
de la mitad más uno de los miembros. No obstante la ley que cree cada órgano colegiado 
podrá exigir un quórum mayor. Los acuerdos deberán ser adoptados por mayoría simple, salvo 
que las normas de cada órgano exijan mayoría cualificada.

Párrafo VI. Se dejará constancia en acta de la celebración de las sesiones, con indicación de 
los asistentes, el lugar y tiempo en que ha sido efectuada, los puntos de deliberación y los 
acuerdos adoptados, con indicación de la forma y sentido de los votos de todos los participan-
tes. El acta será leída y sometida a la aprobación de los miembros del órgano colegiado al final 
de la misma sesión o al inicio de la siguiente, pudiendo no obstante el secretario certificar los 
acuerdos específicos ya aprobados, así como el pleno autorizar la ejecución inmediata de lo 
acordado. Cada acta será firmada por el secretario, el presidente, por quienes hayan votado 
singularmente y por quienes así lo soliciten.

TÍTULO OCTAVO 
SIMPLIFICACIÓN ADMINISTRATIVA Y DESCARGA BUROCRÁTICA

Artículo 56. Descarga Burocrática. Los ciudadanos no estarán obligados a entregar el mismo 
documento a un mismo órgano administrativo en procedimientos que se sucedan con una di-
ferencia temporal inferior a seis meses, salvo que hubiera variado alguna de las circunstancias 
reflejadas en los documentos en poder del órgano administrativo actuante.
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Párrafo I. En cada una de las dependencias de la Administración se conservarán en archivo los 
documentos presentados por los ciudadanos, localizables para evitar el abuso en la exigencia 
documental y sus costes.

Párrafo II. Para evitar la entrega recurrente de documentos, los ciudadanos firmarán una 
declaración responsable en la que hagan constar la no variación de los datos recogidos en los 
anteriormente entregados.

Párrafo III. La Administración presumirá la buena fe de las personas. Por lo tanto, las de-
claraciones de las personas se entenderán como verdaderas, sin perjuicio de las potestades 
inquisitivas de la Administración y del control posterior.

TÍTULO NOVENO 
RESPONSABILIDAD DE LOS ENTES PÚBLICOS Y DEL PERSONAL A SU SERVICIO

Artículo 57. Responsabilidad Subjetiva. El derecho fundamental a la buena administración 
comprende el derecho de las pesonas a ser indemnizados de toda lesión que sufran en sus 
bienes o derechos como consecuencia de una acción u omisión administrativa antijurídica. 
Corresponde a la Administración la prueba de la corrección de su actuación.

Párrafo I. Excepcionalmente, se reconocerá el derecho de los ciudadanos a ser indemnizados 
incluso en ausencia de funcionamiento irregular, a la vista de las circunstancias del caso y, en 
especial, de la naturaleza de la actividad generadora de riesgos o de la existencia de sacrificios 
especiales o singulares en beneficio de la generalidad de los ciudadanos, derivados del ejerci-
cio lícito de potestades administrativas.

Párrafo II. No son imputables a la Administración los daños derivados de fuerza mayor. Se 
considera como tal a aquellos eventos inevitables ajenos al ámbito de actuación administrativa.

Párrafo III. La intervención culpable de la víctima en la producción del daño excluirá o mode-
rará la responsabilidad administrativa, a la vista de las circunstancias del caso.

Párrafo IV. Las reclamaciones de responsabilidad patrimonial se regirán por la presente ley, 
salvo en aquellos supuestos en que normas sectoriales que sean también de aplicación a la 
Administración pública establezcan un régimen especial de responsabilidad.

Artículo 58. Legitimación Activa y Pasiva. La reclamación de indemnización podrá ser formu-
lada por cualquier ciudadano, por los propios empleados públicos y por otro ente público, siem-
pre que hayan sufrido un daño como consecuencia de una actuación u omisión administrativa.

Párrafo I. Cuando en la producción del daño intervengan diversos entes públicos, la respon-
sabilidad será solidaria entre ellos, sin perjuicio del posterior ejercicio de la acción de regreso.

Párrafo II. Los entes públicos y sus funcionarios serán conjunta y solidariamente responsables 
por los daños ocasionados por una actuación u omisión administrativa antijurídica siempre 
que medie dolo o imprudencia grave.
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Párrafo III. En el caso de daños sufridos con ocasión de la ejecución de una obra pública o 
la prestación de un servicio público concesionado, la indemnización se exigirá en todo caso 
de la Administración por cuenta de la cual se llevó a cabo la actividad, actuando como co-
demandado el contratista o concesionario. Será de aplicación el régimen de responsabilidad 
extracontractual regulado en este Título, debiendo abonar la indemnización aquel que hubiera 
causado el daño. A tales efectos, responderá la Administración si el daño deriva de un defecto 
en el proyecto elaborado por la Administración o de una orden dada por ella. En caso contrario, 
responderá el contratista o concesionario. Conocerá en todo caso de la acción la jurisdicción 
contencioso-administrativa, sin que quepa deducir acción de responsabilidad civil contra el 
contratista o concesionario ante los tribunales civiles.

Artículo 59. Daño Indemnizable. Son indemnizables los daños de cualquier tipo, patrimo-
nial, físico o moral, por daño emergente o lucro cesante, siempre que sean reales y efectivo. 
La prueba del daño corresponde al reclamante.

Párrafo. La indemnización podrá sustituirse, previa motivación, por una compensación en 
especie o por pagos periódicos cuando resulte más adecuada para lograr la reparación debida 
de acuerdo con el interés público siempre que exista conformidad del lesionado.

Artículo 60. Plazo para Reclamar. El derecho a reclamar prescribe a los dos años de produ-
cida la actuación pública causante del daño o, en su caso, de la manifestación de sus efectos 
lesivos. En el caso de daños continuados, el plazo comenzará a computar desde el momento 
en que se conozca el alcance definitivo del daño. Cuando el daño derive de la aplicación de 
un acto declarado ilegal por sentencia firme, el plazo prescribirá a los dos años desde la fecha 
en que sea dictada la sentencia, pudiendo en todo caso solicitarse indemnización en el propio 
recurso que cuestione la legalidad del acto en cuestión.

TÍTULO DÉCIMO 
DISPOSICIONES FINALES

Artículo 61. Entrada en Vigencia. Esta ley entrará en vigencia al cumplirse los dieciocho (18) 
meses de su promulgación.

Párrafo I. En ese período el Ministerio de Administración Pública promoverá la elaboración de 
un manual de buenas prácticas procedimentales, así como la realización de cursos y talleres 
de procedimiento administrativo dirigido a los funcionarios de los entes y órganos adminis-
trativos sujetos a esta ley.

Párrafo II. No obstante la vacatio legis, ningún acto administrativo que lesione o restrinja los 
derechos e intereses de las personas podrá ser dictado sin que al afectado se le respete, con 
carácter previo, su derecho de audiencia, debiendo cumplirse además con la exigencia de la 
motivación en aquellos actos administrativos que se pronuncien sobre derechos, tengan un 
contenido discrecional o generen gasto público.
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Artículo 62. Derogaciones. A partir de la entrada en vigencia de esta ley, quedan derogadas 
todas las disposiciones contenidas en leyes generales o especiales que le sean contrarias.

DADA en la Sala de Sesiones del Senado, Palacio del Congreso Nacional, en Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, capital de la República Dominicana, a los tres (03) días del mes 
de abril del año dos mil trece (2013); años 170 de la Independencia y 150 de la Restauración.

DADA en la Sala de Sesiones de la Cámara de Diputados, Palacio del Congreso Nacional, en 
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, capital de la República Dominicana, a los vein-
ticuatro (24) días del mes de julio del año dos mil trece (2013); años 170 de la Independencia 
y 150 de la Restauración.

DANILO MEDINA
Presidente de la República Dominicana

En ejercicio de las atribuciones que me confiere el artículo 128 de la Constitución de la República.

PROMULGO la presente Ley y mando que sea publicada en la Gaceta Oficial, para su conoci-
miento y cumplimiento.

DADA en Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la República Dominicana, a 
los seis (6) días del mes de agosto del año dos mil trece (2013); años 170 de la Independencia 
y 150 de la Restauración.

DANILO MEDINA



157

Ley No. 37-17
Reorganiza el Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes

4 de febrero de 2017
Gaceta Oficial No. 10873, del 15 de febrero de 2017

Gaceta Oficial No. 10901, del 29 de diciembre de 2017

EL CONGRESO NACIONAL 
En Nombre de la República

Considerando Primero: Que los artículos 134 y 136 de la Carta Magna establecen que por ley 
se crearán ministerios para el despacho de los asuntos de gobierno, en la que la ley determi-
nará las atribuciones de los ministerios y viceministerios.

Considerando Segundo: Que el Decreto No. 56-10, del 6 de febrero de 2010, reconoce que la 
designación pura y simple de las antiguas secretarías de Estado como ministerios no reempla-
za la necesidad de reformar mediante ley las secretarías de Estado e incluso suprimir algunas 
de ellas, de conformidad con las disposiciones de la Ley Orgánica de la Administración Pública.

Considerando Tercero: Que la República Dominicana ha adoptado mediante la Ley No. 1-12, 
del 25 de enero de 2012, Orgánica de la Estrategia Nacional de Desarrollo de la República 
Dominicana 2030, una Estrategia Nacional de Desarrollo que ordena consolidar las instancias 
de coordinación interinstitucional con el propósito de articular el diseño y ejecución de las 
políticas públicas y asegurar la debida coherencia, complementariedad y continuidad de las 
políticas transversales y sectoriales, así como impulsar un Estado procompetitivo que elimine 
la duplicidad de instituciones y funciones, mediante el establecimiento y aplicación efectiva 
de un marco normativo para la coordinación de los procedimientos de las instituciones públi-
cas centrales, descentralizadas y locales.

Considerando Cuarto: Que dentro del tercer eje estratégico de la referida Estrategia Nacional 
de Desarrollo se prevén como líneas de acción el fomento de la cultura emprendedora, la 
inserción de la mujer en sectores no tradicionales, la elevación de la eficiencia, capacidad de 
inversión y la productividad de las micros, pequeñas y medianas empresas (mipymes).

Considerando Quinto: Que dicha Estrategia Nacional de Desarrollo dispone dentro de sus 
políticas transversales la participación social mediante la creación de espacios que faciliten la 
corresponsabilidad ciudadana; por tanto, el crecimiento económico de la República Dominicana 
debe contar con la participación activa de sus ciudadanos a través de la consolidación del em-
prendimiento empresarial como herramienta de empoderamiento económico e inclusión social.

Considerando Sexto: Que las políticas industriales, comerciales y las orientadas al desarro-
llo de las pequeñas y medianas empresas (pymes) aplicadas en los últimos cuarenta años han 
resultado en la creación de muchas entidades y cargos ad hoc, cuyo proceso de formulación 
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de políticas y de toma de decisiones no sigue la línea jerárquica institucional del Gobierno, 
lo cual dificulta la implementación de una política pública consolidada y coherente.

Considerando Séptimo: Que la falta de coordinación es el resultado de la ausencia de di-
rección para organizar efectivamente todas las entidades relacionadas con la industria, el 
comercio interno y el exterior y las pymes.

Considerando Octavo: Que la Ley No. 41-08, del 16 de enero de 2008, sobre Función Pública, 
al referirse a las instituciones públicas descentralizadas expresa que las mismas están ads-
critas a la secretaría de Estado, hoy ministerios, afín con sus cometidos institucionales, y el 
titular de la cartera ejerce sobre las mismas una tutela administrativa y un poder de vigilancia.

Considerando Noveno: Que la misma ley define la tutela administrativa como el conjunto 
de facultades de control y vigilancia otorgadas a las secretarías de Estado, hoy ministerios, 
para velar por la orientación, eficacia, eficiencia y legalidad de la gestión de las entidades 
descentralizadas, cuyos objetivos programáticos les son afines.

Considerando Décimo: Que la importancia que reviste el comercio interno, el comercio in-
ternacional y la necesidad de adoptar políticas industriales activas, requiere reformular el 
marco institucional de los sectores de la industria, el comercio y las pymes, y restablecer los 
vínculos jerárquicos y programáticos con las distintas instituciones de los sectores público 
y privado que interactúan en el sistema nacional de promoción y apoyo a la industria, el 
comercio, las exportaciones de bienes industriales y las pymes.

Considerando Decimoprimero: Que la importancia que revisten hoy en día los temas de 
energía, eficiencia energética, ahorro de combustibles, así como el potencial de la minería 
dominicana, requieren de un diseño institucional y de políticas públicas propias, que permitan 
al Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes enfocarse en su misión de desarrollar políticas 
activas para promover la industria, el comercio y las exportaciones.

Vista: La Constitución de la República.

Vista: La Resolución No. 2-95, del 20 de enero de 1995, que aprueba los acuerdos en que se 
incorporan los resultados de la Ronda Uruguay de Negociaciones Comerciales Multilaterales, 
suscrita el 15 de abril de 1994, en Marrakech, por las Partes Contratantes del GATT, la cual 
crea la Organización Mundial del Comercio (OMC).

Vista: La Resolución No. 38-01, del 28 de febrero de 2001, que aprueba el acuerdo de Libre 
Comercio entre la República Dominicana y la Comunidad del Caribe (CARICOM), suscrito el 22 
de agosto del 1998, y el Protocolo para la Implementación del Acuerdo para el Establecimiento 
del Área del Libre Comercio entre ambas Altas Partes Contratantes, de fecha 28 de abril del 
año 2000.

Vista: La Resolución No. 63-01, del 2 de abril de 2001, que aprueba el Tratado Marco de Libre 
Comercio con Centroamérica (TLCARD), sus Protocolos y sus Addéndums, suscritos entre los go-
biernos de Guatemala, Costa Rica, Honduras, El Salvador, Nicaragua y la República Dominicana.
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Vista: La Resolución No. 357-05, del 9 de septiembre de 2005, que aprueba el Tratado de 
Libre Comercio suscrito entre la República Dominicana-Centroamérica y los Estados Unidos 
de América.

Vista: La Resolución No. 204-08, del 30 de mayo de 2008, que aprueba la Enmienda al 
Tratado de Libre Comercio República Dominicana-Centroamérica-Estados Unidos, relativa a 
las Reglas de Origen de la Tela Interior de los Bolsillos, mejor conocida como “Pocketing”, del 
14 de agosto de 2007.

Vista: La Resolución No. 453-08, del 27 de octubre de 2008, que aprueba el Acuerdo de 
Asociación Económica entre los estados del CARIFORUM, por una parte, y la comunidad euro-
pea y sus estados miembros, por la otra parte, del 15 de octubre de 2008.

Vista: La Ley Orgánica del Ministerio de Industria y Comercio No. 290, del 30 de junio de 1966.

Vista: La Ley No. 520, del 25 de mayo de 1973, que permite la importación de gas licuado de 
petróleo por insuficiencia de la Refinería de Haina.

Vista: La Ley No. 8-90, del 15 de enero de 1990, sobre el Fomento de Zonas Francas.

Vista: La Ley No. 20-00, del 8 de mayo de 2000, sobre Propiedad Industrial.

Vista: La Ley No 112-00, del 29 de noviembre de 2000, que establece un impuesto al consu-
mo de combustibles fósiles y derivados del petróleo.

Vista: La Ley No. 28-01, del 1 de febrero de 2001, que crea una Zona Especial de Desarrollo 
Fronterizo, que abarca las provincias Pedernales, Independencia, Elías Piña, Dajabón, 
Montecristi, Santiago Rodríguez y Bahoruco.

Vista: La Ley No .1-02, del 18 de enero de 2002, sobre Prácticas Desleales de Comercio y 
Medidas de Salvaguardas.

Vista: La Ley No. 3-02, del 18 de enero de 2002, sobre Registro Mercantil.

Vista: La Ley No. 98-03, del 17 de junio de 2003, que crea el Centro Dominicano de Promoción 
de Inversiones de la República Dominicana (CEI-RD).

Vista: La Ley General de Protección de los Derechos del Consumidor o Usuario No. 358-05, 
del 9 de septiembre de 2005.

Vista: La Ley No. 56-07, del 4 de mayo de 2007, que declara de prioridad nacional los 
sectores pertenecientes a la cadena textil, confección y accesorio; pieles, fabricación de cal-
zados de manufactura de cuero y crea un régimen nacional regulatorio para estas industrias.

Vista: La Ley No. 392-07, del 4 de diciembre de 2007, sobre Competitividad e Innovación 
Industrial.
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Vista: La Ley No. 41-08, del 16 de enero de 2008, de Función Pública y crea la Secretaría de 
Estado de Administración Pública.

Vista: La Ley No. 42-08, del 16 de enero de 2008, sobre la Defensa de la Competencia.

Vista: La Ley No. 488-08, del 19 de diciembre de 2008, que establece un Régimen Regulatorio 
para el Desarrollo y Competitividad de las Micros, Pequeñas y Medianas Empresas (Mipymes).

Vista: La Ley No. 1-12, del 25 de enero de 2012, que establece la Estrategia Nacional de 
Desarrollo 2030.

Vista: La Ley No. 166-12, del 12 de julio de 2012, del Sistema Dominicano para la Calidad 
(SIDOCAL).

Vista: La Ley Orgánica de la Administración Pública No. 247-12, del 9 de agosto de 2012.

Visto: El Decreto No. 74-97, del 10 de febrero de 1997, que crea e integra la Comisión 
Nacional de Negociaciones Comerciales.

Visto: El Decreto No. 52-99, del 17 de febrero de 1999, que agrega un párrafo al Art. 1 del 
Decreto No. 74-97 del 10 de febrero de 1997.

Visto: El Decreto No. 123-01, del 23 de enero de 2001, que crea e integra el Consejo Nacional 
de Comercio Exterior (CONACEX).

Visto: El Decreto No. 3-02, del 2 de enero de 2002, que crea la Dirección de Fomento y 
Desarrollo de la Artesanía Nacional (FODEARTE), como una dependencia de la Secretaría de 
Estado de la Presidencia.

Visto: El Decreto No. 618-05, del 11 de noviembre de 2005, que crea la Oficina Coordinadora 
(OC) de la Comisión Nacional de Negociaciones Comerciales.

Visto: El Decreto No. 56-10, del 6 de febrero de 2010, que cambia la denominación de las 
Secretarías de Estado por la de Ministerios.

Visto: El Decreto No. 308-13, del 22 de octubre de 2013, que pone bajo dependencia del 
Ministerio de Industria y Comercio, la Industria Nacional de la Aguja.

Visto: El Decreto No. 303-15, del 1.o de octubre de 2015, que declara de interés público 
la prevención, atención y defensa efectiva de las controversias que puedan originarse en 
virtud de los Acuerdos de la OMC, de los Tratados de Libre Comercio y de los Tratados 
Internacionales de Inversión, de los cuales es signataria la República Dominicana.

HA DADO LA SIGUIENTE LEY:

CAPÍTULO I 
DE LA REORGANIZACIÓN DEL MINISTERIO
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SECCIÓN I 
DE LA REORGANIZACIÓN Y LAS FUNCIONES

Artículo 1. Reorganización del Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes. Se reor-
ganiza el Ministerio de Industria y Comercio, para que en lo adelante se denomine Ministerio 
de Industria, Comercio y Mipymes (MICM). El MICM es el órgano rector y el encargado de la 
formulación, adopción, seguimiento, evaluación y control de las políticas, estrategias, planes 
generales, programas, proyectos y servicios de los sectores de la industria, exportaciones, el 
comercio interno, el comercio exterior, las zonas francas, regímenes especiales y las mipymes, 
incluida la comercialización, el control y el abastecimiento del mercado de derivados del pe-
tróleo y demás combustibles, conforme a los lineamientos y prioridades del Gobierno Central.

Artículo 2. Atribuciones del Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes. El Ministerio 
de Industria, Comercio y Mipymes tendrá, en coordinación con las entidades autónomas crea-
das para los fines correspondientes, las siguientes atribuciones y funciones:

1)	 Establecer la política nacional y aplicar las estrategias para el desarrollo, fomento y competi-
tividad de la industria; el comercio interno, incluida la comercialización, el control y el abas-
tecimiento del mercado de derivados del petróleo y demás combustibles; el comercio exterior, 
conjuntamente con las instituciones competentes para facilitar el acceso e incremento soste-
nido de los productos y servicios nacionales en los mercados externos; de las zonas francas y 
regímenes especiales, y las mipymes; diseñar, financiar y aplicar los instrumentos necesarios 
para promover el desarrollo y crecimiento de los referidos sectores, en consonancia con las 
prioridades, políticas y planes estatales y la Estrategia Nacional de Desarrollo 2030.

2)	 Velar por la correcta aplicación de las leyes, normas y regulaciones que rijan la indus-
tria, el comercio interno, incluida la comercialización, el control y el abastecimiento del 
mercado de derivados del petróleo y demás combustibles; el comercio exterior; las zonas 
francas, los regímenes especiales; y las mipymes del país.

3)	 Promover, en coordinación con el Consejo Dominicano para la Calidad (CODOCA), una 
cultura de calidad en los sectores productivos de bienes y servicios a nivel nacional.

4)	 Coordinar y supervisar a los organismos descentralizados y autónomos de los sectores 
de la industria, el comercio interno, el comercio exterior, las zonas francas y regímenes 
especiales, y las mipymes.

5)	 Promover las relaciones comerciales internacionales del país y participar en la coordi-
nación, junto a las demás instancias correspondientes, en la negociación de los acuer-
dos, tratados o convenios bilaterales, multilaterales o regionales, en su calidad de vice-
presidente de la Comisión Nacional de Negociaciones Comerciales (CNNC).

6)	 Coordinar, con el Ministerio de Relaciones Exteriores (MIREX), la representación del país 
ante la Organización Mundial de Comercio y demás organismos internacionales donde se 
discutan tratados y convenios de índole comercial.
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7)	 Implementar y administrar los tratados comerciales internacionales firmados por el país 
y asesorar a los sectores industriales y comerciales para su mejor aprovechamiento.

8)	 Brindar apoyo administrativo en los procesos arbitrales contemplados en los tratados y 
acuerdos, ejerciendo la labor de Autoridad Nacional Coordinadora; implementar y coordi-
nar el Sistema Nacional de Prevención de Disputas Internacionales, las cuales se pudieran 
derivar de acuerdos internacionales de inversión, acuerdos de libre comercio y los acuerdos 
de la Organización Mundial del Comercio; y representar y coordinar la defensa del Estado 
dominicano en todas las controversias derivadas de los referidos acuerdos, a través de la 
Dirección de Comercio Exterior y Administración de Tratados Comerciales (DICOEX).

9)	 Promover los procesos de encadenamiento productivo, tanto a nivel sectorial como regional.

10)	  Establecer la política nacional en materia de importación, almacenamiento, refinación, 
purificación, mezcla, procesamiento, transformación, envase, transportación, distribu-
ción y comercialización al por mayor y al detalle de productos derivados del petróleo y 
demás combustibles y llevar a cabo la fiscalización y supervisión del cumplimiento de las 
disposiciones legales y reglamentarias, así como de las normas técnicas de seguridad y de 
calidad en relación con esas materias.

11)	  Implementar políticas destinadas a garantizar el suministro de combustibles a nivel 
nacional y la seguridad de las instalaciones y facilidades para su importación, almacena-
miento, transporte, distribución y comercialización al por mayor y al detalle.

12)	  Analizar y decidir, mediante resolución del Ministerio sobre las solicitudes de concesio-
nes, licencias, permisos o autorizaciones, relativas a las actividades de comercialización 
de derivados del petróleo y demás combustibles, almacenes generales de depósito, 
clasificación de empresas generadoras de electricidad, y demás asuntos de su compe-
tencia, así como de su caducidad o revocación.

13)	 Decidir mediante resolución del Ministerio la fijación y modificación de tarifas para el 
otorgamiento o renovación de las licencias, concesiones, permisos y demás servicios que 
se enumeran en la presente ley.

14)	 Crear, monitorear, regular y operar foros de resolución alternativa de conflictos para las 
empresas que entren en la categoría de mipymes.

15)	  Supervisar y tutelar la creación y funcionamiento de las cámaras de comercio y produc-
ción en la República Dominicana.

16)	 Hacer la clasificación correspondiente a las mipymes, y expedir las certificaciones 
pertinentes.

17)	  Velar por la coherencia de los programas y servicios del Centro de Exportación e Inversión 
de la República Dominicana (CEI-RD).



163

Ley No. 37-17INSTITUCIONAL

18)	  El Ministerio de Industria y Comercio y Mipymes y el Ministerio de Relaciones Exteriores 
establecerán el mecanismo para fijar las directrices que seguirá la Oficina de la Misión Per-
manente de la República Dominicana ante la Organización Mundial del Comercio (OMC).

Párrafo I. El Cuerpo Especializado de Control de Combustibles (CECCOM), dependencia del 
Ministerio de Defensa, tendrá una relación operativa y de coordinación con el Ministerio de 
Industria, Comercio y Mipymes, en lo concerniente a la supervisión, vigilancia y seguridad de 
las actividades relacionadas con la comercialización de combustibles, sean estos derivados del 
petróleo o no.

Párrafo II. Para los fines de la presente ley se entenderá por comercialización de derivados 
del petróleo y demás combustibles todas las actividades relacionadas con su importación y 
reexportación; construcción y operación de terminales de importación, depósitos y almace-
namiento; refinación, purificación, mezcla, procesamiento y transformación; envase, trans-
porte, distribución, venta al por mayor y al detalle; construcción y operación de estaciones 
de expendio de combustibles; control y abastecimiento; y fijación de márgenes y precios.

Artículo 3. Autoridad Superior. El Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes tiene como 
autoridad superior a el (la) Ministro(a) de Industria, Comercio y Mipymes, el (la) cual, en su 
calidad, dispone de prerrogativas jerárquicas y de la tutela administrativa, necesarias para 
garantizar la adecuada organización y funcionamiento de los sectores de su competencia.

Párrafo I. El (la) Ministro(a) de Industria, Comercio y Mipymes gozará de las atribuciones co-
munes de los (las) ministros(as) contempladas por la Ley No. 247-12, del 9 de agosto de 2012, 
Orgánica de la Administración Pública, así como de las demás atribuciones que le confieren las 
leyes, resoluciones o reglamentos que sean dictados de conformidad con los principios rectores 
y reglas básicas de organización y funcionamiento de la Administración pública.

Párrafo II. Para el cumplimiento de su misión y funciones, el Ministerio de Industria, Comercio 
y Mipymes podrá crear dependencias desconcentradas territorialmente.

Artículo 4. Conformación del Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes. El Ministerio 
de Industria, Comercio y Mipymes estará conformado además por el Viceministerio de Desarrollo 
Industrial, el Viceministerio de Zonas Francas y Regímenes Especiales, el Viceministerio de 
Comercio Interno, el Viceministerio de Comercio Exterior y el Viceministerio de Fomento a la 
Micro, Pequeña y Mediana Empresa, los cuales dependerán directamente del (la) Ministro(a) de 
Industria, Comercio y Mipymes.

SECCIÓN II 
DEL DESPACHO DEL MINISTRO Y SUS UNIDADES DEPENDIENTES,  

ADSCRITAS Y VINCULADAS

Artículo 5. Organización Interna del Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes. La 
organización interna del Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes será establecida con-
forme a los principios y disposiciones que rigen la Administración pública.
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Artículo 6. Coordinación, Planificación, Evaluación y Control de Políticas del Ministerio 
de Industria, Comercio y Mipymes. Para asegurar la coordinación, planificación, seguimien-
to, evaluación y control de las políticas públicas en su área de competencia, el (la) Ministro(a) 
de Industria, Comercio y Mipymes convocará a los viceministros y a las máximas autoridades 
ejecutivas de los organismos autónomos y descentralizados adscritos al Ministerio, en sesio-
nes regulares de trabajo denominadas gabinete ministerial.

Párrafo. La continuidad de la agenda ministerial, la preparación de las reuniones del gabinete 
ministerial y el seguimiento de las tareas de coordinación del sector, estarán a cargo de un(a) 
director(a) de gabinete. El (la) director(a) de gabinete tendrá a su cargo convocar a requeri-
miento del (la) Ministro(a) de Industria, Comercio y Mipymes al gabinete ministerial. El (la) 
director(a) de gabinete preparará la agenda y el orden del día de las sesiones, de conformidad 
con las orientaciones establecidas por el (la) Ministro(a) de Industria, Comercio y Mipymes, y 
asegurará la fiel relatoría de las conclusiones y el seguimiento de su ejecución.

Artículo 7. Instituciones Adscritas al Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes. De 
conformidad con la Constitución y la Ley Orgánica de Administración Pública, que instruyen 
que todo órgano autónomo y descentralizado del Estado deberá estar adscrito al ministe-
rio más afín con sus objetivos, son instituciones descentralizadas y autónomas adscritas al 
Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes, las siguientes:

1)	 El Consejo Nacional de Promoción y Apoyo de las Micros, Pequeñas y Medianas Empresa 
(PROMIPYMES).

2)	 El Centro de Desarrollo y Competitividad Industrial (PROINDUSTRIA).

3)	 El Consejo Nacional de Zonas Francas de Exportación (CNZFE).

4)	 El Instituto Nacional de la Aguja (INAGUJA).

5)	 La Oficina Nacional de la Propiedad Industrial (ONAPI).

6)	 El Instituto Nacional de Protección de los Derechos del Consumidor (PROCONSUMIDOR).

7)	 La Comisión Nacional de Defensa de la Competencia (PROCOMPETENCIA).

8)	 La Comisión Nacional de Prácticas Desleales y Medidas de Salvaguarda.

9)	 El Consejo Dominicano para la Calidad (CODOCA).

10)	 El Instituto Dominicano para la Calidad (INDOCAL).

11)	 El Organismo Dominicano para la Acreditación (ODAC).

12)	 El Centro de Exportación e Inversión de la República Dominicana (CEI-RD).

13)	 La Dirección Nacional de Fomento y Desarrollo de la Artesanía (FODEARTE).
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14)	 Cualquier otro organismo autónomo o descentralizado que en razón de la compatibilidad 
de su actividad con las del Ministerio deba estar adscrito a este último, en razón de las 
previsiones del artículo 141 de la Constitución de la República Dominicana.

Párrafo I. Las instituciones descentralizadas y autónomas que corresponden al área de com-
petencia del Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes se regularán por sus respectivas 
leyes orgánicas, estando bajo la tutela del (la) Ministro(a) de Industria, Comercio y Mipymes.

Párrafo II. La tutela implica asegurar que el funcionamiento de las mismas se ajusta a las 
prescripciones legales que les dieron origen; velar porque cumplan con las políticas y normas 
vigentes y que operen en un marco de eficacia, eficiencia, calidad y satisfacción de los sectores 
correspondientes, de acuerdo a la Ley No. 247-12.

Párrafo III. En la medida en que las leyes aplicables lo permitan, el (la) Ministro(a) de 
Industria, Comercio y Mipymes, podrá delegar en el (la) Viceministro(a) directamente vin-
culado(a) al área de que se trate, el ejercicio circunstancial de la presidencia de los consejos 
de las instituciones descentralizadas y autónomas.

Artículo 8. Instituciones Vinculadas al Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes. Se 
considerarán como instituciones vinculadas al Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes 
todas aquellas en las que sus organismos de gobierno estén integrados por el Ministro de 
Industria, Comercio y Mipymes u otros funcionarios del Ministerio, sin estar adscritas al 
Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes, de conformidad con la legislación vigente.

SECCIÓN III 
DE LOS VICEMINISTERIOS

Artículo 9. Funciones de los Viceministerios. Los Viceministerios mencionados en el artí-
culo 5 de la presente ley tendrán las funciones que le son encomendadas por la Ley No. 247-
12, dentro del subsector que le corresponda a cada uno de ellos, por las demás leyes vigentes, 
por el (la) Ministro(a), o por las leyes, reglamentos y resoluciones que pudieren ser dictados 
con posterioridad a la presente ley.

Párrafo. Los (las) Viceministros(as) realizarán sus funciones bajo la tutela administrativa 
y supervisión del (la) Ministro(a) de Industria, Comercio y Mipymes y serán directamente 
responsables ante él (ella) por el desarrollo de su gestión y el cumplimiento efectivo de 
sus competencias.

SECCIÓN IV 
DE LA POTESTAD SANCIONADORA DEL MINISTERIO

Artículo 10. Potestad Sancionadora. El Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM) 
tiene la facultad para la imposición de sanciones administrativas previamente cuantificadas 
y tipificadas basadas en la ley y en los reglamentos emitidos por el MICM, observando las 
garantías procesales establecidas en las leyes y en la Constitución de la República Dominicana.
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Artículo 11. Sanciones Administrativas. Las personas físicas y jurídicas que por acción u 
omisión, transgredan o violen la presente ley, normas, reglamentos, y demás disposiciones 
que la complementan; o los términos de los permisos, licencias y concesiones otorgados por 
el Ministerio, serán pasibles de la imposición por parte del ministerio de las sanciones admi-
nistrativas que se listan a continuación:

1)	 La suspensión provisional de la licencia, permiso o autorización de que se trate, por hasta 
treinta días en la primera ocasión en que sean sorprendidos en falta, multa de diez a cien 
salarios mínimos nacionales, o ambas sanciones a la vez.

2)	 En caso de reincidencia, la suspensión provisional de la licencia, permiso o autorización por 
hasta sesenta días, y multa de ciento uno a trescientos salarios mínimos nacionales, o ambas 
sanciones a la vez

3)	 La cancelación definitiva de la licencia, permiso o autorización en la tercera ocasión en 
que sean sorprendidos en falta, o multa de trescientos uno a mil salarios mínimos nacio-
nales, o ambas sanciones a la vez.

Párrafo I. Las personas físicas y jurídicas que realicen actividades reguladas por el Ministerio de 
Industria, Comercio y Mipymes sin contar con la licencia, permiso o autorización correspondiente, 
podrán ser sancionadas con el cierre del establecimiento, el impedimento de continuar la actividad, 
el decomiso y retención de los equipos utilizados para cometer la falta y de los productos objeto 
de la misma, así como la demolición de las estructuras construidas y utilizadas de forma irregular.

Párrafo II. En cualquier caso en que la actividad realizada pueda implicar amenaza a la segu-
ridad y a la vida de las personas, o al interés general, los infractores podrán ser sancionados 
con el cierre del establecimiento y el impedimento de continuar la actividad de que se trate, y 
con multa que oscilará entre quinientos y mil salarios mínimos nacionales.

Párrafo III. El Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes queda habilitado para establecer 
por vía reglamentaria los procedimientos relativos a la instrucción de los expedientes, y demás 
aspectos necesarios para el ejercicio de la potestad sancionadora.

Párrafo IV. Las sanciones aplicables serán impuestas a los infractores por resolución del Ministerio 
de Industria, Comercio y Mipymes, previa instrucción del expediente por el funcionario que co-
rresponda, y observando las garantías procesales establecidas en las leyes y la Constitución de la 
República Dominicana, sin perjuicio de las acciones civiles, penales o de otro orden que puedan 
concurrir, o de las medidas provisionales que en cada caso pueda ordenar el Ministerio.

CAPÍTULO II 
DE LAS DISPOSICIONES DE MODIFICACIÓN, DEROGATORIAS Y TRANSITORIAS

SECCIÓN I 
DE LAS DISPOSICIONES DE MODIFICACIÓN Y DEROGATORIAS

Artículo 12. Modificación de los Artículos 20, 22 y 33 de la Ley No. 488-08. Se modifican 
los artículos 20, 22 y 33 de la Ley No. 488-08, del 19 de diciembre de 2008, que establece un 
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Régimen Regulatorio para el Desarrollo y Competitividad de las Micros, Pequeñas y Medianas 
Empresas (Mipymes), para que en lo adelante se lean así:

“Artículo 20. Formulación y Establecimiento de Programas de Comercio Exterior. 
El Consejo Nacional de las Mipymes, en coordinación con el Centro de Exportación 
e Inversión de la República Dominicana (CEI-RD), y el Ministerio de Planificación, 
Economía y Desarrollo, formulará y establecerá programas de comercio exterior que 
contribuyan al desarrollo de la cultura de exportación de los empresarios del sector, así 
como a la generación de empleos productivos y divisas para el país.

Artículo 22. Registro Mercantil. El Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes, en 
coordinación con PROMIPYMES, deberá actualizar el registro mercantil de las mipymes 
en colaboración con las cámaras de comercio y producción, quienes deberán prestar 
toda la cooperación posible para que ésto se efectúe; y, en el caso de las mipymes 
informales, establecerá un registro oficial para identificar los sujetos beneficiados de 
esta ley y llevar información que sirva como base para las estadísticas de los sec-
tores productivos del país. Este último registro será gratuito y de efecto inmediato.

Artículo 33. Conservación del Medio Ambiente y los Recursos Naturales. El 
Consejo Nacional PROMIPYMES, junto al Ministerio de Medio Ambiente y Recursos 
Naturales, velará y promoverá programas a fin de que el sector mipymes mejore 
las condiciones medioambientales de su entorno y logre obtener certificaciones de 
estándares internacionales, procurando apoyo para capacitación, asistencia técnica 
e implementación de los procesos de producción limpia.

Párrafo. Los proyectos que beneficien las micro, pequeñas y medianas empresas, 
también definirán y establecerán mecanismos e instrumentos de apoyo para que 
estas empresas hagan conciencia de la necesidad de manejar adecuadamente los 
desperdicios y residuos sólidos resultantes de las actividades de producción y co-
mercialización de bienes y servicios que realizan”.

Artículo 13. Modificación del Literal c) del Artículo 19 de la Ley No. 8-90. Se modifica el 
literal c) del artículo 19 de la Ley No. 8-90, del 15 de enero de 1990, sobre Fomento de Zonas 
Francas, para que en lo adelante se lea de la siguiente manera:

“Artículo 19. c) Proponer al Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes la po-
lítica integral de promoción y desarrollo del sector de zonas francas y ejecutarla”.

Artículo 14. Derogación y Sustitución. La presente ley deroga la Ley No. 290, del 30 de 
junio de 1966, que crea el Ministerio de Industria y Comercio.

Artículo 15. Derogación de Decretos. A partir de la promulgación de la presente ley, quedan 
derogados los siguientes decretos y reglamentos:

1)	 El Decreto No. 6-92, del 7 de enero de 1992, que crea e integra el Consejo Nacional de 
Restructuración Industrial.
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2)	 El Reglamento Orgánico y Funcional No. 186, de fecha 12 de agosto de 1966, que esta-
blece la organización interna y las atribuciones específicas de cada unidad de la Secretaría 
de Estado de Industria y Comercio.

3)	 El Decreto No. 123-01, del 23 de enero de 2001, que crea el Consejo Nacional de Comercio 
Exterior (CONACEX).

Artículo 16. Derogación de los Literales g), p), v), w) del Artículo 6; los Artículos 18, 19, 
24, 28, 31, 32 y 34 de la Ley No. 488-08, del 19 de diciembre de 2008. Se derogan los 
literales g), p), v), w) del artículo 6; y los artículos 18, 19, 24, 28, 31, 32 y 34 de la Ley No. 488-
08, sobre las atribuciones del Consejo Nacional PROMIPYMES, en cuanto a la formulación de 
políticas en materia de desarrollo empresarial para la micro, pequeña y mediana empresa, 
para que en lo adelante estas atribuciones estén a cargo del Ministerio de Industria, Comercio 
y Mipymes.

SECCIÓN II 
DE LAS DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 17. Referencia al Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes. A partir de la 
promulgación de la presente ley, toda referencia al Ministerio de Industria y Comercio que se 
haga en cualquier disposición legal o reglamentaria, contrato, convenio, concesión, licencia 
o documento legal, anterior a la entrada en vigor de la presente ley, serán entendidas como 
referencias y competencias del Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes.

Artículo 18. Reglamento Orgánico Funcional. Se establece un plazo máximo de 180 días, 
a partir de la promulgación de la presente ley, para que el Ministerio de Industria, Comercio 
y Mipymes, en coordinación con el Ministerio de Administración Pública, elaboren y sometan 
al Poder Ejecutivo el Reglamento Orgánico Funcional de dicho ministerio, el cual establecerá 
las funciones de cada viceministerio y la estructura interna de sus unidades orgánicas.

Artículo 19. Resoluciones. A partir de la entrada en vigencia de la presente ley, y antes de 
que sea aprobado el referido reglamento, a fin de preservar la juridicidad, eficacia y demás 
principios fundamentales que rigen la organización y el funcionamiento de la Administración 
pública, y de garantizar la efectividad de los servicios públicos, en especial su cobertura conti-
nua y de calidad, el Ministro de Industria, Comercio y Mipymes queda autorizado a dictar re-
soluciones relativas a los temas referidos en la disposición transitoria anterior, conjuntamente 
con el Ministerio de Administración Pública.

Artículo 20. Propuesta de Integración y Reestructuración. Se establece un plazo de 180 
días, a partir de la vigencia de esta ley, para que el Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes 
presente a la consideración del Presidente de la República una propuesta de integración y 
reestructuración de las comisiones, consejos e institutos de desarrollo regional y territorial 
existentes, de manera tal que sus acciones se enmarquen en las políticas y prioridades de 
desarrollo regional y territorial.
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Artículo 21. Entrada en Vigencia. Esta ley entra en vigencia a partir de la fecha de su 
promulgación y publicación, según lo establecido en la Constitución de la República y una vez 
transcurridos los plazos señalados en el Código Civil de la República Dominicana.

DADA en la Sala de Sesiones de la Cámara de Diputados, Palacio del Congreso Nacional, en 
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, capital de la República Dominicana, a los ca-
torce (14) días del mes de diciembre del año dos mil dieciséis (2016), años 173 de la Indepen-
dencia y 154 de la Restauración.

DADA en la Sala de sesiones del Senado, Palacio del Congreso Nacional, en Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, capital de la República Dominicana, a los once (11) días del mes de 
enero del año dos mil diecisiete (2017), años 173 de la Independencia y 154 de la Restauración.

DANILO MEDINA
Presidente de la República Dominicana

En ejercicio de las atribuciones que me confiere el artículo 128 de la Constitución de la República.

PROMULGO la presente Ley y mando que sea publicada en la Gaceta Oficial, para su conoci-
miento y cumplimiento.

DADA en Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, capital de la República Dominicana, a 
los cuatro (4) días del mes de febrero del año dos mil diecisiete (2017), años 173 de la Inde-
pendencia y 154 de la Restauración.

DANILO MEDINA
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Sobre la erradicación del comercio ilícito, contrabando  

y falsificación de productos regulados
20 de febrero de 2019

Gaceta Oficial No. 10934, 28 de febrero de 2019

EL CONGRESO NACIONAL 
En Nombre de la República

Considerando Primero: Que el negocio del tráfico ilícito se trata de un fenómeno complejo 
que incluye pluralidad de jurisdicciones, actividades y delitos subyacentes y de agentes im-
plicados que continúa evolucionando debido al difícil control en las fronteras y al empleo de 
tecnologías modernas y representa una serie de amenazas interrelacionadas para la sociedad 
en su conjunto.

Considerando Segundo: Que el comercio ilícito impacta negativamente la capacidad recau-
datoria de los Estados debido al contrabando y la evasión fiscal.

Considerando Tercero: Que el comercio ilícito distorsiona la dinámica del mercado al obligar 
a las industrias que cumplen con sus obligaciones legales y tributarias a competir en con-
diciones inequitativas contra importadores y comercializadores que evaden el pago de los 
impuestos, afectando la sostenibilidad de la sociedad en su conjunto.

Considerando Cuarto: Que el comercio ilícito de productos falsificados puede tener conse-
cuencias graves en la salud de los consumidores al inundar el mercado con productos que no 
cumplen con las normas mínimas de calidad o con productos falsificados como medicamen-
tos, que atentan contra la vida del público en general.

Considerando Quinto: Que las previsiones legales existentes en República Dominicana no 
logran configurar de manera apropiada y sancionar de forma contundente los delitos de 
falsificación, contrabando, fraude fiscal, fabricación ilegal ni establecer las vinculaciones 
evidentes entre el comercio ilícito y otros delitos conexos como lavado de activos, corrup-
ción y crimen organizado.

Considerando Sexto: Que se hace necesario fortalecer la capacidad institucional del Estado y 
establecer mecanismos que faciliten que los autores y organizaciones dedicadas o relacionadas 
con este tipo de actividades sean procesadas y sancionadas por las autoridades competentes.

Considerando Séptimo: Que la Procuraduría General de la República requiere de mayores 
recursos y herramientas legales que apoyen su accionar en la investigación, persecución y 
sanción de actividades delictivas complejas susceptibles de afectar múltiples jurisdicciones, 
tales como el comercio ilícito, el contrabando y la falsificación de bienes.
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Considerando Octavo: Que mediante Resolución del Consejo Superior del Ministerio Público 
número 4/2014, Acta 0005, de fecha 29 de abril del 2014 fue creada la Procuraduría Especializada 
de Crímenes y Delitos contra la Salud (PEDECSA), la cual tiene como objeto prevenir, investigar, 
perseguir y procesar a toda persona física o moral que resulte responsable del comercio ilícito 
de bienes, falsificación de medicamentos, cosméticos, bebidas alcohólicas y el contrabando en 
todo el territorio nacional.

Vista: La Constitución de la República.

Vista: La Resolución No. 333-06, del 8 de agosto de 2006, que aprueba la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Corrupción, suscrita por el Gobierno de la República Dominicana el 
10 de diciembre de 2003.

Vista: La Resolución No. 355-06, del 14 de septiembre de 2006, que aprueba la Convención 
de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional suscrita el 15 de 
noviembre de 2000.

Visto: El Código Penal de la República Dominicana. 

Visto: El Código de Procedimiento Penal de la República Dominicana.

Vista: La Ley No. 11-92, del 16 mayo de 1992, que aprueba el Código Tributario de República 
Dominicana.

Vista: La Ley No. 20-00, del 8 de mayo de 2000, sobre Propiedad Industrial.

Vista: La Ley No. 64-00, del 18 de agosto de 2000, que crea la Secretaría de Estado de Medio 
Ambiente y Recursos Naturales.

Vista: La Ley No. 112-00, del 29 de noviembre de 2000, que establece un Impuesto al Consumo 
de Combustibles Fósiles y Derivados de Petróleo.

Vista: La Ley General de Salud, No. 42-01, del 8 de marzo de 2001, modificada por la Ley No. 
22-06, del 15 de febrero de 2006.

Vista: La Ley General de Protección de los Derechos del Consumidor o Usuario, No. 358-05, 
del 26 de julio de 2005.

Vista: La Ley Orgánica del Ministerio Público, No. 133-11, del 7 de junio de 2011.

Vista: La Ley No. 107-13, del 6 de agosto de 2013, sobre los Derechos de las Personas en sus 
Relaciones con la Administración y de Procedimiento Administrativo.

Vista: Ley No. 155-17, del 1 de junio de 2017, que deroga la Ley No. 72-02, del 26 de abril de 
2002, sobre Lavado de Activos Provenientes del Tráfico Ilícito de Drogas, con excepción de los 
artículos 14, 15,16, 17 y 33, modificados por la Ley No. 196-11.
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Vista: La Ley No. 37-17, del 4 de febrero de 2017, que Reorganiza el Ministerio de Industria 
y Comercio.

Visto: El Decreto No. 82-15, del 6 de abril de 2015, que crea la Dirección General de 
Medicamentos, Alimentos y Productos Sanitarios, bajo la dependencia del Ministerio de Salud 
Pública y Asistencia Social.

Visto: El Decreto No. 307-01, del 2 de marzo de 2001 que aprueba el Reglamento para la 
Aplicación de la Ley Tributaria de Hidrocarburos No. 112-00.

Visto: El Decreto No. 79-03, del 4 de febrero de 2003, que aprueba el Reglamento para la 
Aplicación del Título IV del Código Tributario de la República Dominicana.

Vista: La Resolución No. 4/2014 del 29 de abril de 2014, emitida por el Consejo Superior del 
Ministerio Publico, que crea la Procuraduría Especializada de Crímenes y Delitos contra la Salud.

Visto: El Manual de la Oficina Jurídica de la INTERPOL para la lucha contra el tráfico ilícito de 
bienes guía para responsables políticos, junio de 2014.

HA DADO LA SIGUIENTE LEY:

CAPÍTULO I 
DE LAS DISPOSICIONES INICIALES

Artículo 1. Objeto. La presente ley tiene por objeto erradicar el comercio ilícito de mercan-
cías, tipificando los delitos de comercio ilícito, el contrabando y la falsificación de productos 
regulados y estableciendo sus sanciones administrativas y penales.

Artículo 2. Productos Regulados. Son productos regulados por esta ley los medicamentos, los 
hidrocarburos, los productos del alcohol y sus derivados y los productos del tabaco y sus derivados.

Artículo 3. Ámbito de Aplicación. Esta ley es de aplicación en todo el territorio nacional a 
todas las personas físicas y jurídicas incluyendo las actividades realizadas en zonas francas y 
centros logísticos.

Párrafo. Esta ley no aplica a los estupefacientes y sustancias controladas que se encuentran 
reguladas en las leyes que tratan esta materia.

Artículo 4. Jurisdicción. Las autoridades dominicanas competentes tienen jurisdicción para 
actuar cuando: 

1)	 El delito se cometa a bordo de una embarcación que enarbole el pabellón dominicano o 
aeronave localizada en un aeropuerto o aeródromo del territorio dominicano.

2)	 El delito se cometa por uno de los nacionales de una embarcación que enarbole el pa-
bellón dominicano, o por una persona que tenga residencia habitual en el territorio del 
buque que enarbole el pabellón dominicano.
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3)	 El delito se cometa a través de cualquier medio por vía terrestre.

Párrafo. No serán objeto de decomiso las embarcaciones, aeronaves y unidad de transporte 
de uso internacional para fines comerciales, conforme con las convenciones internacionales 
correspondientes, excepto en caso de complicidad comprobada. 

Artículo 5. Definiciones. Para la aplicación de esta ley y sus normas complementarias, se 
entenderá por:

1.	 Administración Tributaria: De conformidad con el Código Tributario, son la Dirección 
General de Impuestos Internos (DGII) y la Dirección General de Aduanas (DGA).

2.	 Alcoholes y sus productos derivados: Todos los vinos, licores, cervezas, alcoholes pu-
ros o derivados, obtenidos por proceso de fermentación, destilación o rectificación de 
materias primas, así como cualquier otra sustancia de contenido alcohólico que esté 
especificada en las partidas arancelarias establecidas en el artículo 375 del Código Tribu-
tario, independientemente de la forma como la misma haya sido producida u obtenida.

3.	 Contrabando: Será considerado contrabando la introducción o extracción del territorio 
nacional, de cualquier clase de mercancía, valor, origen o procedencia, eludiendo el control 
de la autoridad aduanera, incluyendo el transporte, venta, almacenamiento, adquisición, 
donación, ocultamiento, uso, dar o recibir en depósito, destrucción o transformación, de 
cualquier mercancía sin importar su valor, clase origen o procedencia, siempre y cuando se 
compruebe que las mismas no han cumplido con el control aduanero de rigor.

4.	 Decomiso administrativo: Es la incautación de una mercancía declarada mediante acto 
administrativo por un ente u órgano administrativo competente del Estado, tras compro-
barse, la ilicitud de su elaboración, importación, distribución, almacenaje o comercio.

5.	 Derivados del tabaco: Cigarrillos, cigarros hechos a mano, cigarros puros, tabaco para mas-
car, líquido con base de nicotina, producto de tabaco para ser calentado con dispositivo elec-
trónico y cualquier otro derivado del tabaco según la normativa general y arancelaria vigente.

6.	 Productos del tabaco: Los cigarrillos o cualquier derivado del tabaco contemplado en las 
partidas arancelarias establecidas en el artículo 375 del Código Tributario.

7.	 Fabricación ilícita: Se refiere a toda la fabricación que se lleva a cabo fuera del marco 
jurídico. Incluye, la fabricación de mercancías piratas ilegales o falsificadas y la fabrica-
ción no autorizada de productos que requieren permisos, licencia y/o registro.

8.	 Funcionario público: Toda persona que ocupe un cargo legislativo, ejecutivo, administra-
tivo o judicial en el Estado, ya sea designado o elegido, permanente o temporal, remune-
rado u honorario, así como cualquier otra persona que desempeñe una función pública o 
preste un servicio público.

9.	 Hidrocarburos: Productos gaseosos, líquidos o sólidos, derivados del gas natural o resultantes 
de los diversos procesos de refinación del petróleo, comprendiendo metano, etano, propano, 
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butano, gas natural, nafta, gasolina, kerosinas, diésel, fuel oil, y otros combustibles pesados, 
asfaltos, lubricantes, y cualquier mezcla de los mismos y sus subproductos hidrocarburiferos y 
desechos, cuya regulación corresponde al Ministerio de Industria y Comercio y Mipymes.

10.	 Medicamentos: Productos naturales o farmacéuticos, debidamente registrados ante el 
Ministerio de Salud Pública, que se administran a seres humanos y animales con fines de 
prevención, diagnóstico, curación, tratamiento, y atenuación de las enfermedades o de 
los síntomas asociados con ellas.

11.	 Órgano regulador: Ente administrativo encargado en virtud de las leyes y reglamentos 
vigentes de la expedición de permisos y licencias de fabricación, importación, transporte 
y/o comercialización de productos regulados o del cobro de tributos que gravan dichos 
productos, y que velan por el cumplimiento de las regulaciones que rigen las operaciones 
comerciales en el territorio nacional.

12.	 Procuraduría especializada: Procuraduría contra el Comercio Ilícito de Bienes y Críme-
nes y Delitos contra la Salud.

13.	 Producto o mercancía ilegal: Es una mercancía fabricada en una instalación no regis-
trada o importada o comercializada sin observar las disposiciones legales vigentes.

14.	 Producto adulterado: Es un producto cuyas características físico-químicas u organolépticas 
han sufrido alteraciones o cambios en perjuicio del consumidor o del fisco, sea o no inocuo.

15.	 Licencia: Se refiere en esta ley a cualquier permiso o autorización que sea exigida por las 
leyes y normas dominicanas para importar, transportar, fabricar, comercializar o exportar 
los productos regulados. Para aplicación de esta ley no se requiere de la creación o exi-
gencia de nuevas licencias o permisos.

16.	 Mercancía o productos falsificados o fraudulentos: Es una mercancía cuyo envase 
o rotulación contenga diseños o indicaciones ambiguas o falsas, que induzca a error al 
público con respecto a su calidad, origen, ingredientes o procedencia o que viole derechos 
de propiedad intelectual debidamente adquiridos.

17.	 Parte interesada: Cualquier organización, grupo o individuo que pudiera resultar afectado 
por las actividades ilícitas cometidas por una persona física o moral que constituyan hechos 
punibles conforme a la tipificación establecida por la presente ley y la normativa vigente.

18.	 Salario mínimo: salario mínimo del sector público.

CAPÍTULO II 
DE LAS DISPOSICIONES ORGÁNICAS Y ESPECIALES

SECCIÓN I 
DEL MINISTERIO PÚBLICO

Artículo 6. Órgano Responsable. El Ministerio Público, mediante la procuraduría especiali-
zada correspondiente, será el encargado de ejercer la representación, defensa y persecución de 
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los intereses del Estado y la sociedad en los asuntos que trata esta ley, conforme los términos 
establecidos en la Ley Orgánica del Ministerio Público.

Artículo 7. Atribuciones. Son atribuciones del Ministerio Público las siguientes: 

1.	 Ejercer de oficio, a petición de parte interesada o a requerimiento del órgano regulador 
correspondiente, las acciones y representación del interés público, con carácter de parte 
procesal, en todos aquellos juicios por infracción a la presente ley y demás disposiciones 
legales complementarias.

2.	 Ejercer las acciones en representación del Estado dominicano tendentes a la prevención y 
persecución de los delitos tipificados, independientemente de que dichas acciones sean pro-
movidas por personas físicas o jurídicas que hayan sufrido daños en su persona o patrimonio.

3.	 Ejercer la investigación, persecución y procesamiento de las personas responsables del 
comercio ilícito, falsificación y contrabando de medicamentos, bebidas alcohólicas, pro-
ductos derivados del tabaco, hidrocarburos y cualesquiera otros bienes de consumo ma-
sivo sometidos al marco de su competencia con posterioridad a la presente ley mediante 
decreto del Poder Ejecutivo.

4.	 Servir como órgano auxiliar a la Administración Tributaria en los casos de evasión fiscal, 
fraude tributario y fraude aduanero relativos a los productos regulados por la presente ley.

5.	 Servir como órgano auxiliar de los órganos reguladores de los productos regulados por la 
presente ley, para asistir en el decomiso y demás medidas administrativas impuestas por 
violación a las disposiciones de la presente ley en sede administrativa.

6.	 Las demás acciones previstas por la presente ley, el Código Penal y leyes afines, en parti-
cular las normativas que dispongan las condiciones de comercialización de los productos 
regulados, así como las demás normas que rigen al Ministerio Público.

Artículo 8. Políticas de Prevención. La Procuraduría General de la República, como or-
ganismo responsable de la formulación e implementación de la política del Estado contra 
la criminalidad y de dirigir las políticas estatales de prevención, diseñará e implementará, 
en concordancia con los lineamientos establecidos en la presente ley y su reglamento de 
aplicación, las medidas de prevención tendentes a erradicar el comercio ilícito, contrabando 
y falsificación de productos regulados en coordinación con las instituciones públicas y pri-
vadas correspondientes.

SECCIÓN II 
DEL CONSEJO INTERINSTITUCIONAL PÚBLICO-PRIVADO DE PREVENCIÓN

Artículo 9. Consejo Interinstitucional Público-Privado de Prevención. Se crea el Consejo 
Interinstitucional Público-Privado de Prevención, como órgano del Estado, dependiente del 
Ministerio Público, con las atribuciones que le concede esta ley.
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Artículo 10. Integración. El Consejo Interinstitucional Público-Privado de Prevención queda 
integrado de la siguiente manera:

1)	 El Procurador: Procuraduría General de la República o su representante, quien lo presidirá.

2)	 El Ministro de Industria, Comercio y Mipymes o su representante.

3)	 El Ministro de Salud Pública o su representante.

4)	 El Director General de Impuestos Internos o su representante.

5)	 El Director General de Aduanas o su representante.

6)	 El Director del Instituto Nacional de Protección de los Derechos del Consumidor (PRO 
CONSUMIDOR) o su representante.

7)	 El Director del Instituto Dominicano para la Calidad (INDOCAL) o su representante.

8)	 Un representante de cada uno de los gremios representativos de los sectores vinculados 
a los productos regulados.

Párrafo. Los representantes de los gremios representativos de los sectores vinculados a los 
productos regulados por esta ley, serán designados por sus respectivas organizaciones a los 
que se les exigirá las debidas credenciales para concurrir a las sesiones que se convoquen.

Artículo 11. Atribuciones. El Consejo Interinstitucional Público-Privado de Prevención tiene 
la atribución de dar consultas y asesoría en el diseño e implementación de políticas de pre-
vención de comercio ilícito, contrabando y falsificación de productos regulados.

Párrafo. En el reglamento de aplicación de esta ley se establecerán las funciones específicas 
del Consejo Interinstitucional Público-Privado de Prevención.

SECCIÓN III 
DE LAS COMPETENCIAS INTRÍNSECAS DE LOS ÓRGANOS REGULADORES

Artículo 12. Órganos Reguladores. Al amparo de la presente ley, son considerados como 
órganos reguladores: 

1.	 El Ministerio de Salud Pública.

2.	 El Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes.

3.	 La Dirección General de Aduanas.

4.	 La Dirección General de Impuestos Internos.

5.	 El Instituto Nacional de Protección de los Derechos del Consumidor (PROCONSUMIDOR).
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6.	 El Instituto Dominicano para la Calidad (INDOCAL).

Artículo 13. Fiscalización. Corresponde a los órganos reguladores de los productos sujetos a 
impuestos, licencias o permisos de importación, fabricación, transporte, almacenaje, distribu-
ción y/o comercialización ejercer la fiscalización para asegurar el cumplimiento de las leyes, 
reglamentos y normas bajo su administración.

Artículo 14. Productos Comercializados al Público en General. La vigilancia y fiscaliza-
ción en puntos de venta de los productos comercializados al público en general, compete al 
Instituto Nacional de Protección de los Derechos del Consumidor (Pro-Consumidor), excepto 
la fármaco-vigilancia que es una atribución exclusiva del Ministerio de Salud Pública.

Artículo 15. Facultad Legal para Inspeccionar. En cualquier momento, la Administración 
Tributaria, el Ministerio de Salud Pública, el Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes, 
PROCONSUMIDOR, INDOCAL y cualquier órgano existente o creado con posterioridad a la en-
trada en vigencia de la presente ley, que tenga facultad legal para inspeccionar, vigilar o pro-
curar el bienestar de los consumidores, del mercado y de los competidores podrá inspeccionar 
de manera aleatoria el cumplimiento de los requisitos legales por parte de los tenedores de 
las licencias o permisos de importación, fabricación, transporte, almacenaje, distribución y/o 
comercialización de los productos regulados.

Artículo 16. Operación Sin Licencia o Registro. Toda persona que fabrique o intente fa-
bricar, importar, almacenar o comercializar cualquier producto regulado, tener el registro o 
la autorización necesaria al efecto, o cuando esta haya sido negada o revocada, o sin haber 
prestado la fianza prescrita, si la requiere el producto, se considerará que realiza comercio 
ilícito sujeto a las sanciones administrativas y penales contempladas por esta ley.

Párrafo I. Ningún producto importado, fabricado y/o comercializado en estas condiciones 
podrá ser librado al consumo y deberá ser decomisado por las autoridades competentes.

Párrafo II. Los órganos reguladores deberán requerir el concurso de la Procuraduría 
Especializada para la incautación y decomiso de las materias primas y los productos importa-
dos, fabricados o comercializados ilegalmente.

Párrafo III. En caso de crímenes y delitos en materia de comercio ilícito de hidrocarburos y 
demás combustibles, el Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes deberá apoderar a la 
Procuraduría Especializada.

Artículo 17. Cadenas de Suministro. Los órganos reguladores podrán disponer requisitos adi-
cionales a los fines de monitorear las cadenas de suministro de productos regulados, que serán 
determinados, en caso de ser necesario, según estudio para cada producto regulado por esta 
ley, incluyendo sistemas de trazabilidad de insumos y productos terminados y/o dispositivos 
para seguimiento y localización para prevenir el desvío de insumos y productos y detectar el 
contrabando y la evasión fiscal. 
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Artículo 18. Marcaje de Seguridad y Trazabilidad. En los casos que los productos regulados 
lleven un marcaje de seguridad y trazabilidad, el reporte de lectura de dichos sistemas que 
arroje que el producto no es legítimo, tendrá la misma validez que el Acta de Comprobación.

CAPÍTULO III 
INFRACCIONES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS

Artículo 19. Suspensión Temporal. La licencia o permiso será suspendido temporalmente de 
manera automática, si durante las inspecciones aleatorias de verificación de cumplimiento, se 
comprueba que los registros o controles fiscales, los requerimientos de calidad o salud pública 
han sido alterados, no se aplican o se han falseado.

Artículo 20. Infracciones Administrativas en Materia de Hidrocarburos. El Ministerio 
de Industria, Comercio y Mipymes (MICM) será el órgano regulador para el conocimiento y 
sanción de las infracciones administrativas en materia de hidrocarburos, quedando habilitado 
para especificar y graduar -por vía reglamentaria- las infracciones o sanciones legalmente 
establecidas. Constituyen infracciones administrativas relativas a hidrocarburos y su comer-
cialización las siguientes:

1.	 Comercializar hidrocarburos sin las autorizaciones correspondientes emitidas por el MICM 
o sin certificaciones que acrediten la calidad y seguridad de las instalaciones y operaciones. 

2.	 Transportar hidrocarburos en vehículos que no exhiban -de forma visible- las acredita-
ciones que permitan la identificación de las empresas involucradas, el tipo de hidrocar-
buro transportado y las autorizaciones correspondientes. 

3.	 Comercializar hidrocarburos o transportar hidrocarburos en condiciones de inseguridad, 
de manera que se ponga en riesgo el interés o la salud de los operadores o los terceros. 

4.	 No desplegar de forma visible las advertencias de rigor en instalaciones en las que se 
comercialicen hidrocarburos o en los vehículos en los que estos se transporten. 

5.	 Contravenir los términos del título habilitante respecto de la comercialización de hidro-
carburos emitidos por el MICM.

6.	 Comercializar hidrocarburos, habiendo sido autorizado por el MICM, sin identificar a las 
empresas involucradas en el proceso o identificando empresas que no hayan sido autori-
zadas por el MICM para cualquiera de las actividades propias de la cadena de suministro 
de hidrocarburos.

7.	 Distribuir hidrocarburos a compradores con los cuales no hayan suscrito un contrato de 
suministro de sus productos.

8.	 Detallar hidrocarburos no adquiridos a distribuidores mayoristas autorizados por el MICM 
o con los cuales hayan suscrito un contrato de suministro de hidrocarburos.
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9.	 Distribuir, despachar o descargar hidrocarburos en estaciones de servicio: (a) con las cuales 
quien descarga o despacha no haya suscrito un contrato de suministro exclusivo de produc-
tos o; (b) que exhiban las señalizaciones y manifiestos visibles atribuibles a la marca de otro 
distribuidor mayorista de hidrocarburos o; (c) en sitios distintos a estaciones de expendio 
autorizadas por el MICM, salvo que se trate de una venta efectuada por un distribuidor ma-
yorista a personas físicas o jurídicas autorizadas por el MICM, para su autoconsumo.

10.	 Distribuir hidrocarburos a detallistas en ausencia de o en contravención a un contrato 
exclusivo de suministro de hidrocarburos. 

11.	 Incumplir mandatos o disposiciones emitidos por el MICM, de forma tal que se ponga en 
riesgo el interés general, la salud y/o seguridad de las personas o al medio ambiente. 

12.	 Distribuir o vender hidrocarburos a quienes no tengan autorización para detallar o reven-
der dichos combustibles.

13.	 Realizar o hacer realizar modificaciones estructurales o de cualquier naturaleza en plan-
tas envasadoras o en terminales de almacenamiento o depósitos sin contar con la previa 
autorización o aprobación del MICM. 

14.	 Realizar cualquier actividad relacionada con la cadena de comercialización de hidrocar-
buros en virtud de una licencia, permiso o autorización no vigente. 

Párrafo. Para fines de la presente ley, por comercialización de hidrocarburos se entenderá 
lo dispuesto en el Párrafo II de la Ley No. 37-17, del 4 de febrero de 2017, que reorganiza el 
Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes. 

Artículo 21. Responsabilidad Civil o Penal. Las resoluciones administrativas sancionadoras 
dictadas por los órganos reguladores serán independientes de la responsabilidad civil o penal 
que pudiera derivarse de la violación a las disposiciones de la presente ley.

Artículo 22. Sanciones Administrativas. Son sanciones aplicables por la administración 
ante la comisión de infracciones o inobservancia de los requisitos legamente establecidos para 
operar en la República Dominicana:

1.	 Multa.

2.	 Cierre temporal o permanente del establecimiento de comercio, depósito o fábrica.

3.	 Suspensión o cancelación definitiva de las licencias, permisos o concesiones, autorizacio-
nes o registros.

4.	 Decomiso administrativo de la mercancía.

5.	 Destrucción de la mercancía.

6.	 Demolición de estructuras.

7.	 Retiro o retención de equipos, instalaciones o accesorios.
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8.	 Prohibición o la paralización definitiva de actividades u obras.

Artículo 23. Decomiso Administrativo. El decomiso administrativo procede contra los pro-
ductos derivados del tabaco, las bebidas alcohólicas, los hidrocarburos y los medicamentos 
ilícitos, aun en ausencia de un autor material o intelectual de las actividades ilícitas, tras la 
constatación de la procedencia ilícita de los productos regulados, independientemente del 
inicio de un procedimiento administrativo sancionador

Párrafo I. Las bebidas alcohólicas, medicamentos y derivados del tabaco, importados o no, 
decomisados en virtud de la presente ley, serán destruidos públicamente dentro de las cuarenta 
y ocho (48) horas siguientes de haberse comprobado su procedencia ilícita o su ilícito comercio.

Párrafo II. Queda prohibido subastar, vender o utilizar las mercancías incautadas por parte 
de las autoridades competentes.

Párrafo III. En el caso de los hidrocarburos decomisados por su procedencia ilícita, quedarán 
a favor del Estado quien determinará, conforme a reglamento, la custodia de los mismos y 
los procedimientos de gestión y asignación de dichos combustibles a los órganos del Estado.

Artículo 24. Sanciones Pecuniarias. Al imponer las sanciones, el órgano regulador deberá 
contemplar que las sanciones pecuniarias aplicables a las infracciones no sean más beneficio-
sas para el infractor que el cumplimiento de las normas infringidas. 

Párrafo. La ejecución de sanciones pecuniarias se practicará mediante el procedimiento de 
apremio establecido en el Código Tributario.

Artículo 25. Pago de Multas. Los cargos pecuniarios que el órgano regulador imponga como 
sanción deberán ser pagados dentro de los quince días hábiles siguientes a su notificación.

Artículo 26. Reincidencia. La reincidencia da lugar a la suspensión temporal o permanente 
del permiso o licencia de operación o a la no renovación temporal o permanente del mismo 
según la gravedad de la infracción cometida.

Artículo 27. Publicidad de Sanciones. Las sanciones administrativas impuestas, una vez 
sean definitivas en sede administrativa, tendrán carácter público y serán publicadas por esta 
en su página web y en cualquier otro medio que estime pertinente.

CAPÍTULO IV 
DE LOS DELITOS Y SANCIONES PENALES

SECCIÓN I 
DE LOS DELITOS TRIBUTARIOS

Artículo 28. Delitos Tributarios. La violación a los controles fiscales y el incumplimiento 
de los requerimientos de la Administración Tributaria, se considera delito tributario y se rige 
según lo dispuesto en el Código Tributario.
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Párrafo. La fiscalización, inspección, investigación y control del cumplimiento de las corres-
pondientes obligaciones tributarias, así como la liquidación y recaudación de impuestos y 
derechos fiscales será competencia del Ministerio de Hacienda por medio de las direcciones 
generales de Impuestos Internos, y de Aduanas, conforme a las atribuciones, facultades y 
competencias legales que correspondan a cada una de ellas.

Artículo 29. Declaración Fraudulenta. La adulteración maliciosa en cualquier forma de los 
productos o inventarios, o de la información que respecto de aquellos se proporcione a la 
DGII o a la DGA con la finalidad de determinar un impuesto inferior al que corresponda, será 
sancionada como fraude fiscal.

Párrafo. Será sancionado como fraude aduanero de conformidad con la Ley de Aduanas, la 
variación de partida arancelaria, o la mezcla de productos a los fines de obtener de manera frau-
dulenta una clasificación que implique una reducción o liberación de los aranceles aplicables.

SECCIÓN II 
DEL DELITO Y SANCIONES DEL COMERCIO ILÍCITO

Artículo 30. Comercio Ilícito. Configuran el delito de comercio ilícito las actividades siguientes: 

1.	 Elaborar los productos regulados sin obtener los permisos exigidos.

2.	 Elaborar y comercializar dentro del territorio nacional, productos o mercancías que no 
hayan cumplido los requisitos legalmente establecidos o normas técnicas aplicables.

3.	 Alterar o adulterar productos o modificar sus características, así como su cambio de des-
tino o falsa indicación de su procedencia.

4.	 La falsificación de documentos con la finalidad de engañar a la persona que lee o mira el 
documento o empaquetado del producto haciéndole creer que el producto, sustancia ac-
tiva, excipiente, elemento, material o accesorio, que acompaña el documento, es legítimo 
y no falsificado.

5.	 La fabricación o el suministro de medicamentos por personas físicas o morales no auto-
rizadas y la introducción en el mercado de medicamentos o de dispositivos médicos que 
no cumplan los requisitos de conformidad.

6.	 La fabricación, importación, exportación, distribución, almacenamiento y comercializa-
ción, en cualquiera de sus formas, de medicamentos falsificados, adulterados, vencidos, 
re-etiquetados, contrabandeados, sin registro sanitario vigente, con ingredientes inade-
cuados, sin ingredientes activos, con cantidades inadecuadas de ingredientes activos, con 
un envase falsificado, o en cualquier forma alterados química o físicamente, así como 
también la comercialización de muestras médicas.

7.	 Fabricar, comercializar, intermediar, vender, distribuir, almacenar, importar o exportar 
productos regulados y sujetos a impuestos o equipo de fabricación sin pagar los derechos, 
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impuestos y otros gravámenes aplicables o sin exhibir las estampillas fiscales que corres-
ponda, marcas de identificación únicas o cualesquiera otras marcas o etiquetas exigidas.

8.	 Esconder o disimular productos regulados con otros que no lo son con el objeto de burlar 
los controles y gravámenes requeridos a los primeros.

9.	 Mezclar derivados de petróleo con otros que no lo son, o que sean de distintas clases du-
rante el recorrido a través de la cadena de suministro con el objeto de burlar los controles 
y gravámenes requeridos a los primeros.

10.	 Vender o promocionar productos regulados sin poseer los permisos, licencias o registros 
legales o consignar los gravámenes que establece la ley a través del Internet, plataformas 
electrónicas o cualquier otra nueva tecnología.

11.	 Hacer declaraciones falsas en impresos oficiales referentes a la descripción, cantidad o 
valor de los productos regulados para evadir el pago de los derechos, impuestos y otros 
gravámenes aplicables, o entorpecer las medidas de control destinadas a la prevención, 
disuasión, detección, investigación o eliminación del comercio ilícito.

12.	 Hacer declaraciones falsas o deliberadamente engañosas respecto al origen, proceden-
cia o métodos autóctonos u originales de producción de los productos con el objeto de 
obtener ventajas tributarias o de acceso a mercados derivadas de las leyes nacionales y 
acuerdos comerciales internacionales.

Artículo 31. Sanciones Pecuniarias al Comercio Ilícito. Sin perjuicio del decomiso de las 
mercancías, productos, vehículos y demás efectos utilizados en la comisión del delito, así 
como la clausura del local o establecimiento; se impondrá a los infractores sanciones pecu-
niarias de multas de cien a doscientos salarios mínimos del sector público y prisión de tres a 
cinco años o ambas penas a la vez, cuando a juicio del Juez la gravedad del caso lo requiera. 

Párrafo. En el caso de los medicamentos, las penas alcanzarán un máximo de diez años en 
virtud de lo establecido por la Ley General de Salud y sus modificaciones.

Artículo 32. La Tentativa. La tentativa de los delitos se sancionará como el delito mismo.

SECCIÓN III 
DEL CONTRABANDO Y DELITO ADUANERO

Artículo 33. Contrabando Aduanero. Será sancionado de acuerdo a las disposiciones de la 
Ley General de Aduanas, toda persona que:

1.	 Introduzca o extraiga, del territorio nacional los productos regulados eludiendo el control aduanero.

2.	 Entregue, extraiga o facilite la extracción de los productos regulados del depósito adua-
nero, de los estacionamientos transitorios o de las zonas portuarias o primarias, sin que 
medie autorización de la autoridad aduanera.
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3.	 Desvíe de su destino final de los productos regulados que sean movilizados en tránsito 
por el territorio nacional para su introducción al mercado nacional, sin que medie auto-
rización de la autoridad aduanera.

4.	 Consuma, disponga o se distraiga mercancías sometidas a tránsito, transbordo, reembar-
que o a un régimen suspensivo o liberatorio sin haber cumplido los requisitos estableci-
dos en la Ley General de Aduanas.

Párrafo. No será considerado como falta administrativa de conformidad con la Ley General de 
Aduanas el contrabando de productos regulados sin importar su valor aduanero.

Artículo 34. Contrabando. Será sancionado con una multa de cien hasta trescientas veces el 
monto del valor aduanero de las mercancías objeto de contrabando y con pena de prisión de 
tres a cinco años, aunque con ello no cause perjuicio fiscal, toda persona que:

1.	 Adquiera, venda, done, oculte, use, dé o reciba en depósito, destruya o transforme, mercancía de 
cualquier clase, valor, origen o procedencia introducida al país, eludiendo el control aduanero.

2.	 Sustituya mercancías de las unidades de transporte.

Artículo 35. Prueba de Contrabando. El delito de contrabando se comprueba cuando el 
poseedor de la mercancía no pueda presentar, a requerimiento de autoridad competente, 
en el plazo de las veinticuatro horas laborales siguientes al día de haber sido sorprendido, la 
documentación comprobatoria de que ha cumplido con todas las disposiciones legales para 
su importación, comercialización o exportación; o que adquirió dicha mercancía de una per-
sona que a su vez pueda probar, dentro de ese mismo plazo, que ha cumplido con todos los 
requisitos. Se hará recaer sobre esta las sanciones previstas para el delito de contrabando 
conjuntamente con el poseedor de la mercancía.

Artículo 36. Agravantes. La pena será de cinco a diez años de prisión y la multa equivalente a 
trescientas cincuenta veces el monto del valor aduanero de las mercancías, cuando en alguna 
de las circunstancias expuestas en los artículos anteriores concurra por lo menos una de las 
siguientes conductas o situaciones: 

1.	 Se perpetre, facilite o evite su descubrimiento, mediante el empleo de violencia o intimidación.

2.	 Se utilice un medio de transporte acondicionado o modificado en su estructura, con la 
finalidad de transportar mercancías eludiendo el control aduanero.

3.	 Se hagan figurar como destinatarias, en los documentos referentes al despacho de las 
mercancías, personas físicas o jurídicas a quienes se les haya usurpado su identidad, o 
personas físicas o jurídicas inexistentes.

4.	 Intervenga, en calidad de autor, instigador o cómplice, un funcionario público en ejercicio 
de sus funciones, con ocasión de ellas o con abuso de su cargo.

5.	 Se participe en el financiamiento, por cuenta propia o ajena, para la comisión de delitos aduaneros.
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6.	 El autor o partícipe integre un grupo que califique como delincuencia organizada, según la 
legislación vigente.

7.	 La reincidencia en las actividades tipificadas como comercio ilícito, contrabando aduane-
ro y contrabando.

8.	 Se utilice a menores de edad o a cualquier otra persona inimputable.

Artículo 37. Contrabando Fraccionado. Incurre igualmente en los delitos contemplados 
en los tipos penales previstos en los dos artículos anteriores y será sancionado con idénticas 
penas, el que, actuando con una misma finalidad realice actividades de contrabando de forma 
fraccionada, en un solo acto o en diferentes actos, respecto de mercancías con un valor adua-
nero que aisladamente fueren considerados infracciones administrativas. 

Párrafo. Para determinar la modalidad de contrabando fraccionado, la autoridad judicial podrá con-
siderar los actos realizados por el infractor en los doce meses anteriores al último acto denunciado.

Artículo 38. Contrabando de Hidrocarburos y sus Derivados. El que, en cantidad superior a un 
galón e inferior a ochenta, introduzca hidrocarburos o sus derivados al territorio dominicano, o los 
extraiga desde él, por lugares no habilitados de acuerdo con la normativa aduanera vigente, incurrirá 
en prisión de 3 a 6 meses y multa de 50 a 100 salarios mínimos mensuales del sector público.

Párrafo I. El que oculte, disimule o sustraiga de la intervención y control aduanero hidro-
carburos o sus derivados en cantidad superior a un galón e inferior a ochenta, incurrirá en la 
misma pena de prisión y multa descrita en la parte capital de este artículo.

Párrafo II. Si las conductas descritas en los incisos anteriores recaen sobre una cantidad su-
perior a los ochenta galones, se impondrá una pena de 6 meses a 1 año de prisión y multa de 
cien a 200 salarios mínimos mensuales del sector público, sin que en ningún caso sea inferior al 
doscientos por ciento del valor aduanero de los hidrocarburos o sus derivados objeto del delito.

Párrafo III. Si las conductas descritas en los incisos anteriores recaen sobre hidrocarburos 
o sus derivados cuya cantidad supere los mil galones, se impondrá una pena de tres a cinco 
años de prisión y multa de doscientos a trescientos salarios mínimos mensuales del sector 
público, sin que en ningún caso sea inferior al doscientos por ciento del valor aduanero de los 
hidrocarburos o sus derivados objeto del delito.

Párrafo IV. El que descargue en lugar de arribo hidrocarburos o sus derivados, sin el cumpli-
miento de las formalidades exigidas en la regulación aduanera, incurrirá en la misma pena de 
prisión y multa descrita en el inciso anterior.

Artículo 39. Favorecimiento de Contrabando de Hidrocarburos o sus Derivados. El que 
posea, transporte, embarque, desembarque, almacene, oculte, distribuya, enajene hidrocarburos 
o sus derivados que hayan ingresado al país ilegalmente, sin cumplimiento de la normativa 
aduanera vigente, o que hayan ocultado, disimulado o sustraído de la intervención y control 
aduanero, será sancionado con las mismas penas indicadas en el artículo anterior.
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Párrafo I. Será sancionado con igual pena el punto de venta o expendio que, a sabiendas 
de la procedencia ilícita de los hidrocarburos, utilice signos distintivos, marcas y nombres 
comerciales de legítimo comercio para disfrazar total o parcialmente la comercialización de 
productos de contrabando. 

Párrafo II. No se aplicará lo dispuesto en el presente artículo al consumidor final cuando los 
bienes que se encuentren en su poder, estén soportados con factura o documento equivalente.

SECCIÓN IV 
DEL CARÁCTER TRANSNACIONAL DE LOS DELITOS

Artículo 40. Carácter Transnacional. Los delitos tipificados en la presente ley, tendrán 
carácter transnacional para fines de la cooperación judicial internacional, cuando:

1.	 Se comete en más de un Estado.

2.	 Se comete dentro de un solo Estado, pero una parte sustancial de su preparación, plani-
ficación, dirección o control se realiza en otro Estado.

3.	 Se comete dentro de un solo Estado, pero entraña la participación de un grupo delictivo 
organizado que realiza actividades delictivas en más de un Estado.

4.	 Se comete en un solo Estado, pero tiene efectos sustanciales en otro Estado.

SECCIÓN V 
DE LA COMPLICIDAD

Artículo 41. Complicidad. Se sanciona con penas de reclusión de seis meses hasta cinco años 
y multas de cien a trescientos salarios mínimos del sector público:

1.	 La conversión o la transferencia de bienes, a sabiendas de que esos bienes son producto 
del delito, con el propósito de ocultar o disimular el origen ilícito de los bienes o ayudar 
a cualquier persona involucrada en la comisión del delito determinante a eludir las con-
secuencias jurídicas de sus actos.

2.	 La ocultación o disimulación de la verdadera naturaleza, origen, ubicación, disposición, 
movimiento o propiedad de bienes o del legítimo derecho a estos, a sabiendas de que 
dichos bienes son producto del delito.

3.	 El transporte, la adquisición, posesión o utilización de bienes, a sabiendas, en el momen-
to de su recepción, de que son producto del delito.

4.	 La participación en la comisión de cualesquiera de los delitos tipificados con arreglo 
al presente capítulo, así como la asociación y la confabulación para cometerlos, el 
intento de cometerlos, y la ayuda, la incitación, la facilitación y el asesoramiento en 
aras de su comisión.
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SECCIÓN VI 
DE LOS DELITOS CONEXOS

Artículo 42. Delitos Conexos. Los esquemas de comercio ilícito dan origen a delitos conexos 
como sobornos, corrupción, tráfico de influencias, enriquecimiento ilícito, lavado de activos y 
estafa. Las autoridades administrativas y judiciales deberán extender la investigación de las 
conductas y aplicar las sanciones previstas en el Código Penal y demás leyes especiales.

Párrafo. El contrabando y comercio ilícito constituyen infracciones graves al tenor de lo 
dispuesto por la Ley sobre Lavado de Activos, y como tales les son aplicables todas las dis-
posiciones referentes a la investigación y sanción de la infracción de lavado de activos o de 
incremento patrimonial derivado de actividades delictivas.

Artículo 43. Personas Morales. Las personas morales culpables de la comisión de las acti-
vidades de comercio ilícito serán sancionadas conforme a las disposiciones del Código Penal y 
la Ley sobre Lavado de Activos según sea el caso. 

Párrafo. El monto de la multa aplicable a las personas morales será el quíntuplo del máximo 
de las multas previstas para las personas físicas.

SECCIÓN VII 
DE LOS DELITOS DE OBSTRUCCIÓN DE LA JUSTICIA

Artículo 44. Obstrucción de la Justicia. Serán sancionados con penas de tres a cinco años 
y multas de hasta doscientos salarios mínimos quienes recurran al uso de la fuerza física, 
amenazas o intimidación o sobornos en contra de testigos y autoridades de aplicación de la ley 
y la justicia, ocasionando interferencia en los testimonios y en la recolección y presentación 
de pruebas.

Párrafo. Se sanciona también como obstrucción a la justicia:

1.	 Obstaculizar el cumplimiento por parte de un funcionario público u otra persona autori-
zada de las obligaciones relacionadas con la prevención, disuasión, detección, investiga-
ción o eliminación del comercio ilícito.

2.	 Hacer una declaración que sea falsa, engañosa o incompleta, o no facilitar la información 
requerida a un funcionario público u otra persona autorizada que esté cumpliendo sus 
obligaciones relacionadas con la prevención, disuasión, detección, investigación o elimi-
nación del comercio ilícito a menos que ello se haga en el ejercicio del derecho a la no 
autoincriminación.

SECCIÓN VIII 
DE LA REINCIDENCIA

Artículo 45. Reincidencia. La reincidencia se castiga con el duplo de las sanciones económi-
cas y de las penas de reclusión.
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Párrafo I. El juez considerará según la gravedad del caso, como sanción adicional la prohi-
bición de realizar actividades empresariales, y la inhabilitación para el ejercicio profesional u 
oficio de forma permanente o por un período de tiempo determinado, incluso si los hechos 
anteriores fueren infracciones administrativas.

Párrafo II. Los órganos reguladores de las actividades de importación, distribución, trans-
porte y comercialización de los productos regulados, en virtud de una condena por delitos 
de comercio ilícito, contrabando, falsificación y evasión fiscal, podrán, en el ejercicio de su 
potestad regulatoria, denegar de manera temporal o permanente nuevos permisos, licencias o 
autorizaciones para participar en dichas actividades.

CAPÍTULO V 
RECURSOS ADMINISTRATIVOS

Artículo 46. Recursos Administrativos. Las sanciones administrativas impuestas por la 
comisión de las infracciones previstas en las leyes y reglamentos correspondientes podrán ser 
objeto de un recurso de reconsideración.

Párrafo I. La forma y plazo de los recursos administrativos se regirá por lo establecido en la 
ley vigente sobre los Derechos de las Personas en sus Relaciones con la Administración y de 
Procedimiento Administrativo. 

Párrafo II. La interposición de los recursos administrativos no suspenderá la ejecución del 
acto impugnado ni el pago de las multas impuestas.

CAPÍTULO VI 
DE LA ACCIÓN JUDICIAL

SECCIÓN I 
DE LA COMPETENCIA JUDICIAL

Artículo 47. Competencia Judicial. Las acciones consideradas delictivas, consignadas en la 
presente ley, son de competencia de los Tribunales Colegiados de los Juzgados de Primera 
Instancia de la República Dominicana, de acuerdo a lo establecido en la normativa procesal 
vigente. Su ejercicio es independiente de las acciones administrativas que puedan llevarse a 
cabo, y como tal, no tienen influencia una decisión en otra.

Artículo 48. Parte Interesada. Son titulares de la acción judicial establecida por la presente 
ley, las personas físicas y jurídicas que resulten afectadas por la comisión o tentativa de 
comisión de los delitos tipificados, el Estado dominicano, por intermedio del órgano regulador 
correspondiente o de la Procuraduría Especializada y cualquier otra entidad con un interés 
legítimo en promover la acción judicial con la finalidad de detener el ilícito.

Párrafo I. Toda persona física o Jurídica, grupo o asociación tiene legitimidad procesal activa para 
denunciar y querellarse por todo hecho, acción, factor, proceso, o la omisión u obstaculización 
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de ellos, que causare o pudiera tipificar los delitos establecidos por la presente ley y podrá 
intervenir, en cualquier momento, aportando pruebas que sean pertinentes al caso en cuestión.

Párrafo II. El ejercicio de la acción judicial por la Parte Interesada, la Procuraduría Especializada 
o el órgano regulador no implicará renuncia a posibles acciones por daños y perjuicios, las 
cuales podrán ser solicitadas paralelamente a la acción pública.

Artículo 49. Instrucción Expedita. El Procurador Adjunto, actuando como juez de la querella, 
estará obligado, si considera que el caso tiene visos de gravedad o que los productos ilícitos tienen 
capacidad de rápidamente llegar al mercado, a dar curso expedito, de oficio o ante las querellas, 
denuncias o referimientos previstos en la presente ley. 

Artículo 50. Acta de Comprobación. A fin de sustentar la acusación penal de cometer algu-
no de los delitos tipificados por la presente ley, la Procuraduría Especializada podrá, de oficio, 
a requerimiento de parte interesada o del órgano regulador correspondiente, levantar un Acta 
de Comprobación de Ilícito, en los casos de flagrante delito, o disponer la realización de los 
informes y actas que considere pertinentes como medio de prueba para la instrumentación 
del caso en cuestión. En ese tenor, podrá citar a las partes, escuchar testimonios, efectuar 
traslados a los lugares en que fueron preparados o cometidos los hechos, realizar audiencias 
con la participación de denunciantes, testigos y peritos. Si cualquiera de las partes mostrara su 
negativa a colaborar a comparecer, la Procuraduría Especializada podrá ordenar la conducción 
de las personas involucradas para los fines correspondientes. 

Párrafo. La Procuraduría Especializada y los órganos reguladores correspondientes serán las 
autoridades competentes para levantar el Acta de Comprobación de Ilícito, mediante repre-
sentantes debidamente calificados. El Acta de Comprobación de Ilícito será considerada como 
elemento de prueba ante los tribunales de la República.

SECCIÓN II 
DEL DECOMISO Y DESTRUCCIÓN DE PRODUCTOS

Artículo 51. Decomiso y Destrucción de los Productos Regulados. Procede el decomiso de 
los productos regulados de conformidad con la presente ley, una vez constatada su procedencia o 
comercialización ilícita mediante acta levantada por la autoridad competente o la Procuraduría.

Párrafo I. En el caso de bebidas alcohólicas, medicamentos y derivados del tabaco, importa-
dos o no, decomisados en virtud de la presente ley, siempre procederá su destrucción públi-
camente dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes de haberse comprobado el delito de 
contrabando o su ilícito comercio.

Párrafo II. Las bebidas alcohólicas, medicamentos y derivados del tabaco importados, que 
hayan sido declarados abandonados según lo dispuesto por la Ley de Aduanas solo podrán 
venderse a los representantes autorizados de sus marcas o titulares de los registros sanitarios 
de estos productos, y en caso de que no estuviesen interesados, se procederá con su inme-
diata destrucción. Si no fueren productos de marcas representadas o registradas en República 
Dominicana, procederá su destrucción inmediata.



190

Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes

SECCIÓN III 
DEL DESTINO DE LOS BIENES DECOMISADOS

Artículo 52. Destino. Sin perjuicio por lo dispuesto en el Código Tributario, la Ley de Aduanas 
y la Ley contra el Lavado de Activos, un porcentaje no menor del treinta por ciento del producto 
de la venta de los bienes, equipos e instrumentos, decomisados y que no deban ser destruidos, 
y las sumas de dinero incautadas por la realización de actividades ilícitas serán destinados a la 
Procuraduría Especializada a los fines de garantizar su continua capacitación, equipamiento y 
capacidad para desempeñar las funciones establecidas en la presente ley.

Párrafo. Para los aspectos no previstos por la presente ley, el decomiso e incautación de 
los bienes indicados en el presente artículo se regirán por las disposiciones de la Ley sobre 
Lavado de Activos en lo relativo al Decomiso de Bienes y su Destino, y respecto a los Terceros 
de Buena Fe.

SECCIÓN IV 
DE LAS TÉCNICAS DE INVESTIGACIÓN DEL COMERCIO ILÍCITO

Artículo 53. Aplicación de Técnicas Investigativas Especiales al Comercio Ilícito. Cuando 
se investigue la comisión de uno de los delitos sancionados en esta ley, la autoridad judicial 
competente previa solicitud del Procurador Adjunto, podrá autorizar que los envíos ilícitos o 
sospechosos de los productos objeto de comercio ilegal, se trasladen, guarden, intercepten o 
circulen dentro del territorio nacional, salgan de él o entren en él, bajo la vigilancia o el control 
de la autoridad correspondiente, con el propósito de individualizar a las personas que parti-
cipen en la ejecución de tales hechos, conocer sus planes, evitar el uso ilícito de las especies 
referidas o prevenir y comprobar cualquiera de tales delitos.

Párrafo I. Se utilizará esta técnica de investigación cuando se presuma fundadamente que ella 
facilitará la individualización de otros partícipes, sea en el país o en el extranjero, como, asimis-
mo, el cumplimiento de alguno de los fines descritos en el inciso anterior. Cuando los productos 
objeto del delito se encuentren en zonas sujetas a la potestad aduanera, la Dirección General 
de Aduanas observará las instrucciones que imparta el Procurador Adjunto para los efectos de 
aplicar esta técnica de investigación.

Párrafo II. El Procurador Adjunto podrá disponer en cualquier momento la suspensión de 
la entrega vigilada o controlada y solicitar a la autoridad judicial competente que ordene la 
detención de los partícipes y la incautación de las sustancias y demás instrumentos, si las 
diligencias llegaren a poner en peligro la vida o integridad de los funcionarios que intervengan 
en la operación, la recolección de antecedentes importantes para la investigación o el asegu-
ramiento de los partícipes. Lo anterior es sin perjuicio que, si surgiere ese peligro durante las 
diligencias, los funcionarios policiales encargados de la entrega vigilada o controlada apliquen 
las normas sobre detención en caso de flagrancia.

Párrafo III. El Procurador Adjunto deberá adoptar todas las medidas necesarias para vigilar 
las especies a que se alude en el inciso primero, la parte capital de este artículo, así como, 
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para proteger a todos los que participen en la operación. En el plano internacional, la entrega 
vigilada o controlada se adecuará a lo dispuesto en los acuerdos o tratados internacionales.

CAPÍTULO VII 
DE LAS DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 54. Prescripción. Las infracciones contenidas en la presente ley prescribirán de 
conformidad con lo establecido en la Ley No. 107-13 sobre los Derechos de las Personas en 
sus Relaciones con la Administración, siempre que se trate de infracciones administrativas. 
Los delitos prescribirán a los tres años.

Párrafo. Los plazos de prescripción de la acción civil o penal, su inicio e interrupción se regirán 
conforme a las reglas del Código Procesal Penal dominicano.

Artículo 55. Medidas Especiales de Control. La Dirección General de Impuestos Internos y la 
Dirección General de Aduanas establecerán medidas especiales de control para los Operadores 
Económicos Autorizados, los centros logísticos, o cualquier otro usuario u operador que goce 
de privilegios aduaneros bajo las normativas vigentes y las Zonas Francas tendientes a la 
prevención del comercio ilícito, la falsificación y el contrabando.

Artículo 56. Protocolos y Convenios de Trabajo Conjunto. La Procuraduría General de la 
República, la Dirección General de Impuestos Internos, la Dirección General de Aduanas, la 
Dirección Nacional de Inteligencia y la Policía Nacional, establecerán, dentro de un plazo de 
noventa días calendarios contados a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, los 
protocolos de traslado de elementos materiales probatorios o información y la aplicación de 
técnicas investigativas especiales, según el caso, de forma que se pueda garantizar la cadena 
de custodia de la evidencia recolectada en el trámite administrativo de procedimientos rela-
cionados con contrabando y las demás infracciones previstas en la presente ley que pudieran 
ser constitutivas de delitos conexos como narcotráfico, lavado de activos u otras actividades 
de la delincuencia organizada.

Artículo 57. Coordinación Institucional. A partir de la entrada en vigencia de la presente 
ley, se instruye a la Procuraduría General de la República, el Ministerio de Salud Pública, el 
Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes, la Dirección General de Aduanas, la Dirección 
General de Impuestos Internos, el Instituto Nacional de Protección de los Derechos del 
Consumidor (PROCONSUMIDOR) y al INDOCAL a suscribir acuerdos de colaboración que esta-
blezcan protocolos de cooperación para el aseguramiento de elementos materiales probatorios 
o evidencia física y mecanismos de intercambio de información, que permitan optimizar los 
recursos para los operativos de inspección y control, las investigaciones administrativas y las 
investigaciones penales.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera. Regularización de la Entrega y Renovación del Registro Sanitario de Alimentos y 
Bebidas. Hasta tanto se regularice la entrega y renovación del registro sanitario de alimentos 
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y bebidas, la presentación de la solicitud de renovación para productos derivados del alcohol 
y del tabaco será admitida como prueba de renovación oportuna a los efectos del artículo 14 
de la presente ley.

Segunda. El Poder Ejecutivo elaborará el reglamento general de aplicación de esta ley, en un 
plazo de ciento veinte días contados a partir de su entrada en vigencia.

DISPOSICIÓN FINAL

Única. Entrada en Vigencia. La presente ley entra en vigencia después de su promulgación y 
publicación, según lo establecido por la Constitución de la República y transcurridos los plazos 
fijados por el Código Civil de la República Dominicana.

DADA en la Sala de Sesiones del Senado, Palacio del Congreso Nacional, en Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, capital de la República Dominicana, a los nueve (9) días del mes de 
febrero del año dos mil diecinueve (2019); año 175 de la Independencia y 156 de la Restauración.

DADA en la Sala de Sesiones de la Cámara de Diputados, Palacio del Congreso Nacional, en 
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, capital de la República Dominicana, a los doce 
(12) días del mes de febrero del año dos mil diecinueve (2019); año 175 de la Independencia 
y 156 de la Restauración.

DANILO MEDINA
Presidente de la República Dominicana

En ejercicio de las atribuciones que me confiere el artículo 128 de la Constitución de la República.

PROMULGO la presente ley y mando que sea publicada en la Gaceta Oficial, para su conocimiento 
y cumplimiento.

DADA en Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, capital de la República Dominicana, a los 
veinte (20) días del mes de febrero del año dos mil diecinueve (2019), año 175 de la Independen-
cia y 156 de la Restauración.

DANILO MEDINA
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Decreto No. 130-05
Aprueba el Reglamento de la Ley General de Libre Acceso a la Información 

Pública
25 de febrero de 2005

Gaceta Oficial No. 10308, 26 de febrero de 2005

CONSIDERANDO: Que en fecha 28 de julio del 2004 fue promulgada la Ley General de Libre 
Acceso a la Información Pública, con el número 200-04.

CONSIDERANDO: Que dado el carácter general de la Ley y la necesidad de organizar su ope-
ratividad, teniendo en cuenta la estructura y diversidad de la Administración pública, resulta 
indispensable la debida reglamentación de la misma.

CONSIDERANDO: Que a los fines de proveer a la Ley de una reglamentación que facilitara 
el acceso de la ciudadanía a la información generada en el Estado y garantizara la publicidad 
de los actos de gobierno, se organizó a cargo de la Consultoría Jurídica del Poder Ejecutivo 
un procedimiento de consulta pública que permitiera a los diversos sectores de la sociedad 
someter sus pareceres y consideraciones sobre la aludida reglamentación.

CONSIDERANDO: Que dicho procedimiento de consulta permitió conocer las distintas 
perspectivas y opiniones sobre la materia, expresadas por ciudadanos y por entidades de la 
Sociedad Civil, las cuales han sido tenidas en cuenta en la mayor medida posible.

VISTA: La Ley General de Libre Acceso a la Información Pública, número 200-04, del 28 de 
julio del 2004.

En ejercicio de las atribuciones que me confiere el artículo 55 de la Constitución de la Repú-
blica, dicto el siguiente

DECRETO:

REGLAMENTO DE LA LEY GENERAL DE LIBRE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

CAPÍTULO I  
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. El presente reglamento tiene por finalidad establecer las pautas de aplicación de 
la Ley General de Libre Acceso a la Información Pública (LGLAIP) de la República Dominicana.

Artículo 2. El Estado Dominicano en su conjunto, con los organismos, instituciones y en-
tidades descriptos en el artículo 1 de la LGLAIP, todo organismo legalmente constituido o 
en formación que sea destinatario de fondos públicos – incluyendo los partidos políticos 
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constituidos o en formación - y cualquier otro órgano, entidad o persona que ejerza funciones 
públicas o ejecute presupuesto públicos, interpretarán la Ley y el presente reglamento del 
modo más favorable al principio de la publicidad y al pleno ejercicio del derecho de acceso a 
la información.

Artículo 3. Los organismos, instituciones, personas y entidades mencionados en los artículos 
1, 2 y 4 de la LGLAIP tienen la obligación de proveer la información solicitada, siempre que 
esta no se encuentre sujeta a algunas de las excepciones taxativamente previstas en la LGLAIP 
y que ello no implique la obligación de crear o producir información con la que no se cuente 
al momento de efectuarse el pedido, salvo que encuentren legalmente obligados a producirla, 
en cuyo caso deben proveerla. La obligación de proporcionar la información requerida no 
comprende su presentación conforme el interés del solicitante.

Artículo 4. Todo organismo legalmente constituido o en formación que sea destinatario de 
fondos públicos - en los términos del artículo 4, párrafo único, de la LGLAIP-, está sujeto a 
la LGLAIP en lo que respecta a la divulgación y publicidad de aquella información relacionada 
con los fondos públicos que reciba, incluyendo los planes de trabajo, evaluaciones y resultados 
obtenidos y cualquier otra información disponible que permita una completa rendición de 
cuentas respecto de dichos fondos.

En el caso de los partidos políticos constituidos o en formación, la información que debe ser 
divulgada incluirá el origen y destino de todo su patrimonio, así como la identidad de sus 
contribuyentes públicos y privados.

Artículo 5. En virtud del principio de publicidad, cualquier norma preexistente o futura, ge-
neral o especial, que directa o indirectamente regule el derecho de acceso a la información 
o sus excepciones y limitaciones, deberá siempre interpretarse de manera consistente con 
los principios sentados en la LGLAIP y este reglamento, y siempre del modo más favorable al 
acceso a la información.

CAPÍTULO II 
AUTORIDADES DE APLICACIÓN DE LA LEY

Artículo 6. Cada uno de los organismos, instituciones y entidades descriptos en el artículo 
1 - a excepción de su inciso f - de la LGLAIP, deberán asignar un Responsable de Acceso a 
la Información (RAI) y organizar las respectivas Oficinas de Acceso a la Información (OAI). 
Esto se realizará partiendo de las áreas, estructuras y recursos humanos existentes en cada 
institución.

Las oficinas sectoriales, regionales, provinciales, locales, embajadas, misiones, consulados, ofi-
cinas de negocios y delegaciones tomarán asimismo las medidas adecuadas para sistematizar y 
ofrecer la información disponible, en el marco de lo establecido en la LGLAIP y este Reglamento.

Respecto de los organismos, instituciones y entidades mencionadas en el inciso f del artículo 1 
y en el párrafo único del artículo 4 de la LGLAIP, estos deberán organizarse del modo que con-
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sideren más eficiente para garantizar el pleno ejercicio del derecho de acceso a la información 
y todos los principios establecidos por la LGLAIP.

Artículo 7. Cada uno de los organismos, instituciones y entidades descriptos en el artículo 
1 y en el artículo 4, párrafo único, de la LGLAIP, deberá informar a través de publicaciones 
oficiales, páginas de Internet y todo otro medio de difusión a su alcance, la designación de 
sus respectivos Responsables de Acceso a la Información, indicando su nombre, su ubicación 
física, teléfono, fax y correo electrónico, así como la ubicación física, teléfono, fax, páginas de 
Internet y correos electrónicos de las Oficinas de Acceso a la Información.

Estos datos deben ser actualizados y aparecer de modo permanente en el sitio de Internet del 
área correspondiente.

Artículo 8. El ejercicio del derecho de acceso a la información pública se hará efectivo ante las 
OAI de cada uno de los organismos, instituciones y entidades obligados conforme el artículo 
1 y el artículo 4, párrafo único, de la LGLAIP, que deberán contar con los recursos humanos, 
materiales y económicos necesarios para el adecuado cumplimiento de sus funciones.

Artículo 9. Los Responsables de Acceso a la Información (RAI) serán personas con amplios y 
comprobables conocimientos sobre la estructura, organización, misión, funciones, actividades, 
procesos, documentación e información general de su institución, así como sobre la legisla-
ción relacionada con el derecho de acceso a la información, y tendrán dedicación exclusiva a 
las tareas encomendadas por esta norma.

Artículo 10. Los RAI tendrán las siguientes funciones a su cargo:

a.	 Realizar todas las tareas encomendadas en el presente, bajo la dirección de la autoridad máxi-
ma del organismo, institución o entidad, actuando de modo coordinado con dicha autoridad.

b.	 Comunicarse periódicamente y coordinar su trabajo con los RAI de los demás organismos, 
instituciones y entidades descriptos en el artículo 1 y en el artículo 4, párrafo único, de 
la LGLAIP, a los fines de ampliar y mejorar las fuentes y bases de las informaciones, y de 
canalizar prontamente sus respectivas tramitaciones.

c.	 Realizar las gestiones necesarias para localizar los documentos en los que conste la in-
formación solicitada.

d.	 Enviar a la oficina pertinente aquellas solicitudes que fueran presentadas en una oficina 
no competente - en los términos del artículo 7, párrafo II de la LGLAIP - bajo su depen-
dencia, para que la solicitud de información sea respondida adecuadamente.

e.	 Instituir los criterios, reglamentos y procedimientos para asegurar eficiencia en la gestión 
de las solicitudes de acceso a la información, elaborando un programa para facilitar la ob-
tención de información del organismo, institución o entidad, que deberá ser actualizado 
periódicamente y que incluya las medidas necesarias para la organización de los archivos.
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f.	 Supervisar la aplicación de los criterios, reglamentos y procedimientos para su organis-
mo, institución o entidad, en materia de clasificación y conservación de la documenta-
ción, así como la organización de archivos.

g.	 Impulsar la actualización permanente de la información descripta en el Capítulo IV del 
presente reglamento en su organismo, institución o entidad.

h.	 Compilar las estadísticas y balances de gestión de su área en materia de acceso a la in-
formación, elaborados por las respectivas OAI, y confeccionar un informe anual respecto 
de su organismo, institución o entidad, que será publicado en las páginas de Internet 
oficiales y difundido por todos los medios posibles.

Artículo 11. Las OAI cumplirán con las siguientes funciones:

a.	 Recolectar, sistematizar y difundir la información a que se refiere el Capítulo IV del pre-
sente reglamento.

b.	 Recibir y dar trámite a las solicitudes de acceso a la información.

c.	 Auxiliar en la elaboración de solicitudes de acceso a la información y, en su caso, orientar 
a los solicitantes respecto de otros organismos, instituciones o entidades que pudieran 
tener la información que solicitan.

d.	 Realizar los trámites dentro de su organismo, institución o entidad, necesarios para en-
tregar la información solicitada.

e.	 Efectuar las notificaciones a los solicitantes.

f.	 Proponer los procedimientos internos que pudieran asegurar una mayor eficiencia en la 
gestión de las solicitudes de acceso a la información.

g.	 Llevar un archivo de las solicitudes de acceso a la información, sus antecedentes, trami-
tación, resultados y costos.

h.	 Elaborar estadísticas y balances de gestión de su área en materia de acceso a la información.

i.	 Poner a disposición de la ciudadanía, tanto en Internet como en un lugar visible en sus 
instalaciones, un listado de los principales derechos que, en materia de acceso a la infor-
mación, asisten al ciudadano.

j.	 Elaborar, actualizar y poner a disposición de la ciudadanía un índice que contenga la in-
formación bajo su resguardo y administración.

k.	 Realizar las correspondientes tachas en caso de solicitarse un documento que contenga 
información parcialmente reservada. Las tachas se harán bajo la responsabilidad de la 
máxima autoridad del organismo, institución o entidad.



201

Decreto No. 130-05INSTITUCIONAL

l.	 Realizar las demás tareas necesarias que aseguren el efectivo ejercicio del derecho de 
acceso a la información, la mayor eficiencia en su misión y la mejor comunicación entre 
el organismo, institución o entidad y los particulares.

Artículo 12. Las Oficinas de Acceso a la Información deberán estructurarse, como mínimo, con 
los siguientes elementos:

a)	 Adecuados recursos humanos, materiales y económicos, ajustados a los presupuestos y 
programas aprobados.

b)	 Un lugar accesible donde toda persona pueda obtener la información y, si fuese el caso, 
realizar la reproducción o solicitarla cuando sea necesario realizarla fuera de la institución.

c)	 Registro, enumeración y descripción detallada de los archivos, libros y bases de datos 
existentes en el mismo.

d)	 Manuales de procedimientos.

Los manuales de procedimientos deberán adecuarse y ajustarse estrictamente a lo dispuesto 
por la LGLAIP y por este Reglamento. Mientras son elaborados y aprobados los manuales de 
procedimientos, los Responsables de Acceso a la Información y todo aquel que corresponda 
tomarán las disposiciones necesarias para dar cumplimiento a la LGLAIP y a este Reglamento.

CAPÍTULO III 
PROCEDIMIENTO DE SOLICITUD

Artículo 13. La solicitud de acceso a la información debe ser planteada en forma escrita, ante 
la OAI de la dependencia en la que se presume se encuentra la información correspondiente, 
conforme los requisitos establecidos en el artículo 7 de la LGLAIP.

En caso de que el solicitante no sepa escribir, la OAI deberá llenar por él el formulario de so-
licitud, debiendo aquel suscribirlo con alguna señal que lo identifique.

Las OAI deben entregar a todo solicitante un acuse de recibo de su requerimiento.

Artículo 14. Cuando el solicitante actúe en nombre y representación de otra persona física o 
jurídica, deberá acreditar legalmente dicha representación.

Artículo 15. La descripción de la motivación de las razones por las cuales se requiere la 
información solicitada, en los términos del artículo 7 inciso d de la LGLAIP, en modo alguno 
y en ningún caso puede impedir el más amplio acceso del requirente a la misma ni otorga 
al funcionario la facultad de rechazar la solicitud. En este sentido, al solicitante le basta con 
invocar cualquier simple interés relacionado con la información buscada, siendo dicho solici-
tante responsable del uso y destino de la información que obtenga.

Artículo 16. Para realizar una solicitud de acceso a la información, el requirente debe presen-
tar su petición ante las OAI de cada uno de los organismos, instituciones y entidades obligados 
conforme el artículo 1 de la LGLAIP.



202

Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes

Si la solicitud no contiene todos los datos requeridos, la Administración deberá hacérselo sa-
ber al solicitante a fin de que corrija y complete los datos, para ello contará el ciudadano con 
el apoyo de la OAI correspondiente.

Si la solicitud es presentada a una oficina que no es competente para entregar la información 
o que no la tiene por no ser de su competencia, el RAI del cual depende la OAI receptora de-
berá enviar la solicitud, dentro de los tres días laborables de recibida, al organismo, institución 
o entidad competente para la tramitación, y comunicar el hecho al solicitante, brindándole a 
este el nombre y datos de la institución a la que hubiera sido remitida la solicitud.

En ningún caso la presentación de una solicitud a una oficina no competente dará lugar al 
rechazo o archivo de una gestión de acceso hecha por una persona interesada.

En caso de que la solicitud deba ser rechazada por alguna de las razones taxativamente pre-
vistas en la LGLAIP, este rechazo debe ser comunicado al solicitante en forma escrita en un 
plazo de cinco (5) días laborables, contados a partir del día de la recepción de la solicitud.

Artículo 17. Si la solicitud no contiene todos los datos requeridos por el artículo 7 de la LGLAIP 
o fuese confusa, la OAI deberá hacérselo saber al solicitante en el momento de su presen-
tación, si dicha irregularidad fuere manifiesta o, en su caso, dentro de los tres días hábiles 
siguientes, a fin de que la aclare, corrija o complete, apercibiéndolo acerca de la posibilidad de 
que, en caso de no subsanarse, la solicitud será rechazada.

La OAI podrá rechazar la solicitud por las causales establecidas en este artículo a partir del 
décimo día hábil contado a partir de la fecha en que se le hubiere comunicado verbalmente o 
por escrito al solicitante acerca de su error, debiendo dejarse constancia y archivo de la soli-
citud y de su rechazo.

La OAI deberá orientar a la persona peticionaria para subsanar las omisiones, ambigüedades o 
irregularidades de su solicitud.

Los plazos establecidos en el artículo 8 de la LGLAIP comenzaran a correr una vez que el soli-
citante cumpla con la prevención que le ordena aclarar, corregir o completar la solicitud.

Artículo 18. Los plazos para resolver sobre las solicitudes de información empezarán a correr a 
partir del día hábil siguiente al de su presentación y se incluirá en ellos el día del vencimiento.

Artículo 19. En beneficio de las personas peticionarias, se procurará establecer mecanismos 
que permitan reducir al máximo los costos de entrega de información.

Artículo 20. En el caso de que la expedición de algún documento informativo generara algún 
costo que no deba ser gratuito por mandato de alguna ley específica, así como el pago de 
algún derecho establecido por la ley tributaria, estos costos deberán cubrirse por el solicitante. 
En este supuesto, el plazo para la entrega de la información correrá a partir de la fecha del 
pago correspondiente.
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CAPÍTULO IV 
SERVICIO DE INFORMACIÓN PÚBLICA

Artículo 21. El Estado Dominicano en su conjunto, con los organismos, instituciones y enti-
dades descriptos en el artículo 1 de la LGLAIP, deben poner a disposición y difundir de oficio 
información referida a:

1.	 Estructuras, integrantes, normativas de funcionamiento, proyectos, informes de gestión, 
bases de datos.

2.	 Centro de intercambio y atención al cliente o usuario: Consultas, quejas y sugerencias.

3.	 Trámites o transacciones bilaterales.

4.	 Presupuestos y cálculos de recursos y gastos aprobados, su evolución y estado de ejecución.

5.	 Programas y proyectos, sus presupuestos, plazos, ejecución y supervisión.

6.	 Llamado a licitaciones, concursos, compras, gastos y resultados.

7.	 Listados de funcionarios, legisladores, magistrados, empleados, categorías, funciones y 
remuneraciones, y la declaración jurada patrimonial cuando su presentación corresponda 
por ley.

8.	 Listado de beneficiarios de programas asistenciales, subsidios, becas, jubilaciones, pen-
siones y retiros.

9.	 Estado de cuentas de la deuda pública, sus vencimientos y pagos.

10.	 Leyes, decretos, resoluciones, disposiciones, marcos regulatorios y cualquier otro tipo 
de normativa.

11.	 Índices, estadísticas y valores oficiales.

12.	 Marcos regulatorios legales y contractuales para la prestación de los servicios públicos, 
condiciones, negociaciones, cuadros tarifarios, controles y sanciones.

13.	 Toda otra información cuya disponibilidad al público sea dispuesta en leyes especiales.

14.	 Proyectos de regulaciones que pretendan adoptar mediante reglamento o actos de ca-
rácter general, relacionadas con requisitos o formalidades que rigen las relaciones entre 
los particulares y la administración o que se exigen a las personas para el ejercicio de sus 
derechos y actividades.

15.	 Proyectos de reglamentación, de regulación de servicios, de actos y comunicaciones de 
valor general, que determinen de alguna manera la forma de protección de los servicios 
y el acceso de las personas de la mencionada entidad.
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Toda la información mencionada en este artículo será de libre acceso a toda persona, sin ne-
cesidad de petición previa y deberá publicarse en Internet, estará presentada de modo sencillo 
y accesible y se actualizará de modo permanente.

Las máximas autoridades de los mencionados organismos, instituciones y entidades deberán 
establecer, en un plazo de 60 días hábiles contados a partir de la fecha del presente regla-
mento, un programa de implementación de este servicio de información que determine un 
cronograma detallado de su puesta en práctica, sin perjuicio de la obligación de poner a dis-
posición inmediata, a través de Internet, toda aquella información que ya se encuentre elabo-
rada, publicada y/o sistematizada.

En todos los casos, la implementación definitiva del servicio de información no puede exceder 
el año contado a partir de la fecha del presente reglamento.

Artículo 22. El Estado Dominicano en su conjunto, con los organismos, instituciones y en-
tidades descriptos en el artículo 1 de la LGLAIP deben elaborar y poner a disposición de la 
ciudadanía, tanto en sus oficinas de acceso a la información, como en sus áreas de atención al 
público y en sus páginas de Internet, una guía con la información producida o en poder cada 
área que incluya, al menos, los siguientes datos:

•	 El soporte en que se encuentre la información (papel, electrónico, video, etc.).

•	 El sitio exacto en que se encuentra la información.

•	 Su fecha de elaboración y de acceso público.

CAPÍTULO V 
LIMITACIONES AL ACCESO A LA INFORMACIÓN

Artículo 23. Las máximas autoridades ejecutivas de cada uno de los organismos, instituciones 
y entidades descriptos en el artículo 1 y en el artículo 4, párrafo único, de la LGLAIP serán las 
responsables de clasificar la información que elabore, posea, guarde o administre dicho orga-
nismo, institución o entidad a su cargo, así como de denegar el acceso a la información. Tanto 
la clasificación como la denegación deben hacerse efectivas a través de acto administrativo, 
debidamente fundado exclusiva y restrictivamente en los límites y excepciones establecidos 
por la LGLAIP u otras leyes específicas de regulación en materias reservadas, que será regis-
trado y archivado en la respectiva OAI.

Artículo 24. La autoridad que clasifique o deniegue información deberá asegurarse de anali-
zar y evaluar previamente que dicha información:

•	 Se encuentra íntimamente relacionada con alguna de las materias que se intentan pro-
teger en la lista de excepciones establecidas taxativamente por la LGLAIP.

•	 De ser divulgada sería una amenaza y/o causaría un perjuicio sustancial en la materia 
protegida por la excepción establecida en dicha Ley.
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•	 De ser divulgada, el perjuicio generado en la materia exceptuada sería superior al interés 
público de acceder a la información.

En el momento de adoptar una restricción al acceso a la información, la autoridad responsa-
ble debe asegurarse que esta restricción es la menos lesiva posible al derecho de acceso a la 
información, y que es compatible con los principios democráticos.

Artículo 25. Se excluye de la prohibición de acceso a la información reservada, a aquellos 
órganos del Estado que deban hacer uso de ella para cumplir sus funciones conforme las leyes, 
debiendo mantener estos la reserva respecto de terceros.

Artículo 26. Todo interesado puede solicitar el cese de la reserva legal sobre información 
o datos reservados, y las autoridades responsables pueden hacer lugar a dicha petición, de 
resultar ajustadas a derecho las razones esgrimidas por el solicitante.

Artículo 27. La máxima autoridad ejecutiva de un organismo, institución o entidad puede, de 
oficio y en cualquier momento, hacer cesar la clasificación como reservada de una informa-
ción, ya sea por la modificación de las condiciones existentes al momento de la clasificación, 
o por haberse tratado de una clasificación arbitraria o infundada.

Artículo 28. En el caso que existiere un documento que contenga información parcialmente 
reservada, se debe permitir el acceso a la parte de aquella que no se encuentra contenida entre 
las excepciones y límites al acceso a la información estipulados en la LGLAIP. Las tachas que 
se realicen sobre la copia del documento a entregar estarán a cargo de la respectiva OAI, bajo 
la supervisión y responsabilidad de la máxima autoridad del organismo, institución o entidad.

Artículo 29. El acto administrativo que clasifique como reservada determinada información 
deberá indicar:

a)	 El nombre y cargo de quien clasifica la información.

b)	 El organismo, institución, entidad y/u otra fuente que produjo la información.

c)	 Las fechas o eventos establecidos para el acceso público, o la fecha correspondiente a los 
5 años de la clasificación original.

d)	 Los fundamentos de la clasificación.

e)	 En caso de corresponder, la partes de información que se clasifican como reservadas y 
aquellas que están disponibles para el acceso público. Las partes de la información que 
no hayan clasificado como reservadas serán consideradas como información pública a la 
que tendrán acceso las personas que así lo soliciten.

f)	 La designación de la autoridad responsable de su conservación.

Artículo 30. El Estado Dominicano en su conjunto, con los organismos, instituciones y entida-
des descriptos en el artículo 1 de la LGLAIP, así como todo organismo legalmente constituido 
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o en formación que sea destinatario de fondos públicos - incluyendo los partidos políticos 
constituidos o en formación - y en cualquier otro órgano o entidad que ejerza funciones 
públicas o ejecute presupuesto públicos, deberán tener a disposición de toda persona y - de 
contarse con la posibilidad - deberán publicar sus respectivos sitios de Internet el listado 
temático de información clasificada como reservada que hubieran elaborado y/o clasificado 
y/o encontrara bajo su guarda.

Artículo 31. Al clasificar la información como reservada se podrá establecer una fecha o 
evento a partir de los cuales la información pasara a ser de acceso público. Esta fecha o evento 
no podrá exceder el límite de 5 años, siempre que no se disponga otro plazo en las leyes 
específicas de regulación en la materia.

Si no se pudiera determinar una fecha o evento, la información pasara a ser de acceso público 
a los 5 años de la fecha del acto administrativo que la clasifico como reservada, siempre que 
no se disponga otro plazo en las leyes específicas de regulación en la materia.

La información clasificada como reservada será accesible al público aun cuando no se hubiere 
cumplido el plazo fijado en este artículo y se mantuvieren las circunstancias que fundaron su 
clasificación, si concurriere un interés público superior que justificare su apertura al público.

La información que ya ha sido abierta al acceso público no puede ser clasificada nuevamente 
como reservada.

Artículo 32. Los organismos comprendidos en la LGLAIP deberán implementar un sistema de 
administración de la información que facilite el acceso público de la información clasificada 
como reservada cuando se hubiere vencido el plazo o producido el evento establecido para su 
apertura al acceso público.

Artículo 33. Los datos personales constituyen información confidencial, por lo que no podrán 
ser divulgados y su acceso estará vedado a toda persona distinta del incumbido, excepto que 
este consintiera expresa e inequívocamente en la entrega o divulgación de dichos datos.

CAPÍTULO VI 
RECURSOS ADMINISTRATIVOS Y JURISDICCIONALES

Artículo 34. El organismo requerido sólo podrá negarse a brindar la información objeto de 
la solicitud, en forma escrita y con razones fundadas, si se verifica que esta información 
es inexistente, o que está incluida dentro de alguna de las excepciones previstas en la Ley 
General de Libre Acceso a la Información Pública. Esta denegatoria deberá ser comunicada al 
solicitante en el plazo de cinco (5) días laborables, contados a partir del día de la recepción 
de la solicitud.

Artículo 35. Tanto el silencio del órgano requerido como su respuesta fuera de los plazos 
legales, como la ambigüedad, parcialidad o inexactitud de su respuesta, habilitarán la inter-
posición de los recursos correspondientes.
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Artículo 36. Cuando la denegatoria se deba a razones de reservas y limitaciones estipuladas 
por la ley, y en todos los casos en que el solicitante no esté conforme con la decisión adoptada 
por el organismo requerido, el derecho de recurrir esta decisión debe ejercerse por ante la 
Autoridad Jerárquica Superior del organismo, institución o entidad de que se trate, a fin de 
que esta resuelva en forma definitiva acerca de la entrega de los datos o información solici-
tados. Este recurso debe interponerse en un plazo de 10 días hábiles a partir de la notificación 
fehaciente de la decisión. La Autoridad Jerárquica Superior deberá resolver el recurso en 15 
días hábiles.

Artículo 37. El recurso ante la Autoridad Jerárquica Superior deberá presentarse por escrito y 
con los siguientes requisitos:

i.	 Estar dirigido a la máxima autoridad del organismo encargado de liberar la información.

ii.	 Presentar copia de la solicitud de acceso a la información así como de todo escrito perti-
nente que demuestre las gestiones realizadas para solicitar la información y, en caso de 
representante legal o mandatario, con la representación acreditada a través del formu-
lario original de acreditación de la personalidad jurídica, o bien mediante acto bajo firma 
privada legalizado por notario público.

iii.	 Señalar domicilio para recibir notificaciones.

iv.	 Precisar el acto impugnado y la autoridad responsable del mismo.

v.	 Señalar la fecha en que se notificó de dicho acto.

vi.	 Mencionar hechos en que se funda la impugnación.

vii.	 La firma de recurrente o, en su caso, de su representante legal.

Artículo 38. Si hubiere alguna irregularidad, error u omisión en el escrito de presentación del 
recurso, la Oficina de Acceso a la Información del organismo requerido prevendrá al recurrente 
al respecto, informándole de modo claro y fehaciente cuáles son los errores cometidos e 
instándole a que complete los puntos omitidos, realice las aclaraciones que correspondan o 
subsane los errores.

El recurrente debe cumplir con los requerimientos legales para la presentación de su recurso 
en el plazo de 5 días hábiles de notificado de sus errores y/u omisiones.

Si transcurrido el término anterior, el recurrente no cumpliere con dichos requerimientos, se 
tendrá por no interpuesto el recurso.

El plazo de 15 días hábiles para la resolución por parte de la Autoridad Superior Jerárquica 
comenzará a correr, en su caso, una vez que la solicitante satisfaga la decisión que ordene 
aclarar, corregir o completar su escrito de presentación del recurso.
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Artículo 39. Si la decisión de la Autoridad Jerárquica Superior tampoco fuere satisfactoria para 
el solicitante, este podrá recurrir dicha decisión ante el Tribunal Superior Administrativo en 
el plazo de 15 días hábiles contados a partir de la notificación fehaciente de la decisión de la 
Autoridad Jerárquica Superior.

Artículo 40. En todos los casos en que el organismo o la persona a quien se le haya solicitado 
la información no respondiera en el tiempo establecido para ello, o en caso en que la Autoridad 
Jerárquica Superior no fallare el recurso interpuesto en el tiempo establecido para ello, el 
interesado podrán ejercer el Recurso de Amparo ante el Tribunal Superior Administrativo con 
el propósito de garantizar el derecho a la información previsto en la LGLAIP.

El solicitante tendrá un plazo de 15 días hábiles contados a partir del vencimiento del plazo 
correspondiente para presentar su Recurso de Amparo.

Artículo 41. La presentación de los recursos estipulados en la LGLAIP y en el presente 
Reglamento no obstan al derecho que asiste a todo solicitante agraviado de acudir a los 
órganos jurisdiccionales para hacer valer lo que a su derecho corresponda.

CAPÍTULO VII 
PROMOCIÓN DE LA CULTURA DE LA TRANSPARENCIA

Artículo 42. El Instituto Nacional de Administración Pública (INAP) diseñará e implementará 
un plan de capacitación y difusión destinado a concientizar, capacitar y actualizar, a los inte-
grantes de las OAI y a los servidores públicos en general, en la importancia de la transparencia 
y en el derecho de acceso a la información, así como en la difusión y aplicación de la LGLAIP y 
sus normas reglamentarias y concordantes.

Artículo 43. La Secretaría de Estado de Educación promoverá la inclusión, en los planes y 
programas de estudio de todos los niveles educativos, de contenidos relacionados con la 
transparencia en la administración pública y en la sociedad en general y con el ejercicio del 
derecho de acceso a la información pública en una sociedad democrática.

Artículo 44. Todos los institutos educativos de nivel terciario, públicos y privados, incluirán 
en sus actividades curriculares y extracurriculares, contenidos que promuevan la concientiza-
ción, difusión, investigación y el debate acerca de temas relacionados con la transparencia y 
el derecho de acceso a la información pública.

CAPÍTULO VIII 
DEBER DE PUBLICACIÓN DE PROYECTOS DE REGLAMENTOS Y DE OTRAS  

DISPOSICIONES DE CARÁCTER GENERAL

Artículo 45. El Estado Dominicano en su conjunto, con los organismos, instituciones y en-
tidades descriptos en el artículo 1 de la LGLAIP, deben poner a disposición de la ciudadanía y 
difundir de oficio información referida a:

a.	 Proyectos de regulaciones que pretendan adoptar mediante reglamento o actos de ca-
rácter general, relacionadas con requisitos o formalidades que rigen las relaciones entre 
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los particulares y la administración o que se exigen a las personas para el ejercicio de sus 
derechos y actividades.

b.	 Proyectos de reglamentación, de regulación de servicios, de actos y comunicaciones de 
valor general, que determinen de alguna manera la forma de protección de los servicios 
y el acceso de las personas de la mencionada entidad.

En caso de decidirse la no publicación de la información mencionada en los artículos 23 y 24 
de la LGLAIP, el responsable de dicha información debe emitir un acto administrativo dando 
cuenta de su decisión en ese sentido, fundamentándola en algunas de las causales estipuladas 
en el artículo 25 de la LGLAIP. Dicho acto tendrá carácter público.

Artículo 46. La obligación del artículo anterior comprende la de habilitar un espacio institu-
cional para la consulta pública, que permita la expresión de opiniones y sugerencias por parte 
de todo interesado respecto de los mencionados proyectos.

Artículo 47. Las opiniones que se recojan durante el procedimiento de consulta pública no 
poseen carácter vinculante.

Artículo 48. El organismo, institución o entidad a cargo de la elaboración del proyecto de 
decisión es la Autoridad Convocante.

Artículo 49. El procedimiento consultivo se inicia formalmente mediante la publicación si-
multánea en un medio impreso y en el portal de Internet - de existir este - de la Autoridad 
Convocante, de un aviso en el que se invita a todo interesado a efectuar observaciones y 
comentarios respecto del proyecto de decisión que la Autoridad Convocante.

Es asimismo obligatoria la difusión del aviso en al menos un medio de comunicación de am-
plia difusión pública en al menos en una (1) ocasión, en un plazo no mayor a una semana 
luego del inicio formal del procedimiento consultivo.

Artículo 50. El plazo para la presentación de opiniones y propuestas no puede ser inferior a 
veinticinco (25) días desde el inicio del procedimiento consultivo.

Artículo 51. Los avisos que se publiquen en el/los medio/s de difusión deberán contener, 
como mínimo, la siguiente información:

a)	 El nombre y datos de la Autoridad Convocante.

b)	 Un resumen del texto de la norma propuesta y de las razones que justifican el dictado 
de la norma.

c)	 El plazo durante el cual se recibirán comentarios y observaciones al proyecto.

d)	 Las vías a través de las que los interesados pueden acceder al proyecto y a la información 
relacionada con el mismo.
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e)	 Los canales habilitados para que los interesados pueden hacer llegar sus comentarios.

f)	 La persona o cargo que decidirá sobre la pertinencia de incorporar modificaciones al pro-
yecto sometido a consulta.

Artículo 52. En los avisos de Internet deberá constar, además de toda la información mencio-
nada en el artículo precedente, el texto completo de la decisión que se impulsa.

A efectos de recibir los comentarios y observaciones de los interesados, la Autoridad Con-
vocante habilitará una casilla de correo electrónico ad hoc y una dirección postal, así como 
también un sector en su página de Internet en la que se irán publicando las opiniones que 
se reciban.

Artículo 53. Los comentarios deben realizarse por escrito, pudiendo acompañarse la docu-
mentación que el interesado estime pertinente. En caso de invocarse la representación de 
una persona física o jurídica, la presentación debe hacerse personalmente con el objeto de 
acreditar la personalidad jurídica.

Artículo 54. Cuando la Autoridad Convocante lo considere conveniente, podrá invitar a 
rondas de consulta a personas u organizaciones que por sus incumbencias o especiales 
capacidades técnicas puedan suministrar opiniones calificadas respecto del proyecto de de-
cisión que se impulsa.

Artículo 55. Cerrado el plazo para recibir opiniones, la Autoridad Convocante considerará 
los comentarios recibidos, dejando constancia en el expediente por el que tramita el pro-
yecto de decisión acerca de la cantidad de opiniones recibidas y de las principales opiniones 
esgrimidas, haciendo especial referencia a los aportes que consideró pertinentes incorporar 
al proyecto definitivo.

Artículo 56. El proyecto definitivo, en cuyos fundamentos deberá dejarse constancia de que 
se realizó un procedimiento consultivo así como de las modificaciones incorporadas al texto 
como consecuencia de dicho procedimiento, se publicará por el plazo de un (1) día en un medio 
impreso. También se publicará el proyecto definitivo en el sitio de Internet de la Autoridad 
Convocante, en caso de contarse con dicho recurso.

Artículo 57. En aquellos casos en que, por tratarse de una norma de trascendencia menor o 
por existir urgencia en el dictado de la norma, se considere necesario, se aplicará un procedi-
miento abreviado de consulta.

Artículo 58. El procedimiento abreviado consiste en la publicación en un periódico de cir-
culación nacional y, de contarse con la posibilidad, en el respectivo sitio de Internet, de un 
proyecto de norma, indicándose que de no recibirse observaciones al mismo en un plazo 
perentorio, el texto publicado constituirá la redacción definitiva de ese proyecto.

Artículo 59. En el procedimiento abreviado el plazo de recepción de opiniones será no mayor 
a diez (10) días hábiles. Una vez vencido el plazo para recepción de observaciones y en un 
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lapso máximo de diez (10) días hábiles la Autoridad Convocante dará a conocimiento el pro-
yecto definitivo de norma, dejando constancia de los aportes recibidos y de las modificaciones 
incorporadas como consecuencia de las observaciones efectuadas por los interesados.

DADO en Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la República Dominicana 
a los veinticinco (25) días del mes de febrero del año dos mil cinco (2005); años 161 de la 
Independencia y 142 de la Restauración.

LEONEL FERNÁNDEZ
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Decreto No. 100-18
Establece el Reglamento Orgánico-Funcional del  

Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes
6 de marzo de 2018

Gaceta Oficial No. 10907, 15 de marzo de 2018

Considerando: Que el 4 de febrero de 2017 se promulgó la Ley núm. 37-17, que reorganiza 
el Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes.

Considerando: Que el artículo 18 de la Ley núm. 37-17 dispone un plazo de 180 días, a 
partir de su entrada en vigencia, para que el Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes, 
en coordinación con el Ministerio de Administración Pública, someta al Poder Ejecutivo el 
Reglamento Orgánico Funcional de dicho Ministerio, estableciendo las funciones específicas 
de sus unidades orgánicas.

Considerando: Que la Ley núm. 247-12, Orgánica de la Administración Pública, dispone, 
de conformidad con la Constitución de la República, que los Ministerios son los órganos de 
planificación, dirección, coordinación y ejecución de la función administrativa del Estado y la 
autoridad superior en el ámbito que le corresponda.

Considerando: Que, en tal virtud, el Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes dispone 
de las prerrogativas jerárquicas, de tutela administrativa y de supervisión necesarias para 
garantizar la adecuada organización y funcionamiento del sector de la industria, el comercio 
interno y externo y las micros, pequeñas y medianas empresas (mipymes).

Considerando: Que el establecimiento claro y preciso de las funciones y atribuciones de sus 
viceministerios y los objetivos generales de las direcciones contribuyen a una mejor supervi-
sión de los sectores a su cargo, así como a precisar los mecanismos de coordinación con sus 
entidades adscritas.

Considerando: Que dentro de los principios generales dictados por la Ley núm. 247-12 a 
los entes y órganos que conforman la Administración pública, se encuentra la exigencia a 
los ministerios de habilitar un Gabinete Ministerial con la finalidad de asegurar la coordi-
nación, planificación, seguimiento, evaluación y control de las políticas públicas en su área 
de competencia.

Considerando: Que el anterior lineamiento de la Ley núm. 247-12 ha sido igualmente es-
tablecido por la Ley núm. 37-17, en cuyo artículo 6 dispone que el Ministro de Industria, 
Comercio y Mipymes convocará a los viceministros y a las máximas autoridades ejecutivas de 
los organismos autónomos y descentralizados adscritos al Ministerio en sesiones regulares de 
trabajo denominadas gabinete ministerial.
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Considerando: Que la Ley núm. 247-12 introduce igualmente la figura del Director de 
Gabinete, el cual será un funcionario de libre nombramiento y remoción del ministro, selec-
cionado con base en su alto nivel de competencia técnica y en los criterios establecidos por el 
Ministerio de Administración Pública, quien estará encargado de la continuidad de la agenda 
ministerial, la preparación de las reuniones del gabinete ministerial y el seguimiento de las 
tareas de coordinación del sector.

Considerando: Que el ámbito de competencia del Ministerio de Industria, Comercio y 
Mipymes involucra una amplia diversidad de sectores regulados y de dependencias y organis-
mos descentralizados adscritos, lo cual hace necesario establecer un mecanismo más diná-
mico y participativo para lograr una eficiente planificación y coordinación interinstitucional e 
intrasectorial a través del funcionamiento de dos tipos de Gabinete, uno a nivel de la máxima 
conducción política y otro con las características establecidas en la ley orgánica citada en el 
considerando anterior.

Considerando: Que como parte de la tutela a los organismos adscritos es conveniente la 
instrumentación de contratos por desempeño y de gestión contemplados en las leyes núm. 
423-06 y núm. 247-12 a efectos de definir y acordar las responsabilidades que asumen 
dichos organismos en el cumplimiento de las políticas, los mecanismos de seguimientos y los 
incentivos a que se harán acreedores en caso de cumplimientos.

Vista: La Constitución de la República Dominicana proclamada el 13 de junio de 2015.

Vista: La Ley núm. 3-02 sobre Registro Mercantil, del 2 de enero de 2002.

Vista: La Ley núm. 423-06, Orgánica de Presupuesto para el Sector Público, del 17 de no-
viembre de 2006.

Vista: La Ley núm. 498-06 de Planificación e Inversión Pública, del 28 de diciembre de 2006.

Vista: La Ley núm. 1-12 que establece la Estrategia Nacional de Desarrollo 2030, del 25 de 
enero de 2012.

Vista: La Ley núm. 247-12, Orgánica de la Administración Pública, del 9 de agosto de 2012;

Vista: La Ley núm. 107-13 sobre los Derechos de las Personas en sus Relaciones con la 
Administración y de Procedimiento Administrativo, del 6 de agosto de 2013.

Vista: La Ley núm. 688-16 de Emprendimiento, del 18 de noviembre de 2016.

Vista: La Ley núm. 37-17 del 4 de febrero del 2017 que reorganiza el Ministerio de Industria, 
Comercio y Mipymes.

Visto: El Decreto núm. 436-17 que adscribe la Unidad de Derecho de Autor y la Oficina 
Nacional de Derecho de Autor al Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes, del 19 de 
diciembre de 2017.
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Visto: El Decreto núm. 182-15 que establece la Ventanilla Única para la Formalización de 
Empresas, del 29 de mayo de 2015.

Vistos: Los decretos núm. 610-07 y núm. 303-15 sobre solución de controversias derivadas 
de Tratados de Libre Comercio y Acuerdos de Inversión, del 23 de octubre de 2007 y del 30 de 
septiembre de 2015, respectivamente.

En ejercicio de las atribuciones que me confiere el artículo 128 de la Constitución de la Repú-
blica, dicto el siguiente

REGLAMENTO ORGÁNICO-FUNCIONAL DEL MINISTERIO DE INDUSTRIA,  
COMERCIO Y MIPYMES

TÍTULO I 
DISPOSICIONES INICIALES

Artículo 1. Finalidad. El presente Reglamento define las competencias, funciones, estruc-
tura interna y organización del Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes, así como el 
nivel de autoridad e interrelación de sus funcionarios a nivel interno y con las entidades que 
le están adscritas.

Artículo 2. Ámbito de la Competencia Sustantiva. El Ministerio de Industria, Comercio y 
Mipymes (en lo adelante MICM) tiene las siguientes responsabilidades en los sectores y activi-
dades económicas que aquí se enuncian:

a)	 El desarrollo y fomento de la actividad industrial y la promoción de los encadenamientos 
productivos.

b)	 La promoción, regulación y supervisión del comercio interno.

c)	 El acceso a los mercados internacionales de los productos nacionales.

d)	 La administración e implementación de Tratados Comerciales Internacionales y coordi-
nación de las directrices comerciales en los foros internacionales.

e)	 La supervisión y administración de las zonas francas y otros regímenes especiales orien-
tados a promover la industria, el comercio y las mipymes.

f)	 La reglamentación y supervisión del cumplimiento normativo en materia de comerciali-
zación, control de calidad y abastecimiento de derivados del petróleo y demás combusti-
bles no convencionales.

g)	 El fomento y desarrollo de las Mipymes y el emprendimiento.

Párrafo. Son objetivos afines al MICM, de conformidad con la Constitución de la República, 
la Ley Orgánica de la Administración Pública y la Ley núm. 37-17, que reorganiza el 
Ministerio, la propiedad intelectual, la protección de los derechos del consumidor, la libre y 
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leal competencia, la defensa comercial de las ramas nacionales de la industria y el comercio, 
la promoción de la calidad, la promoción de las exportaciones, la captación de inversiones y 
la competitividad industrial.

TÍTULO II 
ESTRUCTURA ORGÁNICA Y FUNCIONAL DEL MICM

CAPÍTULO I

Artículo 3. Estructura Orgánica. El presente reglamento abarca la estructura organizativa 
del MICM, en lo que respecta a los siguientes niveles jerárquicos:

a)	 Despacho del Ministro.

b)	 Los viceministerios que crea la ley.

c)	 Las direcciones de área.

Párrafo I. Podrán crearse, fusionarse o eliminarse, mediante resolución motivada del 
MICM, los departamentos, divisiones y secciones que se requieran según la dinámica cam-
biante de los sectores bajo su rectoría, los servicios ofrecidos y las necesidades operativas 
del Ministerio.

Párrafo II. Las direcciones de área y las direcciones regionales que sean creadas con posterio-
ridad al presente reglamento deberán ser aprobadas mediante resolución motivada del MICM, 
previa autorización del Ministerio de Administración Pública (MAP).

Párrafo III. Las funciones detalladas de la estructura orgánica, el manual de cargos y demás 
disposiciones tendentes a regular el funcionamiento de la institución y sus servicios serán 
establecidos mediante Resolución del MICM.

CAPÍTULO II 
DEL DESPACHO DEL MINISTRO

Artículo 4. Mínistro(a) de Industria, Comercio y Mipymes. El Ministro de Industria, 
Comercio y Mipymes es la máxima autoridad del Ministerio y rector de las políticas públicas 
sectoriales establecidas por la ley y ejercerá, bajo su responsabilidad, los deberes y atribucio-
nes que la ley le asigna y las funciones que el Presidente de la República le ha delegado.

Artículo 5. Atribuciones. Además de lo que establece el artículo 28 de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública (en lo adelante LOAP), las funciones principales del Ministro son:

a)	 Establecer, supervisar y coordinar con asistencia de sus cuerpos asesores y el Comité 
Coordinador de Políticas, las políticas industriales, comerciales y de las mipymes del país.

b)	 Ejercer la tutela administrativa de las entidades adscritas a su ministerio y la supervisión 
de aquellas afines a la misión, objetivos y competencia del ministerio.



217

Decreto No. 100-18INSTITUCIONAL

c)	 Coordinar los programas, a corto, mediano y largo plazo, que contribuyan a la implemen-
tación de las políticas con las entidades adscritas, vinculadas y relacionadas con el sector 
y ejecutar aquellos que le correspondan.

d)	 Fijar las prioridades del Plan Sectorial y del Plan Estratégico Institucional en el marco de 
la Estrategia Nacional de Desarrollo y de los Planes Plurianuales del Sector Público.

e)	 Establecer las prioridades del proyecto anual de presupuesto del Ministerio y de los orga-
nismos adscritos y aprobar dichos proyectos previo a su envío al Ministerio de Hacienda.

f)	 Cumplir y hacer cumplir las leyes, reglamentos y decretos relacionados con los intereses 
de su sector y sancionar administrativamente su incumplimiento, violación e inobservan-
cia, siguiendo los procedimientos establecidos.

g)	 Resolver los recursos jerárquicos y de reconsideración que se le sean sometidos, según la 
normativa vigente.

h)	 Autorizar, suspender o revocar mediante resolución los permisos, autorizaciones y licen-
cias de operación y comercialización de las actividades comerciales e industriales que así 
lo requieran.

i)	 Proponer al Presidente de la República, cuando lo juzgue oportuno, anteproyectos de le-
yes, reglamentos y decretos relacionados con los intereses de su sector.

j)	 Ejercer la representación legal del ministerio y someter a la justicia, cuando la naturaleza 
del caso lo requiera, a todo funcionario o empleado de su dependencia que haya actuado 
en contra de la ley, cuando de esta acción se relacione con el Ministerio.

k)	 Suministrar al Senado, a la Cámara de Diputados, a la Cámara de Cuentas y a los órganos 
del Poder Judicial que lo soliciten, informes en relación al ejercicio de sus funciones.

l)	 Nombrar y remover al personal del Ministerio cuya designación no se encuentre atribuida 
a otra instancia.

m)	 Ejercer las demás atribuciones y cumplir los demás deberes determinados en la Consti-
tución, en las leyes y reglamentos.

Artículo 6. Despacho. El Despacho del Ministro está integrado por el Coordinador del 
Despacho y las direcciones asesoras y de apoyo del Ministerio.

CAPÍTULO III 
DE LOS VICEMINISTERIOS Y DE LAS DIRECCIONES SUSTANTIVAS

Artículo 7. De los Viceministros. Corresponde a los viceministros coordinar, evaluar y controlar 
las actividades sustantivas que la ley les atribuye. Los sectores de políticas públicas bajo la coor-
dinación de los viceministros son: Desarrollo Industrial, Comercio Interno, Comercio Exterior, 
Zonas Francas y Regímenes Especiales y el Fomento a la Micro, Pequeña y Mediana Empresa.
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Párrafo. Además de lo dispuesto en el artículo 32 de la LOAP, los viceministros son los 
responsables de velar por el adecuado cumplimiento de la planificación sectorial de las áreas 
bajo su supervisión, incluyendo el seguimiento del desempeño de los organismos adscritos al 
MÍCM vinculados a sus competencias sustantivas.

Artículo 8. De las Direcciones Sustantivas. Las direcciones sustantivas son dependencias de 
los viceministerios que realizan actividades directamente relacionadas con el cumplimiento de 
los objetivos de políticas públicas asignados.

SECCIÓN I 
VICEMINISTERIO DE DESARROLLO INDUSTRIAL

Artículo 9. Funciones del Viceministerio. Son funciones del Viceministerio de Desarrollo Industrial:

a)	 Diseñar, ejecutar y articular las políticas de industrialización del aparato productivo na-
cional, en coordinación con otras entidades del sector público nacional.

b)	 Fomentar la cultura de calidad, como medio para agregar competitividad y facilitar la in-
tegración de la producción industrial a las cadenas globales de valor tanto a nivel sectorial 
como regional.

c)	 Dar seguimiento a los resultados de las políticas activas de fomento de la industrializa-
ción, velando por la adecuada aplicación de las leyes, normas y regulaciones que rigen y 
fomentan el desarrollo de las empresas industriales.

d)	 Fomentar una cultura y prácticas de producción y consumo sostenibles en las empresas e 
industrias nacionales, en consonancia con los objetivos y metas de desarrollo del país.

e)	 Consolidar el diálogo técnico con representantes de las asociaciones industriales, otros 
entes gubernamentales y los organismos internacionales especializados en el fomento de 
la industrialización y articulación del aparato productivo para crear sinergias y aprovechar 
oportunidades que fomenten o consoliden cadenas de valor, clústeres y otras políticas de 
articulación productiva.

f)	 Promover la inversión nacional, los parques industriales y la promoción de encade-
namientos productivos, a través del Centro de Desarrollo y Competitividad Industrial 
(PROINDUSTRIA).

g)	 Realizar análisis y prospecciones del sector industrial dominicano que sirvan de base para 
el diseño de las políticas, planes, programas y proyectos que contribuyan a la toma de 
decisiones informadas en relación al desarrollo del sector industrial.

h)	 Monitorear y realizar evaluaciones de impacto de las políticas, planes, programas y pro-
yectos que se implementen a favor del desarrollo y competitividad del sector industrial 
dominicano, tomando en consideración criterios de eficiencia, eficacia y calidad de la 
ejecución de dichas acciones.



219

Decreto No. 100-18INSTITUCIONAL

Artículo 10. Direcciones. Son direcciones sustantivas del Viceministerio de Desarrollo Industrial, 
la Dirección de Fomento Industrial y la Dirección de Economía Industrial.

Párrafo I. Objetivo General de la Dirección de Fomento Industrial. Apoyar y fomentar 
el desarrollo de la industria nacional, a través de la promoción e implementación de planes, 
programas y proyectos que incentiven la innovación y competitividad de la industria, con un 
enfoque de sostenibilidad.

Párrafo II. Objetivo General de la Dirección de Economía Industrial. Dirigir y coordinar 
estudios referidos a políticas necesarias para la elaboración de planes, programas y proyec-
tosque contribuyan con el desarrollo del sector industrial dominicano.

SECCIÓN II 
VICEMINISTERIO DE ZONAS FRANCAS Y REGÍMENES ESPECIALES

Artículo 11. Funciones del Viceministerio. Son funciones del Viceministerio de Zonas 
Francas y Regímenes Especiales:

a)	 Dirigir y supervisar el diseño de políticas que impacten al sector de las zonas francas y los 
regímenes especiales.

b)	 Velar por el desarrollo sostenible de las empresas acogidas al régimen de zonas francas, 
desarrollo fronterizo y otros regímenes especiales, mediante la definición y articulación 
de políticas e instrumentos que faciliten su instalación y permanencia.

c)	 Realizar análisis y estudios que sirvan de base para el diseño de políticas, programas y 
proyectos que contribuyan a la toma de decisiones en relación al sector de zonas francas, 
desarrollo fronterizo y demás regímenes especiales.

d)	 Abogar por la compilación y actualización de estadísticas e indicadores económicos genera-
dos por las instituciones del sector público, el sector privado y los organismos internacionales 
sobre el desarrollo de las empresas establecidas en el marco de los regímenes especiales.

e)	 Promover procesos que generen encadenamientos productivos entre las empresas acogi-
das a los regímenes especiales y el resto del tejido productivo nacional.

f)	 Supervisar el cumplimiento de las leyes, normas y regulaciones definidas por el MICM, 
hacia las zonas francas y demás regímenes especiales.

g)	 Alinear los criterios exigidos a las empresas acogidas a los regímenes especiales de in-
centivo con la Estrategia Nacional de Desarrollo y las políticas definidas por el MICM en 
torno al desarrollo y la competitividad industrial.

h)	 Participar de forma directa en comisiones interinstitucionales, tanto del sector público 
como el privado, así como en consejos que sean de su área de competencia.
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Artículo 12. Direcciones. Son direcciones sustantivas del Viceministerio de Zonas Francas y 
Regímenes Especiales, la Dirección de Fomento a los Regímenes Especiales y la Dirección de 
Fomento a las Zonas Francas y Parques Industriales.

Párrafo I. Objetivo General de la Dirección de Fomento a los Regímenes Especiales. 
Garantizar el desarrollo de programas e iniciativas que contribuyan a que las empresas aco-
gidas a los regímenes especiales se vinculen con los mercados de exportación y el tejido pro-
ductivo nacional y en particular que aquellas acogidas al Régimen de Incentivo al Desarrollo 
Fronterizo promuevan el empleo, la trasferencia tecnológica y desarrollo de la frontera.

Párrafo II. Objetivo General de la Dirección de Fomento a las Zonas Francas y Parques 
Industriales. Garantizar el desarrollo de los programas e iniciativas que contribuyan a que 
las empresas acogidas al régimen de zonas francas aumenten sus exportaciones y niveles de 
competitividad global velando por profundizar los encadenamientos productivos y el valor 
agregado nacional.

SECCIÓN III 
VICEMINISTERIO DE COMERCIO INTERNO

Artículo 13. Funciones del Viceministerio. Son funciones del Viceministerio de Comercio Interno:

a)	 Dar seguimiento a las políticas públicas dictadas por el MICM en las materias de su com-
petencia y las que ejecutan sus organismos adscritos, especialmente aquellas en materia 
de: regulación de la calidad, desarrollo de normas y sistemas, promoción de la competen-
cia y protección del consumidor.

b)	 Generar iniciativas que promuevan la actividad comercial formal, leal y competitiva.

c)	 Generar, compilar y analizar estadísticas de comercio interno y sobre las condiciones del 
mercado de bienes y servicios relevantes para el mercado interno.

d)	 Identificar obstáculos en las cadenas de comercialización, canales e intermediación, már-
genes de intermediación, seguridad en los productos, regímenes de garantía, indicadores 
de precios.

e)	 Promover alianzas estratégicas con instituciones públicas y privadas que generen infor-
mación relevante sobre el funcionamiento del mercado interno y desarrollar acciones 
para el desarrollo del sector.

f)	 Supervisar las operaciones de los registros mercantiles asegurando la accesibilidad a los 
trámites y el correcto funcionamiento de las Cámaras de Comercio y Producción de la 
República Dominicana, en coordinación con el Viceministerio de Fomento a las Mipymes.

g)	 Clasificar a las empresas de acuerdo a sus categorías y expedir las certificaciones pertinentes.

h)	 Administrar los procesos de creación, habilitación, renovación y extensión de los Alma-
cenes Generales de Depósitos a nivel nacional.
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i)	 Velar por el cumplimiento de las normas y regulaciones en materia de comercialización, 
control y abastecimiento del mercado interno de combustibles y productos derivados de 
productos del petróleo y demás combustibles.

j)	 Colaborar y prestar sus servicios de apoyo al ministerio y a las entidades adscritas que lo 
requieran, para supervisar el desenvolvimiento de la actividad comercial a nivel nacional.

Artículo 14. Direcciones. Son direcciones sustantivas del Viceministerio de Comercio 
Interno, la Dirección de Combustibles, la Dirección de Supervisión y Control de Estaciones 
de Expendio, la Dirección de Comercio Interno y la Dirección de Operativos de Supervisión 
de Actividades Comerciales.

Párrafo I. Objetivo General de la Dirección de Combustibles. Ejecutar las directrices ema-
nadas por el ministerio para el sector de combustibles que abarca el gas natural, gas licuado 
de petróleo (GLP), gasolina, gasoil y demás combustibles; y tramitar y evaluar las solicitudes 
de permisos y licencias para la importación, almacenamiento, refinación, mezcla, procesa-
miento, transformación, envase, transporte, y la distribución y comercialización al por mayor 
de combustibles en el país.

Párrafo II. Objetivo General de la Dirección de Supervisión y Control de Estaciones de 
Expendio. Asegurar que las plantas envasadoras y estaciones de expendio de gas natural, 
GLP y estaciones de expendio de combustibles líquidos y mixtos se establezcan y brinden 
sus servicios de conformidad con las leyes, reglamentos, resoluciones, normas técnicas y de 
calidad y otras disposiciones emanadas del MICM.

Párrafo III. Objetivo General de la Dirección de Comercio Interno. Velar por el cumplimien-
to de las políticas y normas establecidas para la comercialización de productos a nivel nacional 
y garantizar que la actividad comercial se desarrolle de manera formal, leal y competitiva.

Párrafo IV. Objetivo General de la Dirección de Operativos de Supervisión de Actividades 
Comerciales. Brindar apoyo a los operativos de supervisión del comercio a nivel nacional, 
asistiendo a sus requerimientos en materia de inspección y levantamiento de informaciones 
directamente vinculadas al comercio interno.

SECCIÓN IV 
VICEMINISTERIO DE COMERCIO EXTERIOR

Artículo 15. Funciones del Viceministerio. Son funciones del Viceministerio de Comercio Exterior:

a)	 Contribuir a formular la estrategia nacional de Comercio Exterior, orientada a facilitar el 
acceso y a mantener un incremento sostenido de los productos y servicios nacionales en 
mercados externos, conjuntamente con las demás instancias competentes.

b)	 Colaborar y participar, junto a las demás instituciones correspondientes, en las negociacio-
nes de los acuerdos, tratados, o convenios bilaterales, multilaterales o regionales del país.

c)	 Dar seguimiento a las negociaciones y acontecimientos en todos los foros comerciales, 
bilaterales, regionales y multilaterales, con el objeto de identificar los intereses de la Re-
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pública Dominicana, así como de sus socios comerciales, en las diversas aéreas temáticas 
de comercio.

d)	 Supervisar y apoyar la administración y la implementación de los acuerdos y tratados 
comerciales internacionales, de los cuales el país es signatario, asesorando a la clase em-
presarial para el mejor aprovechamiento de los términos y condiciones de esos acuerdos.

e)	 Coordinar junto a las demás instancias correspondientes del sector público y del sector 
privado la participación de la República Dominicana en los procesos de solución de dis-
putas generadas por un acuerdo de comercio o inversión ante tribunales arbitrales, la 
Organización Mundial del Comercio o cualquier otro foro de resolución de disputas co-
merciales internacionales.

f)	 Monitorear la elaboración, negociación y aplicación de las leyes y normas sobre comer-
cio exterior.

g)	 Determinar los obstáculos que enfrentan las exportaciones dominicanas en el exterior y 
promover las iniciativas de lugar para procurar eliminarlos, en conjunto con las demás 
instancias de la Administración pública.

h)	 Supervisar y apoyar administrativamente los procesos arbitrales derivados de los acuer-
dos comerciales y de inversiones y coordinar la defensa del país en las controversias que 
devengan de dichos acuerdos.

i)	 Asesorar y colaborar en la elaboración de argumentos de defensa frente a demandas de 
otros socios comerciales por prácticas desleales, restrictivas o lesivas, que afecten la pro-
ducción e inversión nacional o en los procesos que instaure la República Dominicana en 
defensa de sus intereses comerciales.

Artículo 16. Direcciones. Son direcciones sustantivas del Viceministerio de Comercio 
Exterior, la Dirección de Administración de Acuerdos y Tratados Comerciales Internacionales y 
la Dirección de Comercio Exterior Multilateral.

Párrafo I. Objetivo General de la Dirección Administración de Acuerdos y Tratados 
Comerciales Internacionales. Velar por el cumplimiento de los acuerdos comerciales inter-
nacionales y demás compromisos comerciales asumidos por el Estado dominicano, así como 
implementar y coordinar el Sistema Nacional de Prevención de Disputas Internacionales,

Párrafo II. Objetivo General Dirección de Comercio Exterior Multilateral. Coordinar la 
posición del país y participar en las negociaciones de los acuerdos multilaterales de comercio 
con las demás instancias públicas y otros foros no preferenciales de comercio.

SECCIÓN V 
VICEMINISTERIO DE FOMENTO A LAS MICRO, PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA

Artículo 17. Funciones del Viceministerio. Son funciones del Viceministerio de Fomento a 
las Micro, Pequeña y Mediana Empresa:
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a)	 Diseñar, formular y supervisar la ejecución de políticas públicas para el apoyo a las mipy-
mes, con énfasis en el acceso a los mercados de bienes y servicios y a los mercados finan-
cieros, locales e internacionales, la formación de capital humano, acceso a la economía 
digital y fomento a la sostenibilidad ambiental y el consumo y producción sostenible.

b)	 Promover y apoyar la realización de estudios de determinación de necesidades y deman-
das de las mipymes y sobre la situación de desempeño de la cadena de valor.

c)	 Velar por la ejecución de planes, programas y proyectos que contribuyan al desarrollo 
empresarial de las mipymes, con un enfoque de sostenibilidad y género.

d)	 Supervisar y coordinar el proceso de simplificación de trámites administrativos y la elimi-
nación de barreras que limiten u obstaculicen la creación de empresas y emprendedores 
y el desarrollo de sus actividades económicas.

d)	 Estimular el fortalecimiento de las organizaciones empresariales, la asociatividad y las 
alianzas estratégicas entre las entidades públicas y privadas de apoyo a las mipymes 
y coordinar con las organizaciones empresariales mipymes e instituciones de apoyo, el 
ofrecimiento de programas de asistencia técnica integral y de capacitación.

e)	 Promover y crear mecanismos de difusión y divulgación de los programas, proyectos y 
actividades que beneficien y apoyen a las mipymes, tanto para el mercado nacional como 
para el mercado internacional.

f)	 Diseñar, proponer, ejecutar y/o supervisar la ejecución de los sistemas y programas inte-
grales para el fomento y apoyo del emprendimiento.

g)	 Mantener estadísticas actualizadas y públicas sobre las mipymes dominicanas.

h)	 Promover el diseño y ejecución de una política gubernamental de compras que priorice 
la producción local, en coordinación con las entidades empresariales y las instituciones 
gubernamentales vinculadas a este sector.

i)	 Fomentar la cultura de la calidad, innovación e investigación en alianza con entidades 
académicas y empresariales.

Artículo 18. Direcciones. Son direcciones sustantivas del Viceministerio, la Dirección de 
Servicios de Apoyo a las Mipymes y la Dirección de Emprendimiento.

Párrafo I. Objetivo General de la Dirección de Servicios de Apoyo a las Mipymes. 
Identificar y promover las mejores prácticas en la administración y operación de micro, pe-
queñas y medianas empresas, y desarrollar o supervisar programas e iniciativas para fomentar 
los niveles de competitividad de las mipymes.

Párrafo II. Objetivo General de la Dirección de Emprendimiento. Dirigir el diseño de 
programas y proyectos para fomentar y apoyar el emprendimiento, como vía de desarrollo del 
comercio y la industria nacional en el marco de lo establecido en la Ley de Emprendimiento.
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CAPÍTULO IV 
DE LAS DIRECCIONES DE NIVEL ASESOR Y DE APOYO

SECCIÓN I

Artículo 19. De las Direcciones Asesoras del MICM. Son Direcciones Asesoras del Ministerio: 
la Dirección de Análisis Económico, la Dirección de Control de Gestión, la Dirección Jurídica, 
la Dirección de Comunicaciones, la Dirección de Planificación y Desarrollo y la Dirección de 
Recursos Humanos.

Artículo 20. Objetivo General de la Dirección de Análisis Económico. Producir estudios 
del comportamiento de los mercados, efectuar proyecciones y estadísticas de consumo y ten-
dencias del mercado y cualquier otro tipo de análisis, que contribuyan al direccionamiento 
estratégico de las funciones del MICM en los aspectos referidos a la Industria, el Comercio y 
las mipymes, así como de sus interrelaciones con la economía.

Artículo 21. Objetivo General de la Dirección de Control de Gestión. Supervisar y evaluar el 
control de todos los procesos financieros administrativos y de gestión de la entidad y el estable-
cimiento de sistemas de mejora continua para la adopción de una cultura de eficiencia y calidad.

Artículo 22. Objetivo General de la Dirección Jurídica. Asesorar legalmente al Ministro y 
dependencias de la institución, supervisar la representación legal del Ministerio en casos de 
litigios, incoar acciones y dar seguimiento a los asuntos legales que sean referidos por las di-
ferentes unidades organizativas de la institución, así como revisar los procedimientos internos 
para el dictado de actos administrativos que conlleven responsabilidad legal para el MICM.

Artículo 23. Objetivo General de la Dirección de Comunicaciones. Velar por la buena 
imagen del MICM, diseñando y ejecutando las políticas de comunicación, tanto a lo interno 
como a lo externo de la institución, así como promover una buena relación con los medios 
para mantener bien informada a la ciudadanía.

Artículo 24. Objetivo General de la Dirección Planificación y Desarrollo. Coordinar los 
procesos de formulación y seguimiento de las políticas y planes sectoriales e institucionales, 
su financiamiento internacional y su vinculación con la formulación del presupuesto, así como 
efectuar los diseños organizacionales que viabilicen el cumplimiento de los planes y del pre-
supuesto del MICM.

Artículo 25. Objetivo General de la Dirección de Recursos Humanos. Diseñar y ejecutarlas 
estrategias de la administración de los recursos humanos que aseguren la dotación, retención, de-
sarrollo y bienestar del personal calificado que requiere la institución para el logro de sus objetivos.

SECCIÓN II

Artículo 26. De las Direcciones de Apoyo del MICM. Son Direcciones de Apoyo del Ministerio: 
Dirección Administrativa, Dirección de Tecnología de la Información y Comunicación, Dirección 
Financiera, y Dirección de Atención Integral al Cliente.
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Artículo 27. Objetivo General de la Dirección Administrativa. Dirigir y ejecutar las activi-
dades relacionadas con los procesos administrativos concernientes a compras y contrataciones, 
a servicios generales y a la administración de los activos fijos, con el objeto de proporcionar a 
todas las áreas del MICM los servicios requeridos para la realización eficiente de sus funciones 
y contribuir al logro de los objetivos institucionales, con base en las políticas y procedimientos 
establecidos por la entidad y los órganos rectores.

Artículo 28. Objetivo General de la Dirección de Tecnologías de la Información y 
Comunicación. Administrar la infraestructura tecnológica de información y comunicación, 
desarrollar proyectos de tecnología de información con base en las necesidades de las depen-
dencias del MICM y velar por la implantación de las mejores prácticas en materia de desarrollo 
de sistemas informáticos.

Artículo 29. Objetivo General de la Dirección Financiera. Garantizar la eficiencia y trans-
parencia en la administración de los recursos financieros de la institución, participando en 
la formulación del presupuesto, y dirigiendo, coordinando y supervisando los procesos de 
ingresos, gastos y pagos, así como el control de la ejecución financiera del presupuesto.

Artículo 30. Objetivo General de la Dirección de Atención Integral al Cliente. Proveer a 
los clientes del acceso a los servicios de información, orientación y asistencia relacionada con 
los productos, actividades y servicios del sector industria, comercio y mipymes en el marco de 
un proceso de mejora continua.

Párrafo I. El objetivo específico de la Dirección es desarrollar un portal único que aglutine las 
informaciones y servicios al ciudadano y que permita que las empresas y personas que tienen 
que interactuar con el sector tengan un único acceso, donde se les guíe en forma amigable a 
la instrumentación del trámite correspondiente.

Párrafo II. Velar por el cumplimiento de las normas establecidas para un tratamiento y res-
puesta eficiente y eficaz a los requerimientos de las empresas y ciudadanos.

CAPÍTULO V 
DE LAS DIRECCIONES REGIONALES

Artículo 31. El MICM podrá establecer, mediante Resolución motivada, Direcciones Regionales 
para incrementar los niveles de accesibilidad de los servicios del MICM en todo el territorio 
nacional. Dichas direcciones estarán a cargo de un Director designado por el Ministro y fun-
cionarán como órganos desconcentrados territorialmente.

Párrafo I. Para la apertura de las direcciones regionales, la Dirección de Planificación y 
Desarrollo deberá realizar previamente una evaluación técnicaque justifique la necesidad de 
una presencia física del MICM, tomando en consideración la densidad poblacional, perfil de la 
región y provincias involucradas y demanda de servicios del MICM.

Párrafo II. La apertura de Direcciones Regionales seguirá la demarcación regional nacional 
establecida por el Ministerio de Economía, Planificación y Desarrollo.
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Párrafo III. Las Direcciones Regionales dependerán del Despacho del Ministro, el cual dará las 
orientaciones políticas y técnicas que corresponda y dará el apoyo necesario en la ejecución 
de sus planes. Contarán con personal de apoyo administrativo y con personal técnico especia-
lizado en las áreas sustantivas que sean necesarias. El personal técnico especializado tendrá 
dependencia funcional del Viceministerio que corresponda y jerárquica del Director Regional.

TÍTULO III 
DE LA COORDINACIÓN Y SUPERVISIÓN SECTORIAL

CAPÍTULO I 
DE LA TUTELA Y SUPERVISIÓN DE LOS ORGANISMOS ADSCRITOS

Artículo 32. Alcance. Las instituciones descentralizadas y autónomas que corresponden al 
área de competencia del MICM se regularán por sus respectivas leyes, estando bajo la tutela 
del Ministro. La tutela implica, de conformidad con lo establecido por la LOAP:

a)	 Asegurar coherencia política en las acciones que ejecutan las entidades adscritas.

b)	 Velar que operen en un marco de eficacia, eficiencia, calidad y satisfacción al sector in-
dustrial y comercial y a los ciudadanos en general.

c)	 Ejercer permanentemente funciones de coordinación, supervisión, evaluación y control 
para lo cual el Ministerio deberá estar informado, de los planes y proyectos que ejecutan.

Artículo 33. Convenios de Gestión. Las prerrogativas de tutela administrativa solo se podrán 
flexibilizar, de modo explícito, para garantizar los principios de racionalidad, eficacia y efi-
ciencia, mediante convenios de gestión individualizados, establecidos en conformidad con el 
artículo 14 de la Ley núm. 423-06, Orgánica de Presupuesto para el Sector Público, el Decreto 
núm. 522-11, que regula la elaboración, negociación, aprobación, ejecución, seguimiento y 
ejecución de los contratos por resultados y desempeño, previstos en la Ley núm. 423-06, la 
Ley núm, 498-06, de Planificación de Inversión Pública y la Ley núm. 247- 12 Orgánica de la 
Administración Pública,

Artículo 34. Atribuciones Mínimas. Respecto de las entidades adscritas establecidas en la 
ley y aquellas que surjan con objetivos afines a su ámbito de competencia, el MICM tiene las 
siguientes atribuciones mínimas irrenunciables:

a)	 Dictar la política sectorial que deberá orientar la función sustantiva de las entidades adscritas.

b)	 Convocar a las entidades adscritas para revisar de manera periódica los objetivos secto-
riales y la coherencia de las políticas definidas.

c)	 Aprobar y tramitar el presupuesto anual de las entidades adscritas y evaluar su desempeño.

d)	 Emitir recomendaciones y observaciones sobre la organización y el funcionamiento inter-
no del organismo.



227

Decreto No. 100-18INSTITUCIONAL

e)	 Iniciar recursos de anulación ante el Tribunal Contencioso-Administrativo contra los ac-
tos o decisiones ejecutorios contrarias a la ley.

f)	 Exigir las responsabilidades judiciales y extrajudiciales del organismo supervisado en el 
marco de un proceso contencioso en contra los actos contrarios a la ley.

g)	 Proponer al Presidente de la República las reformas necesarias paracrear, modificar o 
suprimir los entes descentralizados que les estén adscritos.

Párrafo. Sin perjuicio de lo establecido en el literal e), el MICM, no ejerce funciones de supe-
rior jerárquico de los siguientes organismos autónomos establecidos en la Ley núm. 37- 17: 
Comisión Nacional de Defensa de la Competencia (PROCOMPETENCIA), Comisión Reguladora 
de Prácticas Desleales de Comercio y Medidas de Salvaguarda, Instituto Dominicano para la 
Calidad (INDOCAL), Consejo Dominicano para la Calidad (CODOCA), Organismo Dominicano 
para la Acreditación (ODAC), Instituto Nacional de Protección de los Derechos del Consumidor 
(PROCONSUMIDOR), la Oficina Nacional de Derecho de Autor (ONDA) y la Oficina Nacional de 
la Propiedad Intelectual (ONAPI).

Artículo 35. Obligación de los entes tutelados. Los entes adscritos al MICM deben cumplir 
con las políticas públicas que rigen su sector, participar de la planificación sectorial e integrar 
en sus ejecutorias los lineamientos estratégicos del MICM en base a la Estrategia Nacional de 
Desarrollo y al Plan Nacional Plurianual del Sector Público.

Párrafo. Los entes tutelados están obligados a rendir cuenta del uso de los recursos de acuer-
do con las normas existentes.

Artículo 36. Delegación de Competencia. El Ministro podrá delegar de forma expresa a 
cualquier ente u órgano adscrito, subordinado o no, alguna de sus facultades administrativas 
para asegurar un mejor cumplimiento de sus objetivos sectoriales o institucionales, sin que 
con ello pierda la titularidad de dichas atribuciones.

Artículo 37. Cámaras de Comercio. Las Cámaras de Comercio y Producción debidamen-
te reconocidas de la República Dominicana, que ejercen la función pública de registradores 
mercantiles, tienen la competencia delegada para administrar el sistema de matriculación, 
renovación e inscripción de los libros, actos y documentos relacionados con las actividades 
industriales, comerciales y de servicios, que realizan las personas físicas o morales que se 
dedican de manera habitual al comercio.

Párrafo. Las Cámaras de Comercio y Producción se encuentran bajo la tutela y supervisión 
del MICM. 

CAPÍTULO II 
DE LOS MECANISMOS DE COORDINACIÓN DE POLÍTICAS

Artículo 38. Se crean el Comité Coordinador de Políticas y el Gabinete Ministerial para ase-
gurar la coordinación de políticas y la coherencia y eficacia en la provisión de servicios insti-
tucionales a los sectores tutelados y los administrados.
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Párrafo. El funcionamiento y convocatoria del Comité y del Gabinete se establecerá mediante 
resolución del Ministro.

Artículo 39. El Comité Coordinador de Políticas estará presidido por el Ministro e integrado 
como miembros permanentes por los Viceministros. La asistencia a las reuniones del Comité 
Coordinador de Políticas no podrá ser delegada. Los Directores de nivel consultivo, de apoyo y 
sustantivos serán miembros no permanentes e invitados cuando se traten temas específicos 
referidos al ámbito de su competencia.

Artículo 40. Son funciones del Comité Coordinador de Políticas:

a)	 Analizar y definir el marco global y las prioridades del plan estratégico sectorial y de 
sus revisiones.

b)	 Analizar y definir las prioridades del plan estratégico institucional y de sus revisiones.

c)	 Analizar y definir las prioridades del POA-Presupuesto institucional y de sus revisiones.

d)	 Analizar aspectos de la coyuntura económica nacional o internacional que requieran la 
intervención del Ministerio y/o de sus órganos desconcentrados y descentralizados ads-
critos y adoptar decisiones al respecto.

e)	 Analizar los informes producidos por los Viceministros sobre la ejecución de las priorida-
des de la planificación sectorial e institucional a su cargo y adoptar medidas correctivas, 
en el caso de que correspondan.

f)	 Aprobar la reasignación de prioridades de acuerdo a los resultados e impactos alcanzados 
en las políticas sectoriales.

g)	 Analizar los informes de seguimiento, preparado por el Director de Gabinete, sobre el 
nivel de cumplimiento de las decisiones adoptadas en reuniones anteriores.

h)	 Adoptar decisiones sobre nuevos cursos de acción a seguir, con asignación de responsa-
bilidad explícito para los Viceministros.

i)	 Analizar y tomar decisiones de propuestas de reestructuraciones administrativas en el 
ámbito del Ministerio.

j)	 Presentar y dirimir los conflictos de competencia y atribuciones entre los Viceministerios 
y Direcciones del Ministerio.

k)	 Analizar los temas adicionales incluidos en la convocatoria.

Artículo 41. El Gabinete Ministerial estará presidido por el Ministro e integrado por los vi-
ceministros y las máximas autoridades de las entidades desconcentradas y adscritas. Podrán 
asistir funcionarios del MICM y de las entidades adscritas específicamente invitados por sus 
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respectivas autoridades, con el acuerdo del Ministro. La asistencia a las reuniones del Gabinete 
Ministerial no podrá ser delegada.

Artículo 42. Son funciones del Gabinete Ministerial:

a)	 Analizar aspectos de la coyuntura económica nacional o internacional que requieran la 
intervención de órganos desconcentrados y descentralizados adscritos y adoptar decisio-
nes al respecto.

b)	 Analizar los informes producidos por los Comités de Prioridades Sectoriales.

c)	 Presentar los conflictos de competencia y atribuciones entre viceministerios, órganos 
desconcentrados y descentralizados adscritos y asegurar el funcionamiento armónico 
bajo los principios de coordinación y colaboración; de competencia; de jerarquía y de 
simplicidad y cercanía de la Administración pública, a ser dirimidos por el Ministro.

d)	 Adoptar decisiones sobre nuevos cursos de acción a seguir, con compromiso explícito de 
su instrumentación por parte del respectivo Viceministerio y/o de sus entidades adscritas.

e)	 Analizar temas específicos adicionales incluidos en la convocatoria.

CAPÍTULO III 
DE LA PLANIFICACIÓN SECTORIAL

Artículo 43. Comisión Técnica Sectorial. Se crea una Comisión Técnica, presidida por el 
Director de Planificación y Desarrollo e integrada por las máximas autoridades de las unidades 
de Planificación y Desarrollo de los organismos adscritos cuya responsabilidad es apoyar el 
proceso de formulación de los planes sectoriales y el seguimiento a las mismas.

Párrafo: Esta Comisión Técnica brindará apoyo técnico a los Comités de Prioridades Sectoriales.

Artículo 44. Comités de Prioridades Sectoriales. Se establecen los Comités de Prioridades 
Sectoriales para evaluar y dar seguimiento a las prioridades sectoriales establecidas en el plan 
sectorial. Estos comités estarán coordinados por un viceministro y participarán las máximas au-
toridades de las entidades adscritas vinculadas. Estos comités y su composición serán definidos 
por el pleno del Gabinete Ministerial y su convocatoria estará a cargo del respectivo viceministro.

Artículo 45. Son funciones de los Comités de Prioridades Sectoriales:

a)	 Analizar la fijación y eventuales propuestas de revisión de una o varias prioridades sec-
toriales bajo su responsabilidad.

b)	 Analizar los informes de seguimiento de las instituciones participantes del cumplimiento 
de las prioridades sectoriales asignadas, a ser presentados al Gabinete Ministerial.

c)	 Analizar y pronunciarse sobre la definición de mecanismos de coordinación entre el Vicemi-
nisterio y los órganos desconcentrados y entidades descentralizadas adscritas vinculadas.
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d)	 Articular las acciones relacionadas a las prioridades sectoriales con los actores que co-
rrespondan de los sectores público y privado.

e)	 Presentar informes y propuestas al Gabinete Ministerial.

TÍTULO IV 
DISPOSICIONES FINALES

Artículo 46. Delegación de Firma. El Ministro de Industria, Comercio y Mipymes, para ase-
gurar el funcionamiento ágil de la organización, podrá delegar su firma de manera expresa en 
los directores de área y viceministros para los asuntos de su competencia mediante Resolución 
y de conformidad con lo establecido en el artículo 59 de la LOAP.

Artículo 47. Desarrollo Normativo. El Ministro goza de potestad reguladora para desarrollar 
mediante resoluciones los requisitos, procedimientos y tasas aplicables a los servicios ofreci-
dos por el Ministerio.

Artículo 48. Potestad Reguladora y Sancionadora. El Ministro en el ejercicio de su po-
testad reguladora y sancionadora, observará las disposiciones establecidas en la Ley núm. 
107-13, sobre los Derechos de las Personas en sus Relaciones con la Administración y de 
Procedimiento Administrativo, y las disposiciones del Reglamento del Proceso Administrativo 
Sancionador del Ministerio.

CAPÍTULO I 
TRANSITORIOS Y DEROGACIONES

Artículo 49. Quedan derogadas de manera expresa en todas sus partes la Resolución núm. 
212, del 10 de octubre de 2003, que dispone el funcionamiento permanente del Plan Regulador 
Nacional; y la Resolución núm. 96-2004, que crea la Unidad de Inspección y Supervisión de 
todo el proceso de control, aplicación y validación de los subsidios.

Artículo 50. A partir de la entrada en vigor de este Reglamento, el personal asignado a la 
Unidad de Inspección y Fiscalización (UIFI) del Ministerio se registrará ante las direcciones 
regionales que les correspondan para integrar el personal de la Dirección de Operativos de 
Supervisión de Actividades Comerciales.

Párrafo. Las funciones de verificación de BONOGAS, así como cualquier otro requerimiento de 
entidades adscritas al MICM, deberán ser canalizados vía el Ministro de Industria, Comercio y 
Mipymes con atención al Viceministro de Comercio Interno.

Artículo 51. Todas las referencias contenidas en leyes y decretos vigentes a la Dirección 
de Administración de Tratados y Comercio Exterior (DICOEX) serán desempeñadas por la 
Dirección de Administración de Acuerdos y Tratados Comerciales Internacionales bajo el con-
trol y supervisión del Viceministro de Comercio Exterior.
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Artículo 52. El presente Reglamento deroga y sustituye cualquier otro, en la medida en que 
le sea contrario.

Artículo 53. Envíese al Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes y al Ministerio de 
Administración Pública para su conocimiento y fines correspondientes.

DADO en Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, capital de la República Dominicana, 
a los seis (6) días del mes de marzo del año dos mil dieciocho (2018), año 175 de la Indepen-
dencia y 155 de la Restauración.

DANILO MEDINA
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Decreto No. 220-19
Establece el Reglamento de Procedimiento Administrativo Sancionador 

del Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes
7 de junio de 2019

Gaceta Oficial No. 10944, 14 de junio de 2019

Considerando: Que en el artículo 1 de la Ley núm. 37-17, del 4 de febrero de 2017, que reorga-
niza el Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes, se dispone que el Ministerio de Industria, 
Comercio y Mipymes (MICM) es el órgano rector encargado de la formulación, adopción, segui-
miento, evaluación y control de las políticas, estrategias, planes y programas relativos a sectores 
de la industria, exportaciones, comercio interno y exterior, zonas francas y regímenes especia-
les, micro, pequeñas y medianas empresas, incluyendo lo correspondiente a la comercialización, 
control y abastecimiento del mercado de derivados del petróleo y demás combustibles.

Considerando: Que según el artículo 10 de la Ley núm. 37-17 el Ministerio de Industria, Comercio 
y Mipymes (MICM) tiene la facultad de imponer sanciones administrativas que hayan sido pre-
viamente cuantificadas con base en infracciones legalmente tipificadas previo a la comisión de los 
hechos que las configuren.

Considerando: Que en el párrafo III del artículo 11 de la Ley núm. 37-17 se habilita al Ministerio 
de Industria, Comercio y Mipymes (MICM) para establecer por vía reglamentaria los proce-
dimientos relativos a la instrucción de los expedientes y demás aspectos necesarios para el 
ejercicio de su potestad sancionadora.

Considerando: Que la Ley núm. 107-13, del 6 de agosto de 2013, sobre los Derechos de las 
Personas en sus Relaciones con la Administración y de Procedimiento Administrativo regula 
lo relativo a los derechos y deberes de las personas en sus relaciones con la Administración 
pública, incluidas sus relaciones con el Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM).

Considerando: Que para el ejercicio de las facultades legales conferidas al Ministerio de 
Industria, Comercio y Mipymes (MICM), y con la finalidad de dar cumplimiento a los requisitos 
establecidos por las normas señaladas anteriormente, se hace necesario emitir una norma que 
contemple y detalle un procedimiento que permita a esta institución conocer las infracciones 
cometidas por actores sujetos al ámbito de su competencia y, en caso de que aplique, sancio-
nar de conformidad con las garantías del debido proceso y demás parámetros que al efecto 
sean establecidos.

Considerando: Que en cumplimiento de las disposiciones de los artículos 23 y siguientes 
de la Ley General de Libre Acceso a la Información Pública, núm. 200-04, del 28 de julio de 
2004; los artículos 45 y siguientes, de su Reglamento de Aplicación No. 130- 05, del 25 de 
febrero de 2005; y los artículos 30 y siguientes, de la Ley sobre los Derechos de las Personas 
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en sus Relaciones con la Administración y de Procedimiento Administrativo, núm. 107-13, del 
6 de agosto de 2013, en fecha diecisiete (17) de enero del año dos mil dieciocho (2018) fue 
publicado en los periódicos Hoy y El Caribe un aviso haciendo de público conocimiento que el 
Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes, convocaba a todas las personas interesadas a 
realizar sus comentarios, observaciones y sugerencias acerca del “proyecto de Reglamento que 
establece el Procedimiento Administrativo Sancionador del Ministerio de Industria, Comercio 
y Mipymes (MICM)” en un plazo de veinticinco (25) días hábiles contados a partir de la fecha 
de la publicación.

Considerando: Que dentro del marco de la convocatoria, la versión digital conteniendo el texto 
del proyecto de reglamento sometido a consulta pública fue puesta a disposición del públi-
co en la página web del Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes www.micm.gob.do, en 
fecha diecisiete (17) de enero de dos mil dieciocho (2018) con el objetivo de que toda persona 
interesada pudiera someter por escrito las observaciones, recomendaciones y sugerencias que 
entendiera pertinentes, acompañadas de los documentos que las fundamenten, y remitirlas al 
correo electrónico consultapublica@mic.gob.do; o depositarlas en físico en la sede del Ministerio 
de Industria, Comercio y Mipymes, con atención a la Dirección Jurídica, sito en la Torre MICM, 
piso 6, sito en la Avenida 27 de Febrero No. 306, Ensanche Bella Vista, de la ciudad de Santo 
Domingo, Distrito Nacional.

Considerando: Que en el curso del referido procedimiento de consulta pública fueron reci-
bidos comentarios, observaciones, sugerencias y recomendaciones, todos los cuales han sido 
debidamente ponderados.

Vista: La Constitución de la República, proclamada el 13 de junio de 2015.

Vista: La Ley núm. 247-12, del 9 de agosto de 2012, Orgánica de la Administración Pública.

Vista: La Ley núm. 107-13, del 6 de agosto de 2013, sobre los Derechos de las Personas en sus 
Relaciones con la Administración y de Procedimiento Administrativo.

Vista: La Ley núm. 172-13, del 13 de diciembre de 2013, que tiene por objeto la protección 
integral de los datos personales asentados en archivos, registros públicos, bancos de datos u 
otros medios técnicos de tratamiento de datos destinados a dar informes, sean estos públicos 
o privados.

Vista: La Ley núm. 37-17, del 4 de febrero de 2017, que Reorganiza el Ministerio de Industria, 
Comercio y Mipymes.

Visto: El Decreto núm. 100-18 que establece el Reglamento Orgánico Funcional del Ministerio 
de Industria, Comercio y Mipymes (MICM).

En ejercicio de las atribuciones que me confiere el artículo 128 de la Constitución de la Repú-
blica, dicto el siguiente



235

Decreto No. 220-19INSTITUCIONAL

REGLAMENTO QUE ESTABLECE EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR 
DEL MINISTERIO DE INDUSTRIA, COMERCIO Y MIPYMES

TÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Objeto y Ámbito de Aplicación. Este reglamento regula el procedimiento admi-
nistrativo para el ejercicio de la potestad sancionadora del Ministerio de Industria, Comercio y 
Mipymes (MICM) establecida en la Ley núm. 37-17, del 4 de febrero de 2017, que reorganiza 
el Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes.

Artículo 2. Definiciones. Para la interpretación y aplicación de este reglamento se tomarán 
en cuenta las siguientes definiciones:

a)	 Acta de finalización de la instrucción: documento por medio del cual el funcionario 
instructor declara cerrada la fase de instrucción del procedimiento sancionador y notifica 
a la persona procesada o interesado, según aplique, que se ha remitido el expediente al 
funcionario sancionador para que dicte la Resolución.

b)	 Acta de iniciación: documento emitido por la dependencia orgánica competente o el 
funcionario instructor, el cual formaliza la iniciación del procedimiento sancionador.

c)	 Acta de apertura de período de prueba: documento por medio del cual el funcionario 
instructor declara y notifica a la persona procesada o interesado la apertura de un período 
para producción y presentación de pruebas.

d)	 Acta de realización de actuaciones complementarias: documento por medio del cual 
el funcionario sancionador motiva, declara y notifica al funcionario instructor, persona 
procesada o interesado la realización de actuaciones complementarias, en caso de consi-
derarlas necesarias para dictar la correspondiente Resolución.

e)	 Denuncia: acto mediante el cual cualquier persona, en cumplimiento o no de una obli-
gación legal, pone en conocimiento del Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes 
(MICM) la existencia de un determinado hecho que pudiera constituir infracción.

f)	 Dependencia orgánica competente: unidad interna dentro de la estructura orgánica 
del Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM) competente para la instrucción 
de los procedimientos sancionadores a ser conocidos por el Ministerio ola imposición de 
medidas de seguridad o la realización de actuaciones previas para instrucción preliminar.

g)	 Funcionario instructor: empleado del Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes 
(MICM) con competencias para la instrucción de un procedimiento sancionador deter-
minado o de los procedimientos sancionadores a ser conocidos por dicha institución, así 
como para la adopción de medidas provisionales o medidas de seguridad, de conformidad 
con este reglamento.
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h)	 Funcionario sancionador: empleado del Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes 
(MICM) con competencias para la resolución de un procedimiento sancionador deter-
minado o de los procedimientos sancionadores a ser conocidos por dicha institución, de 
conformidad con este reglamento. En todos los casos surgidos a raíz de la entrada en 
vigencia del presente reglamento, el rol de funcionario sancionador será exclusivamente 
desempeñado por el Ministro de Industria, Comercio y Mipymes.

i)	 infracción: cualquier acción u omisión proveniente de un infractor, la cual supone (i) in-
cumplimiento de las disposiciones contenidas en la base normativa aplicable al Ministerio de 
Industria, Comercio y Mipymes (MICM), incluyendo la Ley núm. 17-19, del 12 de febrero de 
2019, para la Erradicación del Comercio Ilícito, Contrabando y Falsificación de Productos Re-
gulados y cualquier otra norma sujeta al ámbito de competencia del Ministerio de Industria, 
Comercio y Mipymes (MICM) y que tipifique infracciones o (ii) incumplimiento material de 
los títulos habilitantes o actos emitidos o de los contratos de concesión suscritos por sujetos 
de regulación de dicha institución.

j)	 Infractor: persona física o jurídica, patrimonio autónomo, sucesión indivisa, entidad de-
rivada de la suscripción/ejecución de contrato de colaboración empresarial (consorcio, re-
presentantes o miembros de un asociación estratégica temporal (joint venture) o de una 
sociedad en participación u otros entes colectivos) o cualquier otra administrada a la cual 
se atribuya, mediante una Resolución, responsabilidad administrativa por la comisión de 
una infracción.

k)	 Institución adscrita: institución descentralizada y autónoma adscrita al Ministerio de 
Industria, Comercio y Mipymes (MICM), de conformidad con la Ley núm. 37-17 o cual-
quier otra normativa aplicable.

l)	 Interesado: toda persona que demuestre tener un interés legítimo, jurídico y actual 
respecto de la solución del procedimiento sancionador correspondiente y que haya sido 
acreditado y admitido por el funcionario instructor, a título de parte interesada, en el 
procedimiento sancionador correspondiente.

m)	 Medidas de seguridad: medidas adoptadas por la dependencia orgánica competente o el 
funcionario instructor en razón de la existencia constatada de peligro inminente o grave 
para la vida o salud de las personas o el medio ambiente, independientemente de la exis-
tencia o no de una infracción, de la identificación de una persona procesada o infractor o 
de la producción de un daño.

n)	 Medidas provisionales: medidas adoptadas por la dependencia orgánica competente o 
el funcionario instructor, en cualquier momento y mediante decisión motivada, para: 

(i)	 asegurar la eficacia de la Resolución que pudiera recaer y el buen fin del procedimiento,

(ii)	 evitar el mantenimiento de los efectos de la infracción, 

(iii)	observar las exigencias del interés general o 
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(iv)	 cuando así sea exigido por razones de urgencia inaplazable.

o)	 Persona procesada: persona física o jurídica presuntamente responsable de la comisión 
de una infracción, a la cual, mediante el procedimiento sancionador, se le atribuirá o no 
responsabilidad administrativa.

p)	 Registro de sanciones: registro integrado por el historial de sanciones aplicadas o 
impuestas por el Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM), en el cual se 
cargarán los archivos correspondientes a cada Sanción.

q)	 Resolución: decisión escrita y motivada emitida por el funcionario sancionador a propósito 
de un procedimiento sancionador, mediante la cual se pone fin al mismo y: (i) se fijan los 
hechos, especificándose los que se consideren probados y su exacta calificación jurídica, se 
determina la infracción constituida por dichos hechos, se identifica el infractor y se espe-
cifica la Sanción impuesta o las medidas provisionales o medidas de seguridad adoptadas; 
o, en su defecto, (ii) se declara la no existencia de infracción o responsabilidad.

r)	 Sanción: es la consecuencia jurídica punitiva, de carácter administrativo, impuesta por el 
Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM), la cual se deriva de la verificación 
de una infracción y supone la atribución de responsabilidad al infractor.

Párrafo I. Siempre que se haga uso en mayúsculas de cualquiera de las definiciones ante-
riormente citadas se entenderá que se les atribuye el sentido descrito en la parte capital del 
presente artículo.

Párrafo II. Toda referencia en plural incluye el singular y viceversa, especialmente para el 
caso de la persona procesada, el interesado, el infractor, el funcionario instructor, la institu-
ción adscrita, las medidas de seguridad, las medidas provisionales y la sanción.

Párrafo II. Para el cómputo de los plazos del procedimiento sancionador establecidos en este 
reglamento, se utilizarán días hábiles, salvo indicación contraria.

TÍTULO II 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR

CAPÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 3. Competencias del Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM). El 
Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM) podrá emitir órdenes o disposiciones, al 
margen o en el marco de un procedimiento sancionador, cuando resulte necesario para:

a)	 Garantizar el respeto de los derechos y el cumplimiento de los deberes de la persona 
procesada, incluyendo aquellos derivados de acuerdos nacionales o internacionales bajo 
el ámbito de competencia de dicha institución.
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b)	 Evitar que se cometa o se continúe cometiendo un ilícito administrativo sancionable.

c)	 Coadyuvar en las investigaciones preliminares.

d)	 Obtener información para su disposición al público.

Artículo 4. Ejercicio de la Potestad Sancionadora. El Ministerio de Industria, Comercio y 
Mipymes (MICM) ejercerá la potestad sancionadora de la cual es titular de conformidad con 
la Constitución de la República Dominicana, la Ley núm. 37-17, este reglamento y las normas 
que resultaren aplicables y vinculantes para dicha institución, siempre con respeto: (i) al 
principio de legalidad; (ii) al debido proceso administrativo y los derechos fundamentales de 
las personas; y (iii) a las atribuciones de las Instituciones Adscritas expresa y específicamente 
delimitadas mediante ley.

Párrafo I. La potestad sancionadora del Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM) 
será ejercida en el marco de un procedimiento sancionador dividido en las dos fases siguientes:

a)	 Una fase instructora gestionada por el funcionario instructor.

b)	 Una fase decisoria a cargo del Ministro de Industria, Comercio y Mipymes, en la cual se 
impondrá o no sanción.

Párrafo II. Este reglamento no aplica a las Instituciones Adscritas que tengan su propia po-
testad sancionadora definida mediante ley, las cuales mantendrán dicha potestad en función 
de lo que establezca la normativa que les resulte aplicable.

Artículo 5. Pautas del Procedimiento Sancionador. El procedimiento sancionador que se ins-
tituye por medio de este reglamento se administrará de conformidad con las siguientes pautas:

a)	 Separación de funciones. La función instructora y la función sancionadora se enco-
miendan a funcionarios distintos.

b)	 Notificación de aspectos relevantes. El Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes 
(MICM) deberá notificar a la persona procesada los hechos imputados, las infracciones 
que conllevan los hechos imputados, las sanciones potencialmente aplicables, la iden-
tidad del funcionario instructor, la identidad del funcionario sancionador y la base legal 
que le confiere potestad sancionadora a dicha institución.

c)	 Derecho de defensa. La persona procesada tendrá derecho a defenderse, personalmente 
o mediante representante acreditado, de los hechos imputados. En tal sentido, la persona 
procesada podrá formular las alegaciones y usar los medios de defensa procedentes, los 
cuales deberán ser considerados en la fase decisoria del procedimiento.

d)	 Derecho de acceso al expediente administrativo. La persona interesada, tanto de 
manera personal, como a través de representante debidamente acreditado, tendrá acceso 
al expediente administrativo abierto en ocasión de un procedimiento sancionador en su 
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contra para revisar y copiar documentos y cualquier tipo de escritos contentivos de ale-
gatos y pruebas.

e)	 Medidas provisionales. El Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM) podrá 
adoptar medidas provisionales de conformidad con la ley y este reglamento.

f)	 Presunción de inocencia. Toda persona se presume inocente, y deberá ser tratada como 
tal, hasta tanto una Resolución debidamente motivada establezca lo contrario.

g)	 Protección de datos personales. En cumplimiento de las disposiciones de la Ley núm. 
172-13, del 13 de diciembre de 2013, que tiene por objeto la protección integral de los 
datos personales asentados en archivos, registros públicos, bancos de datos u otros me-
dios técnicos de tratamiento de datos destinados a dar informes, sean estos públicos o 
privados, el Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM) garantizará la protec-
ción de datos personales de toda persona procesada, involucrada, a cualquier título, en un 
procedimiento sancionador.

Artículo 6. Régimen, Aplicación y Eficacia de las Sanciones Administrativas. Por aplicación 
del principio de tipicidad, el Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM) solo podrá 
sancionar infracciones que (i) hayan sido tipificadas como tales y (ii) cuya tipificación se haya 
producido con anterioridad a su comisión. Las disposiciones relativas a infracciones o sanciones 
no aplicarán con efecto retroactivo, salvo cuando favorezcan la persona procesada o al infractor.

Párrafo I. En casos de multiplicidad, concurso o concurrencia de infracciones, se sancionará 
cada una de ellas de conformidad con lo establecido en las disposiciones legales vigentes al 
momento de la comisión de la infracción.

Párrafo II. Salvo disposición legal expresa y contraria, la Sanción será eficaz y ejecutable a 
partir de la notificación de la Resolución al infractor.

Artículo 7. Preexistencia de Sanciones Impuestas por otros Órganos del Estado. En cual-
quier estado del procedimiento sancionador, elMinisterio de Industria, Comercio y Mipymes 
(MICM) podrá declarar la no exigibilidad de responsabilidad administrativa siempre que quede 
debidamente acreditada la preexistencia de una sanción administrativa y la identidad de su-
jeto, hechos y fundamentos.

Artículo 8. Infracciones. Constituye una infracción toda acción u omisión proveniente de 
un infractor, la cual supone: (i) incumplimiento de las disposiciones contenidas en la base 
normativa aplicable al Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM) o (ii) incumpli-
miento material de los títulos habilitantes, permisos o autorizaciones administrativas, o de los 
contratos de concesión suscritos por los sujetos de regulación de dicha institución.

Párrafo. El Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM) se encuentra facultado para 
aprobar la escala de multas y sanciones correspondientes a las infracciones tipificadas, de 
conformidad con el régimen dispuesto por la ley núm. 37-17 y cualquier otra ley aplicable.
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Artículo 9. Notificaciones. Cualquier notificación cursada en el marco de los procedimientos 
establecidos en este reglamento deberá hacerse en el domicilio que conste en el expediente o, 
en su defecto, en el último domicilio que la persona a quien se deba notificar haya señalado 
ante el Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM) en cualquier otro procedimiento 
análogo. Todo cambio de domicilio de cualquier sujeto de regulación deberá ser informado al 
Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM) para hacerlo constar en el expediente 
administrativo correspondiente.

Párrafo I. En caso de que la persona procesada no haya indicado domicilio o este no conste de 
manera expresa en el expediente administrativo, el Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes 
(MICM) podrá utilizar el domicilio señalado en la cédula de identidad y electoral, el Registro 
Nacional del Contribuyente (RNC), el Registro Mercantil o cualquier otro registro público aplicable.

Párrafo II. En caso de que la persona procesada se haya acogido expresamente al trámite elec-
trónico del procedimiento sancionador, el Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM) 
podrá efectuar notificaciones mediante correos electrónicos remitidos a la dirección de correo 
electrónico suministrada por la persona procesada, siempre que dicha cuenta de correo electró-
nico permita activar la respuesta automática de recepción de la notificación remitida.

Artículo 10. Reconocimiento de Responsabilidad o Pago Voluntario. En caso de que la 
persona procesada reconozca su responsabilidad una vez iniciado un procedimiento sanciona-
dor, este podrá ser resuelto con la imposición de la Sanción que proceda.

Párrafo I. Cuando la Sanción tenga carácter pecuniario, el pago voluntario por parte de la per-
sona procesada en cualquier momento anterior a la Resolución podrá suponer la terminación 
del procedimiento sancionador, sin perjuicio de la posibilidad de interponer los recursos co-
rrespondientes, salvo que la persona procesada se haya acogido a los beneficios establecidos 
en el artículo 11 de este reglamento.

Párrafo II. En cualquier caso, el pago, voluntario o no, no exime al infractor de dar cum-
plimiento a las obligaciones cuya inobservancia ha sido objeto del respectivo procedimiento 
sancionador, debiendo el infractor cesar de inmediato las acciones u omisiones que dieron 
origen a aquel, así como cualquier otra respecto de la cual haya constancia en el marco de un 
acuerdo de conciliación o compromiso de regularización de la conducta infractora.

Párrafo III. En el marco de la aplicación de las disposiciones establecidas por este artículo, 
el Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM) podrá tomar en cuenta la opinión de 
Interesados o terceros que hayan sufrido daños ocasionados por la conducta infractora.

Artículo 11. Posibilidad de Reducción del Monto de la Sanción Pecuniaria. Cuando la 
Sanción tenga carácter pecuniario, esta se podrá reducir hasta en un veinte por ciento (20%) 
en caso de que la persona procesada cumpla con todas las condiciones siguientes:

a)	 Cancele el monto de la Sanción dentro del plazo fijado para su pago o en cualquier mo-
mento anterior a la Resolución.
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b)	 No impugne la Resolución en sede administrativa o jurisdiccional.

c)	 Haga cesar de inmediato las acciones u omisiones que dieron lugar a la iniciación del pro-
cedimiento o a la Resolución o, en su defecto, dentro del plazo que esta última establezca.

d)	 Siempre que el monto final de la Sanción, luego de aplicado el descuento correspondien-
te, sea mayor al beneficio ilegalmente obtenido por el infractor, en la medida en que 
pueda ser cuantificado económicamente de forma objetiva.

Párrafo I. La multa se reducirá cinco por ciento (5%) más cuando la persona procesada haya 
cumplido todos los requisitos señalados anteriormente y, además, haya consentido acogerse 
al trámite electrónico del procedimiento administrativo sancionador, de conformidad con las 
disposiciones del artículo 33 de este reglamento. El funcionario instructor deberá asegurar 
que la aplicación de este descuento adicional no conlleve que la Sanción sea igual o menor al 
beneficio ilegalmente obtenido por el infractor.

Párrafo II. El pago de la Sanción, como parte del beneficio de reducción de esta, no supone 
la convalidación ni aquiescencia por parte del Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes 
(MICM) de la situación irregular u originaria del procedimiento sancionador.

Artículo 12. Comunicación de Indicios de Infracción a Otros Órganos del Estado. En 
cualquier fase del procedimiento sancionador, cuando el Ministerio de Industria, Comercio y 
Mipymes (MICM) considere que existen elementos de juicio indicativos de la existencia de otra 
infracción administrativa para cuyo conocimiento no sea competente, deberá comunicarlo al 
órgano o entidad pública que sí lo sea.

Artículo 13. Transparencia. Con el propósito de garantizar la transparencia en el procedi-
miento, la defensa de la persona procesada y la de los intereses de otros posibles afectados, 
el Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM) deberá producir constancia escrita de 
cada diligencia del procedimiento sancionador, sobre todo cuando la actividad sea de natura-
leza verbal y la persona procesada o los interesados no depositen documentos al respecto. La 
no documentación de las actuaciones administrativas dará lugar a la exigencia de responsa-
bilidad disciplinaria, de conformidad con la normativa aplicable.

Artículo 14. Organización del Procedimiento. Cada procedimiento sancionador que se 
tramite se formalizará y organizará de manera sistemática, incorporando sucesiva y orde-
nadamente al expediente correspondiente los testimonios, actuaciones, actos administrati-
vos, notificaciones y demás documentos que sean preparados por el Ministerio de Industria, 
Comercio y Mipymes (MICM) o aportados por cualquiera de las partes del procedimiento. El 
procedimiento así formalizado quedará bajo la responsabilidad del funcionario instructor hasta 
el momento de la remisión del expediente al funcionario sancionador, quien se hará cargo de 
este y de su continuación hasta la Resolución o el archivo definitivo de las actuaciones.
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CAPÍTULO II 
SANCIONES

Artículo 15. Naturaleza de la Sanción. La Sanción es la consecuencia jurídica punitiva, de ca-
rácter administrativo, impuesta por el Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM), que 
deriva de la verificación de una infracción y supone la atribución de responsabilidad al infractor.

Artículo 16. Tipos de Sanción. Para la aplicación de este reglamento, cada uno de los si-
guientes actos será considerado como sanción:

a)	 Amonestación.

b)	 Multa.

c)	 Decomiso.

d)	 Cierre o clausura de establecimientos o instalaciones.

e)	 Demolición de estructuras.

f)	 Retiro o retención de equipos, instalaciones o accesorios.

g)	 Prohibición o paralización definitiva de actividades u obras.

h)	 Internamiento de vehículos.

i)	 Suspensión o revocación del correspondiente título habilitante.

j)	 Cualquier otro establecido en disposición legal vigente y vinculante para el Ministerio de 
Industria, Comercio y Mipymes (MICM).

Párrafo. Por el contrario, no serán consideradas como Sanción las medidas siguientes:

a)	 Medidas provisionales.

b)	 Medidas de seguridad.

c)	 Medidas derivadas del ejercicio de la función normativa o de la potestad reglamentaria 
del Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM), en especial las relacionadas con 
los artículos 1, 2, numerales 2 y 13, y 19 de la Ley núm. 37-17.

Artículo 17. Montos Máximos y Gradualidad de la Sanción. Las sanciones administrativas 
pecuniarias podrán ser expresadas en salarios mínimos nacionales o en un monto determinado 
en moneda nacional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley núm. 37-17. 
Toda Sanción deberá ser siempre mayor al beneficio ilegalmente obtenido, en la medida en 
que pueda ser cuantificado económicamente de forma objetiva.

Párrafo I. El plazo para pagar la sanción de contenido pecuniario no excederá de quince (15) 
días, contados a partir de la notificación de la Resolución que la imponga.
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Párrafo II. En caso de que corresponda graduar la sanción por haberse establecido un rango o 
escala de multas y sanciones, se considerarán, en orden de prelación, los siguientes criterios:

a)	 La gravedad del daño al interés general o bien jurídico protegido.

b)	 El perjuicio económico causado.

c)	 La repetición o continuidad de la comisión de la infracción.

d)	 Las circunstancias de la comisión de la infracción.

e)	 El beneficio ilegalmente obtenido.

f)	 La existencia o no de intencionalidad en la conducta del infractor.

CAPÍTULO III 
ACTUACIONES PREVIAS E INICIACIÓN DEL PROCEDIMIENTO

Artículo 18. Forma de Iniciación. El procedimiento sancionador se iniciará producto de la 
verificación realizada por el Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM) de la ocu-
rrencia de hechos que puedan constituir infracción. Esta verificación podrá hacerse de oficio o 
a propósito de Denuncias que puedan ser presentadas por terceros.

Artículo 19. Denuncias. A los efectos de este reglamento, se entiende por Denuncia el acto 
por el cual cualquier persona, en cumplimiento o no de una obligación legal, pone en conoci-
miento del Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM) la existencia de un determi-
nado hecho que pudiera constituir una infracción.

Párrafo I. Las Denuncias deberán expresar, en la medida de lo posible:

a)	 Las personas presuntamente responsables.

b)	 Las conductas y hechos que pudieran constituir infracción y su tipificación.

c)	 El lugar, las fechas o períodos de tiempo en que los hechos supuestamente se produjeron.

Párrafo II. Cuando se haya presentado una denuncia que vaya acompañada de una solicitud 
de iniciación del procedimiento sancionador, se deberá comunicar al denunciante la iniciación 
o no el procedimiento.

Artículo 20. Actuaciones Previas para Instrucción Preliminar. Con anterioridad a la inicia-
ción del procedimiento, el Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM) podrá realizar 
y coordinar la realización de actuaciones previas con objeto de determinar, con carácter preli-
minar, si concurren circunstancias que justifiquen tal iniciación. En especial, estas actuaciones 
se orientarán a determinar, con la mayor precisión posible, los hechos susceptibles de motivar 
la iniciación del procedimiento, la identificación de la persona procesada y las circunstancias 
relevantes que concurran en unos y otros.
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Párrafo. Las actuaciones previas serán realizadas por el funcionario instructor o dependen-
cia orgánica competente designada a tal efecto por el Ministerio de Industria, Comercio y 
Mipymes (MICM) e incorporadas al expediente correspondiente.

Artículo 21. Iniciación. La iniciación del procedimiento sancionador se formalizará mediante 
acta emitida por la dependencia orgánica competente o por el funcionario instructor. Esta 
Acta de Iniciación contará con el contenido mínimo siguiente:

a)	 La identificación de la persona procesada.

b)	 La exposición sucinta de los hechos que motivan la iniciación del procedimiento, su posi-
ble calificación y sanciones que pudieran corresponder, sin perjuicio de lo que resulte de 
la instrucción.

c)	 La identificación del funcionario instructor, con expresa indicación del régimen de recu-
sación del mismo.

d)	 La mención de la base legal de la potestad sancionadora del Ministerio de Industria, 
Comercio y Mipymes (MICM) e indicación de la posibilidad de que la persona procesada 
pueda reconocer voluntariamente su responsabilidad, con los efectos previstos en las 
disposiciones relativas al reconocimiento de responsabilidad o pago voluntario.

e)	 La identificación de las medidas provisionales que hayan sido impuestas por el Ministerio 
de Industria, Comercio y Mipymes (MICM) para iniciar el procedimiento sancionador, sin 
perjuicio de las que se puedan adoptar durante el mismo.

f)	 La indicación del derecho de la persona procesada a formular alegaciones en el procedi-
miento y de los plazos para su ejercicio.

Párrafo. En caso de que el procedimiento sancionador haya sido iniciado por una dependencia 
orgánica competente, el Acta de Iniciación se notificará al funcionario instructor o a la persona 
procesada, así como a otros actores con interés legítimo, tales como denunciantes u otros 
órganos estatales correspondientes. En dicha notificación se advertirá a la persona procesada 
que, de no efectuar alegaciones sobre el contenido de la iniciación del procedimiento en el 
plazo previsto, el Acta de Iniciación podrá ser considerada borrador o propuesta de Resolución 
cuando contenga un pronunciamiento preciso acerca de la responsabilidad imputada.

Artículo 22. Colaboración y Responsabilidad de la Tramitación. En virtud del princi-
pio de coordinación y colaboración de la Administración pública, los entes y órganos de la 
Administración pública facilitarán al Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM) los 
antecedentes e informes que le fueren requeridos, así como los medios personales y materia-
les necesarios para el desarrollo de sus actuaciones.

Párrafo. El funcionario instructor o, en su caso, el titular de la dependencia orgánica com-
petente que tenga atribuida tal función, será directamente responsable de la tramitación del 
procedimiento y, en especial, del cumplimiento de los plazos establecidos.
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Artículo 23. Medidas Provisionales. De conformidad con lo previsto en el artículo 25 
de la Ley núm. 107-13, del 6 de agosto de 2013, sobre los Derechos de las Personas en 
sus Relaciones con la Administración y de Procedimiento Administrativo, la dependencia 
orgánica competente o el funcionario instructor podrá adoptar, en cualquier momento y 
mediante decisión motivada, las medidas provisionales que resulten necesarias para cual-
quiera de las siguientes:

a)	 Asegurar la eficacia de la Resolución que pudiera recaer y el buen fin del procedimiento.

b)	 Evitar el mantenimiento de los efectos de la infracción.

c)	 Observar las exigencias del interés general.

d)	 Cuando así venga exigido por razones de urgencia inaplazable.

Párrafo I. Las medidas provisionales podrán ser adoptadas en el marco de un procedimiento 
sancionador o en ausencia de procedimiento sancionador alguno y no requerirán la identifi-
cación de una persona procesada o de un infractor. Las medidas provisionales se adoptarán 
mediante decisión motivada. Esta decisión no pondrá fin a la vía administrativa y podrá con-
tener las disposiciones necesarias para garantizar su eficacia.

Párrafo II. Las medidas provisionales adoptadas en ausencia de un procedimiento sancionador 
estarán sujetas a una vigencia máxima de treinta (30) días contados a partir de su adopción. 
Dichas medidas cesarán en caso de que se produzca la extinción de los hechos o motivos que 
condujeron a su adopción. El referido plazo de treinta (30) días solo se extenderá con el inicio 
de un procedimiento sancionador, por el funcionario instructor, durante los treinta (30) días 
subsiguientes a la adopción de las medidas provisionales.

Párrafo III. Para los efectos de este reglamento, se considerarán medidas provisionales cada 
una de las siguientes:

a)	 Suspensión temporal de actividades.

b)	 Prestación de fianzas.

c)	 Retirada de productos o suspensión temporal de servicios por razones de sanidad, higiene 
o seguridad.

d)	 Otras previstas en las correspondientes normas específicas.

Párrafo IV. Las medidas provisionales deberán ajustarse proporcionalmente a los objetivos 
que se pretendan garantizar en cada supuesto concreto. Podrán ser modificadas o levantadas 
por el funcionario instructor o dependencia orgánica competente, de oficio o a instancia de 
parte, en virtud de circunstancias sobrevenidas o que no pudieron ser conocidas o valoradas al 
momento de la adopción de dichas medidas.
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Párrafo V. Las medidas provisionales caducan de pleno derecho en cualquiera de los siguien-
tes casos:

a)	 Cuando se emita Resolución que ponga fin al procedimiento sancionador.

b)	 Cuando haya transcurrido el plazo fijado para estas.

c)	 Cuando haya transcurrido el plazo fijado para la emisión de la Resolución que pone fin al 
procedimiento sancionador.

Artículo 24. Medidas de Seguridad. La dependencia orgánica competente o el funcionario 
instructor podrá adoptar medidas de seguridad únicamente en razón de la existencia consta-
tada de peligro inminente o grave para la vida o la salud de las personas o el medio ambiente, 
independientemente de la existencia o no de una infracción, de la identificación de una persona 
procesada o infractor o de la producción de un daño.

Párrafo I. La imposición de medidas de seguridad no necesariamente requiere el inicio de un 
procedimiento sancionador, por lo que podrán ser impuestas en ausencia de este. Las medidas 
de seguridad se ejecutarán sin perjuicio de la Sanción a que hubiera lugar y se adoptarán me-
diante decisión motivada. Esta decisión no pondrá fin a la vía administrativa y podrá contener 
las disposiciones necesarias para garantizar su eficacia.

Párrafo II. Las medidas de seguridad podrán ser modificadas o levantadas por el funcionario 
instructor o dependencia orgánica competente, de oficio o a instancia de parte, en virtud de 
circunstancias sobrevenidas o que no pudieron ser conocidas o valoradas al momento de la 
adopción de dichas medidas o cuando se verifique el cese del peligro o la situación de grave 
riesgo que motivó la adopción de estas.

CAPÍTULO IV 
INSTRUCCIÓN DEL PROCEDIMIENTO SANCIONADOR

Artículo 25. Actuaciones y Alegaciones. A partir de la notificación del Acta de Iniciación, la 
persona procesada y los Interesados dispondrán de un plazo de siete (7) días para aportar, por 
escrito, cuantas alegaciones, documentos o información estimen convenientes y, en su caso, 
proponer prueba concretando los medios de los que pretendan valerse.

Párrafo I. Cursada la notificación del Acta de Iniciación, el funcionario instructor realizará, 
de oficio, cuantas actuaciones resulten necesarias para el examen de los hechos, recabando 
los datos e informaciones que sean relevantes para determinar, en su caso, la existencia de 
responsabilidades susceptibles de Sanción.

Párrafo II. En caso de que, como consecuencia de la instrucción del procedimiento, resultase 
modificada la determinación inicial de los hechos, de su posible calificación, de las sanciones 
imponibles o de las responsabilidades susceptibles de sanción, deberá notificar sede todo ello 
a la persona procesada.
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Artículo 26. Prueba. Recibidas las alegaciones o transcurrido el plazo correspondiente, el 
funcionario instructor notificará a la persona procesada o a los Interesados la apertura de un 
período de producción y presentación de pruebas por un plazo de diez (10) días. El plazo de 
dicho período será prorrogable, a criterio del funcionario instructor y en caso necesario, por 
un máximo de veinte (20) días.

Párrafo I. En el Acta de Apertura de Período de Prueba el funcionario instructor podrá 
rechazar, de forma motivada, las solicitudes de medidas de instrucción tendentes a pro-
ducir medios de prueba que, en su caso, hubiesen propuesto la persona procesada o los 
Interesados, cuando sean improcedentes porque: (i) no resulten relevantes o adecuadas 
para la determinación de hechos y posibles responsabilidades, (ii) sean de imposible rea-
lización o ejecución o (iii) no sean competencia del Ministerio de Industria, Comercio y 
Mipymes (MICM).

Párrafo II. Toda diligencia tendente a la producción de pruebas que el funcionario instructor 
estime pertinentes, es decir, aquellas distintas a las que la persona procesada o el Interesado 
puedan aportar en cualquier momento del procedimiento, se realizará previa notificación del 
lugar, fecha y hora en que se practicará la prueba. La persona procesada podrá, a su costo, 
nombrar técnicos que le asistan o representen en la práctica de estas pruebas.

Párrafo III. En los casos en los que, a petición de la persona procesada o los Interesados, deban 
efectuarse pruebas cuya realización implique gastos que no deba soportar la Administración, 
se podrá exigir el anticipo de dichos gastos, a reserva de la liquidación definitiva, una vez 
practicada la prueba. La liquidación de los gastos se practicará uniendo los comprobantes que 
acrediten su realidad y cuantía.

Párrafo IV. Cuando la prueba consista en la emisión de un informe por parte de un órga-
no administrativo o entidad pública distinta al Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes 
(MICM), y sea admitida a trámite, se entenderá que tiene carácter no vinculante. Sin embargo, 
esta institución podrá valerse de dicho informe para la resolución del procedimiento.

Párrafo V. Los hechos constatados por funcionarios a los que se reconoce la condición de 
autoridad con fe pública, y que se formalicen en documento público observando los requisi-
tos legales pertinentes, tendrán valor probatorio, sin perjuicio de las pruebas que en defensa 
de los respectivos derechos o intereses puedan señalar o aportar la persona procesada o  
los Interesados.

Párrafo VI. Dentro de los cinco (5) días subsiguientes a la llegada del término del período de 
producción y presentación de pruebas, el funcionario instructor notificará a la persona proce-
sada y a los Interesados la fecha, hora y lugar en los que se celebrará el trámite de audiencia. 
La audiencia será celebrada ante el funcionario instructor en un plazo no menor a cinco (5) ni 
mayor a quince (15) días luego de dicha notificación. La persona procesada o los Interesados 
podrán asistir personalmente o hacerse representar. La celebración de la audiencia supone la 
conclusión de la fase de instrucción del procedimiento.
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Párrafo VII. No obstante la llegada del término del período de producción y presentación 
de pruebas y siempre que no fuere con la intención de dilatar el curso del procedimiento, la 
persona procesada podrá aportar los documentos y datos que considere relevantes, así como 
hacer las alegaciones y observaciones que entienda prudentes, hasta tanto sea notificada el 
Acta de Finalización de la Instrucción. Los documentos y datos presentados al amparo es este 
párrafo podrán ser admitidos como pruebas.

Párrafo VIII. Luego de notificada el Acta de Finalización y en caso de que se advierta, de 
oficio o a requerimiento de parte, la existencia de algún medio de prueba nuevo o no cono-
cido durante la fase de instrucción, la persona procesada o el funcionario instructor podrá, 
previa notificación a la parte que corresponda, aportar al funcionario sancionador el referido 
medio de prueba, con el propósito de que sea valorado como pieza del expediente instruido. 
La incorporación de un nuevo medio de prueba no conocido durante la fase de instrucción 
no implica la reapertura o reinicio de dicha fase. Sin embargo, tanto el funcionario instructor 
como la persona procesada, según fuere el caso, podrán emitir reparos a los medios de prue-
ba aportados bajo estas circunstancias, de todo lo cual quedará constancia en el expediente 
administrativo correspondiente.

Artículo 27. Acta de Finalización de la Instrucción y Remisión al Funcionario Sancionador. 
Dentro de los tres (3) días subsiguientes a la conclusión de la fase de instrucción del proce-
dimiento, es decir, a la celebración de la audiencia, el funcionario instructor formulará Acta 
de Finalización de la Instrucción y la notificará a la persona procesada y, en caso aplicable, a 
los Interesados. El Acta de Finalización de la Instrucción podrá hacer mención de las medidas 
provisionales y medidas de seguridad que se hubieran adoptado.

Párrafo I. El Acta de Finalización de la Instrucción es un acto de mero trámite que no pone fin 
al procedimiento sancionador y que, por tanto, no es susceptible de recurso alguno.

Párrafo II. Con la finalidad de resolver el procedimiento, en un plazo de tres (3) días luego 
de emitida el Acta de Finalización de la Instrucción, el funcionario instructor cursará esta al 
funcionario sancionador, así como todos los documentos, alegaciones e informaciones que 
obren en el expediente, sin perjuicio de lo establecido en el párrafo VIII del artículo 26 de 
este reglamento.

Artículo 28. Archivo. El funcionario instructor, en la fase preliminar o habiendo tenido lugar la 
iniciación del procedimiento sancionador, podrá disponer mediante informe motivado el archivo 
del expediente correspondiente, sujeto a las condiciones establecidas en este reglamento.

Párrafo I. Para el caso de las medidas provisionales o la instrucción preliminar, es decir, antes 
de la iniciación del procedimiento sancionador, el funcionario instructor dispondrá la conclusión 
y archivo del expediente cuando, respecto de los hechos presuntamente ilícitos:

a)	 No se pueda identificar materia sancionable.

b)	 No se pueda identificar a la persona procesada.
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c)	 La persona procesada haya fallecido o se haya extinguido, según sea el caso, salvo que el 
procedimiento sancionador pueda ser continuado y la Sanción sea impuesta a la sucesión 
de la persona procesada o a su continuadora jurídica.

d)	 El funcionario instructor, con autorización expresa y escrita de la Dirección Jurídica del 
Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM), determine que la persona proce-
sada subsanó los incumplimientos detectados o revirtió a su estado anterior la situación 
alterada por el incumplimiento.

Párrafo II. Una vez iniciado el procedimiento sancionador, el funcionario instructor dispondrá 
mediante decisión motivada la conclusión y archivo del expediente cuando, respecto de los 
hechos presuntamente ilícitos:

a)	 Determine que no se ha configurado ilícito administrativo.

b)	 No se pueda identificar a la persona procesada.

c)	 La persona procesada haya fallecido o se haya extinguido la acción respecto de la misma, 
según sea el caso, salvo que el procedimiento pueda ser continuado y la Sanción sea im-
puesta a la sucesión de la persona procesada o a su continuadora jurídica.

d)	 El funcionario instructor, con autorización expresa y escrita de la Dirección Jurídica del 
Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM), determine que la persona proce-
sada se acogió al pago voluntario de la sanción pecuniaria correspondiente y subsanó los 
incumplimientos detectados o revirtió a su estado anterior la situación alterada por el 
incumplimiento. Esta determinación deberá hacerse con base en: 

i.	 El comprobante de depósito realizado en la cuenta bancaria o mecanismo de pago 
que el Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM) habilite al efecto y 

ii.	 Evidencia comprobable de la subsanación de los incumplimientos detectados.

Párrafo III. El funcionario sancionador podrá disponer el archivo del expediente, previo cum-
plimiento de todos los supuestos anteriores.

Párrafo IV. Cuando resulte aplicable respecto de los casos anteriores, el funcionario instructor 
deberá notificar a la persona procesada o a los interesados el informe o la resolución mediante 
la cual ordena el archivo del expediente.

Párrafo V. En caso de que se determine que la causal o fundamento de la decisión de archi-
vo del expediente sea falsa o producto de un error o confusión, inducida o no, el expediente 
podrá ser reabierto, ordenándose la continuación del procedimiento sancionador correspon-
diente. La reapertura del procedimiento deberá ser notificada a la persona procesada para 
que pueda realizar alegaciones o reparos respecto de la continuación del procedimiento.
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CAPÍTULO V 
RESOLUCIÓN DEL PROCEDIMIENTO SANCIONADOR

Artículo 29. Resolución. En caso de que sea necesario para dictar la correspondiente 
Resolución, el funcionario sancionador podrá decidir, mediante acto motivado, la realización de 
las actuaciones complementarias indispensables para resolver el procedimiento. Esta Acta de 
Realización de Actuaciones Complementarias se notificará al funcionario instructor, a la persona 
procesada y, en caso aplicable, al Interesado, concediéndoseles un plazo de tres (3) días para 
formular las alegaciones que entiendan pertinentes. Las actuaciones complementarias deberán 
practicarse en un plazo no superior a cinco (5) días. El plazo para resolver el procedimiento 
quedará suspendido hasta la terminación de las actuaciones complementarias.

Párrafo I. No tendrán la consideración de actuaciones complementarias los informes que 
preceden inmediatamente a la resolución final del procedimiento.

Párrafo II. La Resolución se formalizará por decisión escrita y debidamente motivada emitida 
por el Ministro de Industria, Comercio y Mipymes.

Párrafo III. Salvo disposición contraria planteada en la ley o este reglamento, el funciona-
rio sancionador adoptará la Resolución en el plazo no mayor de treinta (30) días, contados 
desde la recepción del Acta de Finalización de la Instrucción y los documentos, alegaciones 
e informaciones que formen parte del procedimiento o, en su defecto, de la conclusión de 
la realización de las actuaciones complementarias. La Resolución deberá decidir todas las 
cuestiones planteadas por los actores del procedimiento y aquellas otras derivadas de este.

Párrafo IV. En la Resolución no se podrán aceptar hechos distintos de los determinados en la 
fase de instrucción del procedimiento, salvo los que resulten de la realización de actuaciones 
complementarias en el curso del procedimiento sancionador.

Párrafo V. Toda Resolución del procedimiento sancionador deberá expresar e identificar:

a)	 El recuento detallado de los hechos.

b)	 La valoración de las pruebas practicadas y, especialmente, de aquellas que constituyan los 
fundamentos básicos de la decisión.

c)	 Según sea el caso:

i.	 La persona procesada.

ii.	 Las infracciones cometidas o la declaración de no existencia de infracción o responsabilidad.

iii.	 Las sanciones que se imponen.

d)	 El plazo, lugar y modalidad de pago de la Sanción pecuniaria, en caso aplicable.

e)	 Los recursos que contra esta procedan.
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f)	 El órgano administrativo o jurisdiccional ante el que hubieran de presentarse los recursos 
correspondientes.

g)	 El plazo para interponer los recursos correspondientes.

Párrafo VI. La Resolución se notificará a la persona procesada y al Interesado.

Artículo 30. Efectos de la Resolución. La Resolución pondrá fin a la vía administrativa y, por 
tanto, será inmediatamente ejecutiva y ejecutoria.

Párrafo. Cuando el infractor recurra la Resolución, las resoluciones del recurso ordinario que 
se interponga no podrán imponer sanciones más graves para el infractor.

TÍTULO III 
DISPOSICIONES FINALES

Artículo 31. Recursos. La Resolución podrá ser recurrida en reconsideración. Este recurso 
deberá ser presentado por escrito ante el Ministro de Industria, Comercio y Mipymes (MICM), 
el cual deberá administrarlo o tramitarlo siempre que de su contenido se pueda deducir la 
Resolución recurrida, la voluntad de la impugnación y los motivos concretos del recurso.

Párrafo I. El recurso de reconsideración deberá presentarse en el plazo de treinta (30) días 
contados a partir de la notificación de la Resolución.

Párrafo II. Salvo disposición legal expresa y contraria, la interposición del recurso adminis-
trativo correspondiente no suspenderá la ejecución de la Resolución.

Párrafo III. De conformidad con el artículo 51 de la Ley núm. 107-13, la interposición de 
recursos administrativos será optativa, de manera que el afectado puede directamente in-
terponer el correspondiente recurso contencioso administrativo ante el tribunal competente.

Párrafo IV. El funcionario que conozca del recurso administrativo podrá confirmar o revocar 
el acto recurrido, pero no podrá agravar la condición jurídica del recurrente.

Párrafo V. La interposición de recursos jurisdiccionales contra actos que impongan medidas 
provisionales o medidas de seguridad no suspenderá la ejecución del referido acto.

Párrafo VI. El Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM) no ejercerá funciones 
de superior jerárquico en el marco de procedimientos sancionadores administrados por las 
siguientes Instituciones Adscritas:

a)	 Comisión Nacional de Defensa de la Competencia (PROCOMPETENCIA)

b)	 Comisión Reguladora de Prácticas Desleales de Comercio y Medidas de Salvaguarda

c)	 Instituto Dominicano para la Calidad (INDOCAL)
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d)	 Consejo Dominicano para la Calidad (CODOCA)

e)	 Organismo Dominicano para la Acreditación (ODAC)

f)	 Instituto Nacional de Protección de los Derechos del Consumidor (PROCONSUMIDOR)

g)	 Oficina Nacional de Derecho de Autor (ONDA)

h)	 Oficina Nacional de la Propiedad Intelectual (ONAPI)

Artículo 32. Registro de Sanciones. Se crea un Registro de Sanciones, en el cual se car-
garán los ficheros de información de cada Sanción correspondiente. Dichos ficheros deberán 
consignar como información mínima la siguiente:

a)	 Nombre, dirección, cédula de identidad, número de Registro Nacional del Contribuyente 
(RNC) o algún otro número de identificación y demás datos generales del infractor.

b)	 Obligación legal incumplida y base legal que ordene su cumplimiento.

c)	 Número y fecha de la Resolución correspondiente.

d)	 Dispositivo de la Resolución por medio de la cual se sanciona al infractor.

e)	 Breve descripción de los recursos administrativos y las resoluciones que los resuelvan, 
incluyendo referencia a estos.

f)	 Breve descripción de los recursos jurisdiccionales y las sentencias que los resuelvan, in-
cluyendo referencia a estas.

Párrafo I. Este registro estará integrado por el historial de sanciones aplicadas o impuestas 
por el Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM).

Párrafo II. El Registro de Sanciones tiene por finalidad principal proporcionar información 
que será tomada como antecedente para, en caso de nuevas presuntas infracciones, utilizarlo 
como criterio de ponderación para la imposición de una nueva Sanción o aplicación de cual-
quier beneficio planteado en este reglamento. La vigencia de los antecedentes en el Registro 
de Sanciones será de cuatro (4) años, contados a partir de la fecha en que la Resolución fue 
notificada al infractor.

Párrafo III. El Registro de Sanciones observará los principios y reglas contenidos en la Ley 
núm. 172-13, para la protección integral de datos personales, del 13 de diciembre de 2013, 
para el tratamiento de la información contenida en este.

Artículo 33. Trámite Electrónico del Procedimiento Sancionador. La persona procesada o 
el Interesado podrán acogerse al trámite electrónico del procedimiento sancionador, para lo 
cual deberán prestar su consentimiento expreso y escrito.
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Párrafo I. En este caso, el Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM) podrá 
efectuar notificaciones mediante correos electrónicos remitidos a la dirección de correo 
electrónico suministrada por la persona procesada, siempre que dicha cuenta de correo 
electrónico permita activar la respuesta automática de recepción de la notificación remitida 
por esta institución. El plazo de la notificación comenzará a computarse a partir de la no-
tificación efectuada por el Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM) en horario 
laboral. En caso de notificación fuera de horario laboral, el plazo correrá a partir del primer 
momento del horario laboral subsiguiente a la notificación.

Párrafo II. A pedido del interesado, el Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM) 
podrá fijar hasta tres (3) direcciones de correo electrónico como domicilios procesales y noti-
ficará a todas ellas simultáneamente. La respuesta electrónica de la persona procesada no es 
obligatoria pero es altamente recomendada.

Párrafo III. La persona procesada y los interesados podrán someter, vía correo electrónico, 
toda la documentación necesaria para la instrucción y la Resolución, debiendo el Ministerio de 
Industria, Comercio y Mipymes (MICM) dar acuse de recibo a todo correo electrónico remitido 
por aquellos con este propósito.

Párrafo IV. El Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM) podrá descontar hasta el 
cinco por ciento (5%) de la Sanción de carácter pecuniario en favor de toda persona procesada 
que se acoja al trámite electrónico del procedimiento sancionador y cumpla con las obliga-
ciones siguientes:

a)	 Mantener activa al menos una (1) dirección de correo electrónico durante la tramitación 
del procedimiento sancionador.

b)	 Activar la opción de respuesta automática de recepción y mantenerla activa durante la 
tramitación del procedimiento sancionador.

c)	 Revisar continuamente su cuenta de correo electrónico e interactuar con el personal del Minis-
terio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM) que remita la notificación correspondiente.

Párrafo V. Además de suministrar la dirección de correo electrónico para el trámite electróni-
co, la persona procesada tendrá la obligación de indicar un domicilio físico al cual el Ministerio 
de Industria, Comercio y Mipymes (MICM) podrá remitir notificaciones físicas en caso de que 
no tenga certeza de la recepción de la notificación electrónica.

Párrafo VI. El Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM) habilitará cuentas de 
correos especiales para notificaciones electrónicas y recepción de documentación por parte de 
las Personas Procesadas sujetas a un procedimiento sancionador.

Artículo 34. Derecho Supletorio. Para lo no previsto de manera expresa en este reglamento 
se aplicarán las disposiciones de la Ley núm. 37-17, del 4 de febrero de 2017, que Reorganiza 
el Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes, la Ley núm. 107-13, sobre los Derechos de 
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las Personas en sus Relaciones con la Administración y de Procedimiento Administrativo, las 
demás normativas aplicables al Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM).

Artículo 35. Disposición Transitoria. Los procedimientos sancionadores que se encuentren 
en curso al momento de la entrada en vigencia de este reglamento, en la medida de lo posible, 
(i) se regirán por las reglas formales y procesales contenidas en este y (ii) continuarán rigién-
dose por las disposiciones sustantivas bajo las cuales se iniciaron, salvo que la aplicación de las 
contenidas en este reglamento fueren más beneficiosas para la persona procesada.

DADO en Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, capital de la República Dominicana, a 
los siete (7) días del mes de junio del año dos mil diecinueve (2019), año 176 de la Indepen-
dencia y 156 de la Restauración.

DANILO MEDINA
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Resolución No. 83-19
Modifica la estructura organizativa del Ministerio  

de Industria, Comercio y Mipymes (MICM)
15 de marzo de 2019

EL MINISTRO DE INDUSTRIA, COMERCIO Y MIPYMES 

Considerando: Que a partir de la promulgación de la Ley No. 37-17 de fecha tres (3) de Febrero 
de Dos Mil Diecisiete (2017), el Ministerio de Industria y Comercio ha sido reorganizado para 
pasar a denominarse Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM), convirtiéndose en 
el órgano rector y el encargado de la formulación, adopción, seguimiento, evaluación y control 
de las políticas, estrategias, planes generales, programas, proyectos y servicios de los sectores 
de la industria, exportaciones, el comercio interno, el comercio exterior, las zonas francas, re-
gímenes especiales y las Mipymes, incluida la comercialización, el control y el abastecimiento 
del mercado de derivados del petróleo y demás combustibles, conforme a los lineamientos y 
prioridades del Gobierno Central.

Considerando: Que la Ley Orgánica de la Administración Pública No. 247-12, de fecha nueve 
(9) de agosto de dos mil doce (2012) dispone que, de conformidad con la Constitución de la 
República, los ministerios son los órganos de planificación y dirección de la función adminis-
trativa del Estado y la autoridad superior en el ámbito que le corresponda.

Considerando: Que de acuerdo al artículo 27 de la Ley No. 247-12, la organización interna de 
los ministerios deberá ser establecida mediante reglamento del Presidente de la República, a 
propuesta del Ministerio de Administración Pública (MAP), de conformidad con los principios 
rectores y reglas básicas de organización y funcionamiento de la Administración pública esta-
blecidos en la Ley 247-12. La elaboración de la propuesta de organización deberá ser realizada 
por el Ministerio de Administración Pública, en coordinación con el ministerio correspondiente. 

Considerando: Que el referido artículo 27 de la Ley No. 247-12 establece que los órganos de 
los ministerios con competencias sustantivas se relacionarán jerárquicamente en una estruc-
tura descendente de acuerdo a los siguientes niveles: viceministerios, direcciones generales, 
direcciones, departamentos, divisiones y secciones.

Considerando: Que según el artículo 18 de la Ley No. 37-17, fue establecido un plazo de 180 
días, para que el Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM), en coordinación con 
el Ministerio de Administración Pública (MAP) elaboraran y sometieran al Poder Ejecutivo el 
Reglamento Orgánico Funcional de dicho ministerio, en el cual se establecieran las funciones 
de cada viceministerio y la estructura interna de sus unidades orgánicas.

Considerando: Que en cumplimiento del mandato expreso de la Ley No. 37-17, y los li-
neamientos de la Ley No. 247-12, el Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM), 
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en coordinación con el Ministerio de Administración Pública (MAP), sometió ante el Poder 
Ejecutivo un proyecto de Reglamento Orgánico-Funcional del MICM, y el mismo fue aprobado 
mediante el Decreto No. 100-18, de fecha seis (6) de marzo del año 2018, con el objetivo 
de definir las competencias, funciones, estructura interna y organización de la institución, 
así como el nivel de autoridad e interrelación de sus funcionarios a nivel interno y con las 
entidades que le están adscritas.

Considerando: Que conforme a lo previsto por su artículo 3, el Decreto No. 100-18 abarca 
la estructura organizativa del MICM en lo que respecta a los siguientes niveles jerárquicos: 
a) Despacho del Ministro; b) Los viceministerios que crea la ley, y c) las direcciones de área. 
Sin embargo, el párrafo I del mismo artículo establece además que “podrán crearse, fusio-
narse o eliminarse, mediante resolución motivada del MICM, los departamentos, divisiones y 
secciones que se requieran según la dinámica cambiante de los sectores bajo su rectoría, los 
servicios ofrecidos y las necesidades operativas del Ministerio”.

Considerando: Que según dispone el párrafo III del artículo 3 del Decreto No. 100-18 pre-
citado, “las funciones detalladas de la estructura orgánica, el manual de cargos y demás 
disposiciones tendentes a regular el funcionamiento de la institución y sus servicios serán 
establecidos mediante Resolución del MICM”.

Considerando: Que en virtud de las atribuciones y funciones que le confieren su Ley Orgánica 
No. 37-17 y el Decreto No. 100-18 que establece su Reglamento Orgánico-Funcional, y los 
lineamentos de la Ley No. 247-12, el Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM) 
requiere adoptar una nueva estructura organizativa, en base a criterios modernos y eficientes, 
que le permita asumir de manera efectiva los roles que le han sido confiados por las norma-
tivas de reciente promulgación.

Considerando: Que la estructura organizativa y de cargos del Ministerio de Industria, Comercio 
y Mipymes (MICM) debe estar orientada en función de la misión, objetivos y estrategias 
institucionales, tomando en cuenta las modernas corrientes de gestión, de forma tal que se 
racionalicen los recursos disponibles y cumpla con eficiencia y eficacia su rol, dentro del plan 
general de desarrollo.

Considerando: Que el Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM), debe contar con 
los instrumentos administrativos que le permitan desarrollar con eficiencia sus funciones tra-
dicionales y asumir nuevos roles tendentes a elevar los niveles de eficiencia de sus servicios.

Considerando: Que el el Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM), debe contar 
con una estructura organizativa que le permita ejecutar sus actividades de manera óptima, a 
los fines de lograr sus objetivos planteados.

Considerando: Que la Ley Núm. 41-08 de Función Pública, del 16 de enero de 2008, en 
su artículo 8, numeral 12, faculta a la Secretaría de Estado de Administración Pública, hoy 
Ministerio de Administración Pública, a revisar y aprobar los manuales de procedimiento y de 
organización, y los organigramas que eleven para su consideración los órganos y entidades de 
la Administración pública.
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Vista: La Constitución de la República Dominicana, votada y proclamada por la Asamblea 
Nacional, el trece (13) de junio de dos mil quince (2015).

Vista: La Ley No. 112-00, Ley Tributaria de Hidrocarburos de fecha 29 de noviembre 2000.

Vista: La Ley de Libre Acceso a la Información Pública No. 200-04, de fecha 28 de julio de 2004 
y su Reglamento de Aplicación establecido mediante Decreto No. 130-05 de fecha 25 de febrero 
de 2005.

Vista: La Ley No. 340-06, sobre Compras, Contrataciones de Bienes, Servicios, Obras y 
Concesiones, de fecha 20 de julio de 2006, modificada por la Ley No. 449-06, del 06 de 
diciembre del año 2006, y su Reglamento de Aplicación aprobado mediante el Decreto No. 
543-12 de fecha 6 de septiembre de 2012.

Vista: La Ley No. 498-06, de fecha 28 de diciembre de 2006, que establece el Sistema 
Nacional de Planificación e Inversión Pública.

Vista: La Ley No. 05-07, de fecha 05 de enero de 2007, que crea el Sistema Integrado de 
Administración Financiera del Estado.

Vista: La Ley No. 10-07, de fecha 8 de enero del año 2007, que Instituye el Sistema Nacional 
de Control Interno.

Vista: La Ley de Función Pública No. 41-08, de fecha 16 de enero del año 2008.

Vista: La Ley No. 481-08, de fecha 11 de diciembre del año 2008, que crea el Sistema Nacional 
de Archivos General de la República Dominicana, y su Reglamento de aplicación aprobado 
mediante el Decreto No. 129-10 de fecha 2 de marzo de 2010.

Vista: La Ley Orgánica de la Administración Pública No. 247-12, de fecha 9 de agosto del año 2012.

Vista: La Ley No. 100-13, de fecha 30 de julio del año 2013, que crea el Ministerio de Energía y Minas.

Vista: La Ley No. 688-16, de fecha 18 de noviembre del 2016, de Emprendimiento.

Vista: La Ley Orgánica del Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes No. 37-17, de fecha 
3 de febrero de 2017.

Vista: El Decreto No. 307-01, de fecha 2 de marzo del año 2001, que establece el Reglamento 
de Aplicación de la Ley Tributaria de Hidrocarburos No. 112-00.

Vista: El Decreto No. 974-01, de fecha 26 de septiembre del año 2001, que crea con asiento 
en cada Secretaría de Estado, la Oficina de Equidad de Género y Desarrollo (OEGD) en articu-
lación con la Secretaría de Estado de la Mujer, hoy Ministerio de la Mujer.

Visto: El Decreto No. 163-04, de fecha 3 de marzo del año 2004, que aprueba el Reglamento 
de las Oficinas de Equidad de Género, el cual define la composición, naturaleza, objetivo, 
propósito y funciones de dichas unidades.
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Vistos: Los Decretos núm. 610-07 y núm. 303-15 sobre solución de controversias derivadas 
de Tratados de Libre Comercio y Acuerdos de Inversión, del 23 de octubre de 2007 y del 30 de 
septiembre de 2015, respectivamente.

Visto: El Decreto No. 527-09, de fecha 21 de julio del año 2009, que aprueba el Reglamento 
de Estructura Organizativa, Cargos y Política Salarial, de la Ley Núm. 41-08 de Función Pública.

Visto: El Decreto No. 100-18, de fecha 6 de marzo del año 2018, que establece el Reglamento 
Orgánico-Funcional del Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM).

Vista: La Resolución No. 129, emitida por el Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes en 
fecha 11 de junio del año 2012, que aprueba una nueva estructura organizativa del Ministerio 
de Industria y Comercio.

Vista: La Resolución No. 310, emitida por el Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes en 
fecha 20 de agosto de 2014.

Vista: La Resolución No. 73 emitida por el Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes en fecha 
28 de marzo del año 2017, que establece procedimiento para la construcción y operación de 
estaciones de expendio de combustibles líquidos y plantas envasadoras de GLP e implementa 
nuevo formato de autorización para inicio de tramites de obtención de permisos en sustitución 
del formulario m0011.

Vista: La Resolución No. 74 emitida por el Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes en 
fecha 28 de marzo del año 2017, mediante la cual se crea el Registro Nacional de Estaciones 
de Expendio de Combustibles.

Vista: La Resolución No. 103, emitida por el Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes en 
fecha 19 de mayo del año 2017, mediante la cual se crean los Gabinetes Ministeriales del MICM. 

Vista: La Resolución No. 05-09 del Ministerio de Administración Pública (MAP), de fecha 4 
de marzo del año 2009, que modifica el Instructivo para el Análisis y Diseño de Estructuras 
Organizativas en el Sector Público. 

Vista: La Resolución No. 194-2012 del Ministerio de Administración Pública (MAP), de fecha 
1ro. de agosto del año 2012, que aprueba la Estructura Organizativa y de Cargos de las Oficinas 
de Acceso a la Información (OAI). 

Vista: La Resolución No. 14-2013 del Ministerio de Administración Pública (MAP), de fecha 
11 de abril del año 2013, que aprueba los Modelos de estructura organizativa de las Unidades 
Institucionales de Planificación y Desarrollo (UIPYD).

Vista: La Resolución No. 51-2013 del Ministerio de Administración Pública (MAP), de fecha 
3 de diciembre del año 2013, que establece los modelos de estructuras organizativas para las 
unidades Institucionales de Tecnologías de la Información y Comunicación (TIC).
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Vista: La Resolución No. 30-2014 del Ministerio de Administración Pública (MAP), de fecha 
1ro. de julio de 2014, que aprueba los modelos de estructuras organizativas de las Unidades 
Jurídicas en el Sector Público.

Vista: La Resolución Núm. 068-2015, del Ministerio de Administración Pública (MAP) de 
fecha 1ro. de septiembre de 2015, que aprueba los Modelos de Estructura Organizativa para 
las Unidades de Recursos Humanos del Sector Público.

EN EL EJERCICIO DE SUS ATRIBUCIONES LEGALES

RESUELVE: 

Artículo 1. Se aprueba la modificación de la estructura organizativa para el Ministerio de 
Industria, Comercio y Mipymes (MICM), integrada por las siguientes unidades:

UNIDADES NORMATIVAS O DE MÁXIMA DIRECCIÓN:

	 Despacho Ministro de Industria, Comercio y Mipymes

UNIDADES CONSULTIVAS O ASESORAS:

	 Dirección de Control de Gestión, con:

		  Departamento de Análisis y Supervisión de Procesos

		  Departamento de Mejoras y Gestión de Procesos

	 Dirección de Comunicaciones, con:

		  Departamento de Prensa 

		  Departamento de Relaciones Públicas 

		  Departamento de Publicidad 

		  Departamento de Eventos 

		  División de Comunicación Interna 

	 Dirección Jurídica, con:

		  Departamento de Elaboración de Documentos Legales

		  Departamento de Verificación de Cumplimiento Legal

		  Departamento de Litigios, con:

			   División de Recursos Administrativos

			   División de Procesos Sancionadores
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			   División de Procesos Jurisdiccionales 

		  Departamento de Normas, Reglamentos y Regulaciones

	 Dirección de Análisis Económico, con:

		  Departamento de Desarrollo Estadístico

		  Departamento de Estudios Económicos

	 Dirección de Planificación y Desarrollo, con: 

		  Departamento de Planificación

		  Departamento de Proyectos

		  Departamento de Cooperación Internacional

		  Departamento de Desarrollo Institucional

		  Departamento de Habilitación y Seguimiento a las Asociaciones Sin Fines de Lucro

		  Departamento de Programación y Evaluación Presupuestaria

	 Dirección de Recursos Humanos, con:

		  Departamento de Reclutamiento, Selección y Evaluación del Desempeño

		  Departamento de Capacitación y Desarrollo

		  Departamento de Relaciones Laborales y Sociales

		  División de Registro y Control

		  División de Nómina

	 Departamento de Acceso a la Información 

	 Departamento de Equidad de Género y Desarrollo

UNIDADES AUXILIARES O DE APOYO:

	 Dirección de Atención Integral al Cliente, con:

		  Departamento de Servicios en Línea

		  Departamento de Servicios Presenciales

	 Dirección Administrativa, con:

		  Departamento de Gestión Documental, con:
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			   Centro de Documentación

			   División de Archivo Central

			   Sección de Correspondencia

	 	 Departamento de Servicios Generales, con:

			   División de Transportación

			   Sección de Mayordomía

		  Departamento de Almacén y Suministro 

		  Departamento de Compras y Contrataciones 

		  Departamento de Mantenimiento 

		  Departamento de Control de Bienes

	 Dirección Financiera, con:

		  Departamento de Contabilidad

		  Departamento de Tesorería

		  Departamento de Presupuesto

	 Dirección de Tecnologías de la Información y Comunicación, con:

	 	 Departamento de Seguridad y Monitoreo TIC

		  Departamento de Administración de Servicios TIC

		  Departamento de Desarrollo e Implementación de Sistemas

		  Departamento de Operaciones TIC

		  Departamento de Administración de Proyectos TIC

UNIDADES SUSTANTIVAS U OPERATIVAS:

	 Viceministerio de Comercio Exterior, con:

		  Dirección de Administración de Acuerdos y Tratados Comerciales  
	 Internacionales, con:

			   Departamento de Fortalecimiento de las Capacidades Comerciales
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			   Departamento de Acceso a Mercados 

			   Departamento de Asuntos Legales, Institucionales y Disciplinas Comerciales

			   Departamento de Prevención y Solución de Controversias 

		  Dirección de Comercio Exterior Multilateral, con:

			   Departamento de Inteligencia Comercial

			   Departamento de Organismos Internacionales

	 Viceministerio de Desarrollo Industrial, con: 

		  Dirección de Fomento Industrial, con:

		  	 Departamento de Fomento de la Productividad e Innovación

			   Departamento de Fomento de la Calidad Industrial

			   Departamento de Fomento de la Producción Sostenible

		  Dirección de Economía Industrial, con:

	 		  Departamento de Análisis de Economía Industrial

			   Departamento de Política Industrial

			   Departamento de Monitoreo y Seguimiento de la Política Industrial

	 Viceministerio de Comercio Interno, con:

		  Dirección de Comercio Interno, con:

	 		  Departamento de Supervisión del Registro del Comercio, con:

				    División de Supervisión a Cámaras de Comercio y Registro Mercantil

				    División de Clasificación de Empresas 

			   Departamento de Desarrollo del Mercado Interno

			   Departamento de Regulación del Mercado Interno, con:

				    División de Coherencia Normativa del Mercado

				    División de Tramitación de Licencias de Almacenes

				    División de Control de los Sistemas de Comercialización del Mercado Interno
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			   Departamento de Promoción del Mercado Interno

		  Dirección de Supervisión y Control de Estaciones de Expendio, con:

			   Departamento de Gestión de solicitudes para Estaciones de Expendio, con:

				    División de Autorización

				    División de Habilitación

			   Departamento de Registro de Estaciones de Expendio 

			   Departamento Técnico, con: 

				    División de Inspección y Fiscalización

				    División de Evaluación

		  Dirección de Operativos de Supervisión de Actividades Comerciales

		  Dirección de Combustibles, con:

			   Departamento de Control de Calidad de Combustibles, con:

				    División de Medición y Análisis de Combustibles

				    División de Metrología

			   Departamento de Análisis del Mercado de Combustibles, con:

				    División de Análisis de Precios del Mercado de Combustibles

				    División de Análisis Estadístico del Mercado de Combustibles

			   Departamento de Inspección, con:

				    División de Inspección de Almacenaje de Combustibles

				    División de Inspección de Equipos de Gas Licuado de Petróleo (GLP) y Gas Natural

				    División de Inspección de Unidades de Transporte de Combustibles

			   Departamento de Desarrollo de Combustibles

			   Departamento de Tramitación de Permisos, con:

				    División de Gas Natural, Carbón y Biocombustibles 

		  		  División de Combustibles Líquidos

				    División de Gas Licuado de Petróleo (GLP) 
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	 Viceministerio de Fomento a las Micro, Pequeña y Mediana Empresa, con:

		  Dirección de Emprendimiento, con:

			   Departamento de Promoción de Empresas Innovadoras, con:

				    División de Apoyo en Incubación de Empresas

				    División de Articulación del Emprendimiento

				    División de Emprendimiento Social

			   Departamento de Fortalecimiento y Desarrollo del Emprendimiento, con:

				    División de Desarrollo de Mentalidad y Cultura Emprendedora

		  Dirección de Servicios de Apoyo a las Mipymes, con:

			   Departamento de Fomento a la Competitividad de las Mipymes, con:

				    División de Fomento a la Artesanía

				    División de Innovación

				    División de Economía Digital

				    División de Articulación Productiva

				    División de Desarrollo Empresarial

			   Departamento de Políticas para Mipymes, con:

				    División de Inclusión Financiera

				    División de Análisis y Simplificación de Trámites

				    División de Formalización y Acceso a Mercados

	 Viceministerio de Zonas Francas y Regímenes Especiales, con: 

		  Dirección de Fomento a los Regímenes Especiales

		  Dirección de Fomento a las Zonas Francas y Parques Industriales

NIVEL DESCONCENTRADO:

		  Direcciones Regionales, con:

			   Departamento de Coordinación Administrativa

			   Departamento de Coordinación Técnica



269

Resolución No. 83-19INSTITUCIONAL

Artículo 2. A los fines de lograr coherencia, uniformidad y claridad en la estructura organizativa del 
Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM), se establecen cuatro (4) niveles jerárquicos 
identificados por las siguientes nomenclaturas, conforme a las normas trazadas por el Ministerio de 
Administración Pública (MAP) y lo estipulado por la Ley Núm. 41-08, de Función Pública: 

1.	 Dirección

2.	 Departamento

3.	 División

4.	 Sección

Artículo 3. Se crea la Dirección de Control de Gestión, bajo la dependencia del Despacho del 
Ministro, siguiendo los lineamientos del Decreto No. 100-18, del 6 de marzo de 2018, con el 
objetivo de supervisar y evaluar el control de todos los procesos financieros, administrativos y 
de gestión de la entidad y el establecimiento de sistema de mejora continua para la adopción 
de una cultura de eficiencia y calidad. 

Párrafo. Se crean las siguientes unidades organizativas bajo la dependencia de la Dirección 
de Control de Gestión:

3.1.	Departamento de Análisis y Supervisión de Procesos, con el objetivo de analizar y 
supervisar las actividades y procesos que realiza el Ministerio de Industria, Comercio y 
Mipymes, conforme a lo establecido en la Ley No. 10-07 que establece el Sistema Nacio-
nal de Control Interno y demás normativas de control.

3.2.	Departamento de Mejoras y Gestión de Procesos, con el objetivo de procurar la co-
rrecta implementación y administración de certificaciones y programas de calidad que 
contribuyan a la optimización de los servicios ofrecidos por la Institución.

Artículo 4. Se mantiene la Dirección de Comunicaciones, bajo la dependencia del Despacho 
del Ministro, con el objetivo de velar por la buena imagen del MICM, diseñando y ejecutando 
las políticas de comunicación, tanto a lo interno como a lo externo de la institución, así como 
promover una buena relación con los medios para mantener bien informada a la ciudadanía.

Párrafo. Se realizan las siguientes modificaciones en las unidades organizativas bajo la de-
pendencia de la Dirección de Comunicaciones:

4.1.	Se mantiene el Departamento de Prensa, con el objetivo de publicar y difundir en los 
medios externos de comunicación y redes sociales, las actividades e informaciones rele-
vantes del Ministerio, conforme al plan de comunicaciones y políticas establecidas para 
el fortalecimiento institucional.

4.2.	Se cambia la nomenclatura del Departamento de Relaciones Públicas y Publicaciones 
por Departamento de Relaciones Públicas, con el objetivo de adecuarlo a la naturaleza 
de sus funciones.
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4.3.	Se crea el Departamento de Publicidad, con el objetivo de canalizar la publicación de 
los mensajes publicitarios generados o derivados de las actividades del Ministerio.

4.4.	Se crea el Departamento de Eventos, con el objetivo de organizar y brindar soporte en 
las reuniones, actividades y eventos que realiza el Ministerio.

4.5.	Se crea la División de Comunicación Interna, con el objetivo de diseñar y ejecutar la 
estrategia de comunicación interna de la Institución, brindando a través de los diferentes 
canales de comunicación interna, información oportuna, proactiva y eficiente sobre las 
actividades relacionadas al quehacer de la Institución y de interés para el personal. 

Artículo 5. Se mantiene la Dirección Jurídica, bajo la dependencia directa del Ministro, con 
el objetivo de asesorar legalmente al Ministro y dependencias de la institución, supervisar la 
representación legal del Ministerio en casos de litigios, incoar acciones y dar seguimiento a los 
asuntos legales que sean referidos por las diferentes unidades organizativas de la institución; 
así como revisar los procedimientos internos para el dictado de actos administrativos que 
conlleven responsabilidad legal para el MICM. 

Párrafo. Se crean las siguientes unidades organizativas bajo la dependencia de la Dirección 
Jurídica:

5.1.	Departamento de Elaboración de Documentos Legales, con el objetivo de dirigir y coor-
dinar los procesos de elaboración de convenios, contratos, actas, consultas; llevar a cabo los 
procesos de registro, entre otros, así como asistir a las demás áreas del Ministerio en todos 
los asuntos legales de carácter administrativos internos, relativos al quehacer institucional.

5.2.	Departamento de Verificación de Cumplimiento legal, con el objetivo de comprobar 
la observancia de criterios y requisitos contenidos en las leyes, decretos, reglamentos, re-
soluciones vigentes aplicables, orientado a los servicios que ofrece el Ministerio, a través 
de la Dirección de Combustibles, Dirección de Comercio Interno y la Dirección de Super-
visión y Control de Estaciones de Expendio.

5.3.	Departamento de Litigios, con el objetivo de representar a la institución en todas las 
demandas y los procesos de índole judicial en que fuera parte y a cualquier funcionario 
público que sea demandado, siempre y cuando sea en el ejercicio de sus funciones dentro 
de la institución; se crean las siguientes unidades bajo su dependencia:

5.3.1.	 División de Recursos Administrativos, con el objetivo de coordinar la respuesta 
de los Recursos Administrativos de Reconsideración.

5.3.2.	 División de Procesos Sancionadores, con el objetivo de brindar asistencia para 
el desarrollo de los procesos administrativos sancionadores, es decir, aquellos en 
que el Ministerio inicia un procedimiento para sancionar a un administrado por la 
comisión de una infracción administrativa.
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5.3.3.	 División de Procesos Jurisdiccionales, con el objetivo de representar y de-
fender al MICM en los tribunales con ocasión de procesos jurisdiccionales que 
involucren la institución.

5.4.	Departamento de Normas, Reglamentos y Regulaciones, con el objetivo de elaborar 
y coordinar la redacción de propuestas de leyes, decretos, resoluciones, reglamentos y 
procedimientos dentro del ámbito de regulación del MICM, analizar e interpretar las nor-
mas vigentes en aquellos casos que requieran un pronunciamiento mediante resolución 
del MICM y elaborar informes, opiniones legales y recomendaciones al respecto. 

Artículo 6. Se crea la Dirección de Análisis Económico, bajo la dependencia del Despacho del 
Ministro, siguiendo los lineamientos del Decreto No. 100-18, del 6 de marzo de 2018 (arts. 19 y 
20), con el objetivo de producir estudios del comportamiento de los mercados, efectuar proyec-
ciones y estadísticas de consumo y tendencias del mercado y cualquier otro tipo de análisis, que 
contribuyan al direccionamiento estratégico de las funciones del MICM, en los aspectos referi-
dos a la Industria, el Comercio y las Mipymes, así como de sus interrelaciones con la economía. 

Párrafo. Se crean las siguientes unidades organizativas bajo la dependencia de la Dirección 
de Análisis Económico:

6.1.	Departamento de Desarrollo Estadístico, con el objetivo de proveer a los tomadores de 
decisiones, internos o externos a la institución, de las informaciones estadísticas necesarias 
para el diseño, implementación y seguimiento oportuno de los programas y políticas de fo-
mento y desarrollo de la Industria, el Comercio y las Mipymes en la República Dominicana. 

6.2.	Departamento de Estudios Económicos, con el objetivo de producir análisis periódicos y 
coyunturales, alineados a las demandas y principales temáticas del mercado y los planes y po-
líticas del Ministerio, contribuyendo al diseño de políticas efectivas y la toma de decisiones.

Artículo 7. Se mantiene la Dirección de Planificación y Desarrollo, bajo la dependencia del 
Despacho del Ministro, cuyo objetivo es coordinar los procesos de formulación y seguimiento 
de las políticas y planes sectoriales e institucionales, su financiamiento internacional y su vin-
culación con la formulación del presupuesto, así como efectuar los diseños organizacionales 
que viabilicen el cumplimiento de los planes y del presupuesto del MICM. 

Párrafo. Se realizan las siguientes modificaciones en las unidades organizativas bajo la de-
pendencia de la Dirección de Planificación y Desarrollo:

7.1.	Se modifica la nomenclatura del Departamento de Planificación y Estadística por 
Departamento de Planificación, con el objetivo de coordinar el proceso de planifica-
ción del Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes, analizando y evaluando la mi-
sión, visión y líneas estratégicas de la Institución, así como prioridades establecidas en 
el Sector Industrial y Comercial y apoyar la planificación sectorial.

7.2.	Se crea el Departamento de Proyectos, con el objetivo de administrar la formulación 
y evaluación de los proyectos del Ministerio, definiendo modelo y estructura, así como 
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implementar las prácticas de gestión de proyectos, coordinar el seguimiento al desarrollo 
e implementación de los proyectos, a fin de contribuir con el éxito de los mismos.

7.3.	Se mantiene el Departamento de Cooperación Internacional, con el objetivo de apo-
yar el desarrollo de propuestas de programas y proyectos para la captación de fondos de 
cooperación internacional, enfocados a las prioridades de la Institución; asimismo esta-
blecer las relaciones y contactos necesarios, para identificar fondos o alianzas de coope-
ración para la implantación de iniciativas y planes de interés para el Ministerio.

7.4.	Se modifica la nomenclatura del Departamento de Fortalecimiento Institucional por 
Departamento de Desarrollo Institucional, siguiendo los lineamientos de la Resolu-
ción Núm. 14-2013, del Ministerio de Administración Pública (MAP)/OPTIC y el Ministerio 
de Economía, Planificación y Desarrollo (MERPyD), del 11 de abril de 2013, que aprueba 
los Modelos de Estructura Organizativa de las Unidades Institucionales de Planificación 
y Desarrollo (UIPyD); responsable de coordinar la elaboración de propuestas de revisión 
y diseño de estructuras organizativas y de reingeniería de procesos, a fin de proveer las 
bases que permitan la continuidad de las operaciones del Ministerio. 

7.5.	Se crea el Departamento de Habilitación y Seguimiento a las Asociaciones Sin Fines 
de Lucro (ASFL), responsable del proceso de habilitación de las Asociaciones sin Fines de 
Lucro y emisión de la correspondiente licencia, siguiendo los lineamientos de la Ley Núm. 
122-05, del 8 de abril de 2005, sobre Regulación y Fomento de las Asociaciones sin Fines 
de Lucro de la República Dominicana.

7.6.	Se modifica la nomenclatura del Departamento de Presupuesto por Departamento 
de Programación y Evaluación Presupuestaria, con el objetivo de coordinar la elabo-
ración, formulación y control del presupuesto del Ministerio, cumpliendo con políticas y 
procedimientos de presupuesto establecidos en el Estado y la Institución.

Artículo 8. Se mantiene la Dirección de Recursos Humanos, bajo la dependencia del 
Despacho del Ministro, responsable de diseñar y ejecutar las estrategias de la administración 
de los recursos humanos que aseguren la dotación, retención, desarrollo y bienestar del per-
sonal calificado que requiere la institución para el logro de sus objetivos. 

Párrafo. Se realizan las siguientes modificaciones en las unidades organizativas bajo la de-
pendencia de la Dirección de Recursos Humanos, siguiendo los lineamientos de la Resolución 
Núm. 068-2015, del 01 de septiembre del 2015, que aprueba los Modelos de Estructura 
Organizativa para las Unidades de Recursos Humanos del Sector Público:

8.1.	Se cambia la nomenclatura del Departamento de Administración de Recursos Hu-
manos, por Departamento de Reclutamiento, Selección y Evaluación del Desempeño, 
cuyas funciones son las de coordinar, organizar y desarrollar la planeación de los re-
cursos humanos del Ministerio, controlando los procesos técnicos en el reclutamiento, 
selección y evaluación del personal, conforme a lo establecido por el Ministerio de Ad-
ministración Pública. 
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8.2.	Se cambia la nomenclatura del Departamento de Desarrollo Humano y Planes de Ca-
rrera, por Departamento de Capacitación y Desarrollo, responsable de promover el 
desarrollo integral de los empleados del Ministerio, a través de la planificación, ejecución 
y seguimiento de actividades de capacitación que fortalezcan sus capacidades técnicas y 
contribuyan al desarrollo de la Institución.

8.3.	Se cambia la nomenclatura del Departamento de Servicio al Personal y Relaciones 
Laborales, por Departamento de Relaciones Laborales y Sociales, responsable de 
promover y ejecutar acciones orientadas a proveer al personal bienestar y seguridad en el 
trabajo, que contribuyan a mantener un adecuado clima laboral propicio para el desem-
peño de las funciones de la Institución, de acuerdo a lo que establece el Reglamento No. 
523-09 sobre relaciones laborales.

8.4.	Se crea la División de Registro y Control, con la responsabilidad de llevar y mantener registros 
actualizados y sistematizados del recurso humano de la Institución, procurando una correcta 
ejecución de las acciones de personal, y el mantenimiento actualizado de las constancias de 
esos actos para facilitar la toma de decisiones necesarias que resulten en consecuencia.

8.5.	Se reubica la División de Nómina Financiera, bajo la dependencia de la Dirección de 
Recursos Humanos y se cambia la nomenclatura por División de Nómina, responsable 
de la preparación, registro y control de las nóminas de pagos institucional, en virtud de 
sus funciones afines y complementarias.

Artículo 9. Se asigna el nivel jerárquico de Departamento a la Oficina de Acceso a la 
Información (OAI) para que en lo adelante, se denomine Departamento de Acceso a la 
Información, bajo la dependencia del Despacho del Ministro, siguiendo los lineamientos de la 
Ley General de Libre Acceso a la Información Pública No. 200-04 y de la Resolución No. 194-
2012 del Ministerio de Administración Pública (MAP), de fecha 1ro. de agosto del año 2012, 
que aprueba la Estructura Organizativa y de Cargos de las Oficinas de Acceso a la Información 
(OAI), cuyo objetivo es coordinar y dirigir la recolección, el suministro y la presentación de las 
informaciones relacionadas con las actividades del Ministerio.

Artículo 10. Se asigna el nivel jerárquico de Departamento a la Oficina de Equidad de Género 
y Desarrollo (OEGD), para que en lo adelante, se denomine Departamento de Equidad de 
Género y Desarrollo (OEGD), bajo la dependencia del Despacho del Ministro; responsable del 
fomentar la equidad e igualdad de género y desarrollo, mediante la aplicación de políticas, pro-
gramas y proyectos que garanticen la igualdad de oportunidades en el ámbito laboral, profesio-
nal y económico para el personal del Ministerio y sus dependencias, siguiendo los lineamientos 
del Decreto No. 974-01 de fecha 26 de septiembre del año 2001.

Artículo 11. Se crea la Dirección de Atención Integral al Cliente, de acuerdo al Decreto No. 
100-18 del 6 de marzo de 2018 (arts. 26 y 30), bajo la dependencia del Despacho del Ministro; 
con el objetivo de proveer a los clientes el acceso a los servicios de información, orientación y 
asistencia relacionada con los productos, actividades y servicios del sector industria, comercio 
y Mipymes, en el marco de un proceso de mejora continua. 
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Párrafo. Se crean las siguientes unidades organizativas bajo la dependencia de la Dirección 
de Atención Integral al Cliente:

11.1.	Departamento Servicios en Línea, con el objetivo de brindar a los clientes el acceso a los 
servicios que ofrece la Institución, orientación y asistencia a través de los diferentes medios 
no presenciales establecidos (teléfono, portal Institucional, chat y correo electrónico).

11.2.	Departamento de Servicios Presenciales, con el objetivo de asistir de manera presen-
cial, en las instalaciones del MICM, las solicitudes realizadas por las empresas/clientes 
sobre los diferentes servicios que ofrece el MICM, brindando las orientaciones necesarias 
y asegurando la eficiencia en el servicio.

Artículo 12. Se crea la Dirección Administrativa, mediante el Decreto No. 100-18, del 6 de 
marzo de 2018 (arts. 26 y 27), bajo la dependencia del Despacho del Ministro, con el propósito 
de dirigir y ejecutar las actividades relacionadas con los procesos administrativos y proporcio-
nar a las áreas del MICM los servicios requeridos para la realización eficiente de sus funciones. 

Artículo 13. Se reubican las siguientes unidades organizativas bajo la dependencia de la 
Dirección Administrativa:

13.1.	 Departamento de Gestión Documental, responsable de coordinar el registro, control y 
manejo de la correspondencia interna y externa de la Institución, el archivo de los docu-
mentos y los materiales bibliográficos a ser utilizados para consultas; el cual continuará 
conformado por las siguientes dependencias:

13.1.1.	 Centro de Documentación, con el nivel jerárquico de División, responsable de 
ejecutar las actividades de recepción, registro y control de los materiales biblio-
gráficos utilizados para consultas.

13.1.2.	 División de Archivo Central, responsable de ejecutar las actividades de recep-
ción, organización y custodia de los documentos de la Institución que han fina-
lizado su trámite administrativo en los archivos de gestión, tomando como base 
los lineamientos establecidos en la Ley No. 481-08 General de Archivos.

13.1.3.	 Sección de Correspondencia, responsable de ejecutar las actividades relacio-
nadas con la recepción, despacho y archivo de la correspondencia que se genera 
y recibe en la institución según las normas establecidas. 

13.2.	Departamento de Servicios Generales, responsable de coordinar y supervisar la lim-
pieza e higiene de las instalaciones, equipos de oficina y mobiliarios del Ministerio y de 
proporcionar servicios de transporte, conformado por las siguientes unidades organiza-
tivas bajo su dependencia:

13.2.1.	 Se reubica la Sección de Transportación y se eleva el nivel jerárquico a División 
para que en lo adelante se denomine División de Transportación, responsable 
de asegurar que se suministre el servicio de transporte del Ministerio de Indus-
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tria, Comercio y Mipymes de manera oportuna y coordinada, a fin de contribuir 
al desempeño eficiente de las funciones. 

13.2.2.	 Sección de Mayordomía, responsable de la limpieza e higiene en las instalacio-
nes del MICM, apegado a las políticas y normas establecidas. 

13.3.	 Se asigna el nivel jerárquico de Departamento a la Sección de Almacén y Suministro, para 
que en lo adelante se denomine Departamento de Almacén y Suministro, responsa-
ble de coordinar y supervisar las actividades de recepción, clasificación, identificación, 
control y entrega oportuna de los mobiliarios, equipos y suministros destinados a las 
distintas áreas de la Institución.

13.4.	 Departamento de Compras y Contrataciones, responsable de los procesos concer-
nientes a la adquisición de bienes y servicios que demanden las diferentes áreas del 
MICM, con apego a las regulaciones establecidas en la Ley No. 340-06 sobre Compras y 
Contrataciones de Bienes, Servicios, Obras y Concesiones, y garantizar el cumplimiento 
de los lineamientos establecidos en los planes de compras.

13.5.	 Se asigna el nivel jerárquico de Departamento a la Sección de Mantenimiento, para que en lo 
adelante se denomine Departamento de Mantenimiento, responsable de la reconstruc-
ción y remozamiento de las áreas de la Institución, así como el mantenimiento preventivo 
del sistema eléctrico, la plomería y la reparación de mobiliarios y equipos de la Institución. 

Párrafo. Se crea el Departamento de Control de Bienes, bajo la dependencia de la Dirección 
Administrativa, con el objetivo de coordinar, supervisar y controlar las actividades de registro, 
codificación, resguardo, descargo y traslado de mobiliarios y equipos del Ministerio, y mante-
ner actualizado el inventario de activo fijo.

Artículo 14. Se suprime la sección de Seguridad Interna, para que lo adelante sea una uni-
dad de Seguridad Militar, de coordinación, con el objetivo de ofrecer el servicio de seguridad 
en las instalaciones del MICM, garantizando la integridad de los empleados y funcionarios, en 
coordinación con la Dirección Administrativa. El personal de esta unidad estará conformado 
por cuerpos militares del Ministerio de Defensa.

Artículo 15. Se crea la Dirección Financiera, bajo la dependencia del Despacho del Ministro, con-
forme al Decreto No. 100-18, del 6 de marzo de 2018 (arts. 26 y 29), con el objetivo de garantizar 
la eficiencia y transparencia en la administración de los recursos financieros de la institución, 
participando en la formulación del presupuesto, y dirigiendo, coordinando y supervisando los pro-
cesos de ingresos, gastos y pagos, así como el control de la ejecución financiera del presupuesto. 

Artículo 16. Se reubican las siguientes unidades organizativas bajo la dependencia de la 
Dirección Financiera:

16.1.	 Departamento de Contabilidad, responsable de ejecutar las operaciones contables que 
se realizan en el Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes, atendiendo a las normas 
contables establecidas. 
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16.2.	Departamento de Tesorería, responsable de realizar las actividades relacionadas con 
la recaudación, pago de dinero y otros valores de la institución.

Párrafo. Se crea el Departamento de Presupuesto, con el objetivo de coordinar y realizar 
las actividades de ejecución y evaluación del presupuesto asignado al Ministerio de Industria, 
Comercio y Mipymes. 

Artículo 17. Se modifica la nomenclatura de la Dirección de Tecnología de la Información 
por Dirección de Tecnologías de la Información y Comunicación, bajo la dependencia del 
Despacho del Ministro; siguiendo los lineamientos de la Resolución Núm. 51-2013 (MAP)/
OPTIC), del 3 de diciembre de 2013, que aprueba los Modelos de Estructura Organizativa de las 
Unidades de Tecnologías de la Información y Comunicación (TIC); responsable de administrar 
la infraestructura tecnológica de información y comunicación, desarrollar proyectos de tec-
nología de información con base en las necesidades de las dependencias del MICM y velar por 
la implantación de las mejores prácticas en materia de desarrollo de sistemas informáticos.

Artículo 18. Se crean las siguientes unidades organizativas bajo la dependencia de la Dirección 
de Tecnologías de la Información y Comunicación:

18.1	 Departamento de Seguridad y Monitoreo TIC, con el objetivo de definir e implemen-
tar las políticas de seguridad de la información, así mismo, controlar y monitorear los 
accesos a los sistemas de información.

18.2	 Departamento de Administración de Servicios TIC, con el objetivo de ejecutar todas 
las actividades de soporte técnico a la infraestructura tecnológica, incluyendo el soporte 
funcional y mesa de ayuda a los usuarios de los servicios TIC.

18.3	 Departamento de Desarrollo e Implementación de Sistemas, con el objetivo de 
controlar las actividades relacionadas con el diseño, desarrollo, implementación y so-
porte de los programas y sistemas que apoyan los procesos de la Institución.

18.4	 Departamento de Operaciones TIC, con el objetivo de coordinar y ejecutar las actividades 
relacionadas con la operación y administración de la infraestructura tecnológica del MICM 
(servidores, bases de datos, redes, entre otros), así como el aseguramiento de la continuidad 
de las operaciones.

18.5	 Departamento de Administración de Proyectos TIC, con el objetivo de planificar, coor-
dinar, administrar y dar seguimiento a los proyectos de tecnología de la información y co-
municaciones del MICM, identificando posibles riesgos que puedan afectar los proyectos, así 
como sus respectivas acciones de mitigación.

Artículo 19. El Viceministerio de Comercio Exterior, creado mediante el artículo 4 de la Ley 
37-17, del 3 de febrero de 2017, bajo la dependencia del Despacho del Ministro, con el objetivo 
de dirigir el desarrollo y la ejecución de políticas y estrategias de comercio exterior, orientadas a 
facilitar los accesos a mercados y a mantener un incremento sostenido de los productos y servicios 
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nacionales en el mercado exterior, queda conformado con las siguientes unidades organizativas 
bajo su dependencia:

19.1	 Dirección de Comercio Exterior (DICOEX), modificando su nomenclatura por Direc-
ción de Administración de Acuerdos y Tratados Comerciales Internacionales, res-
ponsable de velar por el cumplimiento de los acuerdos comerciales internacionales y 
demás compromisos comerciales asumidos por el Estado Dominicano, así como imple-
mentar y coordinar el Sistema Nacional de Prevención de Disputas Internacionales; el 
cual estará estructurado con las siguientes unidades organizativas bajo su dependencia: 

19.1.1	 Se mantiene el Departamento de Fortalecimiento de las Capacidades Co-
merciales, responsable de desarrollar planes que permitan la relación de coope-
ración con instituciones y organismos nacionales e internacionales y que a su vez 
faciliten el desarrollo de programas y proyectos orientados al fortalecimiento de 
las capacidades relacionadas con el comercio para los diferentes sectores del país.

19.1.2	 Departamento de Acceso a Mercados de Bienes, modificando su nomenclatura 
por Departamento de Acceso a Mercados, responsable de coordinar la elabo-
ración de estrategias de acceso a diferentes mercados preferenciales de comercio, 
así como el seguimiento a los compromisos asumidos en los distintos acuerdos 
firmados por el gobierno sobre el acceso a los mercados de bienes y mercancías.

19.1.3	 Se mantiene el Departamento de Asuntos Legales, Institucionales y Discipli-
nas Comerciales, responsable de coordinar el seguimiento a los compromisos asu-
midos por la República Dominicana en los asuntos legales, disciplinas comerciales 
e inversión, en el marco de los acuerdos comerciales. 

19.1.4	 Se crea el Departamento de Prevención y Solución de Controversias, con 
el objetivo de coordinar y administrar los casos sobre solución de controversias 
derivados de los Acuerdos de la OMC, de los Tratados de Libre Comercio, y de los 
Tratados de Inversión que estén en vigor en la República Dominicana.

19.2	 Se crea la Dirección de Comercio Exterior Multilateral, mediante el Decreto No. 100-18 
del 6 de marzo de 2018 (art. 16), con el objetivo de coordinar la posición del país y par-
ticipar en las negociaciones de los acuerdos multilaterales de comercio con las demás 
instancias públicas y otros foros no preferenciales de comercio; la cual estará estructu-
rada con las siguientes unidades organizativas bajo su dependencia:

19.2.1	 Se reubica el Departamento de Estudios Económicos y se cambia la nomen-
clatura por Departamento de Inteligencia Comercial, responsable de realizar 
investigaciones comerciales y estudios sobre los países que puedan servir de 
referencias para la formulación de políticas en las áreas respectivas.

19.2.2	 Se crea el Departamento de Organismos Internaciones, con el objetivo de 
brindar apoyo, participar y servir de enlace en los diferentes organismos multila-
terales internacionales, de los cuales la República Dominicana es miembro.
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Artículo 20. El Viceministerio de Desarrollo Industrial, creado mediante el artículo 4 de 
la Ley 37-17, del 3 de febrero de 2017, bajo la dependencia del Despacho del Ministro, con 
el objetivo de fomentar la industrialización competitiva y sostenible del aparato productivo 
nacional, de forma que contribuya de manera eficaz y eficiente al crecimiento económico 
sostenido, generación de empleos de calidad e inclusión social, queda conformado por las 
siguientes unidades organizativas bajo su dependencia:

20.1	 Se crea la Dirección de Fomento Industrial, mediante el Decreto No. 100-18, del 6 de 
marzo de 2018 (art 10), con el objetivo de apoyar y fomentar el desarrollo de la industria 
nacional, a través de la promoción e implementación de planes, programas y proyectos que 
incentiven la innovación y competitividad de la industria, con un enfoque de sostenibilidad; 
la cual estará estructurada con las siguientes unidades organizativas bajo su dependencia:

20.1.1	 Se crea el Departamento de Fomento de la Productividad e Innovación, con 
el objetivo de colaborar con las entidades de Gobierno y ofrecer servicios de ase-
soría y asistencia técnica a entidades empresariales e industriales, promoviendo 
la innovación y la transferencia de tecnología en el ámbito industrial, así como 
mejores prácticas que eleven la productividad y competitividad del sector.

20.1.2	 Se crea el Departamento de Fomento de la Calidad Industrial, con el obje-
tivo de colaborar con las entidades de gobierno y ofrecer servicios de asesoría y 
asistencia técnica a las entidades empresariales del sector manufacturero, pro-
moviendo mejores prácticas que eleven la productividad y competitividad, la 
articulación y diversificación productiva, y una cultura de calidad, para facilitar 
su inserción en las cadenas globales de valor.

20.1.3	 Se crea el Departamento de la Producción Sostenible, con el objetivo de apo-
yar del desarrollo e implementación de acciones que contribuyan a fomentar la 
cultura de producción sostenible en los sectores de la economía.

20.2	 Se crea la Dirección de Economía Industrial, mediante el Decreto No. 100-18 del 6 de 
marzo de 2018 (art 10), con el objetivo de dirigir y coordinar estudios referidos a polí-
ticas necesarias para la elaboración de planes, programas y proyectos que contribuyan 
con el desarrollo del sector industrial dominicano; la cual estará estructurada con las 
siguientes unidades organizativas bajo su dependencia:

20.2.1	Se crea el Departamento de Análisis de Economía Industrial, con el objetivo 
de ofrecer servicios de asesoría a entidades empresariales mediante el desarrollo 
de estudios de investigación y análisis de la situación de la industria y de la eco-
nomía del país. 

20.2.2	Se crea el Departamento de Política Industrial, con el objetivo de proponer, en 
colaboración con las entidades de gobierno y el sector privado, políticas e instru-
mentos que promuevan el desarrollo de la competitividad del sector industrial y 
que fomenten las inversiones de capital, tanto local como extranjera, favoreciendo 
la generación de empleo y el mejoramiento de la calidad de vida de la población.
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20.2.3	Se crea el Departamento de Monitoreo y Seguimiento de la Política Industrial, 
con el objetivo de realizar el monitoreo y evaluación de la ejecución de los planes de 
desarrollo, ejecutados para el sector por el Viceministerio de Desarrollo Industrial, a 
través de informes e indicadores preestablecidos.

Artículo 21. El Viceministerio de Comercio Interno, creado mediante el artículo 4 de la Ley 
37-17, del 3 de febrero de 2017, bajo la dependencia del Despacho del Ministro, con el objetivo 
dirigir el desarrollo de las políticas y programas para el desarrollo y fomento de los sectores 
industrial y comercial del país, queda conformado por las siguientes unidades organizativas 
bajo su dependencia:

21.1	Dirección de Industria y Comercio Interno, modificando la nomenclatura por Dirección 
de Comercio Interno, conforme al Decreto Núm. 100-18 del 6 de marzo de 2018 (art. 14, 
Párrafo III), responsable de velar por el cumplimiento de las políticas y normas establecidas 
para la comercialización de productos a nivel nacional y garantizar que la actividad comer-
cial se desarrolle de manera formal, leal y competitiva; la cual estará estructurada con las 
siguientes unidades organizativas bajo su dependencia:

21.1.1	 Se crea el Departamento de Supervisión del Registro del Comercio, con el 
objetivo de velar por el cumplimiento de las disposiciones legales en materia de 
Registro Mercantil, aplicando las normas tendentes a facilitar la aplicación de la 
Ley No. 3-02 sobre Registro Mercantil, con las siguientes unidades organizativas 
bajo su dependencia:

21.1.1.1	 Se crea la División de Supervisión a Cámaras de Comercio y Regis-
tro Mercantil, con el objetivo de velar por el cumplimiento de las dis-
posiciones legales en materia de Registro Mercantil, según lo establece 
el Art. No. 3, de la Ley No. 03-02 sobre Registro Mercantil y el párrafo II 
del Art. No. 2 de la Ley 50-87 sobre Creación y Organización de Cámaras 
de Comercio y Producción.

21.1.1.2	 Se crea la División de Clasificación de Empresas, con el objetivo de 
clasificar y certificar a las empresas productivas nacionales en la cate-
goría de Micro, Pequeñas y Medianas Empresas, según los parámetros 
establecidos en la Ley No. 488-08 y de conformidad al párrafo IV del 
artículo 3 del Decreto 164-13.

21.1.2	 Se crea el Departamento de Desarrollo del Mercado Interno, con el objetivo 
de fomentar la competitividad y sostenibilidad de las unidades productivas nacio-
nales, para fortalecer el comercio local de bienes y servicios, mediante la imple-
mentación de acciones que contribuyan a la mejora de la calidad de sus productos 
y a agregar valor a los mismos, dinamizando los diferentes sectores productivos. 

21.1.3	 Se crea el Departamento de Regulación del Mercado Interno, con el objetivo 
de velar por la aplicación efectiva de las disposiciones que, en materia reglamen-
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taria existen en la República Dominicana, para la comercialización de bienes y 
servicios, asegurando el comportamiento adecuado de los actores económicos, 
conformado por las siguientes unidades organizativas bajo su dependencia:

21.1.3.1	 Se crea la División de Coherencia Normativa del Mercado, con el 
objetivo de velar por la aplicación ejecutiva de las disposiciones regla-
mentarias del comercio que existen en la República Dominicana.

21.1.3.2	 Se crea la División de Tramitación de Licencias de Almacenes, con el 
objetivo de velar por el cumplimiento de las políticas, normas, regula-
ciones y demás disposiciones aplicables al otorgamiento de las Licencias 
para la Operación de Almacenes Generales de Depósito; así como la su-
pervisión y fiscalización de las actividades que se deriven de éstas.

21.1.3.3	 Se crea la División de Control de los Sistemas de Comercialización 
del Mercado Interno, con el objetivo de lograr el mejoramiento del 
comercio interno, asegurando un adecuado comportamiento de los fac-
tores económicos.

21.1.	Se crea el Departamento de Promoción del Mercado Interno, con el objetivo de garantizar 
el acceso a los mercados internos y el encadenamiento de los sectores productivos nacionales, 
a través de estudios y análisis sobre inclusión de los productos en la cadena de valor.

21.2	 Se crea la Dirección de Supervisión y Control de Estaciones de Expendio, mediante 
el Decreto No. 100-18, del 6 de marzo de 2018 (art 14, Párrafo II), con el objetivo de 
asegurar que las plantas envasadoras y estaciones de expendio de Gas Natural, GLP y 
estaciones de expendio de combustibles líquidos y mixtos se establezcan y brinden sus 
servicios de conformidad con las leyes, reglamentos, resoluciones, normas técnicas y de 
calidad y otras disposiciones emanadas del MICM; la cual estará estructurada con las 
siguientes unidades organizativas bajo su dependencia:

21.2.1	 Se crea el Departamento de Gestión de Solicitudes para Estaciones de Expen-
dio, con el objetivo de gestionar las solicitudes de permisos y licencias para la cons-
trucción, remodelación y operación de estaciones de expendio y plantas envasadoras, 
velando por el cumplimiento de los requisitos establecidos en las normativas y regu-
laciones vigentes, conformado con las siguientes unidades bajo su dependencia:

21.2.1.1	 Se crea la División de Autorización, con el objetivo gestionar las so-
licitudes de los permisos y licencias correspondientes a la construcción 
de estaciones de expendio y plantas envasadoras, incluyendo el inicio de 
trámites, cambios de formato y no objeción a la construcción.

21.2.1.2	Se crea la División de Habilitación, con el objetivo de gestionar las 
solicitudes de permisos y licencias correspondientes a la operación y re-
modelación de estaciones de expendio y plantas envasadoras incluyendo 
licencias de operación, renovación de licencias, la no objeción al traspaso 
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de licencias, no objeción a remodelación-modificación de la estructura y 
la no objeción al aumento de la capacidad.

21.2.2	Se crea el Departamento Técnico, con el objetivo de coordinar los procesos de 
evaluación, inspección, fiscalización y el sistema de documentación técnica de las 
estaciones de expendio y plantas envasadoras, a los fines de velar por el cum-
plimiento de los requisitos establecidos en las leyes, reglamentos, resoluciones y 
normas técnicas y de seguridad vigentes; conformado con las siguientes unidades 
bajo su dependencia:

21.2.2.1	Se crea la División de Inspección y Fiscalización, con el objetivo de 
realizar la inspección técnica y fiscalización de las estaciones de expen-
dio y plantas envasadoras a los fines de velar por el cumplimiento de los 
requisitos establecidos en las leyes, reglamentos, resoluciones y normas 
técnicas y de seguridad vigentes. 

21.2.2.2	Se crea la División de Evaluación, con el objetivo de gestionar la eva-
luación técnica de las estaciones de expendio y plantas envasadoras, a los 
fines de velar por el cumplimiento de los requisitos establecidos en las le-
yes, reglamentos, resoluciones y normas técnicas y de seguridad vigentes. 

21.2	 Se crea el Departamento de Registro de Estaciones de Expendio, con el objetivo de 
coordinar el registro de las estaciones de expendio y plantas envasadoras, a los fines de 
velar por el cumplimiento de las normativas y regulaciones vigentes.

21.3	 Se crea la Dirección de Operativos de Supervisión de Actividades Comerciales, me-
diante el Decreto No. 100-18, del 6 de marzo de 2018 (art 14, Párrafo IV), con el objetivo 
de brindar apoyo a los operativos de supervisión del comercio a nivel nacional, asistien-
do a sus requerimientos en materia de inspección y levantamiento de informaciones 
directamente vinculadas al comercio interno.

21.4	 Se mantiene la Dirección de Hidrocarburos, modificando la nomenclatura por Dirección 
de Combustibles, conforme a los términos del Decreto No. 100-18, del 6 de marzo de 
2018 (art. 14, Párrafo I). Su objetivo general es ejecutar las directrices emanadas por el 
Ministerio para el sector de combustibles; la cual estará estructurada con las siguientes 
unidades organizativas bajo su dependencia:

21.4.1	 Se crea el Departamento de Control de Calidad de Combustibles, con el objetivo 
de identificar los distintos procesos necesarios para el Sistema de Gestión de Calidad de 
los Combustibles y su aplicación en la organización, asegurándose de que se dispone de 
recursos y medios necesarios para apoyar los procesos y realizar el seguimiento de los 
mismos; conformado con las siguientes unidades organizativas bajo su dependencia:

21.4.1.1.	Se crea la División de Medición y Análisis de Combustibles, con el 
objetivo de asegurar que los combustibles que se expenden a nivel na-
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cional cumplan con las especificaciones de calidad y cantidad, acorde a 
las normativas y regulaciones establecidas.

21.4.1.2	Se crea la División de Metrología, con el objetivo de velar por la calibra-
ción y buen funcionamiento de los equipos requeridos para la ejecución de 
los análisis de calidad que se lleven a cabo en la Dirección de Combustibles.

21.4.2	Se mantiene el Departamento de Análisis del Mercado de Combustibles, con 
el objetivo de coordinar el proceso de análisis de variables económicas y finan-
cieras para determinar los precios de los combustibles, cumpliendo con las re-
gulaciones nacionales e internacionales; conformado con las siguientes unidades 
organizativas bajo su dependencia:

21.4.2.1	Se crea la División de Análisis de Precios del Mercado de Combus-
tibles, con el objetivo de realizar investigaciones y presentar informes 
referentes al mercado de los combustibles como insumo para facilitar la 
labor de análisis de precios de los combustibles.

21.4.2.2	Se crea la División de Análisis Estadístico del Mercado de Combus-
tibles, con el objetivo de recopilar, analizar, elaborar y presentar infor-
maciones estadísticas relacionadas al mercado de los combustibles, a fin 
de facilitar la labor de análisis de precios.

21.4.3	Se mantiene el Departamento de Inspección, con el objetivo de coordinar el 
proceso de inspección de todas las unidades y facilidades utilizadas en la cadena 
de almacenamiento, transporte y distribución de los combustibles a nivel nacio-
nal; conformado con las siguientes unidades organizativas bajo su dependencia:

21.4.3.1	 Se crea la División de Inspección de Almacenaje de Combustibles, 
con el objetivo de asegurar el fiel cumplimiento de las normativas y re-
gulaciones establecidas para la operación de tanques de almacenaje de 
combustibles, terminales de almacenamiento, empresas generadoras de 
electricidad, las empresas que expenden productos de aviación, carbón, 
gas natural y biocombustibles.

21.4.3.2	Se crea la División de Inspección de Equipos de Gas Licuado de 
Petróleo (GLP) y Gas Natural, con el objetivo de inspeccionar el fiel 
cumplimiento de las normativas y regulaciones establecidas para las 
unidades de transporte que utilizan GLP y GNV como carburante, así 
como de los talleres dedicados a la conversión vehicular a nivel nacional.

21.4.3.3	Se crea la División de Inspección de Unidades de Transporte de 
Combustibles, con el objetivo de inspeccionar el cumplimiento de las 
normativas y regulaciones establecidas para las unidades de transporte 
de combustibles, realizando la verificación in situ de las condiciones de 
estas unidades.
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21.4.4	Se crea el Departamento de Desarrollo de Combustibles, con el objetivo de 
crear estrategias de promoción de proyectos de desarrollo que sean de interés en 
el mercado de los combustibles y que sirvan de apoyo al desarrollo de las políticas 
generales en el área de los Combustibles.

21.4.5	Se crea el Departamento de Tramitación de Permisos, con el objetivo de coor-
dinar el proceso de permisos y licencias para la importación, almacenamiento, 
distribución y venta de los combustibles, con el objetivo de contribuir con el de-
sarrollo del sector y el fácil acceso a la compra por parte de los consumidores; 
conformado con las siguientes unidades bajo su dependencia:

21.4.5.1	Se crea la División de Gas Natural, Carbón y Biocombustibles, con el ob-
jetivo de asegurar el cumplimiento de los requisitos vigentes incluidos en las 
normativas para el negocio del gas natural, el carbón y los biocombustibles.

21.4.5.2	Se crea la División de Combustibles Líquidos, con el objetivo de asegu-
rar el cumplimiento de los requisitos vigentes incluidos en las normativas 
para el negocio de los combustibles líquidos.

21.4.5.3	Se crea la División de Gas Licuado de Petróleo (GLP), con el objetivo 
de asegurar el cumplimiento de los requisitos vigentes incluidos en las 
normativas para el negocio de los combustibles gaseosos, tales como el 
GLP y otros combustibles no líquidos. 

Artículo 22. El Viceministerio de Fomento a las Micro, Pequeña y Mediana Empresa, 
creado mediante el artículo 4, de la Ley 37-17 del 3 de febrero de 2017, bajo la dependencia 
del Despacho del Ministro, con el objetivo de articular e implementar las políticas de de-
sarrollo de las micro, pequeñas y medianas empresas en República Dominicana, así como 
diseñar, coordinar, ejecutar y supervisar las estrategias públicas de fomento a las Mipymes 
y a los emprendedores, queda conformado con las siguientes unidades organizativas bajo  
su dependencia:

22.1	 Se crea la Dirección de Emprendimiento, mediante el Decreto No. 100-18, del 6 de 
marzo de 2018 (art. 18), con el objetivo de dirigir el diseño de programas y proyectos 
para fomentar y apoyar el emprendimiento, como vía de desarrollo del comercio y la in-
dustria nacional en el marco de lo establecido en la Ley de Emprendimiento, conformado 
con las siguientes unidades organizativas bajo su dependencia:

22.1.1	 Se crea el Departamento de Promoción de Empresas Innovadoras, con el 
objetivo de fomentar la creación de nuevos negocios y el crecimiento de em-
prendimientos ya existentes en su etapa temprana y el desarrollo de la cultura 
emprendedora, con las siguientes unidades organizativas bajo su dependencia:

22.1.1.1	 Se crea la División de Apoyo en Incubación de Empresas, con el obje-
tivo de desarrollar e implementar programas y proyectos para apoyar la 
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incubación de empresas, y de contribuir con el crecimiento de las micro, 
pequeñas y medianas empresas del país.

22.1.1.2	Se crea la División de Articulación del Emprendimiento, con el ob-
jetivo de desarrollar políticas e iniciativas para propiciar la articulación 
entre diferentes actores de la vida nacional para el desarrollo y fortale-
cimiento del emprendimiento en el país.

22.1.1.3	 Se crea la División de Emprendimiento Social, con el objetivo de sen-
sibilizar, incentivar y capacitar el espíritu emprendedor social, en perso-
nas e instituciones, a través de la generación y ejecución de programas, 
proyectos, y actividades que fomenten la cultura en el ámbito del em-
prendimiento e innovación social.

22.1.2	Se crea el Departamento de Fortalecimiento y Desarrollo del Emprendimiento, 
con el objetivo de desarrollar políticas y programas para el fortalecimiento de la cul-
tura de emprendimiento en la República Dominicana, como vía para el crecimiento 
de la micro, pequeña y mediana empresa, el cual tendrá bajo su dependencia a la 
siguiente unidad organizativa:

22.1.2.1	Se crea la División de Desarrollo de Mentalidad y Cultura Em-
prendedora, con el objetivo de ejecutar programas y actividades para 
fomentar la mentalidad y la cultura emprendedora en la República 
Dominicana, sensibilizando y estimulando el espíritu emprendedor, a 
través de la educación.

22.2	 Se crea la Dirección de Servicios de Apoyo a las Mipymes, mediante el De-
creto No. 100-18 del 6 de marzo de 2018 (art. 18), con el objetivo de identificar 
y promover las mejores prácticas en la administración y operación de micro, pe-
queñas y medianas empresas, y desarrollar o supervisar programas e iniciativas 
para fomentar los niveles de competitividad de las mipymes, conformada por las 
siguientes unidades organizativas bajo su dependencia:

22.2.1	Se crea el Departamento de Fomento a la Competitividad de las Mipymes, 
con el objetivo de dar seguimiento a la ejecución de los proyectos relacionados 
con el fomento de la artesanía, la innovación, la economía digital y la asociati-
vidad de las micro, pequeñas y medianas empresas del país, conformada por las 
siguientes unidades organizativas bajo su dependencia:

22.2.1.1	Se crea la División de Fomento a la Artesanía, con el objetivo de pla-
near, desarrollar, ejecutar y evaluar los programas, acciones y políticas 
públicas orientados a promover, de manera permanente, actividades ar-
tístico-culturales que permitan el involucramiento de la comunidad para 
acceder a las distintas expresiones artísticas, así como fomentar el desa-
rrollo y la profesionalización de la actividad alfarera en el país.
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22.2.1.2	Se crea la División de Innovación, con el objetivo de elaborar, ejecutar 
y evaluar los proyectos y políticas públicas en base a los (4) cuatro tipos 
de Innovación descritos en el Manual de Oslo como son; innovación de 
producto, de proceso, de mercadotecnia y de organización (OCDE, 2005).

22.2.1.3	Se crea la División de Economía Digital, con el objetivo de formular, im-
plementar y evaluar las políticas públicas dirigidas a elevar el nivel de com-
petitividad de las mipymes, a través de la intensificación en el uso y acceso 
de las herramientas de la economía digital en los empresarios del sector.

22.2.1.4	Se crea la División de Articulación Productiva, con el objetivo de di-
señar e implementar políticas que promuevan acuerdos colaborativos 
entre los agentes económicos, para mejorar la competitividad de las 
empresas, optimizando las condiciones de su entorno circundante

22.2.1.5	Se crea la División de Desarrollo Empresarial, con el objetivo de fo-
mentar la productividad y competitividad de la micro, pequeñas y me-
dianas empresas, por medio de la implementación de programas y pro-
yectos de desarrollo empresarial.

22.2.2	Se crea el Departamento de Políticas para Mipymes, con el objetivo de coor-
dinar y promover la formulación e implementación de políticas públicas direc-
cionadas al fomento empresarial de las mipymes, a través de acceso a crédito, el 
acceso a mercados, la formalización empresarial y el fácil acceso a servicios pú-
blicos relacionados a la empresarialidad, conformado por las siguientes unidades 
organizativas bajo su dependencia:

22.2.2.1	Se crea la División de Inclusión Financiera, con el objetivo de de-
sarrollar políticas que fortalezcan la capacidad de gestión financiera e 
incrementen las oportunidades de acceso a recursos financieros para las 
mipymes del país, como vía del desarrollo comercial e industrial de la 
República Dominicana.

22.2.2.2	Se crea la División de Análisis y Simplificación de Trámites, con el 
objetivo de diseñar y ejecutar mecanismos de monitoreo, evaluación y 
simplificación de las políticas públicas, trámites y proyectos sectoriales 
dirigidos a fomentar el desarrollo y la competitividad de las mipymes. 

22.2.2.3	Se crea la División de Formalización y Acceso a Mercados, con el ob-
jetivo de fomentar la formalización de las empresas informales y de los 
emprendedores, incentivando y liderando la eliminación de trabas para 
la creación y registro de las mipymes en el territorio nacional, a fin de 
fortalecer al empresariado para que pueda proveer al Estado o alcanzar 
los mercados internacionales.
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Artículo 23. El Viceministerio de Zonas Francas y Regímenes Especiales, creado mediante 
el artículo 4, de la Ley 37-17, del 3 de febrero de 2017, bajo la dependencia del Despacho 
del Ministro, con el objetivo de generar iniciativas y estrategias que contribuyan al desarrollo 
sostenible de las empresas acogidas al régimen de Zonas Francas, Desarrollo Fronterizo y otros 
regímenes especiales, mediante la definición de políticas e instrumentos que faciliten su ins-
talación y permanencia, queda conformado con las siguientes unidades organizativas bajo su 
dependencia:

23.1	 Se crea la Dirección de Fomento a los Regímenes Especiales, mediante el Decreto 
No. 100-18, del 6 de marzo de 2018 (art. 12, Párrafo I), con el objetivo de garantizar el 
desarrollo de programas e iniciativas que contribuyan a que las empresas acogidas a los 
regímenes especiales se vinculen con los mercados de exportación y el tejido producti-
vo nacional y en particular que aquellas acogidas al Régimen de Incentivo al Desarrollo 
Fronterizo promuevan el empleo, la trasferencia tecnológica y desarrollo de la frontera.

23.2	Se crea la Dirección de Fomento a las Zonas Francas y Parques Industriales, me-
diante el Decreto No. 100-18, del 6 de marzo de 2018 (art. 12, Párrafo II), con el obje-
tivo general de garantizar el desarrollo de los programas e iniciativas que contribuyan 
a que las empresas acogidas al régimen de zonas francas aumenten sus exportaciones 
y niveles de competitividad global velando por profundizar los encadenamientos pro-
ductivos y el valor agregado nacional.

Artículo 24. Se cambia la nomenclatura de las Oficinas Regionales para que en lo adelante 
se denomine Direcciones Regionales, bajo la dependencia del Despacho del Ministro, con 
el objetivo de coordinar la implementación de las políticas y programas que fortalezcan el 
crecimiento y desarrollo de la industria, el comercio y las mipymes en la región de que se trate 
y siguiendo los lineamientos establecidos por el artículo 31 del Decreto No. 100-18, del 6 de 
marzo de 2018, que aprueba el Reglamento Orgánico-Funcional del MICM, conformado por 
las siguientes unidades organizativas bajo su dependencia: 

24.1	 Se crea el Departamento de Coordinación Administrativa, con el objetivo coordinar 
y ejecutar las actividades de la región relacionadas con los procesos administrativos, 
tecnológicos, de recursos humanos y de atención integral al cliente.

24.2	Se crea el Departamento de Coordinación Técnica, con el objetivo de ejecutar las 
actividades del Ministerio en la región, relacionadas con el desarrollo de la Industria, el 
Comercio y las Mipymes, en coordinación con las áreas sustantivas correspondientes a la 
sede central.

Artículo 25. Se elimina la Dirección Administrativa y Financiera, para crear la Dirección 
Administrativa y la Dirección Financiera, conforme a las disposiciones de los artículos 26, 
27 y 29 del Decreto No. 100-18, del 6 de marzo de 2018 y los lineamientos generales de la 
Ley No. 247-12. 
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Artículo 26. Se suprime el Departamento de Información sobre Comercio Exterior, apro-
bado según Resolución No. 73, dictada por el Ministro de Industria y Comercio, en fecha 24 de 
mayo de 2007, en el entendido de que en lo adelante sus funciones corresponderán a la Dirección 
de Comunicaciones, y ésta a su vez coordinará las acciones de los temas de comercio exterior con 
la actual Dirección de Comercio Exterior, denominada Dirección de Administración de Acuerdos 
y Tratados Comerciales Internacionales, a partir de la fecha de la presente Resolución.

Artículo 27. Se suprime la Dirección de Energía No Convencional, el Departamento de 
Energía Alternativa y el Departamento de Eficiencia y Ahorro de Energía, que se en-
contraban bajo la dependencia de la Dirección de Energía No Convencional, suprimida de 
conformidad con las disposiciones de la Ley que crea el Ministerio de Energía y Minas, No. 
100-13 de fecha 30 de julio de 2013.

Artículo 28. Se suprime la Unidad de Asesorías Permanentes, para que en lo adelante los 
asesores de esta unidad figuren dentro de la estructura del Despacho del Ministro.

Artículo 29. Se suprime la Dirección de Remediación Ambiental, creada mediante la 
Resolución No. 73, dictada por el Ministro de Industria y Comercio, en fecha 24 de mayo de 
2007, modificada por la Resolución No. 129, de fecha 11 de junio de 2012, en cumplimien-
to del Decreto No. 931-03 que traspasó a la entonces Secretaría de Estado de Industria y 
Comercio las obligaciones de Representante Gubernamental Autorizado, conforme la Sección 
17.12, literal b) del Acuerdo Especial de Arrendamiento de Derechos Mineros, suscrito entre el 
Estado Dominicano, Rosario Dominicana, S. A., el Banco Central de la República Dominicana y 
Pueblo Viejo Dominicana Corporation, modificado (el CEAM), calidad ratificada según Decreto 
No. 665-03, y por la Enmienda al CEAM de fecha 10 de junio de 2009. 

Párrafo. La referida Dirección pasa a formar parte de la estructura organizativa del Ministerio 
de Energía y Minas, en virtud de las disposiciones de la Ley No. 100-13, de fecha 30 de julio 
de 2013, que traspasó a este último, entre otras, las competencias que en materia de minería 
tenía el Ministerio de Industria y Comercio; y de la Notificación de cambio de Representante 
Gubernamental Autorizado bajo el CEAM, hecha a Pueblo Viejo Dominicana Corporation por el 
Ministro de Industria y Comercio, mediante comunicación 2581 de fecha 21 de agosto de 2015, 
calidad que actualmente ostenta el Ministerio de Energía y Minas. 

Artículo 30. Se deroga la Resolución No. 103, de fecha 19 de mayo del año 2017. 

Artículo 31. En los casos que, como consecuencia de la implantación de esta nueva estructura 
organizativa se requiera de la reubicación de un servidor de carrera, deberán realizarse las 
coordinaciones correspondientes con la Dirección de Sistemas de Carrera del Ministerio de 
Administración Pública (MAP).

Artículo 32. Con el objetivo de facilitar la implantación de la reorganización interna, el 
Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM) elaborará y pondrá en vigencia los ma-
nuales de organización y funciones, y de clasificación de cargos, con la asesoría del Ministerio 
de Administración Pública (MAP).
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Artículo 33. Conforme a los cambios señalados mediante la presente Resolución, el organigra-
ma del el Ministerio de Industria, Comercio y Mipymes (MICM), se consigna anexo a la misma 
para sello y firma por parte de la institución.

Artículo 34. La presente Resolución deroga y sustituye cualquier Resolución que le sea contraria.

DADA en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, Capital de la República Dominicana, 
a los quince (15) días, del mes de marzo del año dos mil diecinueve (2019), año 175 de la In-
dependencia y 156 de la Restauración.

Aprobada por:

ARQ. NELSON TOCA SIMÓ
Ministro de Industria, Comercio y Mipymes

Refrendada por el Ministerio de Administración Pública (MAP):

LIC. RAMÓN VENTURA CAMEJO
Ministro de Administración Pública
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